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    En esta esperada continuación de su best seller internacional Hegemonía o supervivencia, Noam Chomsky da la vuelta a la tortilla y nos muestra cómo Estados Unidos comparte rasgos con otros estados fallidos, y en consecuencia supone un peligro cada vez mayor para sus habitantes y el mundo en general.


    Los estados fallidos, escribe Chomsky, son aquellos que carecen de capacidad o voluntad «para proteger a sus ciudadanos de la violencia y quizás incluso de la destrucción» y «se consideran más allá del alcance del derecho nacional o internacional». Padecen un grave «déficit democrático» que priva a sus instituciones de auténtica sustancia. Al explorar los últimos avatares de la política exterior y nacional de Estados Unidos, Chomsky revela los planes de Washington para mili­tarizar aún más el planeta, evalúa las peligrosas consecuencias de la ocupación de Irak, documenta el modo en que Washington se salta las normas internacionales y también examina el diseño del sistema electoral estadounidense que elimina las alternativas políticas genui­nas e impide cualquier democracia efectiva.


    Contundente, lúcido y meticulosamente documentado, Estados falli­dos ofrece un exhaustivo análisis de una superpotencia global que desde hace tiempo se arroga el derecho de remodelar otras naciones, mientras sus propias instituciones democráticas atraviesan una grave crisis y sus políticas y prácticas imprudentes sitúan el mundo al borde del desastre nuclear y medioambiental. En su sistemático desmantelamiento de la falsa condición de árbitros mundiales de la democracia que se atribuye Estados Unidos, Estados fallidos es la crítica más centrada, y urgente, de Chomsky hasta la fecha.
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  PREFACIO


  La selección de temas que deberían ocupar un lugar destacado en el orden del día de la preocupación por el bienestar y los derechos humanos es, ni que decir tiene, un asunto subjetivo. Sin embargo, hay unas cuantas opciones que parecen inevitables, por lo directo de su impacto sobre las perspectivas de una supervivencia decente. Entre ellas se cuentan al menos estas tres: la guerra nuclear, el desastre medioambiental y el hecho de que el Gobierno de la primera potencia del mundo actúe de un modo que incrementa la probabilidad de dichas catástrofes. Es importante resaltar lo de «Gobierno», porque la población, como no es de extrañar, no está de acuerdo. Eso pone de manifiesto otro tema que debería suscitar una honda preocupación en los estadounidenses y el mundo: la acusada brecha entre opinión pública y política pública, una de las causas del miedo, que no puede obviarse como si tal cosa, a que «el “sistema” norteamericano en su conjunto se halle en auténtico peligro, a que se encamine en una dirección que augura el fin de sus valores históricos [de] igualdad, libertad y democracia efectiva[1]».


  El «sistema» está empezando a presentar algunos de los rasgos de los estados fallidos, por adoptar una noción de moda en la actualidad que por lo general se aplica a estados que se consideran potenciales amenazas para nuestra seguridad (como Irak) o necesitados de nuestra intervención para rescatar a la población de graves amenazas internas (como Haití). Aunque se reconoce que el concepto es «frustrantemente impreciso», es posible identificar varias de las características primarias de los estados fallidos. Una es la falta de capacidad o voluntad para proteger a sus ciudadanos de la violencia y tal vez incluso la destrucción. Otra es su tendencia a considerarse más allá del alcance del derecho nacional o internacional, y por tanto libres para perpetrar agresiones y violencia. Además, si tienen forma democrática, padecen un grave «déficit democrático» que priva a sus instituciones formales de auténtica sustancia[2].


  Una de las tareas más arduas que puede acometer nadie, y de las más importantes, es mirarse en el espejo con honestidad. Si lo hacemos, no debería costarnos encontrar las características de los «estados fallidos» en nuestra propia casa. Reconocer esa realidad debería inspirar una profunda preocupación en todos aquéllos a quienes importan sus países y las generaciones venideras. «Países», en plural, por el enorme alcance del poder de Estados Unidos, pero también porque las amenazas no están localizadas en el espacio o el tiempo.


  La primera mitad de este libro está dedicada ante todo a la creciente amenaza de destrucción causada por el poder estatal norteamericano, en contravención del derecho internacional, un tema de particular inquietud para los ciudadanos de la potencia mundial dominante, con independencia de cómo se evalúen las amenazas relevantes. La segunda mitad trata sobre todo de las instituciones democráticas, de cómo las concibe la cultura de la elite y cómo funcionan en la realidad, tanto «fomentando la democracia» en el extranjero como dándole forma en casa.


  Los temas poseen una estrecha interrelación, y surgen en varios contextos. Al comentarlos, para ahorrar un exceso de notas omitiré las fuentes cuando sean fáciles de encontrar en libros míos recientes[3].
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  DESCARNADA, ESPANTOSA E INELUDIBLE


  Hace medio siglo, en julio de 1955, Bertrand Russell y Albert Einstein hicieron público un extraordinario llamamiento a los habitantes del mundo, en el que les pedían que «dejaran de lado» el furor que les inspiraban muchos temas y se considerasen «meros miembros de una especie biológica que ha tenido una historia extraordinaria, y cuya desaparición ninguno podemos desear». La alternativa que se le planteaba al mundo era «descarnada, espantosa e ineludible: ¿pondremos fin a la raza humana, o renunciará la humanidad a la guerra?»[1].


  El mundo no ha renunciado a la guerra. Todo lo contrario. A estas alturas, la potencia mundial hegemónica se arroga el derecho de librar la guerra a su voluntad, bajo una doctrina de «legítima defensa anticipatoria» sin límites declarados. El derecho internacional, los tratados y las reglas de orden mundial se imponen a los demás con severidad y grandes aspavientos de superioridad moral, pero se descartan como irrelevantes para Estados Unidos, una práctica con mucha historia que las Administraciones Reagan y Bush II han llevado a nuevas cotas[2].


  Entre las más elementales de las obviedades morales se encuentra el principio de la universalidad: debemos aplicarnos las mismas normas que a los demás, cuando no unas más férreas. Dice mucho de la cultura intelectual de Occidente el que este principio se pase por alto con tanta frecuencia y que, si alguna vez se menciona, se condene como indignante. Resulta especialmente vergonzoso en aquellos que se jactan de su devoción cristiana, y en consecuencia es probable que al menos hayan oído hablar de la definición del hipócrita de los Evangelios[3].


  Amparándose en exclusiva en una retórica elevada, los comentaristas nos instan a apreciar la sinceridad de las profesiones de «claridad moral» e «idealismo» de la cúpula política. Por tomar apenas uno de los innumerables ejemplos, el conocido estudioso Philip Zelikow deduce «la nueva centralidad de los principios morales» en la Administración Bush de «la retórica de la Administración» y de un único hecho: la propuesta de aumentar la ayuda al desarrollo… hasta una fracción de la que aportan otros países ricos en proporción al volumen de sus economías[4].


  La retórica resulta en verdad impresionante. «Llevo en el alma este compromiso», declaró el presidente en marzo de 2002 cuando creó la Corporación para los Desafíos del Milenio con el fin de aumentar la financiación para combatir la pobreza en el mundo en vías de desarrollo. En 2005, la corporación borró la declaración de su página web después de que la Administración Bush redujera en miles de millones de dólares su presupuesto proyectado. Su director dimitió «tras no haber conseguido poner en marcha el programa», escribe el economista Jeffrey Sachs, después de no «desembolsar casi nada» de los diez mil millones de dólares prometidos en un principio. Entretanto, Bush rechazó una petición del primer ministro Tony Blair para doblar la ayuda a África, y expresó su voluntad de sumarse a otros países industriales en el recorte de la deuda africana impagable sólo si la ayuda se reducía en consonancia, maniobras que equivalen a «una condena a muerte para los más de seis millones de africanos que mueren al año por causas evitables y tratables», señala Sachs. Cuando el nuevo embajador de Bush, John Bolton, llegó a las Naciones Unidas poco antes de su cumbre de 2005, exigió de inmediato la eliminación de «todas las apariciones de la expresión “objetivos de desarrollo del milenio”» del documento que se había preparado con esmero, tras largas negociaciones, para afrontar «la pobreza, la discriminación sexual, el hambre, la educación primaria, la mortalidad infantil, la salud materna, el medio ambiente y las enfermedades[5]».


  La retórica siempre es edificante, y nos conminan a admirar la sinceridad de quienes la producen, aun cuando actúan de modos que recuerdan la observación de Alexis de Tocqueville, cuando dijo que Estados Unidos era capaz de «exterminar la raza india […] sin vulnerar un solo gran principio de moralidad a ojos del mundo[6]».


  A menudo se acusa a las doctrinas imperantes de usar «un doble rasero». El término resulta engañoso. Es más preciso describirlo como un rasero único, claro e inconfundible, la vara de medir que Adam Smith calificó de «vil máxima de los amos de la humanidad: […] Todo para nosotros, y nada para los demás». Han cambiado muchas cosas desde entonces, pero la vil máxima prospera[7].


  El rasero único está tan arraigado que pasa desapercibido. Tómese el «terror», el tema por excelencia de la actualidad. Existe un rasero único palmario: «su» terror contra nosotros y nuestros clientes es el mal definitivo, mientras que «nuestro» terror contra ellos no existe o, si existe, es del todo pertinente. Una muestra clara es la guerra terrorista de Washington contra Nicaragua en la década de 1980, un caso incontrovertible, al menos para quienes crean que el Tribunal Internacional de Justicia y el Consejo de Seguridad de la ONU —que condenaron ambos a Estados Unidos— tienen algo que decir en estos asuntos. El Departamento de Estado confirmó que las fuerzas dirigidas por Estados Unidos que atacaban Nicaragua desde bases norteamericanas en Honduras habían recibido autorización para actuar contra «objetivos blandos», es decir, objetivos civiles indefensos. Una protesta de Americas Watch suscitó una cortante respuesta por parte de un respetado portavoz de «la izquierda», el director de The New Republic, Michael Kinsley, quien pacientemente explicó que los ataques terroristas a blancos civiles debían evaluarse con criterios pragmáticos: una «política sensata [debería] superar la prueba del análisis coste-beneficio» en el sentido de «la cantidad de sangre y miseria que se derramará, y la probabilidad de que surja la democracia al final del camino»; «democracia» tal y como la definían las elites estadounidenses, claro está[8].


  Las premisas siguen más allá del debate, incluso de la percepción. En 2005, la prensa informó de que la Administración Bush afrontaba un serio «dilema»: Venezuela quería la extradición de uno de los terroristas latinoamericanos más conocidos, Luis Posada Carriles, para juzgarlo por el atentado contra un avión de pasajeros de la aerolínea cubana en el que murieron setenta y tres personas. Los cargos eran creíbles, pero existía una auténtica dificultad. Cuando Posada escapó de una cárcel venezolana, «fue contratado por agentes secretos estadounidenses para que dirigiera el operativo de reabastecimiento para la Contra nicaragüense desde El Salvador», es decir, para que desempeñara un papel destacado en la guerra terrorista de Washington contra Nicaragua. De ahí el dilema: «Extraditarlo para su juicio podría transmitir a los agentes secretos extranjeros la preocupante señal de que no podían contar con la protección incondicional del Gobierno de Estados Unidos, y podría exponer a la CIA a embarazosas revelaciones públicas de un ex empleado». La incapacidad para percibir que tal vez falle algo en todo esto viene a ser un requisito de admisión en la sociedad de los intelectuales respetables[9].


  Al mismo tiempo que Venezuela presentaba su solicitud, el Senado y la Cámara de Representantes aprobaron por abrumadora mayoría un proyecto de ley que prohibía la ayuda estadounidense a países que denegaran peticiones de extradición, peticiones de Estados Unidos, se entiende. La habitual negativa de Washington a satisfacer las solicitudes de otros países que buscaban la extradición de destacados terroristas no mereció ningún comentario, aunque se expresó cierta preocupación acerca de la teórica posibilidad de que el proyecto de ley prohibiera la ayuda a Israel, a causa de su negativa a extraditar a un hombre acusado de «un brutal asesinato en Maryland en 1997, que había huido a Israel y solicitado la ciudadanía a través de su padre[10]».


  Al menos por el momento, el dilema de Posada lo resolvieron, oportunamente, los tribunales, que rechazaron la petición venezolana, en contravención de un tratado de extradición Estados Unidos-Venezuela. Un día después, el director del FBI, Robert Mueller, instó a Europa a acelerar las solicitudes de extradición estadounidenses: «Siempre estamos buscando maneras de hacer que el proceso de extradición vaya más rápido —dijo—. Creemos que les debemos a las víctimas del terrorismo procurar que la justicia se cumpla de forma eficaz y efectiva». En la Cumbre Iberoamericana que se celebró al cabo de poco, los dirigentes de España y los países de Latinoamérica «respaldaron los esfuerzos de Venezuela por conseguir la extradición [de Posada] de Estados Unidos para someterlo a juicio» por el atentado contra el avión de Cubana, pero luego se echaron atrás cuando la embajada estadounidense protestó por esa acción. Washington no sólo rechaza, o simplemente desoye, las peticiones de extradición de terroristas. Bush I indultó a Orlando Bosch, un conocido terrorista internacional y asociado de Posada, a pesar de las objeciones del Departamento de Justicia, que pedía su deportación por suponer una amenaza a la seguridad nacional. Bosch reside sano y salvo en Estados Unidos, donde es posible que se le una Posada, en comunidades que siguen sirviendo de base para el terrorismo internacional[11].


  Nadie sería tan vulgar como para sugerir que debería someterse a bombardeos e invasión a Estados Unidos en cumplimiento de la doctrina Bush II según la cual «quienes cobijan a terroristas son tan culpables como los propios terroristas», anunciada cuando el Gobierno de Afganistán solicitó pruebas antes de entregar a Estados Unidos a personas acusadas de terrorismo (sin fundamentos creíbles, como más tarde reconocería Robert Mueller). La doctrina Bush se ha «convertido ya en una regla de facto de las relaciones internacionales», escribe el especialista de Harvard Graham Allison: revoca «la soberanía de los estados que ofrecen refugio sagrado a los terroristas». De algunos estados, se entiende, gracias a la exención que concede el rasero único[12].


  El rasero único también se hace extensivo a las armas y demás medios de destrucción. Los gastos militares de Estados Unidos se acercan a los del resto del mundo juntos, mientras que las ventas de armas de treinta y ocho empresas norteamericanas (una de las cuales está domiciliada en Canadá) ascienden a más del 60 por ciento del total mundial. Además, para la potencia dominante del planeta, los medios de destrucción tienen pocos límites. Articulando lo que ya sabían quienes desean ver, el destacado analista militar israelí Reuven Pedatzur escribe que «en la era de una única e implacable superpotencia, cuyos dirigentes pretenden configurar el mundo de acuerdo con su imperiosa visión mundial, las armas nucleares se han convertido en un instrumento atractivo para hacer la guerra, incluso contra enemigos que no las poseen[13]».


  Cuando le preguntaron por qué «Estados Unidos debía gastar una fortuna en armas y China contenerse», Max Boot, miembro decano del Consejo de Relaciones Exteriores, ofreció una sencilla respuesta: «nosotros garantizamos la seguridad del mundo, protegemos a nuestros aliados, mantenemos abiertas las vías marítimas críticas y encabezamos la guerra contra el terror», mientras que China amenaza a los demás y «podría disparar una carrera armamentística», acciones inconcebibles para Estados Unidos. Desde luego, nadie que no fuera un enloquecido «teórico de la conspiración» podría mencionar que Estados Unidos controla las vías marítimas con miras a los objetivos de su política exterior, no en beneficio de todos, o que gran parte del mundo considera Washington (en particular desde el inicio de la presidencia de Bush II) como la principal amenaza para la seguridad mundial. Encuestas globales recientes revelan que Francia «transmite la extendida impresión de ejercer una influencia positiva en el mundo», junto con Europa en general y China, mientras que «los países a los que más se percibe como una influencia negativa son Estados Unidos y Rusia». Sin embargo, una vez más existe una explicación sencilla. Las encuestas sólo demuestran que el mundo se equivoca. Como Boot ha explicado en otras fuentes, Europa «a menudo ha actuado movida por la avaricia» y los «cínicos europeos» no pueden comprender la «veta de idealismo» que anima la política exterior estadounidense. «Después de 200 años, Europa todavía no ha entendido lo que espolea a Estados Unidos». Otros comparten esas carencias mentales, en particular los más cercanos, que tienen una considerable experiencia y por tanto van especialmente desencaminados. De los países encuestados, México figura entre los «más negativos» sobre el papel de Estados Unidos en el mundo[14].


  El transcurso y resultado de la revisión de mayo de 2005 del Tratado de No Proliferación (TNP), al que regresaremos, ilustra la gravedad de nuestra responsabilidad por la persistencia —y el aumento— de graves amenazas para nuestra especie en peligro. Una de las principales preocupaciones de los participantes en la conferencia del TNP fue la voluntad de Washington de «retirar los frenos nucleares», lo que suponía «dar un gran —y peligroso— paso que conducirá a la transformación de la bomba nuclear en un arma legítima para hacer la guerra». Las potenciales consecuencias no podrían ser más descarnadas[15].


  ARRIESGARSE A LA FATALIDAD DEFINITIVA


  El riesgo de destrucción nuclear resaltado por Russell y Einstein no es abstracto. Ya nos hemos acercado hasta el borde de la guerra nuclear. El caso más conocido es el de la crisis de los misiles cubanos de octubre de 1962, cuando nuestra salvación del «olvido nuclear» fue poco menos que «milagrosa», concluyen dos destacados investigadores. En una conferencia retrospectiva celebrada en La Habana en 2002, el historiador y asesor de Kennedy, Arthur Schlesinger, describió la crisis como «el momento más peligroso de la historia humana». Los participantes en la conferencia descubrieron que los peligros habían sido más graves incluso de lo que creían. Se enteraron de que el mundo estuvo «a una palabra de distancia» del primer uso de un arma nuclear desde Nagasaki, como informó Thomas Blanton, del Archivo de Seguridad Nacional, que ayudó a organizar la conferencia. Se refería a la intervención de un comandante de submarino ruso, Vasili Arjipov, que contrarió una orden de disparar torpedos de carga nuclear cuando sus embarcaciones se hallaban bajo ataque de los destructores estadounidenses, con consecuencias que podrían haber sido escalofriantes[16].


  Entre los planificadores de alto nivel que asistieron a la retrospectiva de La Habana se encontraba el secretario de Defensa de Kennedy, Robert McNamara, quien recordó en 2005 que el mundo había llegado a estar «a un pelo del desastre nuclear» durante la crisis de los misiles. Acompañó su recordatorio con una renovada advertencia de «Apocalipsis pronto», y describió «la actual política de armas nucleares de Estados Unidos como inmoral, ilegal, militarmente innecesaria y atrozmente peligrosa». Esa política crea «riesgos innecesarios para las demás naciones y la nuestra» (tanto el riesgo de «lanzamiento nuclear accidental o involuntario», que es «inaceptablemente elevado», como el de un ataque nuclear por parte de terroristas). McNamara refrendó el juicio del secretario de Defensa de Clinton, William Perry, de que «existe una probabilidad superior al 50 por ciento de un ataque nuclear contra blancos estadounidenses en menos de una década[17]».


  Graham Allison informa de que el «consenso en la comunidad de la seguridad nacional» es que un ataque mediante «bomba sucia» es «inevitable», mientras que un ataque con arma nuclear es altamente probable a menos que se retire de la circulación y se aseguren los materiales fisibles, que son el ingrediente esencial. Al revisar el éxito parcial de los esfuerzos por conseguirlo desde principios de los noventa, bajo las iniciativas de los senadores Sam Nunn y Richard Lugar, Allison describe el revés que han sufrido esos programas desde los primeros días de la Administración Bush. Los planificadores de Bush dejaron de lado los programas para impedir «el terror nuclear inevitable» mientras volcaban sus energías en llevar el país a la guerra y luego a los esfuerzos por contener de algún modo la catástrofe que crearon en Irak[18].


  En el boletín de la Academia Estadounidense de las Artes y las Ciencias, poco dado a la hipérbole, los analistas estratégicos John Steinbruner y Nancy Gallagher advierten que los programas militares de la Administración Bush y su postura agresiva conllevan «un riesgo apreciable de fatalidad definitiva». Los motivos no tienen vuelta de hoja. La búsqueda de la seguridad total por parte de un estado, que incluye el derecho a librar la guerra a voluntad y «retirar los frenos nucleares» (Pedatzur), conlleva la inseguridad de los demás y su probable reacción. La terrorífica tecnología que se está desarrollando en la actualidad como parte de la transformación de las fuerzas armadas de Rumsfeld «se difundirá a ciencia cierta al resto del mundo». En el contexto de la «competencia en la intimidación», el ciclo de acción-reacción crea un «peligro creciente y de potencial incontrolable». Si «el sistema político de Estados Unidos no puede reconocer ese riesgo ni hacer frente a las implicaciones», advierten, «su viabilidad será sumamente cuestionable[19]».


  Steinbruner y Gallagher expresan su esperanza de que la amenaza que el Gobierno de Estados Unidos supone para su propia población y el mundo se vea contrarrestada por una coalición de naciones amantes de la paz… ¡encabezada por China! Mal van las cosas cuando se expresan semejantes ideas en el corazón del establishment. Además, lo que eso dice del estado de la democracia estadounidense —donde los temas rara vez entran en el campo de batalla electoral o el debate público— no resulta menos chocante y amenazador, una ilustración del déficit democrático mencionado en el prefacio. Steinbruner y Gallagher sacan China a colación porque de entre todos los estados nucleares es el que «ha mantenido con diferencia el patrón más contenido de despliegue militar». Es más, China ha dirigido algunas iniciativas de la ONU para conservar el espacio exterior para fines pacíficos, en conflicto con Estados Unidos, que, junto a Israel, ha bloqueado todas las maniobras para impedir una carrera armamentística en el espacio.


  La militarización del espacio no tuvo su origen en la Administración Bush. El Mando Espacial de Clinton reclamó «el dominio de la dimensión espacial de las operaciones militares para proteger los intereses e inversiones de Estados Unidos», de modo muy similar a como lo hicieron los ejércitos y armadas en épocas anteriores. En consecuencia, Estados Unidos debe desarrollar «armas de ataque con base en el espacio [que permitan] la aplicación de fuerza de precisión desde, hacia y a través del espacio». Esas fuerzas serán necesarias, expresaban tanto los servicios secretos como el Mando Espacial, porque la «globalización de la economía mundial» conducirá a una «brecha económica creciente» y a «un estancamiento económico, una inestabilidad política y una alienación cultural cada vez más profundos», lo que provocará disturbios y violencia entre los «pobres», gran parte de ellos dirigidos contra Estados Unidos. El programa espacial se ubicaba dentro del marco de la doctrina, anunciada por Clinton de manera oficial, de que Estados Unidos tiene derecho a recurrir al «uso unilateral del poder militar» para garantizar «el acceso sin impedimentos a mercados, suministros energéticos y recursos estratégicos clave[20]».


  Los planificadores de Clinton (STRATCOM) aconsejaban, además, que Washington diera una imagen «irracional y vengativa si se atacan sus intereses vitales», sin descartar la amenaza de un primer ataque con armas nucleares contra estados no nucleares. Los dispositivos atómicos son mucho más valiosos que el resto de las armas de destrucción masiva, señalaba el STRATCOM, porque «la destrucción extrema de una explosión nuclear es inmediata, con pocos paliativos que reduzcan su efecto, si es que existe alguno». Por si fuera poco, «las armas nucleares siempre proyectan su sombra sobre cualquier crisis o conflicto», con lo que amplían el alcance del poder convencional. Una vez más, la doctrina estratégica no es nueva. Por ejemplo, el secretario de Defensa de Carter, Harold Brown, pidió al Congreso que financiara la capacidad nuclear estratégica porque con ella «el resto de nuestras fuerzas se convierte en instrumentos significativos de poder militar y político», que deben estar disponibles en todo el Tercer Mundo porque, «ante todo por motivos económicos», existe «una creciente turbulencia desde dentro además de la intervención de la Unión Soviética»: esta última más un pretexto que un motivo, un hecho que en ocasiones se reconocía con franqueza[21].


  Bajo la Administración Bush, las amenazas se han vuelto más serias si cabe. Los planificadores de Bush ampliaron la doctrina de Clinton del control del espacio para fines militares a una «propiedad» del espacio, que «podría significar una actuación inmediata en cualquier parte del mundo». Los altos mandos militares informaron al Congreso en 2005 de que el Pentágono está desarrollando nuevo armamento espacial que permitiría a Estados Unidos lanzar un ataque «con mucha rapidez, con plazos muy breves de planificación y lanzamiento, en cualquier lugar de la faz de la Tierra», explicó el general James Cartwright, director del Mando Estratégico. Esa política somete cualquier lugar del orbe al riesgo de una destrucción instantánea, gracias a una sofisticada vigilancia global y un armamento ofensivo letal en el espacio, algo que por reciprocidad pone en peligro al pueblo de Estados Unidos[22].


  La Administración Bush también ha ampliado la opción de primer ataque y ha desdibujado cada vez más la línea que separa las armas convencionales y nucleares, por lo que ha incrementado «el riesgo de que se recurra a la opción nuclear», observa el analista militar William Arkin. Los sistemas de armamento que se hallan en la actualidad bajo desarrollo podrían «alcanzar el blanco con precisión con una carga explosiva convencional minutos después de una orden de lanzamiento válida del mando y control», en conformidad con una doctrina de las fuerzas aéreas que define la superioridad espacial como «ser libres para atacar además de estar libres de ataques». El experto en armamento John Pike comenta que los nuevos programas permiten a Estados Unidos «aplastar a alguien, en cualquier lugar del mundo, en un plazo de treinta minutos, sin necesidad de una base aérea cercana», un beneficio sustancial si se tiene en cuenta la hostilidad regional que provocan los centenares de bases norteamericanas repartidas por todo el planeta para garantizar el dominio global. La estrategia de defensa nacional que Rumsfeld firmó el 1 de marzo de 2005 «nos permite proyectar poder en cualquier parte del mundo desde unas bases de operaciones seguras» y reconoce «la importancia de influir en los acontecimientos antes de que los desafíos se vuelvan más peligrosos y menos manejables», de acuerdo con la doctrina de la guerra preventiva. El general Lance W. Lord, director del Mando Espacial de las Fuerzas Aéreas, informó al Congreso de que los sistemas que en la actualidad se encuentran bajo desarrollo permitirán a Estados Unidos «alcanzar el blanco con precisión con una carga explosiva convencional minutos después de una orden de lanzamiento válida del mando y control»… y también con una carga explosiva no convencional, ni que decir tiene[23].


  No es de extrañar que estas acciones hayan suscitado preocupación, críticas y reacciones. Altos oficiales militares y espaciales de la Unión Europea, Canadá, China y Rusia han advertido de que «tal y como el desencadenamiento de las armas nucleares tuvo consecuencias imprevistas, también las tendría el armamento del espacio». Como se había previsto, Rusia respondió al enorme aumento de la capacidad militar ofensiva de Bush con un drástico incremento de sus propios medios, y ha reaccionado a las filtraciones del Pentágono sobre la militarización del espacio anunciando que se «plantearía el uso de la fuerza para responder si era necesario». La «defensa antimisiles» —que todas las partes reconocen como un arma de primer ataque— es un peligro de especial gravedad para China. Si los programas muestran alguna evidencia de éxito, es probable que China amplíe su arsenal ofensivo para conservar la capacidad disuasoria. Ya está desarrollando misiles más potentes con cabezas nucleares múltiples capaces de alcanzar Estados Unidos, una política calificada de «agresivamente defensiva» por el director de la edición asiático-pacífica del primer semanario militar del mundo. En 2004, Estados Unidos respondía del 95 por ciento de los gastos militares espaciales del mundo, pero otros podrían sumarse si se sintieran obligados, lo que supondría un aumento enorme de los riesgos para todos[24].


  Los analistas estadounidenses reconocen que los actuales programas del Pentágono «pueden interpretarse como un significativo avance de Estados Unidos hacia un espacio armado [y que] caben pocas dudas de que el emplazamiento de armas en el espacio es un aspecto aceptado de la planificación de la transformación de las Fuerzas Aéreas», acontecimientos que «a largo plazo tienen muchos visos de ejercer un efecto negativo en la seguridad nacional de Estados Unidos». Sus equivalentes chinos están de acuerdo en que, por bien que Washington proclame intenciones defensivas, «para China y muchos otros países la construcción de un sistema como ése se parece más al desarrollo de la Estrella de la Muerte, la base espacial de la saga La guerra de las galaxias [que puede usarse] para atacar satélites militares y civiles y objetivos de cualquier lugar de la Tierra […] Las armas espaciales se consideran armas de “primer ataque” más que elementos defensivos, porque son vulnerables a las contramedidas. Su despliegue, por tanto, podría interpretarse como una señal de la intención estadounidense de usar la fuerza en los asuntos internacionales». Es posible que China y otros desarrollen armas espaciales de bajo coste como reacción, de modo que la política de Estados Unidos «podría disparar una carrera armamentística en el espacio». Además, «para salvaguardarse de la pérdida potencial de su capacidad disuasoria, China también podría recurrir al incremento de sus fuerzas nucleares, lo que a su vez animaría a la India y luego Pakistán a imitarla». Rusia ya ha «amenazado con responder al despliegue de armas espaciales por parte de cualquier país, un acto que podría minar el ya frágil régimen de no proliferación nuclear[25]».


  Entretanto el Pentágono está reflexionando sobre un inquietante estudio de su más destacado asesor académico sobre las fuerzas armadas chinas, que ha investigado textos militares en chino y entrevistado a sus autores hasta llegar a una conclusión que «ha provocado muchos nervios en Washington: China ve a Estados Unidos como un rival militar». En consecuencia debemos abandonar la idea de que China es «un país intrínsecamente manso» y reconocer que los paranoicos y taimados chinos quizás, estén emprendiendo con discreción la senda del mal[26].


  El ex planificador de la OTAN Michael MccGwire nos recuerda que en 1986, reconociendo la «lógica espantosa» de las armas nucleares, Mijaíl Gorbachov pidió su total eliminación, una propuesta que naufragó contra la militarización de los programas espaciales de Reagan (la «guerra de las galaxias»). La doctrina occidental, escribe, «tenía como premisa explícita la amenaza creíble del “primer uso” de armas nucleares, y ésa sigue siendo la política a día de hoy». Rusia se mantuvo fiel a la misma doctrina hasta 1994, cuando invirtió su postura y adoptó una política de renuncia al «primer uso». Sin embargo, Rusia retomó la doctrina de la OTAN y abandonó su llamada a la abolición de las armas nucleares en respuesta a la ampliación de la OTAN que hizo Clinton, en contravención de la «categórica garantía» de Washington a Gorbachov de que si él «accedía a que una Alemania reunificada permaneciera en la OTAN, la alianza no se ampliaría hacia el Este para absorber a los antiguos miembros del Pacto de Varsovia». A la luz de la historia anterior, por no hablar de las obviedades estratégicas, la violación que hizo Clinton de unos compromisos firmes suponía una grave amenaza de seguridad para Rusia, y «es la antítesis del principio de “exclusión” que subyace al concepto de las zonas libres de armas nucleares (ZLAN)». La violación de las garantías por parte de Clinton explica «por qué la OTAN se resistió a formalizar la ZLAN de facto que abarcaba Europa central desde el Ártico hasta el mar Negro». MccGwire prosigue señalando que esa formalización «fue propuesta por Bielorrusia, Ucrania y Rusia a mediados de la década de 1990, pero habría interferido en los planes de ampliar la OTAN. Un razonamiento inverso explica por qué Washington apoya la formación de una ZLAN en Asia central. En caso de que esas ex repúblicas soviéticas decidieran unirse a Rusia en una alianza militar, una ZLAN negaría a Moscú la opción de desplegar armas nucleares en su territorio[27]».


  «APOCALIPSIS PRONTO»


  La probabilidad del «Apocalipsis pronto» no puede calcularse de manera realista, pero es sin duda demasiado alta para que cualquier persona cuerda la contemple con ecuanimidad. Por bien que sea vano especular, la reacción a la «descarnada, terrorífica e ineludible» elección que describieron Einstein y Russell no tiene nada de baladí. Al contrario, urge reaccionar, sobre todo en Estados Unidos, debido al papel primario de Washington en la aceleración de la carrera hacia la destrucción al ampliar su dominio militar sin parangón histórico. «Es posible que estén aumentando las probabilidades de un ataque nuclear accidental, equivocado o desautorizado», advierte el ex senador Sam Nunn, que ha desempeñado un papel de primer orden en los esfuerzos por reducir la amenaza de la guerra nuclear. «Estamos corriendo un riesgo innecesario de provocar un Apocalipsis de nuestra propia cosecha», observa Nunn, a resultas de unas decisiones políticas que hacen que la «supervivencia de Estados Unidos» dependa de «la precisión de los sistemas de aviso de Rusia y su mando y control». Nunn se refiere a la drástica ampliación de los programas militares estadounidenses, que inclinan el equilibrio estratégico de modos que hacen «más probable que Rusia lance al recibir un aviso de ataque, sin esperar a confirmar que el aviso es acertado». La amenaza aumenta por el hecho de que «el sistema ruso de aviso temprano se encuentra en un estado lamentable y tiene más posibilidades de emitir un falso aviso de aproximación de misiles». La confianza estadounidense en «la postura nuclear de alerta elevada, con el dedo en el gatillo, […] permite que se lancen misiles en cuestión de minutos», lo que obliga a «nuestros dirigentes a decidir casi en el acto si lanzan armas nucleares en cuanto reciben un aviso de ataque, lo cual les priva del tiempo que podrían necesitar para recopilar datos, intercambiar información, cobrar perspectiva, descubrir un fallo y evitar un error catastrófico». El riesgo va más allá de Rusia, y también de China si sigue el mismo camino. El analista estratégico Bruce Blair observa que «los problemas de aviso temprano y control que aquejan a Pakistán, la India y otros exponentes de proliferación son más acuciantes incluso[28]».


  Otra seria preocupación, debatida en la literatura técnica mucho antes del 11-S, es la posibilidad de que las armas nucleares caigan tarde o temprano en manos de grupos terroristas, que podrían usar esas y otras armas de destrucción masiva con efectos letales. Esas perspectivas las exponen los planificadores de la Administración Bush, que no consideran el terrorismo una prioridad, como demuestran de manera regular. Su agresivo militarismo no sólo ha conducido a Rusia a ampliar de forma significativa su arsenal ofensivo, que incluye armas nucleares y sistemas de lanzamiento más letales, sino que también está induciendo a las Fuerzas Armadas rusas a trasladar constantemente armas nucleares a lo largo y ancho del inmenso territorio del país para contrarrestar la sucesión de amenazas estadounidenses. Sin duda los planificadores de Washington son conscientes de que los rebeldes chechenos, que ya han robado materiales radiactivos de plantas de residuos y centrales nucleares, han estado realizando reconocimientos de «el sistema ferroviario y los trenes especiales diseñados para transportar armas nucleares de un extremo a otro de Rusia[29]».


  Blair advierte de que «este movimiento perpetuo [dentro de Rusia] crea una grave vulnerabilidad, porque el transporte es el talón de Aquiles de la seguridad de las armas nucleares», un factor de riesgo equiparable al mantenimiento de las fuerzas nucleares estratégicas en estado de alerta «con el dedo en el gatillo». Estima que todos los días «muchos centenares de armas nucleares rusas se desplazan por las zonas rurales». El robo de una bomba nuclear «podría augurar el posterior desastre para una ciudad estadounidense, [pero ésa] no es la peor hipótesis que se deriva de esta prestidigitación nuclear». Más ominoso es el hecho de que «la captura de un misil o grupo de misiles nucleares estratégicos de largo alcance listos para dispararse y capaces de verter bombas sobre blancos situados a millares de kilómetros de distancia podría ser apocalíptica para naciones enteras». Otra amenaza de primera magnitud es la posibilidad de que unos piratas informáticos terroristas se infiltren en las redes de comunicación militares y transmitan órdenes de lanzamiento para unos misiles armados con centenares de cabezas nucleares; no es ninguna fantasía, como aprendió el Pentágono hace unos años tras el descubrimiento de graves defectos en sus salvaguardas, que exigieron nuevas instrucciones para el personal de lanzamiento de misiles Trident de sus submarinos. Los sistemas de otros países son mucho menos fiables. Todo ello constituye «un accidente en ciernes», escribe Blair; un accidente que podría resultar apocalíptico[30].


  Se está obrando una escalada consciente de los peligros de una guerra nuclear mediante la amenaza y el uso de la violencia, lo cual, como se ha predicho desde hace tiempo, también está estimulando el terrorismo yihadista. Ese terrorismo se remonta a los programas de la Administración Reagan para organizar, armar y adiestrar a islamistas radicales: no para la defensa de Afganistán, como se proclamaba, sino por las consabidas y desagradables razones de Estado, con nefastas consecuencias para el atormentado pueblo afgano. La Administración Reagan también toleró con desenfado la deriva de Pakistán hacia el extremismo islamista radical bajo el caudillaje de Mohamed Zia ul-Haq, uno de los muchos dictadores brutales apoyados por los ocupantes de Washington del momento y sus mentores. Reagan y sus asociados también tuvieron el detalle de hacer la vista gorda mientras su aliado paquistaní desarrollaba armas nucleares, acogiéndose cada año al fingimiento de que no era así. Ellos y la Administración Clinton prestaron poca atención mientras el proliferador más destacado de Pakistán, en la actualidad sometido a un tironcillo de orejas, efectuaba la empresa de contrabando nuclear más extraordinaria del mundo: Abdul Qader Jan, que «hizo más daño en diez años que cualquier país en el primer medio siglo de la era atómica», según James Walsh, director ejecutivo del proyecto Managing the Atom, de Harvard[31].


  El militarismo agresivo de Washington no es el único factor que impulsa la carrera hacia el «Apocalipsis pronto», pero desde luego es significativo. Los planes y políticas se ubican en un contexto mucho más amplio, con raíces que se remontan a los años de Clinton y más allá. Todo eso sucede en los márgenes del discurso público, y no entra ni siquiera de manera marginal en las decisiones electorales, otra ilustración del declive de la democracia vigente y su portento.


  La única amenaza remotamente comparable al uso de armas nucleares es la seria amenaza de catástrofe medioambiental. En preparación de la cumbre del Grupo de los Ocho de julio de 2005 en Gleneagles, Escocia, los estamentos científicos de todas las acciones del G8, incluida la Academia Nacional de las Ciencias de Estados Unidos, se sumaron a los de China, la India y Brasil para conminar a los dirigentes de los países ricos a que tomaran medidas urgentes para alejar ese desastre potencial. «La comprensión científica del cambio climático es ya lo bastante clara para justificar una acción rápida», afirmaba su declaración: «Es vital que todas las naciones identifiquen medidas de coste justificado que puedan emprender ahora y que contribuyan a una reducción sustancial y a largo plazo de las emisiones globales netas de gases de efecto invernadero». Un editorial de The Financial Times refrendó ese «toque a rebato», a la vez que deploraba el hecho de que «existe, sin embargo, una negativa, y por desgracia se encuentra en la Casa Blanca, donde —a pesar de la declaración sin precedentes de los científicos del G8 en anticipación a la cumbre de Gleneagles del mes que viene— George W. Bush, el presidente de Estados Unidos, insiste en que todavía no sabemos lo suficiente sobre este fenómeno que está cambiando literalmente el mundo». Después Washington «consiguió retirar el lenguaje que llamaba a la acción rápida para controlar el calentamiento global» y eliminar afirmaciones tan incendiarias como que «Nuestro mundo se está calentando» porque «el señor Bush ha dicho que el calentamiento global es una cuestión demasiado incierta para justificar nada que no sean medidas voluntarias». El resultado final, comentan los editorialistas de The Financial Times, es que se fue poco más allá de la «palabrería piadosa[32]».


  El rechazo de la evidencia científica en cuestiones de supervivencia, de acuerdo con el juicio científico de Bush, es una rutina. En la asamblea anual de 2005 de la Asociación Estadounidense para el Avance de la Ciencia (AAAS), «destacados investigadores del clima norteamericanos […] hicieron públicas “las pruebas más convincentes nunca vistas” de que las actividades humanas son responsables del calentamiento global». El grupo predijo importantes efectos climáticos, entre ellos una acusada reducción de las reservas de agua en regiones que dependen de ríos alimentados por el derretimiento de nieve y glaciares. Otros destacados investigadores de esa misma asamblea expusieron pruebas de que el derretimiento de las capas de hielo del Ártico y Groenlandia está ocasionando cambios en el equilibrio de salinidad del mar que amenazan con «interrumpir la circulación termohalina, que transfiere el calor desde los trópicos hacia las regiones polares por medio de corrientes como la del Golfo». Una posible consecuencia es una significativa reducción de las temperaturas en Europa. Poco después, expertos en el clima informaron de un adicional encogimiento del casquete polar y advirtieron de que, como se había predicho hace tiempo, «las retroacciones en el sistema están empezando a imponerse» a medida que las extensiones ampliadas de agua abierta absorben la energía solar en vez de reflejarla de vuelta al espacio, acelerando en consecuencia la grave amenaza de calentamiento global. La publicación de «las pruebas más convincentes nunca vistas», al igual que las advertencias del G8, recibió escasa atención en Estados Unidos, a pesar de la que se concedió por esas mismas fechas a la puesta en práctica del protocolo de Kioto, que regulaba la emisión de gases de efecto invernadero, en la que el Gobierno más importante se negó a participar[33].


  Es importante destacar lo de «Gobierno». La observación habitual de que Estados Unidos permaneció casi solo en su rechazo a los protocolos de Kioto sólo es correcta si la expresión «Estados Unidos» excluye a su población, firme partidaria de ese pacto. La mayoría de los votantes de Bush no sólo respalda el protocolo, sino que tiene la errónea creencia de que el presidente también. En general, los votantes de las elecciones de 2004 se engañaban y mucho al respecto de las posiciones de los partidos políticos, no por falta de interés o capacidad mental, sino porque las elecciones están meticulosamente diseñadas para cosechar ese resultado, un tema al que regresaremos[34].


  IRAK Y LA «GUERRA DEL TERROR»


  Los planificadores de Estados Unidos y Gran Bretaña eran muy conscientes de que la invasión de Irak probablemente aumentaría el terror y la proliferación de ADM, como muchos analistas y organismos de información advirtieron. El director de la CIA, George Tenet, informó al Congreso en octubre de 2002 de que invadir Irak podía llevar a Saddam Hussein a asistir a «los terroristas islamistas en la conducción de un ataque con ADM contra Estados Unidos». El Consejo Nacional de Inteligencia (NIC) «predijo que una invasión de Irak encabezada por Estados Unidos aumentaría el apoyo al islam político y produciría una sociedad iraquí profundamente dividida y propensa al conflicto interno violento», generadora por tanto de terror dentro de Irak y en todo el mundo. El NIC confirmó esas expectativas en diciembre de 2004, cuando informó de que «Irak y otros posibles conflictos del futuro podrían proporcionar reclutamiento, terrenos de adiestramiento, habilidades técnicas y competencia lingüística a una nueva clase de terroristas que están “profesionalizados” y para los que la violencia política se convierte en un fin en sí misma». El NIC también predijo que, a resultas de la invasión, esta nueva red globalizada de «grupos extremistas islámicos difusos» extendería sus operaciones a otros lugares para defender las tierras musulmanas del ataque de «los invasores infieles», a la vez que Irak reemplazaría a Afganistán como terreno de adiestramiento. Un informe de la CIA de mayo de 2005 confirmó que «Irak se ha convertido en un imán para los militantes islámicos, tal y como lo fueron el Afganistán ocupado por los soviéticos hace dos décadas y Bosnia en los años noventa». La CIA concluía que «Irak puede demostrarse un campo de adiestramiento para extremistas islámicos más eficaz incluso de lo que fue Afganistán en los primeros tiempos de Al-Qaeda, porque está actuando de laboratorio en el mundo real para el combate urbano». Dos años después de la invasión, una revisión gubernamental de alto nivel de la «guerra al terror» reafirmaba la misma conclusión. Centrándose «en cómo afrontar el surgimiento de una nueva generación de terroristas, formados en Irak en los últimos años», el análisis señalaba: «Los altos funcionarios del Gobierno están dedicando cada vez más su atención a adelantarse a lo que uno calificó de “hemorragia” de centenares de miles de yihadistas adiestrados en Irak que regresen a sus países de origen en todo Oriente Medio y Europa occidental. “Es un nuevo componente de una nueva ecuación —dijo un ex alto cargo de la Administración Bush—. Si no se sabe quiénes son en Irak, ¿cómo van a localizarlos en Estambul o Londres?”[35]».


  Poca duda cabe de que la invasión de Irak tuvo el efecto de «reformar enormemente el atractivo popular de radicales antidemocráticos como los de Al-Qaeda y otros salafíes yihadistas» en todo el mundo musulmán. Una muestra crucial es Indonesia, el estado con la mayor población musulmana del mundo y una fuente probable de terrorismo yihadista. En 2000, un 75 por ciento de los indonesios veía con buenos ojos a los estadounidenses. Esa cifra cayó al 61 por ciento en 2002 y se hundió hasta el 15 por ciento tras la invasión de Irak, con un 80 por ciento, de los indonesios que afirmaba temer un ataque de Estados Unidos. Scott Atran, un especialista en terrorismo e Indonesia, informa de que «esos sentimientos se correlacionan con la disposición de más de un 80 por ciento de los indonesios a que el islam desempeñe un papel creciente en la vida personal y nacional, pero también están asociados con la tolerancia hacia una gama más amplia de correligionarios, entre ellos los militantes radicales, y la disposición a amplificar cualquier desaire contra un dirigente o nación islámicos hasta convertirlo en un ataque percibido contra el mundo musulmán en su conjunto[36]».


  La amenaza no es abstracta. Poco después de las mortíferas bombas en el sistema de transporte público londinense de julio de 2005, el Real Instituto Británico de Asuntos Internacionales (Chatham House) hizo público un estudio que reiteraba las consabidas conclusiones de los servicios secretos y los analistas independientes: «No existe “ninguna duda” de que la invasión de Irak “ha dado un espaldarazo a la red de Al-Qaeda [en cuanto a] propaganda, reclutamiento y financiación”, a la vez que ha aportado una zona de adiestramiento ideal para los terroristas». El estudio revelaba que «el Reino Unido está especialmente en riesgo porque es el aliado más cercano de Estados Unidos, ha desplegado fuerzas armadas en las campañas militares para derrocar el régimen talibán en Afganistán y el de Irak […] [y va de] paquete» de la política estadounidense, el pasajero que va montado detrás del conductor de una motocicleta. En su análisis de los atentados de Londres, el servicio de seguridad interior MI5 de Gran Bretaña concluyó que «aunque poseen un abanico de aspiraciones y “causas”, Irak es un tema dominante para una gama de grupos e individuos extremistas en el Reino Unido y Europa», mientras que algunas personas que han viajado a Irak a combatir «tal vez regresen después al Reino Unido y se planteen organizar atentados en el país[37]».


  El Gobierno de Blair negó la evidencia con indignación, aunque pronto quedó reafirmada cuando uno de los sospechosos del posterior atentado fallido, capturado en Roma, «afirmó que la trama del atentado estaba inspirada directamente en la participación británica en la guerra de Irak» y describió «que los sospechosos vieron horas de metraje televisivo que mostraba a viudas y niños iraquíes desolados junto a imágenes de civiles muertos en el conflicto. Supuestamente le dijo a los investigadores que, después de ver las imágenes, “cundía un sentimiento de odio y la convicción de que era necesario dar una señal, hacer algo[38]”».


  Los informes de un gabinete estratégico israelí y los servicios secretos saudíes concluían que «la inmensa mayoría» de los combatientes extranjeros en Irak «no son ex terroristas» sino que «se han radicalizado en la propia guerra», estimulados por la invasión a responder «a los llamamientos a defender a sus correligionarios musulmanes de los “cruzados” e “infieles”» que están organizando «un ataque a la religión musulmana y la cultura árabe». Un estudio del Centro de Estudios Estratégicos e Internacionales (CSIS) reveló que «un 85 por ciento de los militantes saudíes que acudieron a Irak no eran integrantes de la lista de vigilancia de ningún gobierno, miembros de Al-Qaeda o simpatizantes del terrorismo», sino que se habían «radicalizado casi en exclusiva por la invasión de la Coalición». Desde la invasión, confirma el informe, Irak se ha convertido en uno de los centros globales de reclutamiento y adiestramiento de terroristas islamistas extremistas («neosalafíes»); es probable que una elevada proporción regrese a sus países de origen en posesión de habilidades terroristas y visiones del mundo radicalizadas, donde adquirirán «publicidad y credibilidad entre los furiosos y alienados del mundo islámico» y difundirán «el terrorismo y la violencia». Los servicios secretos franceses, que poseen una experiencia única de muchos años, concluyen que «lo que ha hecho la guerra de Irak es radicalizar a esas personas y mentalizar a algunas de ellas para apoyar el terrorismo. Irak es un estupendo banderín de enganche», al aportar una nueva y «enorme zona de yihad para adiestrar a personas para la lucha en sus países de origen», como habían descubierto ya los servicios de información «en Afganistán, en Bosnia, en Kosovo». Funcionarios estadounidenses informan de que Abú Musab al-Zarqawi, el número uno de Al-Qaeda en Irak, «está atrayendo a su redil a cada vez más combatientes iraquíes», desplazando a los combatientes extranjeros, que suponen «menos del 10 por ciento de los insurgentes en Irak», quizá no más del 4 por ciento, opina el CSIS[39].


  Según el especialista en terrorismo Peter Bergen, el presidente Bush «acierta al decir que Irak es un frente principal en la guerra al terrorismo, pero se trata de un frente que hemos creado nosotros». Como «la guerra de Irak ha incrementado las filas de los terroristas», informa, «2003 presenció la mayor incidencia de atentados terroristas significativos de las últimas dos décadas, cifra que después, en 2004, asombrosamente se triplicó». En respuesta a la búsqueda de Donald Rumsfeld de «un sistema métrico para saber si vamos ganando o perdiendo la guerra contra el terror», Bergen sugiere que «el aumento exponencial de las cifras de terrorismo es un sistema métrico que se antoja relevante[40]».


  Los estudios sobre atentados suicidas también revelan que «Irak parece estar desempeñando un papel crucial en la alteración de las opiniones y como zona cero de una nueva ola de atentados suicidas». Entre 1980 y 2003 hubo 315 atentados suicidas en todo el mundo, obra en un principio ante todo de los laicos Tigres del Tamil. Desde la invasión estadounidense, las estimaciones de atentados suicidas en Irak (donde antes eran prácticamente desconocidos) se mueven alrededor de cifras de hasta 400. Los especialistas en terrorismo informan de que «las historias sobre el valor y heroísmo de los hombres bomba de Irak» están generando imitadores entre la juventud musulmana que adopta la doctrina yihadista de que el mundo musulmán está bajo ataque y debe alzarse en su defensa. Los antiguos empleados del Consejo Nacional de Seguridad y especialistas en contraterrorismo Daniel Benjamin y Steven Simon concluyen que Bush ha «creado un nuevo refugio para el terrorismo en Irak que incrementa el potencial de violencia islamista contra Europa y Estados Unidos», una política que es «desastrosa»: «Es posible que nos ataquen terroristas que recibieron su adiestramiento en Irak, o terroristas inspirados, organizados y adiestrados por personas que estuvieron en Irak […] [Bush] les ha proporcionado un excelente blanco estadounidense en Irak, pero en el proceso ha vigorizado la yihad y ha concedido a los militantes el tipo de experiencia en guerra urbana que elevará exponencialmente la futura amenaza para Estados Unidos[41]».


  Robert Pape, que ha realizado los estudios más concienzudos sobre los terroristas suicidas, escribe que «hoy en día Al-Qaeda es menos producto del fundamentalismo islámico que de una sencilla meta estratégica: obligar a Estados Unidos y sus aliados occidentales a retirar las fuerzas de combate de la península Arábiga y otros países musulmanes», como declara repetidamente Osama bin Laden. Los analistas serios han señalado que las palabras y los actos de Bin Laden presentan una estrecha correlación. Los yihadistas organizados por la Administración Reagan y sus aliados pusieron fin a su terrorismo dentro de Rusia basado en Afganistán cuando los rusos se retiraron de ese país, aunque lo prosiguieron desde la Chechenia musulmana ocupada, escenario de horripilantes crímenes rusos que se remontan al siglo XIX. La novela corta Hadyi Murad de Tolstói es por desgracia más actual que nunca. Bin Laden se volvió contra Estados Unidos en 1991 porque consideró que estaba ocupando la tierra más sagrada de los árabes (un hecho que el Pentágono citaría más tarde como motivo para desplazar sus bases de Arabia Saudí) y porque Washington bloqueó sus esfuerzos por sumarse al ataque contra el enemigo laico Saddam Hussein. Los yihadistas también se unieron al bando musulmán en las guerras de los Balcanes, con el beneplácito y la asistencia de Estados Unidos, en el preciso instante en que intentaban volar el World Trade Center en 1993. Un analista estratégico y ex funcionario del Gobierno indio sostiene, además, que los terroristas de Londres recibieron adiestramiento en Bosnia[42].


  En la investigación especializada más completa sobre la militancia islamista, Fawaz Gerges concluye que, después del 11-S, «la respuesta dominante a Al-Qaeda en el mundo musulmán era muy hostil», en especial entre los yihadistas, que la consideraban un grupo extremista peligroso. En lugar de reconocer que la oposición a Al-Qaeda ofrecía a Washington «el modo más eficaz de clavar un clavo en su ataúd» encontrando «medios inteligentes de alimentar y apoyar las fuerzas internas que se oponían a las ideologías militantes como la red de Bin Laden», la Administración Bush hizo exactamente lo que esperaba Bin Laden: recurrir a la violencia. La invasión de Irak creó un firme apoyo a la fetua dictada por la cairota Al-Azhar, «la institución más antigua de enseñanza superior religiosa en el mundo del islam». La fetua aconsejaba a «todos los musulmanes del mundo que libraran la yihad contra las fuerzas invasoras americanas». El jeque Tantawi de Al-Azhar, «uno de los primeros eruditos musulmanes que condenó a Al-Qaeda [y] a menudo criticado por los clérigos ultraconservadores como reformista prooccidental […] dictaminó que el empeño de detener la invasión americana constituye un “deber islámico vinculante”». Los logros de los planificadores de la Administración Bush como inspiradores de radicalismo y terror islámico son impresionantes[43].


  El analista de la CIA responsable de seguir la pista de Bin Laden desde 1996, Michael Scheuer, escribe que «Bin Laden ha sido meridiano al explicar a Estados Unidos los motivos por los que hace la guerra contra nosotros. Ninguno de los motivos tiene que ver con nuestra libertad y nuestra democracia, pero sí todo que ver con las políticas y acciones de Estados Unidos en el mundo musulmán». Scheuer señala que «las fuerzas y políticas estadounidenses están completando la radicalización del mundo islámico, algo que Osama bin Laden lleva intentando con éxito sustancial pero incompleto desde principios de los noventa. Como resultado […] es justo concluir que los Estados Unidos de América siguen siendo el único aliado indispensable de Bin Laden». De su detallado estudio de Al-Qaeda, Jason Burke extrae una conclusión parecida. «Cada uso de la fuerza es otra pequeña victoria para Bin Laden», escribe, que crea «un nuevo cuadro entero de terroristas» para una «lucha cósmica entre el bien y el mal», la visión compartida por Bin Laden y Bush[44].


  El patrón es habitual. Por mencionar otro caso reciente, el asesinato estadounidense-israelí del jeque Ahmed Yassin, reverenciado clérigo tetrapléjico, (junto con media docena de transeúntes inocentes) delante de una mezquita de Gaza en marzo de 2004 condujo al brutal asesinato de cuatro contratistas de seguridad estadounidenses en Faluya como represalia inmediata, lo que a su vez provocó la invasión de marines que mató a centenares de personas y detonó conflagraciones en todo Irak. El fenómeno no tiene misterio. A menos que se aplaste por completo a los enemigos, la violencia tiende a engendrar violencia a modo de respuesta. Una réplica violenta y destructiva al terrorismo ayuda a la «vanguardia terrorista» a movilizar apoyo entre el sector mucho más amplio que rechaza sus métodos pero comparte buena parte de sus motivos de queja y preocupaciones, una dinámica tan familiar para los políticos occidentales de la era posterior a la Segunda Guerra Mundial como lo fue para sus predecesores imperiales.


  Prestar atención al mundo conduce a conclusiones que algunos preferirían pasar por alto. Mucho mejor adoptar posturas heroicas sobre «islamofascismo» y denunciar a los «fabricantes de excusas» que pretenden comprender las raíces del terrorismo y actuar para reducir la amenaza, personas que son —en palabras del columnista de The New York Times Thomas Friedman— «apenas una pizca menos despreciables que los terroristas y también se merecen que las desenmascaren». La categoría de esos personajes tan despreciables es bastante amplia, ya que incluye a los especialistas más respetados en la materia y a servicios de información estadounidenses y extranjeros. La postura, nada desconocida, es otro regalo a Bin Laden[45].


  La lógica que algunos prefieren desoír no tiene vuelta de hoja y la perfilan incluso las publicaciones serias que tienden a apoyar el nacionalismo agresivo al estilo Bush: si los adversarios «temen el uso desaforado del poder estadounidense, es posible que perciban abrumadores incentivos para blandir armas de terror y destrucción masiva para disuadir a Estados Unidos del uso de sus tácticas ofensivas de autodefensa. En verdad, la historia de los mitos imperiales sugiere que una estrategia general de guerra preventiva tiene muchos números para producir el resultado exacto que Bush y Rice desean evitar[46]». Eso es especialmente probable cuando la estrategia va acompañada por una radical «transformación de las fuerzas armadas» y por doctrinas que reclaman el primer uso de las armas nucleares y el derecho al «uso unilateral del poder militar», que ha experimentado un acusado incremento desde los tiempos de Clinton.


  IRAK Y LA DEMOCRACIA DEL MUNDO LIBRE


  Si aspiramos a entender el mundo, es importante que no permitamos que se relegue al olvido el pasado reciente. Estados Unidos y el Reino Unido proclamaron el derecho a invadir Irak porque estaba desarrollando armas de destrucción masiva. Aquélla era la «única cuestión» que justificaba invadir Irak, declaró el presidente en una rueda de prensa de marzo de 2003, una postura recalcada con frecuencia por Blair, Bush y sus asociados. Eliminar la amenaza de las ADM iraquíes también fue la base exclusiva por la que Bush recibió la aprobación del Congreso para recurrir a la fuerza. La respuesta a la «única cuestión» quedó clara poco después de la invasión, como reconoció Washington a regañadientes. Sin perder un instante, el sistema doctrinario pergeñó nuevos pretextos y justificaciones, que enseguida se convirtieron en práctico dogma: la guerra estaba inspirada en las nobles visiones de democracia del presidente Bush, compartidas por su colega británico[47].


  Mucho después del reconocimiento oficial de que los pretextos originales para invadir Irak no tenían fundamento, algunos políticos clave seguían repitiéndolos en las altas esferas. En enero de 2005, el líder de la mayoría del Senado Bill Frist justificó la invasión de Irak con el argumento de que «hay que detener la proliferación de armas peligrosas. Hay que destruir las organizaciones terroristas». Al parecer es irrelevante que los pretextos hayan sido abandonados de manera oficial y que la invasión haya aumentado las amenazas terroristas y acelerado la proliferación de armas peligrosas[48].


  La actuación de Frist seguía un guión anterior. En la revisión más concienzuda del historial de documentos, el analista de seguridad nacional e inteligencia John Prados describe la «trama para convencer a Estados Unidos y el mundo de que la guerra contra Irak era necesaria y urgente» de Bush como «un caso de manual de deshonestidad gubernamental […] que exigió declaraciones públicas de manifiesta falsedad y una clamorosa manipulación de los datos». Los planificadores sabían que los programas de ADM iraquíes «eran incipientes, agonizantes o inexistentes: exactamente lo contrario que el repetido mensaje del presidente a los norteamericanos». Para efectuar el engaño, «los datos auténticos fueron distorsionados, manipulados y desatendidos de manera sistemática […] en aras de una empresa particular bajo premisas fraudulentas, una historia con tremendas repercusiones para Estados Unidos en el siglo XXI»… y para el mundo. «Los norteamericanos no sólo se han visto embaucados» por «el juego trilero de George Bush», concluye Prado, «sino también avergonzados […] A los estadounidenses no les gusta verse como agresores, pero lo sucedido en Irak fue pura agresión[49]».


  Las pruebas del engaño siguen acumulándose. En mayo de 2005, una serie de documentos conocidos como los Memorandos de Downing Street fueron filtrados al londinense The Times. Uno de ellos revelaba que, dos semanas antes del lanzamiento de la guerra, el fiscal general lord Goldsmith, principal asesor jurídico de Blair, dictaminó que «el cambio de régimen no puede ser el objetivo de una acción militar». Aunque Gran Bretaña se limitara a la meta anunciada de acabar con los programas de ADM, escribió, «es competencia del Consejo [de Seguridad de la ONU] estimar si se han producido las mencionadas vulneraciones de esas obligaciones», y no de estados individuales. A continuación, lord Goldsmith añadía que Estados Unidos tenía «una opinión más bien distinta: sostiene que el hecho del incumplimiento o no de Irak es una cuestión de hecho objetivo que en consecuencia pueden estimar los estados miembro individuales, [pero] me consta que ningún otro estado comparte esa opinión». No le hacía falta añadir que la expresión «estados miembro individuales» se refería en exclusiva a Washington. El contenido básico de la educada formulación de lord Goldsmith era que Gran Bretaña debería al menos realizar algún conato de reconocer el derecho internacional, a diferencia de Estados Unidos, que es un estado canalla que prescinde de semejantes formalidades. La reacción a los memorandos filtrados en los dos países resulta significativa: las revelaciones provocaron un escándalo de considerables proporciones en Inglaterra, pero recibieron poca atención en Estados Unidos[50].


  Poco después de que se dieran a conocer los comentarios de lord Goldsmith, el Sunday Times de Londres publicó el memorando oficial de una reunión secreta entre Blair y sus asesores de más alto nivel celebrada en julio de 2002. El documento mostraba que la Administración Bush ya había decidido atacar Irak mucho antes de que se «embaucara» al Congreso para que autorizara el uso de la fuerza en octubre de 2002 y también antes de que se diera a escoger a la ONU entre refrendar el plan de Washington de recurrir a la violencia o volverse «irrelevante». El experto británico en Oriente Medio Toby Dodge observó que «los documentos demuestran […] que la justificación de las armas de destrucción masiva se basaba en informaciones endebles y se utilizó para inflar las pruebas hasta el extremo de la mendacidad». Una vez más, en Inglaterra se produjeron considerables reacciones a esas noticias, pero en Estados Unidos la historia no interesaría a nadie, observó la prensa. Semanas más tarde, cuando las presiones populares condujeron a que el asunto saliera a la luz, gran parte de los comentarios se desplazaron hacia el tenor contrario de acuerdo con un patrón familiar: ¿a qué viene tanta histeria de los teóricos de la conspiración sobre lo que siempre hemos sabido y le hemos contado al público sin pelos en la lengua[51]?


  En su memorando a Blair, lord Goldsmith también recomendaba que, dada la manifiesta ilegalidad del «cambio de régimen» por medio de la invasión, sería «necesario crear las condiciones en las que podríamos apoyar de manera legal la acción militar». Con la intención de provocar a Irak para que emprendiera alguna acción susceptible de presentarse como casus belli, Londres y Washington renovaron su bombardeo de blancos iraquíes en mayo de 2002, con una acusada intensificación en septiembre de 2002. En los nueve meses que condujeron al inicio oficial de la guerra en marzo de 2003, aviones ingleses y estadounidenses realizaron más de 22 000 misiones y alcanzaron 391 «objetivos cuidadosamente seleccionados», señaló el teniente general Michael Moseley, oficial al mando de las operaciones conjuntas. Esas misiones, explicó, «sentaron las bases» de la conquista militar al eliminar la necesidad de un bombardeo prolongado de las posiciones iraquíes. Irak protestó con vehemencia ante la ONU por los bombardeos, pero no reaccionó como Washington y Londres habían esperado. Ante la imposibilidad de sacarse de la manga un casus belli, los dos países invadieron Irak de todas formas, haciendo bandera de la «única cuestión[52]».


  La incursión bélica más importante antes de la guerra contra Irak se produjo al parecer el 5 de septiembre de 2002, cuando aviones estadounidenses y británicos «arrasaron la base aérea de Saddam, llamada H-3, en el desierto occidental de Irak», informa el periodista británico Ed Harriman. «La incursión ha destruido las comunicaciones militares y defensas antiaéreas, además de los aviones iraquíes», observa, por lo que había allanado el camino para la invasión planificada. Dos días después, Tony Blair llegaba a Washington para verse con Bush. En su rueda de prensa conjunta, el primer ministro británico describió «la retahíla de intentos iraquíes de ocultar sus armas de destrucción masiva, sin decir la verdad al respecto en un periodo no ya de meses sino de años». Blair, aunque recomendaba con insinceridad al conductor de la moto que siguiera la ruta diplomática, sabía perfectamente que la guerra ya estaba en marcha. Los dos dirigentes se aseguraron en todo momento de que la violencia estatal quedara al abrigo del escrutinio del Parlamento, el Congreso y la opinión pública de ambos países[53].


  El plan de desarrollar «picos de actividad» contra Irak para intentar improvisar un pretexto de invasión —descrito en un memorando del 23 de julio de 2002 del asesor de política exterior Matthew Rycroft para el embajador británico en Estados Unidos, David Manning— fue la revelación más importante de los Memorandos de Downing Street. Se trata de una táctica venerable. Los especialistas en guerra psicológica de la Administración Eisenhower aconsejaban que Estados Unidos «estimulara de manera encubierta actos y actitudes de [desafío] que no llegaran a la rebelión de masas, destinados a […] provocar una intervención soviética manifiesta tanto en la RDA [Alemania del Este] como en el resto de los satélites», consejo que fue aceptado en secreto por el Gobierno estadounidense después de que los tanques soviéticos aplastaran las protestas masivas de los trabajadores en Berlín Oriental. Otro ejemplo de esta táctica son los ataques de Israel al Líbano a principios de 1982, con los que pretendía provocar una respuesta de la Organización para la Liberación de Palestina (OLP) que pudiera usar como pretexto para la invasión que tenía planeada. Aunque no logró suscitar un pretexto creíble, en junio de 1982 Israel lanzó la invasión, con el fin de bloquear los esfuerzos diplomáticos de la OLP y asegurar el control israelí sobre Cisjordania, a la vez que imponía un régimen cliente en el Líbano. En otro ejemplo más, los guerrilleros respaldados por la CIA del Ejército Kosovar de Liberación atacaron blancos civiles en el Kosovo a principios de 1999 y anunciaron sin tapujos que esperaban que la violencia provocara una dura respuesta serbia que pudiera usarse a continuación para suscitar apoyo popular occidental a un ataque contra ese país. Es posible que las actuales acciones militares estadounidenses a lo largo de las fronteras de Siria estén asimismo ideadas para provocar algún pretexto para atacar al único estado árabe que en la actualidad contraviene las órdenes de Washington[54].


  EL ESCALAFÓN DE PRIORIDADES: EL TERROR Y LOS INTERESES REALES


  El cometido convencional de los gestores de doctrina es proteger al poder y a quienes lo ejercen del escrutinio y, más importante aún, alejar el análisis de la planificación racional que éstos realizan en pos de los intereses reales a los que sirven. El debate debe desviarse en cambio hacia las nobles intenciones y la defensa propia, tal vez imperfectas: en el caso de Irak, la liberación del infortunado pueblo de Irak y la defensa de Estados Unidos contra el terror. Es necesario, en consecuencia, proteger la doctrina de que se habría seleccionado Irak para la invasión aunque los recursos energéticos del mundo hubieran resultado encontrarse en África central. Como si semejante tarea fuera poco, les esperaban otras, entre ellas ocultar el papel occidental en el triste sino del Irak previo a la guerra y las consecuencias de la invasión estadounidense y británica tanto en Irak como en el resto del mundo, que son desoladoras.


  Hay más problemas. Para empezar, aunque se preveía que la invasión probablemente aumentaría la amenaza del terrorismo y la proliferación nuclear, quizá lo haya hecho de maneras imprevistas. Es habitual decir que las afirmaciones sobre las ADM de Irak se fueron al garete con rapidez cuando, tras una búsqueda exhaustiva, no se encontró rastro alguno de ellas. Eso no es del todo exacto, sin embargo. Había almacenes de equipo para desarrollar ADM en Irak después de la invasión: los construidos en los años ochenta gracias a la ayuda proporcionada por Estados Unidos y Gran Bretaña, entre otros, ayuda que prosiguió mucho después de las peores atrocidades de Saddam y el final de la guerra contra Irán. Esa ayuda incluía medios para desarrollar misiles y armas nucleares, además de cepas virulentas de ántrax y otras biotoxinas, esto último en aparente violación de la Convención sobre Armas Biológicas y Toxínicas (BTWC), una grave infracción del derecho internacional. La amenaza que suponían esas instalaciones se había expuesto como uno de los motivos para invadir Irak[55].


  Los inspectores de la ONU habían asegurado esos enclaves, pero los invasores se desentendieron de ellos y los dejaron sin vigilancia. La consecuencia inmediata fue el saqueo sofisticado y masivo de esas instalaciones. Los inspectores de la ONU siguieron haciendo su trabajo, confiando en las imágenes obtenidas por satélite. Para junio de 2005 habían descubierto 109 enclaves que habían sido saqueados. La mayor parte del botín procedía de instalaciones de producción de misiles de combustible sólido y líquido, de las que habían sustraído cerca de un 85 por ciento del equipo, junto con biotoxinas y otros materiales utilizables para armas químicas y biológicas y equipo de alta precisión capaz de fabricar componentes de armas y misiles nucleares y químicos. Funcionarios a cargo de la frontera jordano-iraquí después de que las fuerzas estadounidenses y británicas tomaran el control informaron a un periodista jordano de que se habían detectado materiales radiactivos en uno de cada ocho camiones que cruzaban a Jordania, con destino desconocido[56].


  Estas cosas pasan, como diría Rumsfeld.


  Las ironías son casi inexpresables. La justificación oficial de la invasión era impedir el uso de unas ADM que no existían. La invasión proporcionó a los terroristas que habían sido movilizados por Estados Unidos y sus aliados los medios para desarrollar ADM, o sea, el equipo que Estados Unidos y otros habían proporcionado a Saddam Hussein sin parar mientes a los crímenes atroces que más tarde esgrimirían con el fin de reunir apoyo a una invasión para derrocarlo. Es como si Irán estuviera fabricando en ese momento armas nucleares con materiales fisibles proporcionados por Estados Unidos en tiempos del sah… algo que en verdad podría estar sucediendo, como señala Graham Allison[57].


  Sin embargo, los civiles del Pentágono al mando sí se aseguraron de que se protegieran otras instalaciones determinadas: los ministerios de petróleo y seguridad. En todo el resto del país, el saqueo y la destrucción, entre ellos los de tesoros insustituibles de la civilización, campaban a sus anchas. Dos años después de la invasión, el presidente del Instituto Estadounidense de Investigación Académica en Irak, Macguire Gibson, confirmaba por desgracia que «Irak está perdiendo su cultura y su riqueza». A esas alturas, más de la mitad de los yacimientos arqueológicos de la nación, incluida la mayor parte de los sumerios más importantes, habían sido destruidos. «Los estadounidenses no están haciendo nada», añadió Gibson, aunque reconoció que existía un poco de ayuda de los contingentes italiano y holandés. Las pérdidas de esos yacimientos eclipsaban incluso el pillaje masivo del Museo Nacional al poco de la llegada de las tropas norteamericanas, en el que desaparecieron, probablemente para siempre, al menos 15 000 de las 20 000 piezas saqueadas. Rumsfeld, Wolfowitz y compañía quizá se las hayan ingeniado incluso para ocasionar «daños irreversibles» a los yacimientos petrolíferos de Irak. Para mantener la invasión, los yacimientos «se están llevando a bombear más de lo que deberían», lo que podría conducir a una «caída permanente de la producción». Recuérdense las confiadas predicciones de que la liberación, acogida con flores, se financiaría sola gracias al gran aumento de la producción petrolífera[58].


  La invasión de Irak quizá sea el ejemplo más flagrante de la baja prioridad que los planificadores de Washington asignan a la amenaza del terror, pero existen muchos más. Un caso ilustrativo son las nuevas sanciones impuestas a Siria por Washington bajo la Syria Accountability Act («ley de Responsabilidad de Siria»), aprobada casi por unanimidad en el Congreso y convertida en ley por la firma del presidente Bush a finales de 2003. Siria consta en la lista oficial de estados patrocinadores del terrorismo, a pesar de que Washington ha reconocido que Damasco lleva muchos años sin estar implicada en actos de ese tipo. La auténtica naturaleza de la preocupación de Washington por los lazos sirios con el terrorismo quedó de manifiesto con la oferta del presidente Clinton de borrar a Siria de la lista de estados patrocinadores del terror si Damasco se avenía a los términos de paz estadounidense-israelíes. Cuando Siria insistió en recuperar el territorio arrebatado por Israel, el Departamento de Estado de Clinton dejó el país en la lista del terrorismo. Aun así, Siria ha ofrecido un elevado grado de colaboración al proporcionar importante información a Washington sobre Al-Qaeda y otros grupos islamistas radicales. La entrada en vigor de la Syria Accountability Act privó a Estados Unidos de una importante fuente de información sobre el terrorismo islamista radical. Obtener esa información, sin embargo, es un objetivo a todas luces subordinado al de establecer un régimen sirio que acepte las exigencias de Estados Unidos e Israel. De haberse eliminado a Siria de la lista de estados valedores del terror, habría sido el primer caso desde 1982, cuando la Administración Reagan borró a Saddam para poder proporcionarle ayuda sustancial, acompañada por Gran Bretaña y muchos otros. Eso nos dice algo, una vez más, sobre la actitud hacia el terror y los crímenes de Estado[59].


  Una exigencia fundamental de la Syria Accountability Act hace referencia a la Resolución 520 del Consejo de Seguridad de la ONU, que pide respeto para la soberanía y la integridad territorial del Líbano. Siria ha quebrantado sin duda la resolución de la ONU al mantener sus fuerzas en ese país: fuerzas que Estados Unidos e Israel habían aceptado de buena gana en 1976, cuando su cometido era masacrar palestinos, y de nuevo en 1990, cuando los norteamericanos estaban construyendo una coalición en apoyo a la inminente guerra en Irak. Aquello pasó en silencio, y el Congreso y los medios también se olvidaron de señalar que la resolución original del Consejo de Seguridad, aprobada en 1982, iba dirigida contra Israel, el único país cuyo nombre se citaba en el texto. No se reclamaron sanciones contra Israel, ni una reducción de la enorme ayuda militar y económica incondicional que recibe, en los veintidós años que los israelíes vulneraron esta y otras resoluciones del Consejo de Seguridad relativas al Líbano. El principio está muy claro, escribe el experto en Oriente Medio Stephen Zunes: «La soberanía libanesa debe defenderse sólo cuando el ejército de ocupación es de un país al que se oponga Estados Unidos, pero es prescindible si se trata de un aliado de Estados Unidos». Otra ilustración del rasero único, que no se limita a los políticos estadounidenses, por supuesto. Un comentario de pasada: por un margen de 2 a 1, la población de Estados Unidos está a favor de una ley de Responsabilidad de Israel, que pida cuentas a ese país por el desarrollo de ADM y los abusos contra los derechos humanos cometidos en los territorios ocupados. Eso concuerda con otros sondeos de opinión pública, poco comentados pero de palmaria importancia dentro de una sociedad democrática[60].


  Fuera de Oriente Medio existen también numerosas ilustraciones de la baja prioridad asignada a la «guerra al terror». Una es la actitud de la Administración Bush hacia la Comisión del 11-S del Congreso establecida con el fin de recomendar medios para evitar nuevas atrocidades terroristas. «En sus varios meses de vida —informó Philip Shenon— la Comisión del 11-S tuvo repetidos encontronazos con la Administración Bush, que se había opuesto en un principio a su creación, sobre todo en lo relativo al acceso del organismo a importantes documentos de la Casa Blanca y a testigos». Un año después de que se presentara su informe final, miembros de la comisión de ambos partidos formaron un Proyecto de Discurso Público del 11-S con el fin de presionar al Gobierno para que pusiera en práctica sus recomendaciones de prevención de atentados terroristas. Esas recomendaciones fueron en gran medida desatendidas. Especialmente preocupante, según Thomas Kean, que presidió la Comisión del 11-S oficial, fue la inexistencia de cualquier esfuerzo serio por asegurar el material nuclear, elemento fundamental de un programa para evitar el terrorismo nuclear que los analistas consideran de otro modo inevitable. El informe del proyecto, hecho público cuatro años después del 11-S, «revelaba que la Administración Bush y el Congreso habían realizado progresos “mínimos” o “insatisfactorios”» en ocho de las catorce recomendaciones de la Comisión del 11-S «para poner a punto el Gobierno en la lucha contra las amenazas terroristas[61]».


  Poco después de los atentados contra los trenes y autobuses londinenses de julio de 2005, el Senado de Estados Unidos aprobó un drástico recorte de la financiación para la seguridad ferroviaria y del transporte público. La Comisión del 11-S había reclamado una estrategia nacional de seguridad en el transporte, pero eso había quedado «entre el 50 por ciento de las recomendaciones específicas de la Comisión del 11-S hace un año sobre el que el Congreso y Bush todavía tienen que actuar», escribió el columnista de The Boston Globe Thomas Oliphant, parte de «las nefastas alianzas entre industria y Gobierno para evitar tomar medidas de protección contra un terrorismo de potencial catastrófico que no es difícil de imaginar». Las rebajas fiscales a los ricos ocupan un lugar mucho más elevado como prioridad que proteger del terror a la población. Un ejemplo más ominoso si cabe de la negligencia en materias de seguridad, prosigue Oliphant, es el éxito de la industria química y sus «contactos en la Casa Blanca para bloquear la rígida normativa que exigía mejoras de seguridad en unas cien plantas [químicas] de todo el país». Los esfuerzos del Congreso «no han hallado más que obstáculos de la industria y la Administración en su empeño por imponer un criterio sensato que salvaguarde de unos desastres que en comparación podrían hacer palidecer el 11-S». El senador Joseph Biden «citó un estudio del Laboratorio de Investigación Naval que estimaba que hasta unas 100 000 personas de una zona densamente poblada podrían morir en espacio de treinta minutos si se perforara un solo camión cisterna de cloro de noventa toneladas», informó Oliphant, para después llegar a la conclusión de que «la connivencia entre la Administración Bush y sus amiguetes empresarios» había bloqueado cualquier acción. La Administración está intentando incluso revocar una sentencia que refrendaba una prohibición local a los «cargamentos de los productos químicos más peligrosos procedentes de ciertas zonas que rodean la capital de la nación». Todo eso ilustra lo baja que es la prioridad de la prevención del terrorismo comparada con el bienestar de las empresas[62].


  Por escoger una evidencia de otro ámbito, la Oficina de Control de Activos Extranjeros del Departamento del Tesoro (OFAC) está a cargo de investigar las transferencias financieras sospechosas, un componente esencial de la «guerra al terror». En abril de 2004, la OFAC informó al Congreso de que, de sus ciento veinte empleados, cuatro seguían el rastro de las finanzas de Osama bin Laden y Saddam Hussein, mientras que casi dos docenas velaban por el cumplimiento del embargo ilegal contra Cuba. De 1990 a 2003, la OFAC realizó noventa y tres investigaciones relacionadas con el terrorismo que condujeron a 9000 dólares en multas, y 11 000 investigaciones relacionadas con Cuba con un resultado de ocho millones de dólares en sanciones. Las revelaciones fueron acogidas con un clamoroso silencio en Estados Unidos, aunque en la prensa nacional apareció una mención a que «en un momento en el que Estados Unidos afronta amenazas terroristas muy reales en Oriente Medio y otros lugares, la absurda y cada vez más estrambótica obsesión del Gobierno con Cuba es algo más que una vergüenza, es un peligroso alejamiento de la realidad» (el senador Max Baucus, deplorando la «malversación del dinero de los contribuyentes» para castigar a Cuba[63]).


  Las verdaderas prioridades de la Administración Bush quedan ejemplificadas una vez más en su gestión de la filtración del nombre de la agente de la CIA Valerie Plame después de que su marido, Joseph Wilson, hiciera público un nada bienvenido informe en el que socavaba las afirmaciones de la Administración sobre las supuestas adquisiciones iraquíes de «torta amarilla» de Níger para su programa de ADM. Agentes de la CIA retirados informaron al Congreso de que la capacidad de recopilación de datos de Estados Unidos se había visto perjudicada no sólo por la filtración, sino más aún por los esfuerzos por taparla de la Administración, que ocasionaban «un daño irreparable [a] la credibilidad de nuestros funcionarios de reconocimiento cuando intentan convencer a un contacto extranjero de que su seguridad es de la máxima importancia para nosotros», dijo Jim Marcinkowski, ex agente de reconocimiento de la CIA. «Cada vez que la máquina política compuesta por patriotas de horario de máxima audiencia y tontainas partidistas hace gala de su ignorancia al ridiculizar a Valerie Plame como mera oficinista, menospreciar los diversos grados de cobertura que se utilizan para proteger a nuestros funcionarios o perseverar en jugar a la política partidista con nuestra seguridad nacional, hace un flaco favor a este país», añadió, pues perjudica los esfuerzos por evitar atentados terroristas[64].


  Como ilustra el ejemplo, proteger nuestro país también es una prioridad muy inferior al mantenimiento de un férreo control vertical, como en las tiránicas estructuras empresariales. El equipo Cheney-Rumsfeld, para el que Bush actúa de testaferro, ha demostrado en repetidas ocasiones que está obsesionado con la autoridad y la disciplina. La camarilla gobernante parece haberse enfurecido con la competencia de la CIA y su poca disposición a proporcionar la «información» que precisaba para poner en práctica sus planes, en especial en Irak. Un estudio basado en exhaustivas entrevistas con funcionarios y ex funcionarios de alto rango de los servicios secretos describe al anodino Porter Goss como «bola de demolición», quien fue nombrado director de la CIA para someter a la agencia a los dictados del Ejecutivo, con independencia de los hechos. La calificación primaria de Goss era al parecer su lealtad inquebrantable a Bush. Se dice que docenas de altos cargos han abandonado la CIA por indignación, y han dejado a la desmoralizada agencia muy mermada de competencia, en especial en lo relativo a Oriente Medio. Esta peculiar mezcla de arrogancia suprema, absoluta incompetencia y pasión por la obediencia ha tenido consecuencias catastróficas y muy posiblemente ha sentado las bases de un porvenir mucho peor[65].


  Bush y compañía están dispuestos incluso a sacrificar la «guerra al terror» en aras de su obsesión con la tortura. Con miras a secuestrar a un sospechoso de terrorismo en Italia y mandarlo a Egipto para su probable tortura, la Administración Bush desbarató una investigación de importancia sobre el papel del sospechoso en «el intento de construir una red de reclutamiento terrorista» y «construir una red de reclutamiento yihadista con tentáculos que se extendían por toda Europa». Los tribunales italianos acusaron a trece agentes de la CIA, y los ciudadanos de ese país están furiosos. Otras naciones europeas tienen quejas parecidas sobre operaciones antiterroristas minadas por la Administración Bush. La única condena a una persona vinculada con el 11-S, Munir el-Motassadeq, fue anulada porque funcionarios de la Administración Bush se negaron a proporcionar pruebas cruciales a los instructores alemanes. De modo parecido, la Administración Bush «se ha negado a permitir que las autoridades españolas interroguen a Ramzi bin al-Shibh, un sospechoso crucial de Al-Qaeda, para reforzar sus argumentos contra dos hombres a los que se está juzgando en Madrid por ayudar a planificar el atentado de 2001» en el 11-S[66].


  Aunque el apoyo de sus aliados es indispensable en la «guerra al terror», Washington «provocó tensiones con sus aliados» una vez más, según informó The Wall Street Journal, cuando un tribunal español dictó órdenes internacionales de arresto y extradición para los soldados estadounidenses acusados de matar a un periodista español en Irak, junto con un cámara ucraniano. El tribunal español actuó «después de que las autoridades estadounidenses desoyeran dos solicitudes de permiso para interrogar a los soldados, según fuentes judiciales». El Pentágono no hizo comentarios[67].


  El secuestro y entrega a Egipto de la CIA suscitó comentarios en la prensa sobre la «diferencia cultural» entre Estados Unidos y Europa en la «guerra al terror», adoptando la desdeñosa referencia de Robert Kagan a que los europeos eran «de Venus» mientras que «los americanos somos de Marte». Los blandos europeos creen en nociones anticuadas como la justicia penal y el derecho. Los duros estadounidenses se dejan de zarandajas y hacen el trabajo, como en las películas de vaqueros. Como sabían los comentaristas, aunque lo evitaran con maña, es cierto que los duros estadounidenses prestan poca atención a la justicia penal y el derecho cuando tratan con terroristas. Prefieren conceder indultos presidenciales a destacados terroristas saltándose las firmes objeciones del Departamento de Justicia, que los quiere deportados por argumentos de seguridad nacional (Orlando Bosch), enviarlos a actividades terroristas más extremas (Luis Posada Carriles), protegerlos de repetidas solicitudes de extradición que se pasan por alto como si tal cosa (el asesino de masas haitiano Emmanuel Constant) o desestimar sus cargos en los tribunales (Posada), por mencionar tan sólo un puñado de representantes del «terrorismo respetable[68]».


  Existe, a buen seguro, otra categoría concebible: los terroristas estadounidenses, una posibilidad excluida por decreto doctrinal. La importancia del terrorismo de Estado en la cultura occidental queda ilustrada por el nombramiento de John Negroponte para el nuevo cargo de director de Inteligencia, a cargo del contraterrorismo. En la Administración Reagan-Bush, fue embajador en Honduras, donde dirigió el destacamento más grande de la CIA en el mundo, no por el espectacular papel de Honduras en los asuntos mundiales, sino porque era la base estadounidense primaria para la guerra terrorista internacional por la que el Tribunal Internacional de Justicia y el Consejo de Seguridad de la ONU (ausente el veto de Estados Unidos) condenaron a Washington. No hubo prácticamente ninguna reacción al nombramiento de un destacado terrorista internacional para el cargo de contraterrorismo con mayor responsabilidad del mundo. Por no mencionar que, en ese preciso instante, se le negaba un visado para enseñar en la Escuela de Teología de Harvard a Dora María Téllez, la heroína de la lucha popular que derrocó el sanguinario régimen de Somoza en Nicaragua. Se la consideró terrorista porque había ayudado a derrocar a un tirano y asesino de masas respaldado por Estados Unidos[69].


  Orwell no hubiera sabido si reír o llorar.


  Llegado 2005, Michael Lind proclamaba con grandilocuencia: «El debate sobre la legitimidad del terrorismo se ha acabado». El final formal del debate fue la declaración en marzo del secretario general de la ONU, Kofi Annan, de que «cualquier acción constituye terrorismo si su intención es causar muerte o graves lesiones a civiles o no combatientes con el fin de intimidar a una población u obligar a un gobierno u organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo». Con esa declaración, concluía Lind, «el terrorismo contra civiles, lo cometan estados o grupos sin estado, debería ser tratado sin ambigüedades por todos los países del mundo como un crimen de guerra». Por suerte, los comentaristas occidentales se ven a salvo de esa conclusión inequívoca, gracias a nuestra autoexención del más elemental de los principios morales, el de la universalidad[70].


  La disposición de los altos cargos a arriesgarse a un aumento del terrorismo, con posibles consecuencias sobrecogedoras, no indica por supuesto que deseen ese resultado. Evitar los atentados terroristas, sencillamente, no es una prioridad en comparación con los objetivos geopolíticos y estratégicos serios: de manera específica, controlar los principales recursos energéticos del mundo, que desde la década de 1940 se reconocen como «una fuente sensacional de poder estratégico» y «uno de los mayores trofeos materiales de la historia mundial». Los británicos lo comprendieron bien en sus días de gloria. En los albores de la era del petróleo, en 1921, el primer lord del Almirantazgo informó a los tecnólogos del ramo de que «si nos aseguramos las reservas de petróleo disponibles en el mundo en la actualidad, podemos hacer lo que queramos». Estados Unidos entendió esa lógica y tomó medidas para expulsar a los británicos de Venezuela, que para 1928 se había convertido en el primer exportador de crudo del mundo, y poner al mando a empresas norteamericanas. Para conseguir esa meta, Washington «ofreció apoyo activo al régimen sanguinario y venal de Juan Vicente Gómez», a cuyo Gobierno presionó para prohibir las concesiones británicas (a la vez que seguía exigiendo —y asegurando— derechos petrolíferos estadounidenses en Oriente Medio, donde británicos y franceses llevaban la delantera[71]).


  Poco después de la invasión de Irak, uno de los principales planificadores y analistas más astutos, Zbigniew Brzezinski, señaló que el control estadounidense sobre los productores de petróleo de Oriente Medio «ofrece influencia indirecta pero políticamente crítica sobre las economías que también dependen de las exportaciones energéticas de la región». Reiteraba las conclusiones de destacados planificadores posteriores a la Segunda Guerra Mundial, George Kennan en este caso, quien reconoció que el control de los recursos de la región del Golfo proporcionaría a Estados Unidos «poder de veto» sobre sus rivales industriales. Se trata de un cálculo racional, sobre la premisa de que la supervivencia humana no es de particular importancia comparada con el poder y la riqueza a corto plazo. Y no es nada nuevo. Son temas que hallan eco a lo largo de la historia. La única diferencia es que en la actualidad lo que hay en juego es muchísimo más[72].


  Si Estados Unidos puede mantener su control sobre Irak —que posee las segundas mayores reservas petrolíferas que se conocen y está situado en el corazón de las mayores reservas energéticas del mundo— mejorará significativamente el «poder estratégico» y la «influencia crítica» de Washington sobre sus principales rivales en el mundo tripolar que ha estado cobrando forma durante los últimos treinta años (con la Norteamérica dominada por Estados Unidos en un polo y Europa y el noreste asiático, que está vinculado a las economías del sur y el sureste de Asia, como los otros dos). Esas inquietudes siempre han sido esenciales para la planificación posterior a la Segunda Guerra Mundial, ahora considerablemente más que antes, ya que están surgiendo alianzas sustanciales para contrarrestar el dominio estadounidense, aceleradas, como se predijo, por el militarismo agresivo de Bush[73].


  Abundan los ejemplos de miopía en interés del poder y los beneficios. Por cambiar de ámbito, en abril de 2005 el Congreso aprobó la Política Energética de 2005, que, en caso de aplicarse, permitirá la perforación en la Reserva Natural Nacional del Ártico (ANWR), con lo que se agotarían las reservas nacionales y se aumentaría la dependencia a largo plazo de las importaciones de petróleo. Haciéndose eco de la retórica de Washington que probablemente redactaron de buen principio sus cabilderos, la industria celebró la decisión del Congreso como un paso para «Crear puestos de trabajo y reducir la dependencia del petróleo extranjero». En realidad, se aumenta la dependencia a largo plazo, y «puestos de trabajo» es el familiar término técnico que se emplea para evitar la vulgar palabrota «beneficios». Vaciar los almacenes de crudo de la Reserva Estratégica de Petróleo se antojaría un modo más razonable de agotar las reservas nacionales: a diferencia de las perforaciones en la ANWR, no tendría efectos perjudiciales sobre el medio ambiente y las poblaciones indígenas. Sin embargo, eso no produciría beneficios industriales, y jamás se podría vender el plan al público en esos términos[74].


  El proyecto de ley fue aprobado poco después de que ExxonMobil hiciera público su informe «The Outlook for Energy: A 2030 View», en el que predecía que la producción petrolífera mundial no perteneciente a la OPEP tocaría techo en 2010. Previamente, la corporación había adoptado una postura conservadora sobre las especulaciones de techos petrolíferos. Mirando hacia delante, el informe descartaba alternativas como las arenas petrolíferas canadienses como inviables, y era incapaz de prever ninguna alternativa a un gigantesco aumento de la producción de la OPEP, ante todo en Oriente Medio. Si las predicciones son exactas, agotar las reservas petrolíferas nacionales conlleva una dependencia del crudo de Oriente Medio mayor incluso de lo que se preveía, y de ahí a más intervención militar, instigación del terror y socavación continuada de las iniciativas hacia la democracia y la soberanía que Estados Unidos lleva décadas bloqueando y seguirá bloqueando en el futuro[75].


  La producción petrolífera de Oriente Medio significa ante todo Arabia Saudí y (potencialmente) Irak, este último de especial valor como trofeo no sólo por sus enormes recursos, sino por ser el último lugar de la Tierra con inmensas reservas intactas que, además, son muy baratas de extraer, por lo que prometen un filón para las corporaciones energéticas que gozarán de acceso privilegiado: ante todo estadounidenses y británicas, si la invasión logra imponer un dominio efectivo de Washington. El tema crucial que ha marcado todo el periodo posterior a la Segunda Guerra Mundial, sin embargo, ha sido el control, más que el acceso o los beneficios. Es de esperar que esa preocupación por la «influencia crítica» en los asuntos del mundo siga siendo cierta en el futuro predecible.


  Entre las propiedades más características de los estados fallidos figura el que no protegen a sus ciudadanos de la violencia —y tal vez incluso la destrucción— o que quienes toman las decisiones otorgan a esas inquietudes una prioridad inferior a la del poder y la riqueza a corto plazo de los sectores dominantes del Estado. Otra característica de los estados fallidos es que son «estados forajidos», cuyas cúpulas se desentienden con desdén del derecho y los tratados internacionales. Puede que esos instrumentos sean vinculantes para los demás, pero no para el estado forajido. En el próximo capítulo estudiaremos este principio de la autoexención de las leyes de la guerra y otras normas internacionales.
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  ESTADOS FORAJIDOS


  En una de sus últimas obras, John Rawls, el filósofo político y moral más destacado de Estados Unidos de finales del siglo XX, esbozó sus ideas sobre una sociedad internacional moralmente aceptable. Proponía un «derecho de gentes» que, según él, debería ser apropiado para «la sociedad de los pueblos democráticos liberales» y «la sociedad de los pueblos decentes», donde estos últimos no eran democracias liberales pero poseían características que los hacían admisibles en una comunidad internacional justa. Fuera del ámbito de esos «pueblos bien ordenados», dice Rawls, se encuentran los «estados forajidos» que se niegan a acatar el derecho de gentes. El derecho de gentes incluye los compromisos de «observar tratados y promesas», reconocer que todos son «iguales y partes de los acuerdos que los vinculan», rechazar el uso de la fuerza «por motivos ajenos a la legítima defensa» y «respetar los derechos humanos», además de otros principios que deberían aceptarse de buena gana, aunque no lo hagan los estados forajidos y sus acólitos[1].


  La idea de que todos los estados son «iguales y partes de los acuerdos que los vinculan» hace tiempo que está codificada en normas internacionales como las Convenciones de Ginebra —promulgadas por primera vez en 1864 para proteger a los heridos en tiempos de guerra y ampliadas desde entonces a través de una serie de protocolos adicionales, los más conocidos en 1949 y 1977— y los principios del Tribunal de Nuremberg, constituidos para juzgar los crímenes de guerra nazis durante la Segunda Guerra Mundial y adoptados por la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas en 1950. El Artículo III de los principios de Nuremberg afirma con claridad: «El hecho de que una persona que ha cometido un acto que constituye un crimen de acuerdo con el derecho internacional actuara como jefe de Estado o funcionario responsable del Gobierno no lo exime de responsabilidad ante la legislación internacional». Así, por ejemplo, el ministro de Exteriores alemán fue ahorcado por crímenes tales como su papel en el ataque anticipatorio sobre Noruega[2].


  Es más, las infracciones graves de las Convenciones de Ginebra constituyen delitos universales y sujetos a extradición dentro de la jurisdicción de cualquier parte suscriptora de dichas convenciones, y esos estados están obligados a «aplicar cualquier legislación necesaria para imponer sanciones penales efectivas a las personas que cometan u ordenen que se cometa» cualquier infracción de ese tipo. La amenaza de tener que respetar el imperio de la ley es en verdad seria. O lo sería, si alguien se atreviera a desafiar a la «única e implacable superpotencia, cuyos dirigentes pretenden configurar el mundo de acuerdo con su imperiosa visión mundial[3]».


  ESCÁNDALOS DE TORTURAS


  En 2002, el asesor jurídico de la Casa Blanca Alberto Gonzales hizo llegar a Bush un memorando sobre torturas elaborado por la Oficina de Asesoramiento Jurídico (OLC) del Departamento de Justicia. Como señaló el experto constitucional Sanford Levinson: «Según la OLC, “para alcanzar el grado de tortura los actos deben ser de una naturaleza extrema […] El dolor físico constituyente de tortura debe equivaler en intensidad al dolor que acompaña a graves lesiones físicas, tales como insuficiencias de órganos, merma de las funciones corporales o incluso la muerte”». Levinson prosigue diciendo que de acuerdo con Jay Bybee, a la sazón director de la OLC: «Infligir algo menos intenso que ese dolor extremo en términos técnicos no constituiría tortura en absoluto. Sería un mero trato inhumano y vejatorio, algo que en apariencia preocupa poco a los abogados de la Administración Bush[4]».


  Gonzales aconsejó además al presidente que rescindiera a todos los efectos las Convenciones de Ginebra, las cuales, a pesar de ser «el derecho supremo del territorio» y el fundamento del derecho internacional contemporáneo, contenían provisiones que según Gonzales eran «pintorescas» y «obsoletas». Rescindir las convenciones, informó a Bush, «reduce sustancialmente la amenaza de procesamiento penal en nuestro país bajo la Ley de Crímenes de Guerra». Aprobada en 1996, la ley establece penas severas para las «infracciones graves» de las convenciones: la pena capital, «si la muerte de la víctima es el resultado» de la infracción. Más adelante Gonzales fue nombrado fiscal general y es probable que lo hubieran nominado para el Tribunal Supremo si el electorado de Bush no lo considerara «demasiado liberal[5]».


  Los dictámenes del Departamento de Justicia fueron acogidos con una condena generalizada. Sanford Levinson acusó a los asesores jurídicos del presidente de «la articulación, por encargo de la Administración Bush, de una visión de la autoridad presidencial que se aproxima demasiado al poder que [Carl] Schmitt estuvo dispuesto a conceder a su Führer», en referencia al «filósofo alemán del derecho más célebre durante el periodo nazi» y «auténtica eminencia gris de la Administración [Bush]». Aunque tal vez la auténtica eminencia gris sea Robespierre, quien informó a la Convención francesa de que los jacobinos debían «reprimir a los enemigos de la libertad mediante el terror». Como señala Levinson, sin embargo, los dictámenes tenían cierto fundamento. El Senado de Estados Unidos, cuando en 1994 ratificó la Convención de las Naciones Unidas Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, aportó lo que Levinson califica de una «definición de la tortura [más] “comprensiva con el interrogador” que la adoptada por los negociadores de la ONU». Ésa es la definición que han usado los asesores jurídicos del presidente para justificar la tortura de los detenidos de Guantánamo, Irak y Afganistán, y también en otros lugares, por lo que parece. Estados Unidos, «en conjunción con aliados clave», presumiblemente el Reino Unido, «está gestionando una red “invisible” de prisiones y centros de detención en los que han desaparecido sin dejar ni rastro millares de sospechosos desde el inicio de la “guerra al terror”», escribe el periodista británico y especialista en terrorismo Jason Burke; una red que incluye un complejo de la era soviética en Europa del Este (Dana Priest). Su sino es desconocido pero no muy difícil de adivinar. Además, una cantidad indeterminada de sospechosos ha sido enviada por «remisión» a países donde la tortura está poco menos que garantizada[6].


  En un mordaz y concienzudo análisis de las doctrinas creadas por el Departamento de Justicia de Bush, el profesor de derecho internacional Jordan Paust escribe: «Desde la época nazi no había habido tantos abogados implicados con tamaña claridad en crímenes internacionales relacionados con el trato y el interrogatorio de personas detenidas durante la guerra». Los abogados ejecutaban un plan que «surgió dentro de la Administración Bush en 2002 […] para infringir la legislación internacional consuetudinaria y basada en tratados en lo relativo al trato y el interrogatorio de los llamados “terroristas” y de los combatientes enemigos detenidos y sus partidarios». Paust observa que «el plan y las autorizaciones comunes poseen implicaciones delictivas» que incluyen «infracciones de las leyes de la guerra, que constituyen crímenes de guerra» y una posible conspiración de alto nivel para cometer esos crímenes. El memorando Gonzales de 2002, según Paust, «es prueba de un plan inescrupuloso para sustraerse al alcance de la ley y emprender acciones que infringen la legislación de Ginebra a la vez que se pretende evitar las sanciones penales». Asimismo, un memorando que Bush elaboró el 7 de febrero de 2002 «autorizaba y ordenaba necesariamente infracciones de las Convenciones de Ginebra, que constituyen crímenes de guerra». Al analizar las posteriores decisiones presidenciales, Paust encuentra infracciones de las Convenciones de Ginebra y los principios del Tribunal de Nuremberg, todas constituyentes de crímenes de guerra, además de flagrantes violaciones de la Constitución de Estados Unidos. Paust se burla de los esfuerzos de los asesores jurídicos, entre ellos catedráticos de Derecho y otras autoridades judiciales muy respetadas, quienes «se entregaron a completas invenciones [y] claras falsedades» al distorsionar principios legales de prolongada vigencia y sentencias del Tribunal Supremo como parte de los «planes para permitir crímenes de guerra». No recuerda ningún precedente en la historia de Estados Unidos de semejantes delitos «cometidos por juristas y en las más altas esferas de nuestro Gobierno», incluidos el presidente y el secretario de Defensa, Donald Rumsfeld, que ordenaron prácticas «en patente violación de las leyes de la guerra[7]».


  Las dos principales organizaciones internacionales que velan por los derechos humanos, Human Rights Watch y Amnistía Internacional, han afirmado con vehemencia el principio de Nuremberg de la responsabilidad de más alto nivel por los crímenes contra la paz y contra la humanidad. En referencia al escándalo de Guantánamo y el recurso a la tortura directo o por mediación de la vergonzosa práctica de la «remisión», Human Rights Watch reclamó el procesamiento penal de Donald Rumsfeld y el ex director de la CIA, George Tenet, junto con los generales Ricardo Sanchez (el antiguo oficial estadounidense al mando en Irak) y Geoffrey Miller (el ex comandante del campo de prisioneros de Guantánamo). Amnistía Internacional conminó a todos los gobiernos del mundo a abrir procesos penales contra «los altos cargos estadounidenses implicados en el escándalo de las torturas» y, si las investigaciones revelaban indicios de delito, «arrestar a cualquier funcionario que entre en su territorio [y] emprender su procesamiento legal», siguiendo el precedente del procesamiento del dictador chileno Augusto Pinochet, en conformidad con las directivas de la legislación humanitaria internacional. La reacción común de los círculos de la elite estadounidense fue la predecible, dado su rechazo meditado de las obviedades morales más elementales y la doctrina de autoexención del derecho y los tratados internacionales que lo acompaña[8].


  Aun sin información detallada sobre las prácticas criminales de Bush y asociados en Guantánamo, pocos podrían albergar alguna duda de que la base es sede de atrocidades clamorosas. Cuesta mucho tomarse en serio las solemnes garantías de Condoleezza Rice a los diplomáticos europeos acerca de las torturas y las remisiones. ¿Por qué escoger Egipto para la remisión, y no Suecia? ¿Por qué detener a la gente en Guantánamo, en vez de en una cárcel neoyorquina? El pretexto de que unos terroristas peligrosos podrían haberse fugado en Nueva York carece de fundamento. Es evidente que la Administración Bush escogió Guantánamo porque mediante argucias legalistas podía presentarlo como un lugar exento del derecho nacional o internacional. La base estadounidense en el este de Cuba fue tomada por la fuerza a finales del siglo XIX y después entregada a Estados Unidos bajo un «tratado» impuesto que permite su uso como puesto naval o de aprovisionamiento. Desde entonces se ha adaptado a otros fines, en contravención incluso de aquella concesión forzosa por parte de la Cuba ocupada: entre ellos, la detención de refugiados haitianos en infracción del Artículo 9 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, y ahora la tortura y otras vulneraciones del derecho internacional. Mantener la base estadounidense también constituye un empeño manifiesto por socavar la economía cubana negando al país su principal puerto y las correspondientes posibilidades de desarrollo de la región colindante.


  En una confirmación involuntaria de la evaluación de la doctrina de la Administración Bush que hacen Levinson, Paust y las organizaciones de derechos humanos, dos autoridades jurídicas han pretendido rechazar otra convención de la legislación humanitaria internacional, la designación del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) como única autoridad competente para determinar la condición de prisioneros de guerra. Esa convención es absurda, descubrimos gracias a los juristas internacionales Lee Casey y David Rivkin, que ocuparon cargos en el Departamento de Justicia bajo Reagan y Bush I. Un motivo es que «cada estado tiene el derecho de interpretar [el derecho internacional] por sí mismo; ésa es la esencia de la soberanía y el autogobierno». La expresión «cada estado» se refiere, por supuesto, a Estados Unidos, o a sus clientes si Washington opta por delegarles los derechos. Casey y Rivkin no concluyen, por ejemplo, que Saddam Hussein tuviera derecho a interpretar la legislación de un modo que autorizara su conquista de Kuwait, o que un futuro Gobierno democrático en Irak tendría derecho a bombardear Israel para poner fin a sus innumerables infracciones de las órdenes del Consejo de Seguridad, además de las Convenciones de Ginebra. Un segundo motivo que descalifica al CICR es que discrepa de Washington y por tanto ha renunciado a su papel de «organismo humanitario imparcial». Q. E. D.[9]


  Casey y Rivkin podrían haber añadido otras a su lista de autoridades descalificadas, entre ellas la Organización de Estados Americanos (OEA) y «el escudero de la pax americana», como describe con sorna al Gobierno de Blair la publicación de asuntos internacionales más destacada de Gran Bretaña. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA solicitó en marzo de 2002 que Estados Unidos «adoptara las urgentes medidas necesarias para que un tribunal competente dictamine la condición legal de los detenidos de la bahía de Guantánamo», en referencia al CICR. Washington desoyó la petición con el argumento de que no tiene compromiso vinculante de aceptar las decisiones de la comisión. Tal vez por eso, la OEA votó por primera vez para retirar la condición de miembro de la Comisión Interamericana a Estados Unidos, «un rechazo simbólico, para evidenciar nuestra desaprobación de las políticas estadounidenses», observó un diplomático latinoamericano en Washington. En cuanto a Gran Bretaña, el Gobierno Blair se negó a pronunciarse cuando un tribunal británico de apelación dictaminó por unanimidad que Feroz Abassi, un ciudadano británico encerrado sin cargos en Guantánamo, había sido retenido de manera arbitraria en un «agujero negro jurídico», aduciendo en la sentencia derechos que se remontan a pintorescas provisiones de la Carta Magna. Esas provisiones fueron reconocidas al menos en parte por el Tribunal Supremo de Estados Unidos en su sentencia Rasul et al. versus Bush de junio de 2004, lo que tal vez también descalifique al Tribunal Supremo, según los estándares de Casey y Rivkin, aunque no al Congreso, que invalidó la sentencia en otoño de 2005[10].


  Entre las demás instituciones descalificadas para juzgar las acciones estadounidenses se cuenta el Tribunal Internacional de Justicia o Tribunal Mundial, desde el momento en que se pronunció en contra de Estados Unidos en el proceso reclamado por Nicaragua en 1986, y el Consejo de Seguridad de la ONU, que ratificó el dictamen del Tribunal Mundial. Sin embargo, la iniquidad del TIJ va más allá de su transgresión en lo de Nicaragua. En julio del 2004, el tribunal emitió un dictamen recomendatorio donde afirmaba que el «Muro de Separación» de Israel que divide Cisjordania vulnera el derecho internacional y que es una «obligación para todos los estados no reconocer la situación ilegal resultante de la construcción del muro y no prestar ayuda o asistencia en el mantenimiento de la situación creada por dicha construcción». Tan sólo disintió el magistrado estadounidense Buergenthal, pero en particulares muy limitados. Reconoció que «el derecho humanitario internacional, incluida la Cuarta Convención de Ginebra, y la legislación internacional de derechos humanos son aplicables al Territorio Palestino Ocupado y por tanto deben ser acatados fielmente por Israel». Puesto que todos los asentamientos israelíes en los territorios ocupados contravienen las convenciones, «los segmentos del muro que Israel está construyendo para proteger los asentamientos constituyen ipso facto una violación del derecho humanitario internacional», es decir, la mayor parte del muro. De modo que, presumiblemente, también él está descalificado, aunque el Tribunal Supremo del propio Israel todavía supera la prueba. Un año después, dictaminó que cualquier trazado del Muro de Separación «debe tener en cuenta la necesidad de ofrecer seguridad a los residentes israelíes de Alfei Menashe» en Cisjordania, y en verdad a todos «los israelíes que vivan en comunidades israelíes en la zona de Judea y Samaria» (Cisjordania), incluyendo sus derechos de propiedad[11].


  Los partidos políticos estadounidenses están de acuerdo. Ambos condenaron por abrumadora mayoría el dictamen del Tribunal Mundial en varias resoluciones del Congreso. El candidato demócrata a la presidencia de 2004, John Kerry, adoptó una postura de especial dureza en su condena del tribunal. La reacción, comentó Stephen Zunes, refleja «la creciente hostilidad bipartidista a cualquier restricción legal a la conducta de Estados Unidos y sus aliados más allá de sus fronteras, en especial en Oriente Medio», y el consenso en que «cualquier esfuerzo por suscitar interrogantes jurídicos relativos a las acciones de las potencias ocupantes debe desautorizarse con contundencia»… cuando las potencias ocupantes sean Estados Unidos o sus aliados, se entiende. Hay más pruebas que ofrecen una sólida confirmación de su juicio[12].


  No tendría que ser necesario perder tiempo con el pretexto de que el Muro de Separación responde a preocupaciones de seguridad. Si ése fuera el caso, el muro se construiría sobre la Línea Verde, la frontera internacional reconocida por el mundo entero, con la excepción de Israel y Estados Unidos (que también la había reconocido hasta el brusco cambio de política en la década de 1970 para apoyar el rechazo israelí a un arreglo político con miras a una mayor expansión en los territorios ocupados). Si Israel pretendiera construir un muro defensivo, podría hacerlo del todo irrebatible y no habría objeciones internacionales que Washington debiera vetar o desoír. Sin embargo, tendría una pega. Un muro defensivo no sería un paso importantísimo hacia la integración dentro de Israel de valiosas tierras palestinas y recursos cruciales, ante todo agua[13]. Además causaría molestias a los israelíes, entre ellos los colonos ilegales, en vez de a los palestinos. En consecuencia, queda excluido como opción y la «seguridad» presenta su habitual significado en la práctica estatal y la retórica pública.


  CRÍMENES DE GUERRA Y CONTRA LA HUMANIDAD


  El consejo jurídico de Gonzales relativo a proteger a Bush de la amenaza de procesamiento bajo la Ley de Crímenes de Guerra se demostró fundado al poco de que lo ofreciera, en un caso mucho más grave incluso que los escándalos de torturas. En noviembre de 2004, las fuerzas de ocupación estadounidenses lanzaron su segundo ataque de magnitud sobre la ciudad de Faluya. La prensa recogió al instante graves crímenes de guerra, con aprobación. El ataque empezó con una campaña de bombardeo destinada a ahuyentar a todo lo que no fuera la población adulta masculina; a los hombres de edades comprendidas entre los quince y los cuarenta y cinco años que intentaban huir de Faluya les denegaron la salida. Los planes se parecían a la etapa preliminar de la matanza de Srebrenica, aunque los agresores serbios sacaron a las mujeres y los niños de la ciudad con camiones en lugar de a bombazos. Mientras se desarrollaba el bombardeo preliminar, la periodista iraquí Nermin al-Mufti informó desde «la ciudad de los minaretes [que] antaño fue eco del Éufrates en su belleza y sosiego [con su] abundancia de agua y su exuberante vegetación […], un lugar de veraneo para los iraquíes [donde la gente acudía] a descansar, a nadar en el cercano lago Habbaniya, a comerse un kebab». Describió el sino de las víctimas de esos bombardeos en los que a veces morían familias enteras, entre ellas embarazadas y bebés, incapaces de huir junto con muchos otros porque los atacantes que decretaron su huida habían acordonado la ciudad y cerrado las carreteras de salida[14].


  Al-Mufti preguntó a los residentes si había combatientes extranjeros en Faluya. Un hombre dijo que «había oído que había combatientes árabes en la ciudad, pero nunca había visto a ninguno». Después oyó que se habían ido. «Al margen de los motivos de esos combatientes, han proporcionado un pretexto para que masacren la ciudad», prosiguió, y «tenemos derecho a resistir». Otro dijo que «había varios hermanos árabes entre nosotros, pero, cuando el bombardeo se intensificó, les pedimos que partieran y lo hicieron», y entonces planteó una pregunta de su cosecha: «¿Por qué se ha atribuido Estados Unidos el derecho a llamar al Ejército británico, el australiano y otros para que le ayuden y nosotros no tenemos ese mismo derecho?»[15]


  Sería interesante preguntar con qué frecuencia ha surgido esa pregunta en los comentarios e informaciones occidentales. O con qué frecuencia surgió la pregunta análoga en la prensa soviética durante la década de 1980, a propósito de Afganistán. ¿Con qué frecuencia se usó un término como «combatientes extranjeros» para referirse a los ejércitos invasores? ¿Con qué frecuencia las informaciones y comentarios se alejaron de la premisa de que la única pregunta concebible es cómo le va a «nuestro bando» y cuáles son «nuestras» perspectivas de éxito? Poca falta hace investigar. Son premisas a prueba de bomba. Plantearse siquiera una duda sobre ellas sería impensable, prueba de que se «apoya al terror» o se «culpa de todos los problemas del mundo a Estados Unidos/Rusia», o cualquier otro estribillo familiar.


  Tras varias semanas de bombardeos, Estados Unidos emprendió su ofensiva terrestre en Faluya. Se inauguró con la conquista del Hospital General de la ciudad. El artículo de portada de The New York Times informaba de que «soldados armados sacaron de las habitaciones a los pacientes y empleados del hospital y les ordenaron que se sentaran o tumbaran en el suelo mientras les ataban las manos a la espalda». Una fotografía de acompañamiento retrataba la escena. Lo presentaban como una hazaña. «La ofensiva también clausuró lo que según los oficiales era un arma de propaganda para los militantes: el Hospital General de Faluya, con su aluvión de partes de bajas civiles». Está claro que un arma de propaganda como ésa constituye un blanco legítimo, sobre todo cuando «unas cifras infladas de bajas civiles» —infladas porque así lo declaró nuestro líder— habían «enardecido la opinión pública en todo el país e incrementado los costes políticos del conflicto». La palabra «conflicto» es un eufemismo habitual para las agresiones estadounidenses, como cuando en las mismas páginas leíamos que «ahora los americanos están llevando un torrente de ingenieros que empezarán a reconstruir lo que el conflicto acaba de destruir»: sólo «el conflicto», sin agente, como un huracán[16].


  Varios documentos relevantes pasaron desapercibidos, quizá porque también se los consideró pintorescos y obsoletos: por ejemplo, la disposición de las Convenciones de Ginebra según la cual «bajo ninguna circunstancia podrá atacarse establecimientos fijos o unidades médicas móviles del Servicio Médico, sino que las Partes del conflicto deberán respetarlas y protegerlas en todo momento». Así, la portada del primer periódico del mundo retrataba con alborozo unos crímenes de guerra por los que, según la legislación estadounidense, podría condenarse a graves penas a los dirigentes políticos, a la pena de muerte si resultaba que los pacientes arrancados de sus camas y esposados en el suelo morían a consecuencia de ello. Esas cuestiones no merecieron una investigación o reflexión apreciable. Las mismas fuentes de amplia aceptación nos explicaron que las Fuerzas Armadas estadounidenses «alcanzaron casi todos sus objetivos muy por delante de lo programado», ya que «gran parte de la ciudad estaba reducida a ruinas humeantes». Sin embargo, no era un éxito total. Había pocas pruebas de «ratas» muertas en sus «madrigueras» o por las calles, «un misterio sin resolver». Las fuerzas estadounidenses sí descubrieron «el cuerpo de una mujer en una calle de Faluya, pero no estaba claro si se trataba de una iraquí o una extranjera». La pregunta crucial, al parecer[17].


  Otro artículo de portada cita a un alto mando de los Marines según el cual el ataque sobre Faluya «debería figurar en los libros de Historia». Quizá sí. En ese caso, sabemos en qué página exacta de la historia encontrará su lugar. Tal vez Faluya aparezca al lado mismo de Grozni, una ciudad del mismo tamaño aproximado, con sendas fotos de Bush y Putin mirándose a los ojos. Quienes ensalcen o en verdad toleren siquiera todo esto pueden escoger sus propias páginas favoritas de la historia[18].


  Las crónicas del asalto en los medios de comunicación no fueron uniformes. La cadena Al-Yazira, con sede en Qatar, el canal de noticias más importante del mundo árabe, recibió broncas críticas de altos cargos estadounidenses por haber «resaltado las bajas civiles» durante la destrucción de Faluya. El problema de los medios independientes se resolvió más adelante, cuando se echó a la cadena de Irak en preparación de las elecciones libres[19].


  Mirando más allá de los medios mayoritarios estadounidenses, descubrimos también que «el doctor Sami al-Yumaili describió cómo los aviones de guerra americanos bombardearon el Centro Sanitario Central en el que trabajaba» y mataron a treinta y cinco pacientes y veinticuatro trabajadores. Su información fue confirmada por un reportero iraquí de Reuters y la BBC y por el doctor Eiman al-Ani, del Hospital General de Faluya, que afirmó que el centro sanitario entero, al que había llegado poco después del ataque, se había derrumbado sobre los pacientes. Las fuerzas atacantes dijeron que la información «carecía de fundamento». En otra flagrante infracción de la legislación humanitaria internacional, e incluso la mínima decencia, las Fuerzas Armadas estadounidenses denegaron el acceso a Faluya a la Media Luna Roja iraquí. Sir Nigel Young, director ejecutivo de la Cruz Roja británica, condenó la acción como «enormemente significativa». Sienta «un peligroso precedente», dijo: «La Media Luna Roja tenía el mandato de atender las necesidades de la población local que afronta una crisis enorme». Tal vez ese crimen adicional fuera la reacción a una declaración pública muy inusual del Comité Internacional de la Cruz Roja, que condenaba a todos los bandos de la guerra de Irak por su «absoluto desprecio a los valores humanos[20]».


  En lo que parece ser la primera información de un visitante a Faluya después de la operación, el médico iraquí Alí Fadhil afirmó haberla encontrado «completamente devastada». La moderna población en ese momento «parecía una ciudad de fantasmas». Fadhil vio pocos cadáveres de combatientes iraquíes por las calles; les habían ordenado abandonar la ciudad antes de que empezara el asalto. Los médicos explicaban que habían encerrado a todo el personal sanitario en el hospital principal cuando empezó el ataque norteamericano, «maniatado» por órdenes de Estados Unidos: «Nadie podía acudir al hospital y la gente moría desangrada por la ciudad». Las actitudes de los invasores quedaban resumidas en un hipnótico mensaje escrito con pintalabios en el espejo de una casa en ruinas: «A tomar por culo Irak y todos los iraquíes». Algunas de las peores atrocidades las cometieron miembros de la Guardia Nacional iraquí que los invasores utilizaron para registrar las casas, sobre todo «chiíes pobres del sur […] parados y desesperados», probablemente «extendiendo las semillas de una guerra civil». Los periodistas incrustados que llegaron al cabo de unas semanas se encontraron con un «goteo de personas que regresaban a Faluya», donde «entraban en un mundo desolado de esqueletos de edificios, hogares reventados por los tanques, cables de alta tensión colgando y palmeras cercenadas». La asolada ciudad de 250 000 habitantes estaba en ese momento «desprovista de electricidad, agua corriente, escuelas o comercio», bajo un estricto toque de queda y «conspicuamente ocupada» por los invasores que acababan de demolerla y las fuerzas locales que habían reunido. Los pocos refugiados que se atrevían a volver bajo una férrea supervisión militar se encontraban «lagos de aguas residuales en las calles. El olor de los cadáveres dentro de los edificios carbonizados. Ni agua ni electricidad. Largas colas y concienzudos registros en los controles de las tropas estadounidenses. Advertencias de que estuvieran atentos a las minas terrestres o las trampas explosivas. Ocasionales tiroteos entre tropas e insurgentes[21]».


  Medio año más tarde llegó la que tal vez fuera la primera visita de un observador internacional, Jose Carr, del Equipo de Pacificadores Cristianos de Bagdad, cuya experiencia previa había sido en los territorios palestinos ocupados por Israel. Al llegar el 28 de mayo, encontró dolorosas similitudes: muchas horas de espera en los pocos puntos de entrada, más por hostigamiento que por seguridad, destrucción regular de los productos alimenticios en los restos devastados de la ciudad donde «los precios de los alimentos han experimentado un drástico aumento por culpa de los controles», bloqueo de ambulancias que transportan a personas para que reciban atención médica y otras variedades de brutalidad aleatoria familiar gracias a la prensa israelí. Las ruinas de Faluya, escribió, son peores incluso que las de Rafá, en Cisjordania, prácticamente destruida por el terror israelí respaldado por Estados Unidos. Los norteamericanos «han arrasado barrios enteros, y uno de cada tres edificios ha sido destruido o dañado». Sólo sobrevivió al ataque un hospital con camas para pacientes, pero el ejército de ocupación obstaculizaba el acceso, lo que provocaba muchas muertes en Faluya y las zonas rurales. A veces se apiñaban docenas de personas en una «carcasa carbonizada». Sólo cerca de una cuarta parte de las familias cuyos hogares resultaron destruidos recibieron alguna compensación, por lo general menos de la mitad del coste de los materiales necesarios para reconstruirlos[22].


  El ponente especial de la ONU para el Derecho a la Alimentación, Jean Ziegler, acusó a las tropas estadounidenses y británicas en Irak de «infringir el derecho internacional al privar de alimentos y agua a los civiles de las ciudades asediadas mientras intentan expulsar a los militantes» de Faluya y otras ciudades atacadas en los meses siguientes. Las fuerzas encabezadas por Estados Unidos «cortaron o restringieron el suministro de agua y alimentos para fomentar la huida de los residentes antes de los asaltos», informó a la prensa internacional, «usando el hambre y la privación de agua como arma de guerra contra la población civil, [en] flagrante violación» de las Convenciones de Ginebra. A la opinión pública estadounidense se le ahorró en buena medida la noticia[23].


  Aun al margen de crímenes de guerra tan clamorosos como el asalto a Faluya, hay pruebas más que suficientes para respaldar la conclusión de un profesor de Estudios Estratégicos del Colegio de Guerra Naval de que el año 2004 «fue en verdad espantoso y brutal para el infortunado Irak». El odio a Estados Unidos, proseguía, se ha vuelto endémico en un país sometido a años de sanciones que ya habían conducido a «la destrucción de la clase media iraquí, el colapso del sistema educativo laico y el aumento del analfabetismo, la desesperación y la anomia [que] propiciaron un renacer religioso iraquí [entre] grandes cantidades de habitantes que buscaron socorro en la religión». Los servicios básicos se deterioraron más si cabe que bajo las sanciones. «Los hospitales se quedan a menudo sin los medicamentos más básicos, […] las instalaciones se encuentran en un estado lamentable, [y] decenas de especialistas y médicos experimentados abandonan el país porque temen ser blanco de la violencia o están hartos de las pésimas condiciones de trabajo». Entretanto, «el papel de la religión en la vida política iraquí ha ido creciendo paulatinamente desde que las fuerzas encabezadas por Estados Unidos derrocaron al señor Hussein en 2003», informa The Wall Street Journal. Desde la invasión no se ha tomado «ni una sola decisión política» sin que el gran ayatolá Alí al-Sistani diera su «aprobación tácita o explícita, afirman funcionarios del Gobierno», mientras que «el joven clérigo rebelde, antes poco conocido» Muqtada al-Sadr «ha dado forma a un movimiento político y militar que ha atraído a decenas de millares de seguidores en el sur y en las barriadas más pobres de Bagdad». En las zonas suníes se han producido consecuencias parecidas. La votación del proyecto de Constitución iraquí de otoño de 2005 se convirtió en «una batalla de las mezquitas», en la que los votantes se guiaron en gran medida por edictos religiosos. Pocos iraquíes han visto siquiera el documento, porque el Gobierno apenas ha distribuido copias. La nueva Constitución, señala The Wall Street Journal, tiene «puntales islámicos mucho más profundos que la última de Irak, hace medio siglo, que se basaba en el derecho civil [laico] francés» y había concedido a las mujeres «casi los mismos derechos» que a los hombres. Todo eso ha experimentado ahora una involución bajo la ocupación estadounidense[24].


  Las consecuencias de años de violencia y estrangulamiento occidentales resultan perpetuamente frustrantes para los intelectuales civilizados, a quienes asombra descubrir que, en palabras de Edward Luttwak, «la inmensa mayoría de los iraquíes, asiduos practicantes en las mezquitas y alfabetizados a medias en el mejor de los casos» son sencillamente incapaces de «creer lo que para ellos resulta del todo incomprensible: que unos extranjeros han sacrificado de manera desinteresada su sangre y su tesoro para ayudarles». Por definición, no hacen falta pruebas[25].


  Algunos comentaristas han lamentado que Estados Unidos haya pasado «de ser un país que condenaba la tortura y prohibía su uso a practicarla de manera rutinaria». La verdadera historia es mucho menos benigna. Aun así, la tortura, por horripilante que sea, apenas inclina la balanza en comparación con los crímenes de guerra de Faluya y otros lugares de Irak, o los efectos generales de la invasión estadounidense y británica. Una ilustración, señalada de pasada y olvidada con rapidez en Estados Unidos, es el meticuloso estudio publicado por especialistas norteamericanos e iraquíes en la primera publicación médica del mundo, The Lancet, en octubre de 2004. Las conclusiones del estudio, elaborado sobre premisas más bien conservadoras, son que «la cifra de muertes derivadas de la invasión y ocupación de Irak asciende probablemente a unas 100 000 personas, y quizá sea muy superior». Las cifras incluyen casi 40 000 iraquíes muertos como resultado directo de los combates o la violencia armada, según un análisis suizo de los datos del estudio. Una posterior investigación de Iraq Body Count (Recuento de Víctimas en Irak) halló constancia de la muerte de 25 000 no combatientes en los primeros dos años de la ocupación: en Bagdad, uno de cada 500 ciudadanos; en Faluya, uno de cada 136. Las fuerzas encabezadas por Estados Unidos mataron a un 37 por ciento, los criminales a un 36 por ciento y las «fuerzas antiocupación» a un 9 por ciento. Las víctimas se doblaron en el segundo año de la ocupación. La mayoría de las muertes fueron fruto de artefactos explosivos; dos tercios de ellas en ataques aéreos. Las estimaciones de Iraq Body Count se basan en informaciones de los medios y por tanto a buen seguro están muy por debajo de las cifras reales, por bien que aun así resulten espeluznantes[26].


  Tras revisar esos informes junto con el «Estudio de las condiciones de vida en Irak» del PNUD (abril de 2005), el analista británico Milan Rai concluye que los resultados concuerdan en líneas generales, pues la aparente discrepancia en las cifras es fruto ante todo de las diferencias entre los asuntos específicos investigados y los periodos de tiempo cubiertos. Esas conclusiones cobraron cierto respaldo gracias a un estudio del Pentágono que estimaba que 26 000 civiles y miembros de las fuerzas de seguridad iraquíes habían resultado muertos y heridos por los insurgentes desde enero de 2004. La información de The New York Times sobre el estudio del Pentágono también menciona varios más, pero pasa por alto el más importante, el aparecido en The Lancet. Señala de pasada que «no se aportan cifras sobre la cantidad de iraquíes muertos a manos de las fuerzas encabezadas por Estados Unidos». La noticia de The New York Times apareció inmediatamente después del día que los activistas internacionales habían escogido para conmemorar todas las muertes iraquíes, en el primer aniversario de la publicación del informe de The Lancet[27].


  La escala de la catástrofe en Irak es tan extrema que apenas puede darse constancia de ella. Los periodistas están confinados en gran medida a la fortificada Zona Verde de Bagdad, o si no viajan con nutridas escoltas. Existe un puñado de excepciones habituales en la prensa generalista, como Robert Fisk y Patrick Cockburn, que afrontan extremos peligros, y aparecen ocasionales indicadores de la opinión iraquí. Uno es una información sobre un encuentro nostálgico de las elites educadas y occidentalizadas de Bagdad, donde el debate fue a parar al saqueo de Bagdad por parte de Hulagu Jan y sus sanguinarias atrocidades. Un profesor de filosofía comentó que «Hulagu era humano en comparación con los americanos», lo que provocó algunas carcajadas, pero «la mayoría de los invitados parecían ansiosos por evitar el tema de la política y la violencia, que aquí dominan la vida cotidiana». Se centraron en cambio en los pasados esfuerzos por crear una cultura nacional iraquí que superara las viejas divisiones étnico-religiosas en las que Irak está ahora «recayendo» bajo la ocupación, y comentaron la destrucción de los tesoros de la civilización iraquí y mundial, una tragedia que no se experimentaba desde las invasiones mongolas[28].


  Entre los efectos adicionales de la invasión se cuenta el descenso de la renta media de los iraquíes, de 225 dólares en 2003 a unos 144 en 2004, además de «significativas carestías de arroz, azúcar, leche y preparado para lactantes a escala nacional», según el Programa Mundial de Alimentos de la ONU, que había advertido antes de la invasión de que no sería capaz de copiar el eficaz sistema de racionamiento que estaba en vigor bajo Saddam Hussein. Los periódicos iraquíes informan de que las nuevas raciones contienen limaduras metálicas, una consecuencia de la inmensa corrupción bajo la ocupación estadounidense-británica. La malnutrición aguda se dobló a los dieciséis meses de la ocupación de Irak, hasta alcanzar los niveles de Burundi, muy por encima de Haití o Uganda, una cifra que «se traduce grosso modo en unos 400 000 niños iraquíes afectados de “consunción”, un mal que se caracteriza por la diarrea crónica y peligrosas carencias proteínicas». Se trata de un país en el que han muerto ya centenares de miles de niños a consecuencia de las sanciones propulsadas por Estados Unidos y Gran Bretaña. En mayo de 2005, el ponente de la ONU Jean Ziegler hizo público un informe del Instituto Noruego de Ciencias Sociales Aplicadas que confirmaba esas cifras. Los niveles nutricionales relativamente altos de los iraquíes en los años setenta y ochenta, incluso durante la guerra con Irán, empezaron a descender de manera pronunciada durante la década de las sanciones, con una posterior caída desastrosa tras la invasión de 2003[29].


  Entretanto, la violencia contra los civiles iba más allá de los ocupantes y la insurgencia. Anthony Shadid y Steve Fainaru informaron de que «las milicias chiíes y kurdas, que a menudo actúan como parte de las fuerzas de seguridad del Gobierno, han ejecutado una oleada de secuestros, asesinatos y otros actos de intimidación hasta consolidar su control sobre el territorio que cubre el norte y el sur de Irak y agudizar la división del país a lo largo de líneas étnicas y sectarias». Un índice de la escala de la catástrofe es el enorme aluvión de refugiados que «huyen de la violencia y la penuria económica», un millón sólo a Siria y Jordania desde la invasión estadounidense, la mayoría «profesionales y moderados laicos que podrían colaborar en la tarea práctica de propiciar la buena marcha del país[30]».


  El estudio de The Lancet que estimaba 100 000 muertes probables para octubre de 2004 suscitó en Inglaterra suficientes comentarios para que el Gobierno tuviera que realizar un embarazoso desmentido, pero en Estados Unidos se impuso un práctico silencio. La ocasional referencia indirecta suele describirlo como el «polémico» informe de que «hasta 100 000» iraquíes murieron a resultas de la invasión. La cifra de 100 000 era la estimación más probable, sobre premisas conservadoras; sería por lo menos igual de riguroso describirlo como el informe de que murieron «al menos 100 000». Aunque el estudio se hizo público en plena campaña presidencial estadounidense, al parecer nunca se le hizo una pregunta pública sobre él a ninguno de los candidatos mejor situados[31].


  La reacción se ajusta al patrón general cuando es el agente equivocado el que perpetra atrocidades masivas. Un ejemplo llamativo son las guerras de Indochina. En el único sondeo (del que tengo constancia) en el que se solicitaba a la gente que estimara el número de muertes vietnamitas, el cálculo medio era de 100 000, cerca de un 5 por ciento de la cifra oficial; se desconoce la cifra real, que no ha merecido más interés que la también desconocida cantidad de víctimas de la guerra química estadounidense. Los autores del estudio comentan que es como si los universitarios alemanes estimaran las muertes del Holocausto en 300 000, en cuyo caso podríamos concluir que existen ciertos problemas en Alemania… y, si Alemania dominara el mundo, ciertos problemas bastante más serios[32].


  La decisión de Washington de eximirse del derecho internacional más allá incluso de los amplios precedentes ha cosechado el apoyo parcial de personas a las que se tenía por destacadas defensoras de los derechos humanos, como Michael Ignatieff, presidente del programa de derechos humanos de Harvard, que respalda la infracción de las Convenciones de Ginebra, y en verdad de la legislación estadounidense, con argumentos de «mal menor» justificados por sus sentimientos personales. Suele darse por sentado que esos argumentos bastan en la «teoría de la guerra justa». Así, en sus recientes reflexiones sobre la guerra justa, que han cosechado grandes alabanzas, Michael Walzer describe Afganistán como un «triunfo de la teoría de la guerra justa», que consta al lado de Kosovo como «guerra justa», sin necesidad de argumentos o pruebas; y es mejor así, dado que será en vano cualquier lectura de sus «argumentos sobre la guerra» en busca de una conclusión no trivial que se derive de las proposiciones de la teoría de la guerra justa, o de cualquier otra parte, a menos que añadamos expresiones tan omnipresentes como «yo creo» o «me parece del todo justificado». Los opositores universitarios a lo que Walzer designa como guerras estadounidenses justas son «pacifistas», nos informa, pero el «pacifismo» es un «mal argumento» porque él cree que la violencia es en ocasiones legítima. Podemos estar de acuerdo (yo lo estoy), pero «yo creo» a duras penas puede considerarse un argumento irrefutable en los casos del mundo real que analiza. No identifica a sus adversarios «de la izquierda», al margen de Edward Said «y (más inteligente y circunspecto) Richard Falk», que ofrecen «excusas» para el terror; nos quedamos sin saber en qué consisten las «excusas». Los «argumentos sobre la guerra» de Walzer van dirigidos ante todo en contra de «muchas personas de la izquierda», «algunos críticos de la guerra», «muchas habladurías», «los izquierdistas», «grandes simplificadores» y demás, todos inidentificables; además, como cosa de rutina, los árabes. Es una interesante ilustración de la cultura moral-intelectual dominante el que se considere una práctica legítima la difamación infundada de unos oponentes sin identificar, sobre todo entre aquellos que se describen con pudor como «la izquierda decente»: en verdad muy meritoria, siempre que las conclusiones vayan por donde toca[33].


  ¡AL LADRÓN, AL LADRÓN!


  Las expectativas de los planificadores del Pentágono de que en poco tiempo conquistarían Irak y establecerían un régimen cliente estable no eran del todo irrealistas. De no haber sido por la extraordinaria incompetencia de los civiles al mando en el Pentágono, habría sido una de las conquistas militares más fáciles de la historia, aun sin los preliminares «picos de actividad» y demás medidas para asegurarse de que las fuerzas militares iraquíes no pudieran o quisieran resistirse. El país había sido devastado por la guerra y las sanciones, y se sabía que presentaba una capacidad y un gasto militar muy limitados, aun en comparación con los países vecinos. La invasión puso fin a dos regímenes brutales y Estados Unidos disponía de ingentes recursos para reconstruir los escombros. Además, cualquier resistencia que se desarrollara contaría tan sólo con un apoyo exterior insignificante. Pese a todo, los civiles del Pentágono se las ingeniaron para crear una sustancial resistencia armada y una masiva resistencia popular no violenta, despedazando el país en el proceso. Es algo digno de destacar que los planificadores de Washington tuvieran más problemas para controlar Irak de los que tuvo Rusia en sus satélites o Alemania en la Europa ocupada, donde los países estaban en manos de Gobiernos y fuerzas de seguridad nacionales en su mayor parte, con la potencia dominante en segundo plano para sostener los regímenes clientes. Hubo valientes partisanos antinazis, pero difícilmente habrían sobrevivido sin apoyo exterior, y Alemania estaba, por supuesto, en guerra. A pesar de todas sus inusuales ventajas, los civiles del Pentágono consiguieron «uno de los fracasos más extraordinarios de la historia», observó desde el lugar de los hechos el veterano corresponsal en Oriente Medio Patrick Cockburn, con total plausibilidad[34].


  De los dos regímenes homicidas a los que puso fin la invasión de Irak, sólo se permite a uno la entrada en los debates: la tiranía de Saddam, y aun ésa tiene cabida sólo a través de un filtro muy selectivo. Saddam ya no era el favorito de Estados Unidos que había sido hasta agosto de 1990 y en que volvió a convertirse en marzo de 1991, cuando Bush I dio permiso al tirano para que aplastara la rebelión chií que podría haberlo derrocado. El resultado de esa nueva fase de complicidad Bush-Saddam fueron decenas de miles de cadáveres adicionales[35].


  El segundo régimen homicida eran las sanciones de Estados Unidos y Gran Bretaña (denominadas por motivos doctrinales «sanciones de la ONU», aunque es del dominio público que la ONU las administraba bajo presión estadounidense). Sin embargo, ésas no entran en el orden del día porque es posible que ocasionaran más muertes que «todas las llamadas armas de destrucción masiva de la historia», estiman dos especialistas militares «halcones», a ciencia cierta centenares de miles. Resumiendo un rico corpus de pruebas, uno de los corresponsales estadounidenses mejor informados escribe que después de «los terribles años de las sanciones de la ONU […], las rentas han caído a una quinta parte de los niveles anteriores a la guerra [de 1990], la mortalidad infantil se ha doblado y sólo una minoría de iraquíes tiene acceso a agua limpia». Además, la mitad de los tanques de tratamiento de aguas residuales seguían fuera de servicio después de haber sido destruidos junto con las centrales de energía por los bombardeos estadounidenses y británicos de 1991, que «desencadenaron epidemias de tifus y cólera». La educación y la alfabetización se hundieron, y un número creciente de iraquíes se vio reducido a «una dieta de semiinanición» que provocaba síntomas «que por lo general se observan sólo en las hambrunas» y condujo a una triplicación de los índices de mortalidad para 2003, según UNICEF[36].


  Las sanciones devastaron a la sociedad civil, reforzaron al tirano y obligaron a la población a depender de él para la supervivencia, con lo que muy posiblemente lo salvaron de la suerte de otros dictadores homicidas que contaron con el apoyo de Estados Unidos y Gran Bretaña hasta los últimos instantes de su sanguinario gobierno: Nicolae Ceaucescu, Suharto, Ferdinand Marcos, Jean-Claude Baby Doc Duvalier, Chun Du-huan y todo un repertorio de otros canallas, al que se incorporan nuevos nombres de manera regular. Por esos motivos las sanciones fueron duramente criticadas por destacadas personalidades de la oposición iraquí. Kamil Mahdi escribió que Estados Unidos estaba «consiguiendo en la práctica manchar y paralizar toda oposición al régimen presente» y había «concedido nuevas fuerzas a un régimen desacreditado y moribundo». Las sanciones, escribió, «tratan Irak como un inmenso campamento de refugiados al que aportar ayuda de emergencia. Lo que necesitan los iraquíes es ser capaces de regenerar su economía y retomar la reconstrucción y el desarrollo. Eso significa que debe concederse a los servicios esenciales y la infraestructura la máxima prioridad y debe ajustarse el programa de importaciones al aumento de la producción nacional», precisamente lo que evitaba el régimen de sanciones impuesto por Estados Unidos[37].


  Que los iraquíes podrían haberse ocupado de sus problemas de no haber sido por el régimen homicida de sanciones lo sugirieron los occidentales que mejor conocían Irak, los respetados diplomáticos internacionales Denis Halliday y Hans von Sponeck, que administraron el programa «Petróleo Por Alimentos» de la ONU en Irak y contaban con centenares de investigadores que les informaban desde todo el país. Halliday dimitió en señal de protesta en 1998, condenando las sanciones como «genocidas». Von Sponeck renunció dos años después, por razones parecidas. Las investigaciones del Gobierno estadounidense en la posguerra reforzaron la tesis de que las sanciones habían apuntalado la tiranía de Saddam Hussein, al revelar que el Gobierno aguantaba de una pieza prácticamente con alfileres. Los juicios subjetivos al respecto, sin embargo, son de escaso interés. A menos que se conceda a la gente como mínimo la oportunidad de derrocar un régimen tiránico, ninguna potencia exterior tiene derecho a acometer la tarea, inevitablemente con sus propios fines y, en este caso, con resultados atroces. Von Sponeck adujo, además, que Estados Unidos bloqueaba sus informes para el Consejo de Seguridad. No hacían falta tales medios para salvaguardar a la población norteamericana de las opiniones de los observadores occidentales mejor informados. Fueron vedadas de la prensa por sus indeseadas conclusiones y sus inusuales calificaciones[38].


  Al parecer se considera insuficiente el silencio para asegurarse de que los efectos de las sanciones pasen desapercibidos. El complejo gubernamental-mediático, en consecuencia, ha recurrido a la inveterada técnica «¡Al ladrón, al ladrón!»: cuando te pillan con las manos en bolsillo ajeno, gritas «¡Al ladrón, al ladrón!» y señalas con vehemencia en otra dirección, con la esperanza de desviar la atención mientras huyes. En este caso, la estratagema consistió en iniciar una intensiva investigación de la supuesta corrupción de la ONU en la administración del programa «Petróleo Por Alimentos», con grandes alharacas a propósito de 20 000 millones de dólares desaparecidos que podrían haberse embolsado los iraquíes. Es importante tener presente que, si más adelante se reconoce que las acusaciones eran infundadas, habrán cumplido pese a todo su objetivo: eliminar cualquier perspectiva, por improbable que fuera, de que el escándalo verdaderamente monstruoso —las sanciones en sí y sus consecuencias— escapara del olvido.


  Aunque el tema es secundario, el desarrollo de la técnica «¡Al ladrón, al ladrón!» no deja de tener cierto interés. Se demostró con rapidez que, aunque existía una indudable corrupción en la ONU, la mayor parte de los 20 000 millones de dólares desaparecidos consistía en ventas de petróleo aprobadas por Estados Unidos a sus aliados Turquía y Jordania. El grueso de las transacciones ilegales, de acuerdo con el informe de Charles A. Duelfer, el jefe de los inspectores estadounidenses en Irak, consistía en «acuerdos de gobierno a gobierno» entre Irak y otros países, ante todo Jordania («la clave de la supervivencia financiera de Irak», según el informe) y Turquía. Todas esas transacciones se produjeron fuera del programa «Petróleo Por Alimentos» y fueron autorizadas por el Consejo de Seguridad de la ONU, es decir, por Washington. El resto de las transacciones pasaba por el comité de sanciones dirigido por Estados Unidos y por consiguiente se exponía a un instantáneo veto norteamericano, que nunca llegó a ejercerse por comisiones ilegales aunque se aplicó con asiduidad para bloquear contratos humanitarios, informa el investigador estadounidense Joy Gordon. Cualquier contrabando significativo por vía marítima habría contado con la cooperación tácita de la Marina estadounidense, que constituía a todos los efectos la Fuerza Multinacional de Intercepción de la ONU (FMI) en el Golfo. En la única indagación seria del programa «Petróleo Por Alimentos», Paul Volcker, presidente de una investigación autorizada por la ONU en busca de posibles abusos, llegó a la conclusión preliminar de que las comisiones cuestionables eran «cercanas a los 1700 millones de dólares que Charles Duelfer […] estimó», una pequeña fracción de las ventas de petróleo turco-jordanas bajo los auspicios estadounidenses. El único número no trivial que se cita en una de las muchas informaciones tremendistas sobre el «importantísimo escándalo en las Naciones Unidas» es la exageración de las compensaciones a las fuerzas armadas kuwaitíes por valor de 419 millones de dólares, cerca de una cuarta parte del total de 1700 millones estimado por Volcker. La siguiente cifra por magnitud que se refiere —200 millones de dólares en beneficios ilegales, de los que 50 fueron a parar a asociados de Saddam— fue desvelada en una investigación de la prensa económica internacional, que también descubrió que «la mayor y más osada operación de contrabando del programa “Petróleo Por Alimentos” fue realizada con conocimiento del Gobierno estadounidense». Se informó a las autoridades tanto estadounidenses como británicas, pero éstas desoyeron las advertencias, procedentes en ocasiones de la FMI[39].


  Investigaciones de The Financial Times descubrieron que «las administraciones Clinton y Bush no sólo sabían sino que explicaron al Congreso que Irak pasaba petróleo de contrabando a Turquía y Jordania» y que recomendaban «hacer la vista gorda». El motivo era que las ventas ilegales obraban «en el “interés nacional”», puesto que Jordania es un importante estado cliente y el apoyo a Turquía, desde hace tiempo una importante base para el control regional estadounidense, fomenta «la seguridad, la prosperidad y otros intereses vitales[40]».


  Con independencia de la escala que hayan tenido las tramas de comisiones previas a la invasión, es dudoso que se aproximen siquiera a las sumas que han desaparecido bajo gestión estadounidense durante la ocupación de Irak. Cuando la Autoridad Provisional de la Coalición (APC) terminó su mandato, el destino de los 20 000 millones de dólares en fondos iraquíes que se estima que pasaron a su control —entre ellos los fondos sin gastar del programa «Petróleo Por Alimentos» y más de 11 000 millones en ingresos del petróleo iraquí— siguió siendo un misterio. La «falta de transparencia está dando pábulo a preguntas» sobre prácticas corruptas de la APC, informó The Financial Times, que ofrecía muchas ilustraciones, entre ellas estudios que concluían que tres cuartas partes de los contratos valorados en más de cinco millones de dólares se asignaban sin sacarlos a concurso. Eso incluía un «proyecto de 1,4 [millardos] de dólares para reconstruir la infraestructura petrolífera iraquí, concedido a Halliburton, la empresa de servicios petrolíferos anteriormente dirigida por Dick Cheney, el vicepresidente de Estados Unidos, sin concurso competitivo, [lo que] convirtió Halliburton en el mayor receptor individual de fondos iraquíes». Posteriores investigaciones revelaron tramas de empresas tejanas y «legendarios magnates del petróleo» para subvertir «las restricciones impuestas por el programa “Petróleo Por Alimentos” de la ONU», con varios procesamientos en marcha. Lo que ha salido a la luz sugiere un cenagal de corrupción por parte de las empresas estadounidenses, entre otras[41].


  En la revisión más exhaustiva de las prácticas de la APC aparecida en los medios de comunicación, basada ante todo en auditorías oficiales estadounidenses, Ed Harriman observa que Rumsfeld y Paul Bremer «se aseguraron de que la reconstrucción de Irak la pagara el país “liberado”». La APC de Bremer «se gastó hasta 20 000 millones de dólares de dinero iraquí, en comparación con los 300 millones de fondos estadounidenses». Fue imposible encontrar registros de «8800 millones de dólares que pasaron por los ministerios del nuevo Gobierno iraquí» bajo el control de Bremer. La tajada obtenida por la tejana Halliburton y sus filiales ha sido especialmente estratosférica, pero el historial de corrupción bajo la autoridad de la APC va mucho más allá. «Las escuelas, los hospitales, las plantas de agua y electricidad, todo lo cual en principio debía beneficiarse del dinero [administrado por la APC], están en ruinas. La ineludible conclusión es que los contratistas extranjeros se apoderaron de grandes cantidades de dinero e hicieron estupendos negocios con sus contratas iraquíes». Bajo el Gobierno de Saddam, observa Harriman, tanto él «como Estados Unidos se beneficiaron a lo grande». En aquellos años, «la mayor parte del petróleo iraquí iba a parar a refinerías californianas, [que] se enriquecieron. Hoy en día el sistema viene a ser el mismo: el petróleo va a California y el nuevo Gobierno iraquí se gasta el dinero del país con impunidad». Stuart Bowen, inspector general especial para la reconstrucción de Irak, descubrió que quedaba poco para reconstruir, en parte porque el total estimado de 30 000 millones de dólares que confiscó el ejército de ocupación, además de los fondos de los ingresos petrolíferos de Irak, había sido objeto de mala gestión y «potencial fraude» por parte del personal de la APC[42].


  Mucho más emocionantes que los hechos sobre corrupción son las calenturientas historias sobre posibles argucias rusas, los inexplicados 160 000 dólares en manos del funcionario de la ONU Benon Sevan o la información de que Kofi Annan podría (o no) haber hablado en algún encuentro con un cargo de una empresa en la que trabajaba su hijo. Sean cuales sean los hechos fehacientes, la conclusión es que la ONU está muy necesitada de una reforma guiada por Estados Unidos. En consecuencia la Administración Bush se ha «concentrado en el programa “Petróleo Por Alimentos” administrado por la ONU —que se convirtió en una fuente de corrupción a la vez que permitía a Saddam Hussein desviar millones en ingresos petrolíferos— tomándolo como un ejemplo de las profundas reformas que necesita la ONU si pretende ser eficaz». Acometer esa tarea es el «siguiente obstáculo» que afronta el flamante embajador ante la ONU, John Bolton[43].


  El informe final de la comisión Volcker sobre corrupción en la sede de la ONU encontró dos casos, de acuerdo con la información de Warren Hoge: Sevan fue acusado «de ingresar al menos 147 000 dólares en comisiones y se descubrió que un funcionario de adquisiciones, Alexandr V. Yakovlev, de Rusia, había solicitado un soborno, sin éxito, a un contratista del programa», acciones que podrían valerles para aspirar a un cargo de poca monta en Halliburton. «El informe también culpaba al Consejo de Seguridad y su comité de sanciones —lo que significa ante todo a Washington— de tolerar el contrabando que tuvo lugar fuera del programa “Petróleo Por Alimentos” y benefició a países como Turquía, Jordania y Siria». La escala de la corrupción queda de manifiesto en las estimaciones finales: «[Saddam] Hussein rebañó 1800 millones de dólares en comisiones y recargos del programa dirigido por las Naciones Unidas». Los recargos se rebañaron casi todos con el consentimiento de Washington; las comisiones contaban con un sustancial protagonismo de empresas estadounidenses. La comisión prefirió no investigar un total estimado de 9000 millones de dólares de superávit del programa «Petróleo Por Alimentos» entregados a las autoridades de ocupación estadounidenses, que al parecer desaparecieron[44].


  El resultado final de la investigación de Volcker es, por tanto, apenas detectable. Sin embargo, por decreto doctrinal, sus revelaciones son «el mayor fraude en los anales de la historia», declararon los editorialistas de The Wall Street Journal con fingida indignación. También se sumaron a la apasionada reclamación de una reforma radical de la ONU para solventar su despilfarro, mala gestión y corrupción: sin duda reales, y presumible responsabilidad de los subsecretarios generales de la ONU para la gestión, que son por norma general nombramientos políticos de Washington[45].


  En su recapitulación final sobre la corrupción empresarial, la comisión Volcker identificó millares de empresas responsables de sobreprecios y comisiones ilegales, además de una serie de individuos, entre ellos el financiero fugitivo Marc Rich, beneficiario de un indulto presidencial de Clinton en el momento de dejar el cargo. También responsabilizaba al Consejo de Seguridad (es decir, a Estados Unidos) por su fracaso en la vigilancia de la corrupción. «Aunque lo miramos desde fuera, es algo que clama al cielo», dijo Volcker: «“¿Por qué nadie dio la voz de alarma?” El quid de la cuestión es que todo se reduce a la misma historia. Hacen falta unas reformas bastante concienzudas en la ONU». Uno de los investigadores de Volcker respondió a su pregunta sobre las voces de alarma: permitir que miles de millones de dólares de petróleo fluyeran ilegalmente «para beneficio de las economías de los aliados estadounidenses, entre ellos Jordania y Turquía —dijo—, ejerció un efecto comprometedor sobre la disposición del Consejo de Seguridad a tomar medidas y poner freno a esa práctica». Después de esos inmensos flujos ilegales, preguntaba, «¿vas a ser muy estricto con este volumen menor de petróleo? Es improbable». Por decirlo con menos circunloquios, Estados Unidos, que supervisaba el programa con vista de lince, estaba «comprometido» por su papel crucial en el apoyo ilegal a Saddam y no se hallaba en condiciones de «dar la voz de alarma» acerca de sumas más pequeñas, que implicaban a muchas empresas estadounidenses. Sin duda hacen falta «reformas bastante concienzudas» en muchas partes, pero «el quid de la cuestión» es que la ONU, con todos sus defectos, no ocupa uno de los primeros puestos[46].


  La mayoría de las corporaciones energéticas implicadas en «sobrepagos ilícitos sobre el petróleo» cubrieron sus huellas mediante el recurso a intermediarios, concluía el informe Volcker, pero no todas: «una importante compañía petrolífera salía malparada por su nombre en las 623 páginas del informe: Texaco, parte de Chevron». Existe cierta justicia poética, tal vez, en el papel único de Texaco, no sólo por su conexión tejana. A finales de la década de 1930, Texaco, a la sazón dirigida por un pronazi declarado, desvió cargamentos de petróleo de la República española hacia Franco —en violación del contrato, además de las órdenes oficiales del Gobierno estadounidense— mientras el Departamento de Estado fingía «no ver» que las fuerzas fascistas que invadían España estaban recibiendo de Estados Unidos el único artículo crítico que la Alemania nazi y la Italia fascista no podían proporcionarles. La prensa de izquierdas fue capaz de descubrirlo, y el hecho más tarde recibió reconocimiento oficial. Asimismo, cuando Clinton socavaba el embargo contra la sanguinaria junta terrorista de Haití, fue Texaco la autorizada para quebrantar la directiva presidencial contra los envíos de petróleo, el artículo crucial necesario para mantener el terror. De modo que la rueda no ha dado tantas vueltas[47].


  Por bien que los 150 000 dólares de Sevan fueron noticia durante meses, se hace muy cuesta arriba encontrar una reseña de su llamamiento de julio de 1999 al Consejo de Seguridad, donde advertía de que «la mejora de la condición nutricional y sanitaria del pueblo iraquí por medio de [un] enfoque multisectorial […] se está viendo seriamente afectada a resultas de la excesiva cantidad de negativas impuestas a los suministros y equipos de agua, sanidad y electricidad». La mayoría eran bloqueados por objeciones de Estados Unidos, entre otras cosas interruptores, enchufes, marcos de ventana, azulejos y pintura, máquinas para el corazón y los pulmones y muchos artículos más de «primordial importancia para el bienestar del pueblo iraquí», informó Kofi Annan, a la vez que instaba al Consejo de Seguridad a relajar las intervenciones que estaban «perjudicando seriamente la implantación efectiva del programa» para ofrecer una asistencia humanitaria necesitada con desesperación[48].


  Las sanciones estadounidenses unilaterales, al margen incluso de las impuestas bajo cobertura de la ONU como en Irak, abruman en escala a todas las demás. Cuando los estados poderosos se oponen a las sanciones internacionales, se limitan a esquivarlas mediante uno u otro ardid: la evasión estadounidense de las sanciones de la ONU contra Suráfrica durante los años de Reagan y de las impuestas por la OEA a la junta militar terrorista de Haití en tiempos de Bush I y Clinton, por mencionar dos ejemplos. A quienes han prestado atención a la historia de las sanciones no les sorprenderá descubrir que los reformistas iraníes consideran perjudiciales para su causa las sanciones de Estados Unidos a su país. Uno de los intelectuales más influyentes de Irán, Said Hayyarian, advierte de que «Estados Unidos anda en busca de cualquier excusa, la cuestión nuclear, el terrorismo, los derechos humanos, el proceso de paz en Oriente Medio» para imponer presiones a Irán, que a menudo «provocan que la situación de aquí se militarice más, y en ese ambiente se mata la democracia». Conocido como «el cerebro de los reformistas», Hayyarian recibió un disparo en la cara de un militante musulmán en 2000 y, aunque se recupera poco a poco, «es un recordatorio del precio que han pagado algunos iraníes por la reforma». Sigue oponiéndose a las sanciones, que «dañan al pueblo», dice, y socavan la democracia y las reformas, a la vez que rechaza la comparación con Suráfrica, donde las sanciones evadidas por los reaganistas eran bienvenidas por la mayoría negra a pesar del daño que le causaban. Ese criterio, desatendido con regularidad, debería ser un factor de primer orden para juzgar la conveniencia de unas sanciones[49].


  No tiene mucho secreto saber por qué Washington anda «buscando cualquier excusa» para imponer sanciones desde que los iraníes osaron derrocar al brutal tirano impuesto por el golpe estadounidense-británico que destruyó el sistema parlamentario iraní en 1953. Poca falta hace entretenerse con los pretextos, que deberían avergonzar y abochornar a cualquier observador honesto.


  AUTOEXCLUSIÓN


  En uno de los muchos comentarios indignados a las justificaciones de la tortura aportadas por los abogados del Departamento de Justicia, el decano Harold Koh, de la Escuela de Derecho de Harvard —que en su calidad de asistente a la Secretaría de Estado había presentado la condena de Washington a todas las variedades de tortura ante la comunidad internacional—, dijo que «la noción de que el presidente tiene la competencia constitucional de permitir la tortura es como decir que tiene poderes constitucionales para cometer genocidio». A los mismos asesores jurídicos les costaría poco sostener que el presidente en efecto tiene ese derecho, o así lo sugiere la práctica reciente[50].


  La convención sobre la tortura es inusual en el sentido de que fue ratificada por Estados Unidos, aunque enmendada por el Senado. Pocas convenciones internacionales sobre derechos humanos llegan siquiera a ratificarse, y aun esas pocas suelen ir acompañadas por salvedades que las vuelven inaplicables en Estados Unidos. Se las considera «de aplicación no inmediata» o sometidas a RED («Reservas, Entendimientos y Declaraciones»). Eso incluye la Convención sobre el Genocidio, que Estados Unidos por fin ratificó cuarenta años después de su elaboración, pero con las habituales reservas. La cuestión llegó al Tribunal Internacional de Justicia en el contexto del bombardeo de Serbia por parte de la OTAN en 1999. Cuando se constituyó un tribunal internacional para juzgar los crímenes de guerra en los conflictos de los Balcanes, un colectivo de juristas internacionales solicitó a la corte que investigara los crímenes de la OTAN durante la campaña de bombardeos sobre Serbia, previa presentación de pruebas documentales recogidas por las principales organizaciones internacionales de derechos humanos, sumadas a reveladores reconocimientos del mando de la OTAN. Los investigadores rechazaron la petición sin hacer indagaciones, en contravención de los estatutos del tribunal, tras afirmar que aceptan las garantías de buena fe de la OTAN. Entonces Yugoslavia presentó cargos ante el Tribunal Mundial, acogiéndose a la Convención sobre Genocidio. El Gobierno estadounidense se excusó, con el argumento de su autoexclusión de las acusaciones de genocidio. El tribunal, fiel a sus estatutos, aceptó esa justificación[51].


  Existen más ejemplos de autoexención de principios fundamentales del derecho internacional, también de crucial relevancia contemporánea. Uno surgió en las acusaciones contra Estados Unidos presentadas ante el Tribunal Mundial por Nicaragua. El tribunal rechazó una parte de la causa nicaragüense, presentada por el profesor de Derecho de la Universidad de Harvard y antiguo asesor jurídico del Departamento de Estado Abram Chayes, con el argumento de que al aceptar la jurisdicción del Tribunal Mundial en 1946, Estados Unidos había introducido una salvedad que lo eximía del procesamiento bajo tratados multilaterales, entre ellos la Carta de la ONU y la de la OEA. En consecuencia el tribunal limitó sus deliberaciones al derecho internacional consuetudinario y a un tratado bilateral Estados Unidos-Nicaragua. Aun con esa base tan restringida, la corte declaró culpable a Washington de «uso ilícito de la fuerza» —hablando en plata, terrorismo internacional— y le ordenó que pusiera fin a los crímenes y pagara cuantiosas reparaciones, que irían mucho más allá de la enorme deuda que estrangula a Nicaragua. Regresaremos a las amargas repercusiones. Lo relevante en este caso es que el tribunal reconoció correctamente que Estados Unidos se había eximido a sí mismo de los principios fundamentales de orden mundial de cuya formulación y entrada en vigor fue protagonista[52].


  Parecería derivarse que Washington está autorizado a cometer agresiones, además de genocidios. La agresión, de acuerdo con la formulación del Tribunal de Nuremberg, es «el crimen internacional supremo, que sólo difiere del resto de los crímenes de guerra en que contiene en su interior los males acumulados del conjunto»; todos los males para la tierra torturada de Irak que se derivaron de la invasión de Estados Unidos y Gran Bretaña, por ejemplo. Eso incluye Abú Graib, Faluya, y todo lo demás que ha sucedido en los años «en verdad espantosos y brutales para el infortunado Irak» desde la invasión. Si además, como parece razonable, entendemos que los «males acumulados» incluyen los efectos fuera del propio Irak, la contabilidad es más lúgubre si cabe, pues conduce directamente a la «pregunta ineludible».


  El concepto de agresión lo definió con meridiana claridad el magistrado Robert Jackson, jefe de la delegación judicial estadounidense en Nuremberg, y fue reafirmado con la autoridad de una resolución de la Asamblea General. «Agresor», propuso Jackson al tribunal en su discurso de presentación, es aquel estado que es el primero en cometer acciones tales como «La invasión por parte de sus fuerzas armadas, con o sin declaración de guerra, del territorio de otro estado» o «La provisión de apoyo a bandas armadas formadas en el territorio de otro estado o la negativa, pese a la petición del estado invadido, a tomar en su propio territorio todas las medidas en su poder para privar a esas bandas de toda asistencia o protección». La segunda disposición se aplica con claridad a la guerra de Estados Unidos contra Nicaragua, aunque, por conceder a los reaganistas el beneficio de la duda, podría considerárselos culpables tan sólo del crimen menor de terrorismo internacional a una escala sin precedentes. La primera es aplicable a la invasión de Irak por parte de Estados Unidos y Gran Bretaña, a menos que nos amparemos en las argucias más imaginativas de los abogados defensores, por ejemplo, la propuesta de un respetado experto en leyes de que Estados Unidos y Gran Bretaña actuaron en conformidad con la Carta de la ONU bajo una «interpretación comunitaria» de sus estipulaciones: estaban ejecutando la voluntad de la comunidad internacional, en una misión delegada en ellos de forma implícita por ser los únicos con el poder para llevarla a término. Es irrelevante que la comunidad internacional se desgañitara protestando, con mayor fuerza incluso si se incluye a la población general dentro de la comunidad internacional[53].


  Irrelevantes son también las elocuentes palabras del magistrado Jackson, en Nuremberg sobre el principio de la universalidad: «Si determinados actos de infracción de tratados constituyen crímenes, serán crímenes los cometa Estados Unidos o los cometa Alemania, y no estamos por la labor de establecer contra otros una normativa de conducta criminal que no estaríamos dispuestos a que se invocara en nuestra contra». Y en otro momento: «Nunca debemos olvidar que los antecedentes por los que juzgamos a estos acusados son los antecedentes por los que la historia nos juzgará mañana a nosotros. Pasar a estos acusados un cáliz emponzoñado es llevarlo también a nuestros labios». Telford Taylor, el jefe de fiscales de Jackson para crímenes de guerra, escribe que «fueron unas palabras hermosas, pero ¿estuvieron los resultados a la altura de las aspiraciones?». A duras penas, como imagino que quería dar a entender Taylor. En las primeras fases preparatorias del proceso, Taylor ya había dejado constancia de su escepticismo en lo relativo al principio fundamental de Nuremberg, el crimen de lanzar una guerra agresiva. «Esta fase del caso —escribió Taylor— se basa en la premisa de que es, o se declarará, delito penable planificar y lanzar (¿y perder?) una guerra agresiva». Así se declaró, en efecto, en Nuremberg. Sin embargo, el principio de la universalidad se rescindió a las primeras de cambio, y las preocupaciones de Taylor se demostraron por desdicha demasiado válidas[54].


  La explicación oficial de la autoexención de Washington del imperio de la ley en el caso de Nicaragua, presentada por el asesor jurídico del Departamento de Estado Abram Sofaer, quizás hubiera recibido también un asentimiento de aprobación de Carl Schmitt. El Tribunal Mundial quedaba descalificado por los mismos motivos que el CICR: discrepaba de Washington. En consecuencia, se trataba de un «foro hostil», como concluyeron los editorialistas de The New York Times al aprobar el rechazo de Washington a las órdenes del tribunal (que ha dejado a Estados Unidos en un «espléndido aislamiento» en el desafío a los dictámenes del Tribunal Mundial, privados ya de la grata compañía de Muammar el Gaddafi y Enver Hoxha, ahora que Libia y Albania han acatado los veredictos finales). La tendenciosidad del Tribunal Mundial es extensiva en realidad al mundo en general, explicó Sofaer. La mayoría mundial «a menudo se opone a Estados Unidos en importantes cuestiones internacionales», de modo que debemos «reservarnos el poder de determinar» qué asuntos recaen «esencialmente dentro de la jurisdicción interna de Estados Unidos, de acuerdo con el criterio de Estados Unidos»: en este caso, la práctica de un terrorismo internacional que prácticamente destruyó el país objetivo[55].


  Condoleezza Rice predicó a los mexicanos los principios básicos que Sofaer expuso al mundo en su visita de marzo de 2005, destinada a asegurarse de que México cumpliera su obligación de entregar agua a Estados Unidos de acuerdo con un tratado de 1944. Ese cumplimiento fue el único resultado formal de la visita de siete horas, según informó la prensa mexicana, aunque Rice sí realizó comentarios sobre otro asunto de interés para el país anfitrión: la abrupta retirada de Washington de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares después de que el Tribunal Mundial se pronunciara en contra de Estados Unidos en los casos de cincuenta y un mexicanos que habían sido condenados a muerte después de que Estados Unidos vulnerase su derecho a consultar con funcionarios de un consulado mexicano. «Seguiremos creyendo en la importancia de la notificación consular», explicó Rice, pero la jurisdicción de los tribunales internacionales se ha «demostrado inapropiada para Estados Unidos». En pocas palabras, concluía la prensa mexicana, «Rice les decía a los mexicanos […] que mientras que ellos tenían un tratado que respetar, Estados Unidos podía retirarse sin más de un acuerdo firmado que encontraba “inapropiado”. Confirmar la capacidad de imponer esas diferentes opciones era a ciencia cierta una de las cosas en las que consistía la visita de Rice[56]».


  En un plano más general, en eso consiste el derecho internacional cuando aquellos que tienen el poder de fijar las reglas reciben permiso para hacerlo de sus propios ciudadanos. Ni los nicaragüenses ni los mexicanos ni muchos otros necesitan que les vuelvan a mostrar las instrucciones. Basta una larga historia.


  La Convención de Viena fue propuesta por Estados Unidos en 1963 y ratificada en 1969. Estados Unidos fue el primer país en invocarla ante el Tribunal Mundial, con éxito, en su demanda contra Irán tras la captura de rehenes de 1979. El derecho internacional y los dictámenes de los tribunales están bien, pero sólo cuando salen como toca. Cualquier otra cosa es «inapropiada para Estados Unidos[57]».


  El problema básico del Tribunal Mundial y del mundo, como aprendemos de boca del embajador estadounidense ante la ONU, John Bolton, es que malinterpretan el derecho internacional. Bolton, que es uno de los especialistas jurídicos de la Administración, escribe que «en el resto del mundo, se dan por sentados el derecho internacional y sus obligaciones “vinculantes”». Sin embargo, ninguna obligación vinculante de ese tipo puede aplicarse a Estados Unidos, algo que se deriva del hecho de que la «fuerza en acumulación» del derecho internacional interfiere con la libertad de Washington para actuar como le parezca y «nos obstaculizará de manera más drástica incluso en el futuro». Los tratados no constituyen obligaciones «legales» para Estados Unidos, sino compromisos «políticos» como mucho. En consecuencia, al contrario de lo que otros creen sin razón, era del todo apropiado que Washington se negara a pagar sus cuotas de la ONU desde los años de Reagan hasta 2001, cuando cambió de rumbo porque entonces necesitaba apoyo internacional. Cierto es que, por iniciativa de Washington, el Tribunal Mundial dictaminó en 1962 que el pago de las cuotas de la ONU es obligatorio para los miembros, pero ese dictamen se aplicaba a los enemigos oficiales y fue pronunciado antes de que el Tribunal Mundial quedara descalificado por discrepar de Washington. Tampoco importa que la aportación estadounidense a las cuotas de la ONU siempre haya estado por debajo de un índice que reflejara con exactitud la potencia económica del país[58].


  El razonamiento es franco de principio a fin, y se halla en perfecta consonancia con lo que Bush denomina «nuevo pensamiento en las leyes de la guerra», que tiene el derecho y los tratados internacionales por «reglas contractuales privadas» que la parte más poderosa «es libre de aplicar o desestimar según le parezca oportuno»: impuestas con rigor para garantizar un mundo más seguro para los inversores, pero pintorescas y obsoletas cuando limitan el recurso de Washington a la agresión y otros crímenes[59].


  Sería injusto no añadir que a este respecto la Administración Bush se encuadra dentro del espectro aprobado, que es bastante estrecho. El «nuevo pensamiento» había sido formulado con claridad desde el extremo opuesto del abanico político por el más célebre de entre los «sabios» liberales a los que se honra por haber creado el orden moderno, el reconocido estadista y asesor de Kennedy, Dean Acheson. En enero de 1963, justo después de la crisis de los misiles cubanos, Acheson hizo saber a la Sociedad Estadounidense de Derecho Internacional que no surge ningún «problema jurídico» cuando Estados Unidos responde a un desafío a su «poder, posición y prestigio», como en el caso de Cuba. Acheson era consciente a buen seguro de que la guerra terrorista internacional que fue un factor significativo en la deriva del mundo hasta el borde del desastre había sido retomada con presteza por Kennedy cuando se resolvió la crisis de los misiles. No sería fácil evocar una enunciación más meridiana del «nuevo pensamiento» que, a lo largo de la historia, se ha contado entre las prerrogativas del poder abrumador[60].


  LA ESTRUCTURA DEL DERECHO SOBRE LA QUE SE SOSTIENE LA SUPERVIVENCIA


  Volviendo a la «pregunta ineludible» planteada por Russell y Einstein, otro destacado analista que se suma a las advertencias de catástrofe nuclear es Michael MccGwire. Escribe que, con las actuales políticas, impulsadas en gran medida por Washington, «en última instancia es inevitable un intercambio nuclear», siguiendo la «lógica espantosa» que debería resultar familiar para cualquiera a quien preocupe el destino de la especie. «Si persiste la actual tendencia —sostiene—, presenciaremos con casi total certeza un retorno a la carrera de armamento nuclear, protagonizada por los sistemas balísticos intercontinentales y los dispositivos con base en el espacio (ofensivos y defensivos), que reactivará el peligro de una guerra nuclear involuntaria» con una probabilidad que «será extremadamente alta». Como paso hacia la reducción de ese peligro, insta a Gran Bretaña a que abandone sus inútiles armas nucleares, que a estas alturas son mera «pompa de nuestra pobreza política». Sin embargo, las decisiones cruciales, como todo el mundo sabe, se toman en Washington. Al comparar las dos crisis que suponen una literal amenaza para la supervivencia, MccGwire tiene lo siguiente que decir: «En comparación con el calentamiento global, el coste de eliminar las armas nucleares sería pequeño. Sin embargo, los resultados catastróficos de la guerra nuclear global excederían con mucho los del cambio climático progresivo, porque los efectos serían instantáneos e imposibles de mitigar. Lo irónico de la situación es que está en nuestras manos eliminar la amenaza de la guerra nuclear global, pero el cambio climático no puede rehuirse». La expresión «en nuestras manos», una vez más, se refiere ante todo a Estados Unidos[61].


  La preocupación inmediata de MccGwire era el TNP y la conferencia quinquenal ordinaria de revisión programada para mayo del 2005, pero en un plano más general la amenaza para la supervivencia que suponía el desmantelamiento del imperio de la ley. Al reflexionar sobre la guerra de Irak, escribe:


  Había muchos motivos —políticos, militares, jurídicos, éticos y económicos— para concluir de antemano que la decisión de declarar la guerra a Irak era fundamentalmente errónea. Sin embargo, a largo plazo, el más importante con diferencia era que una operación de ese tipo (y el razonamiento que condujo a la decisión de emprenderla) amenazaba con socavar la estructura misma de las relaciones internacionales. Esa decisión repudiaba un siglo de avances lentos, intermitentes y a menudo dolorosos hacia un sistema internacional basado en la seguridad cooperativa, la toma multilateral de decisiones, la acción colectiva, las normas de comportamiento acordadas y un entramado de leyes en paulatino crecimiento


  … que está siendo despedazado por el Estado más poderoso del mundo, en la actualidad autoproclamado «estado forajido», que está dando pasos peligrosos hacia la «fatalidad definitiva».


  El éxito del empeño «por eliminar la amenaza de guerra nuclear global» depende en grado significativo de la eficacia del TNP. Como escribe MccGwire, el TNP «antes se contemplaba como un inesperado ejemplo exitoso de cooperación internacional», pero a estas alturas «parece más una muela del juicio podrida de raíz, cuyo absceso está emponzoñando el cuerpo político internacional». El TNP se basaba en dos acuerdos fundamentales: «A cambio de renunciar a la opción de procurarse armas nucleares, se prometía a los “estados desnuclearizados”, en primer lugar, acceso libre de trabas a la energía nuclear para usos no militares y, en segundo lugar, avances en el desarme nuclear» por parte de los cinco estados nucleares reconocidos (Estados Unidos, Gran Bretaña, Rusia, Francia y China). En la conferencia de revisión de mayo de 2005, el objetivo de Washington era rescindir ambas promesas. Esa postura, como es natural, refuerza la «perspectiva cínica —escribe MccGwire— de que, fueran cuales fuesen las intenciones originales, el TNP es ahora un práctico instrumento de la política exterior estadounidense[62]».


  Pueden aducirse buenos argumentos para el llamamiento de Washington a la restricción del Artículo IV del TNP, que concede a los estados desnuclearizados el derecho a producir combustible de uranio para reactores, algo que los lleva, gracias a la tecnología contemporánea, a apenas un paso de las armas nucleares. Sin embargo, para ser algo más que mero cinismo, cualquier acuerdo de ese tipo debería garantizar un «acceso libre de trabas» a los usos no militares, de acuerdo con el pacto inicial suscrito entre las potencias nucleares declaradas y los estados desnuclearizados bajo el TNP. Una propuesta razonable a tal efecto fue la presentada por el premio Nobel de la Paz Mohamed el-Baradei, director de la Agencia Internacional de la Energía Atómica (IAEA). El-Baradei sugirió que toda la producción y el procesamiento de materiales utilizables para armas se restringieran «en exclusiva a instalaciones bajo control multinacional» y fueran acompañados «ante todo, por una garantía de que los potenciales usuarios legítimos pudieran obtener sus suministros». Ése debería ser el primer paso, sostenía, hacia la plena aplicación de la resolución de la ONU de 1993 que reclamaba un Tratado de Límites al Material Fisible (FMCT, FISSBAN) que «pudiera asignar un tope y hacer públicas todas las existencias de material fisible todavía disponibles y actuar de punto de partida para futuras reducciones armamentísticas». Esa llamada a «la interrupción de la producción de materiales fisibles para armas», escribe el ilustre especialista de Princeton en control de armamento Frank N. von Hippel, es «la propuesta de control de armas nucleares más fundamental», al asignar un techo a la cantidad de armas nucleares que pueden fabricarse. Un segundo paso crucial sería el cumplimiento del compromiso de los estados nucleares de eliminar esas armas[63].


  La propuesta de El-Baradei, por desgracia, quedó en la vía muerta. La cúpula política de Estados Unidos, desde luego en su postura actual, jamás accedería al primer paso, que supondría la derogación de su particular exención del derecho internacional y las obligaciones de los tratados. El marco más general se queda en meras palabras, como vemos con nuestros propios ojos, y es probable que siga así a menos que pueda superarse el déficit democrático en la superpotencia reinante. En consecuencia, gran parte del mundo, con plena lógica, considera que el llamamiento de Washington a la restricción del Artículo IV responde a la cínica intención de convertir el TNP en lo que MccGwire califica de «práctico instrumento de la política exterior estadounidense».


  Los especialistas norteamericanos han presentado otras propuestas, pero todas requieren fe en las intenciones benignas de Washington. Graham Allison cita la propuesta de El-Baradei, limitándose a su primer paso, que no considera «ni práctico […] ni viable», una manera educada de decir que Washington no lo aceptaría. En lugar de eso aboga por un sistema basado en la confianza en que los estados nucleares (léase Estados Unidos) proporcionen «acceso sin trabas» a las instalaciones nucleares. Una propuesta más elaborada de crear una Iniciativa de Servicios de Combustible Nuclear Garantizado (ANFSI) también sugiere un «enfoque más pragmático» que el de El-Baradei, tras reconocer que la propuesta de este último sería bloqueada por «intereses nacionales divergentes», otra referencia indirecta al probable rechazo de Estados Unidos. La ANFSI solicita un abanico de «garantías nacionales y comerciales», reforzado por «un firme aval multilateral» y supervisado por la IAEA y el Consejo de Seguridad de la ONU; o sea, todo bajo control del estado forajido que rechaza la autoridad de esos organismos y considera que las «garantías» están sometidas a su voluntad. Al igual que el de Allison, el estudio del ANFSI no explica por qué los demás deberían confiar en que Estados Unidos se abstenga de actuar de manera unilateral para interrumpir el suministro cuando le plazca o en que retire su opción de «primer uso» contra estados desnuclearizados, con lo que al menos reduciría la necesidad de una disuasión, aunque no la eliminaría hasta que los estados nucleares aceptaran su parte del pacto del TNP[64].


  La escasa cobertura mediática de la conferencia quinquenal de revisión del TNP de mayo de 2005 se limitó en líneas generales a la agenda de Washington. Cuando se inauguró, The New York Times informó de que «su objetivo era ofrecer esperanzas de sellar las enormes lagunas del tratado, que según Estados Unidos habían explotado Irán y Corea del Norte para acometer un programa de armas nucleares». Un mapa adjunto resaltaba Teherán y Pyongyang, con el pie «Las manifestaciones de Teherán y Pyongyang están desalentando las esperanzas de no proliferación»: en otras palabras, la agenda de Washington, que no compartía el mundo ni muchos analistas estratégicos destacados. La noticia sí comentaba de pasada que Washington pretende «trabajar sorteando las Naciones Unidas y evitar someter a Estados Unidos a un amplio debate sobre el cumplimiento de sus propias obligaciones de acuerdo con el tratado», y que ahora la Administración Bush rechaza de manera unilateral varios de los trece pasos hacia el desarme nuclear que todas las partes de la conferencia de revisión del TNP de 2000 habían aprobado por unanimidad: una enunciación bastante eufemística. Sin embargo, esas cuestiones no alteraban las esperanzas cuya realización era el «objetivo» de la conferencia. La información de The New York Times sobre las primeras sesiones se centraba casi en exclusiva en la exigencia de Washington de «que Irán desmantele todo el “equipo e instalaciones” que ha construido a lo largo de las dos últimas décadas para fabricar material nuclear». El Times añadía: «Funcionarios tanto estadounidenses como de la Agencia Internacional de la Energía Atómica se declararon preocupados porque, a medida que se acercaran las elecciones iraníes de junio, pudiera acelerarse un impulso políticamente popular para reiniciar el programa nuclear[65]».


  La formulación resulta interesante, incluido el reconocimiento desenfadado del miedo a la democracia de la Administración Bush: de ahí la urgencia por anular la expresión de la opinión pública en unas elecciones. También es instructiva la expresión «las dos últimas décadas». El periodo de tiempo seleccionado evita el incómodo hecho de que las políticas que Washington condena en la actualidad y las «enormes lagunas del tratado» que la conferencia tenía el «objetivo» de sellar son las mismísimas políticas y lagunas que Estados Unidos respaldó cuando Irán se hallaba bajo el Gobierno del sah, de 1953 a 1979. Hoy en día la afirmación estándar es que Irán no tiene necesidad de energía nuclear, de modo que debe de andar en pos de un programa secreto de armas: «Para un productor petrolífero como Irán, la energía nuclear constituye un despilfarro de recursos», explica Henry Kissinger. Cuando el sah estaba al mando, Kissinger, como secretario de Estado, sostenía que «la introducción de energía nuclear cubrirá las crecientes necesidades de la economía iraní a la vez que liberará las restantes reservas de petróleo para su exportación o transformación en productos petroquímicos». Washington tomó medidas para contribuir a esos esfuerzos, en los que también desempeñaron un papel significativo Cheney, Wolfowitz y Rumsfeld. Varias universidades estadounidenses (la mía, el MIT, por ejemplo, a pesar de una abrumadora oposición estudiantil) realizaron preparativos para formar a ingenieros nucleares iraníes, sin duda con la aprobación de Washington, cuando no a instancias de él. Cuando le preguntaron por su cambio de parecer, Kissinger respondió con su habitual y cautivadora franqueza: «Era un país aliado» antes de 1979, de modo que en consecuencia tenía una genuina necesidad de energía nuclear[66].


  Las acusaciones de Washington sobre un programa iraní de armas nucleares podrían, por una vez, ser exactas. Como han observado muchos analistas, lo raro sería que no lo fueran. Reiterando la conclusión de que la invasión de Irak, como predecían muchas fuentes, ha aumentado la amenaza de proliferación nuclear, el historiador militar israelí Martin van Creveld escribe que «el mundo ha presenciado cómo Estados Unidos atacaba Irak por lo que resultó ser ningún motivo en absoluto. Los iraníes estarían locos de no intentar construir armas nucleares». Washington se ha desvivido por convencer a Irán de la necesidad de un poderoso elemento disuasorio, no sólo invadiendo Irak, sino también reforzando las fuerzas ofensivas de su cliente israelí, que ya posee centenares de armas nucleares, además de unas fuerzas aéreas y blindadas más grandes y avanzadas que cualquier potencia de la OTAN a excepción hecha de Estados Unidos. Desde principios de 2004, Estados Unidos ha mandado a Israel el mayor envío de avanzados bombarderos a reacción de su historia. Los aviones, publicitados a bombo y platillo como capaces de bombardear Irán, están equipados con «armamento especial» sin especificar y bombas de penetración profunda[67].


  Es probable que el ruido de sables de Washington no sea un signo de guerra inminente. No tendría mucho sentido anunciar un ataque con años de anticipación. El propósito quizá sea provocar a los dirigentes iraníes para que adopten políticas más represoras. Esas políticas podrían propiciar desórdenes internos que tal vez debilitaran lo bastante el país para que Estados Unidos se arriesgase a emprender acciones militares. También contribuirían a los esfuerzos de Washington por presionar a los aliados para que se sumen al aislamiento de Irán. Este último efecto ha sido conseguido. Compañías europeas tan importantes como Thyssen-Krupp y el gigante británico del petróleo BP han retirado cuantiosas inversiones de Irán, por miedo a sanciones del Gobierno estadounidense u otras consecuencias de aquellas acciones «ofensivas para Estados Unidos». Además, se dice que las presiones norteamericanas han inducido a Japón a dar marcha atrás en sus planes de desarrollar un enorme yacimiento petrolífero en ese país[68]. Sin embargo, Irán no está desprovisto de opciones, que tal vez tengan cabida en unas tendencias mucho más amplias de los asuntos mundiales, a las que regresaremos en el epílogo.


  MccGwire repasa los motivos por los que cabe esperar que Irán desarrolle una disuasión nuclear, a la luz de las acciones hostiles y las amenazas de Washington y el virtual cerco al que está sometido por la superpotencia global y su poderoso cliente, además de otros estados con armamento nuclear. Si las obviedades lógicas y morales importaran, los gobiernos estadounidense y británico y los partidarios de su doctrina de «legítima defensa anticipatoria» deberían reclamar a Irán que desarrollara una disuasión nuclear. A duras penas resulta plausible que Irán inicie una guerra nuclear, a menos que pretenda el suicidio instantáneo. A buen seguro afronta amenazas de Estados Unidos e Israel que son mucho más graves, inminentes y manifiestas que cualquiera que puedan invocar Washington o Londres. Por supuesto, toda persona cuerda espera que se encuentre un modo de evitar que Irán desarrolle un programa de armas nucleares. Un proceder sensato, si tal fuera el objetivo, sería tomarse en serio las propuestas de El-Baradei y reducir, en lugar de incrementar, las amenazas que, según los criterios estadounidenses y británicos, conceden a Irán pleno derecho a desarrollar una disuasión nuclear; de hecho, a ir mucho más allá. Como suele señalarse, en el caso de Corea son válidas observaciones parecidas. Según el presidente surcoreano, Roh Moo-Hyun: «Corea del Norte proclama que las capacidades nucleares son una disuasión para defenderse de la agresión externa. En ese caso en particular es cierto e innegable que existe un considerable elemento de racionalidad en la afirmación de Corea del Norte[69]».


  Otras acciones estadounidenses han suscitado efectos parecidos. El politólogo John Mearsheimer observa que la determinación de la India de desarrollar una disuasión nuclear fue «reforzada» por la guerra del Golfo Pérsico de 1991 y el bombardeo de Serbia en 1999. «Si alguno de los enemigos hubiera poseído armas nucleares, Estados Unidos tal vez no habría ido a la guerra», una lección que «no pasaron por alto en la India»; más cuando, en ambos casos, había razones para creer que existían opciones pacíficas, en especial en 1999. El respaldo de Bush al programa de armas nucleares de la India contribuyó aún más a la erosión del TNP. El analista de seguridad nacional Lawrence Korb señala que «ni siquiera se obligó a la India a dejar de producir material fisible para posteriores armas» a cambio del refrendo de Bush a su rechazo del TNP. La maniobra era muy peligrosa, añade, aunque no sorprendente, dado que «la Administración Bush ha demostrado en los últimos cinco años que no cree que [el TNP] merezca conservarse», hasta el extremo de expresar «su desdén mandando a un funcionario de bajo rango del Departamento de Estado a la importante conferencia de revisión del TNP[70]».


  A pesar de la atención concedida a Irán y Corea del Norte, el motivo primordial por el que el TNP afronta el derrumbe en estos momentos es la incapacidad de los estados nucleares para respetar su obligación, bajo el Artículo VI, de acometer esfuerzos «de buena fe» para eliminar las armas nucleares. Ese requisito quedó subrayado más aún por un veredicto unánime del Tribunal Mundial en 1996 según el cual las potencias nucleares están obligadas por ley «a llevar a una conclusión las negociaciones conducentes al desarme nuclear en todos sus aspectos bajo estricto y efectivo control internacional». Mientras se sigan negando, es improbable que se mantenga el pacto. El-Baradei no hace sino reiterar la evidencia cuando insiste en que «la renuencia de una parte a cumplir sus obligaciones engendra renuencia en las demás». Estados Unidos ha abierto la marcha en la negativa a acatar las obligaciones del Artículo VI y, bajo Bush, están solos en su rechazo rotundo al acuerdo unánime de la conferencia de 2000 sobre «una promesa inequívoca por parte de los estados con armas nucleares de consumar la total eliminación de sus arsenales», junto con los trece pasos enumerados para llevarla a término. Si bien ninguno de los estados nucleares ha cumplido sus obligaciones, la Administración Bush es la que tiene con diferencia el peor historial, y está sola en su rechazo explícito del Artículo VI. En la conferencia de revisión del TNP de 2005, la Administración Bush afirmó que «Estados Unidos contrapesa sus obligaciones bajo el Artículo VI con nuestras obligaciones de mantener nuestra propia seguridad y la de quienes dependen de nosotros». En la clausura de la conferencia, el portavoz de la misión estadounidense en la ONU, Richard Grenell, llegó al extremo de decir «que el tratado exige reducciones […] pero no la eliminación de las armas», una patente falsedad[71].


  Más importantes que las declaraciones son las acciones, como los planes para desarrollar nuevas armas nucleares y una política formal basada en la «premisa esencial de una confianza estadounidense indefinida en las fuerzas nucleares». Esa política, de mantenerse, acaba a todos los efectos con el TNP, que se marchitará a menos que Estados Unidos reconozca que «un régimen viable de no proliferación depende crucialmente del cumplimiento de la obligación de desarmar activos nucleares además de la obligación de no adquirirlos». Como destacan MccGwire, McNamara y otros, otro componente fundamental del pacto del TNP era el compromiso de las potencias nucleares de validar y aplicar tratados adicionales: el Tratado General de Prohibición de Pruebas, rechazado por el Senado en 1999 y declarado fuera de la agenda por Bush, el Tratado de Misiles Antibalísticos, que Bush rescindió, y, tal vez en primer lugar, un FISSBAN verificable que, según Thomas Graham, representante especial de Clinton para el control de armas, prohibiría la incorporación de «más material para bombas nucleares a la inmensa cantidad» ya existente en el mundo. En julio de 2004, Washington había anunciado su oposición a un FISSBAN verificable con el argumento de que la verificación efectiva «precisaría un régimen de inspecciones tan exhaustivo que comprometería los intereses de seguridad nacional fundamentales de signatarios clave». Pese a ello, en noviembre, el Comité de Desarme de la ONU votó a favor de un FISSBAN verificable. El resultado de la votación fue de 147 a 1, con dos abstenciones: Israel, que con buen tino respalda la postura estadounidense, y Gran Bretaña, que explicó su abstención con el razonamiento de que la resolución «había dividido a la comunidad internacional en un momento en el que el avance debería constituir un objetivo primordial»: una división de 147 a 1.[72]


  Al cabo de unos días, la Asamblea General reafirmó «la importancia y urgencia de evitar una carrera armamentística en el espacio exterior y la disposición de todos los estados a contribuir a ese objetivo común», y rogó a «todos los estados, en especial aquéllos con capacidades espaciales significativas, que contribuyan activamente al objetivo del uso pacífico del espacio ultraterrestre y la evitación de una carrera armamentística en el espacio, y se abstengan de acciones contrarias a ese objetivo». La resolución fue aprobada por 178 a 0, con cuatro abstenciones: Estados Unidos, Israel, Haití y Palaos[73].


  Como no es de extrañar, la conferencia de revisión del TNP de 2005 acabó en un completo fracaso. Se sostuvo que los principales responsables habían sido Irán y Egipto. A Irán se lo culpaba de insistir en su derecho de acuerdo con el TNP a acometer los programas que Washington había apoyado cuando gobernaba el sah; a Egipto, por insistir en que la conferencia debatiera las armas nucleares de Israel, aunque fuera consciente de que Washington vetaría cualquier referencia a su principal estado cliente. El telón de fondo no mencionado es que Egipto reclamaba la adhesión al acuerdo suscrito en la conferencia de revisión del TNP de 1995 según el cual, a cambio de aceptar la ampliación ilimitada del TNP, a Egipto y otros estados árabes se les garantizaba que «se atendería a la situación anómala de Israel como [estado con armas nucleares] de facto que no había firmado el TNP y no estaba sometido a las salvaguardas de la IAEA». Ese acuerdo era uno de los términos de la «“resolución sobre Oriente Medio” que formaba parte integral del “paquete” final de decisiones: el “pacto” adoptado en [la Conferencia de Revisión de] el 95». Sin embargo, «al cabo de un par de años Estados Unidos ya insistía en que la resolución sólo era relevante para los debates de 1995 y se negaba a abordar su puesta en práctica, […] un ejemplo manifiesto de mala fe» por parte de Washington. En consecuencia, se consideró irresponsable que Egipto sacara el tema a colación, del mismo modo en que es culpa de Egipto, y no de Washington, seguir llamando la atención sobre la Resolución 487 del Consejo de Seguridad, que «apela a Israel con urgencia para que sitúe sus instalaciones nucleares bajo las salvaguardas de la Agencia Internacional de la Energía Atómica[74]».


  Aunque la cobertura de prensa de la fracasada revisión del TNP de 2005 se limitara por lo general a la agenda estadounidense, el lector diligente podía averiguar más cosas. Associated Press informó de que «Estados Unidos se opuso a todas las referencias a sus compromisos de 1995 y 2000», con lo que enfureció a muchos delegados, entre ellos el jefe de la delegación canadiense, Paul Martin, cuyo discurso en la conferencia recalcó que «si los Gobiernos se limitan a desatender o descartar los compromisos siempre que les resultan una molestia, jamás podremos construir un edificio de cooperación y confianza internacional en el ámbito de la seguridad». Los comentarios de Martin eran «una crítica apenas velada a Washington», observó The Boston Globe. Tras la conferencia de revisión, el ex presidente Jimmy Carter también arremetió contra Estados Unidos por ser


  el principal culpable de esta erosión del TNP. Mientras afirman proteger al mundo de las amenazas de proliferación en Irak, Libia, Irán y Corea del Norte, los dirigentes estadounidenses no sólo han abandonado las limitaciones existentes por tratado, sino que también han manifestado planes para probar y desarrollar nuevos programas, entre ellos misiles antibalísticos, el «revientabúnkers» que penetra en la tierra y tal vez varias bombas «pequeñas» nuevas. También han abandonado pasadas promesas y ahora amenazan con el primer uso de armas nucleares contra estados no nucleares.


  De modo similar, Robin Cook, que dimitió como ministro de Exteriores de Tony Blair en señal de protesta por la decisión de invadir Irak, escribió que Gran Bretaña había mantenido un historial bastante bueno de cumplimiento de los compromisos de la conferencia de revisión del TNP de 2000, pero que su voz había quedado «eclipsada por nuestra estrecha identificación con la Administración Bush y nuestra disposición a hacer campaña en la conferencia de revisión por que se comprendieran sus posturas», según las cuales «las obligaciones estipuladas en el Tratado de No Proliferación son vinculantes para las demás naciones y voluntarias para Estados Unidos». El rasero habitual. En consonancia, Washington se sentía del todo libre, «estando reunida la conferencia de revisión», para seguir adelante con sus planes de investigar nuevas armas nucleares «diseñadas no para disuadir sino para hacer la guerra», en contravención de los compromisos «contraídos por Estados Unidos en la anterior conferencia de revisión[75]».


  En vísperas de la conferencia de mayo de 2005, Thomas Graham, representante especial de Clinton para el control de armas, advirtió que «nunca el TNP ha parecido más débil o el futuro más incierto». Si fracasara el tratado, sugería, podría hacerse realidad un «mundo de pesadilla nuclear». Como otros analistas, Graham reconocía que, por mucho que los demás estados nucleares compartan la responsabilidad, la principal amenaza al TNP es la política del Gobierno estadounidense. Es posible que el TNP no haya exhalado su último aliento, pero la conferencia de mayo de 2005 supuso un duro golpe[76].


  De modo que allá vamos, siguiendo a nuestros líderes, hacia un «Apocalipsis de nuestra propia cosecha».
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  ILEGAL PERO LEGÍTIMO


  Los atroces crímenes del siglo XX condujeron a denodados esfuerzos para salvar a los humanos de la lacra de la guerra. La palabra «salvar» no es una exageración. Ha quedado claro desde 1945 que la probabilidad de una «fatalidad definitiva» es muy superior a lo que cualquier persona racional debería estar dispuesta a tolerar. Esos esfuerzos por acabar con la guerra condujeron a un amplio consenso sobre los principios que debían regir la acción estatal, formulados en la Carta de las Naciones Unidas, que en Estados Unidos constituye «el derecho supremo del territorio». La Carta empieza expresando la determinación de los signatarios «de salvar a las generaciones venideras de la lacra de la guerra, que por dos veces en nuestras vidas ha sumido a la humanidad en un dolor inenarrable». La «lacra de la guerra» había amenazado no sólo con «un dolor inenarrable» sino con la destrucción total, como todos los participantes sabían aunque se abstuvieran de mencionarlo. Las palabras «atómica» y «nuclear» no aparecen en el texto.


  El consenso de la posguerra sobre el uso de la fuerza fue reiterado en un informe de diciembre de 2004 del Grupo de Alto Nivel sobre las Amenazas, los Desafíos y el Cambio de la ONU, que incluía a muchas personalidades destacadas, entre ellas Brent Scowcroft, que fue asesor de seguridad nacional de Bush I y posee un largo historial en el aparato militar y de seguridad. El grupo refrendó con firmeza los principios de la Carta: sólo puede recurrirse legalmente a la fuerza cuando lo autoriza el Consejo de Seguridad o bajo el Artículo 51 de la Carta, que permite el «derecho de legítima defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un Miembro de las Naciones Unidas, hasta que el Consejo de Seguridad haya tomado las medidas necesarias para mantener la paz y la seguridad internacionales». El Artículo 51 suele interpretarse con bastante laxitud para consentir el uso de la fuerza cuando la «necesidad de defenderse» es «instantánea, abrumadora y no concede ni elección de medios ni tiempo para deliberar», según la clásica expresión de Daniel Webster. Cualquier otro recurso a la fuerza constituye un crimen de guerra, en realidad el «crimen internacional supremo», en palabras del Tribunal de Nuremberg. El Grupo de Alto Nivel concluyó que «no es necesario ampliar ni restringir el alcance bien conocido del Artículo 51» y «no habría que modificar el texto ni la interpretación[1]».


  La Cumbre Mundial de la ONU de septiembre de 2005 reafirmó que «las disposiciones pertinentes de la Carta son suficientes para hacer frente a toda la gama de amenazas a la paz y la seguridad internacionales», de manera específica «la autoridad del Consejo de Seguridad para imponer medidas coercitivas con el fin de mantener y restablecer la paz y la seguridad internacionales […] de conformidad con los propósitos y principios de la Carta» y el papel de la Asamblea General a este respecto «de conformidad con las disposiciones pertinentes de la Carta». La cumbre refrendó además la «intención de comprometernos, cuando sea necesario y apropiado, a ayudar a los estados a crear capacidad para proteger a su población del genocidio, los crímenes de guerra, la depuración étnica y los crímenes de lesa humanidad, y a prestar asistencia a los que se encuentren en situaciones de tensión antes de que estallen las crisis y los conflictos». La cumbre no concedía ningún nuevo «derecho de intervención» a los estados individuales o alianzas regionales, profesaran éstos motivos humanitarios o de otro tipo[2].


  El informe de diciembre de 2004 del Grupo de Alto Nivel de la ONU llegaba al extremo de decir que «a quienes esa respuesta [su conclusión acerca del Artículo 51] suscita impaciencia hay que decirles que, en un mundo lleno de amenazas que se consideran posibles, el riesgo para el orden mundial y para la norma de la no intervención en que sigue basándose simplemente es demasiado grande como para aceptar la legitimidad de la acción preventiva unilateral, en contraposición a la aprobada colectivamente. Dejar que uno lo haga es dejar que lo hagan todos[3]».


  UNIVERSALIDAD


  El grupo presupone el principio de la universalidad, quizá la más elemental de las obviedades morales. Ese principio, sin embargo, recibe un categórico rechazo en la cultura intelectual, moral y política de la elite de los estados más poderosos, lo que de nuevo aviva la perspectiva de catástrofe terminal de la que advierten destacados analistas.


  A título formal, sigue en vigor el consenso de posguerra sobre los principios que gobiernan el uso de la fuerza. Resulta, sin embargo, revelador —y perturbador— ver cómo se ha desplazado el espectro de las opiniones en sectores de las elites occidentales. Por mucho que no suela rechazarse de forma explícita el consenso (aunque a veces sí), cada vez es más probable que lo pasen por alto, lo consideren demasiado extremo para planteárselo y lo desplacen a los márgenes del debate público y la política electoral.


  Este alejamiento del consenso de posguerra tuvo una articulación contundente en los últimos años del milenio, cuando un amplio espectro político aclamó con entusiasmo la política exterior de Clinton, que había entrado en una «fase noble» con un «resplandor angelical» y creado una «profunda brecha ideológica entre un Nuevo Mundo idealista volcado en terminar con la inhumanidad y un Viejo Mundo igual de fatalista en lo relativo al conflicto interminable». Por primera vez en la historia, un estado —el «Nuevo Mundo idealista»— observaba «principios y valores» y actuaba desde el «altruismo» y el «fervor moral», a la vez que dirigía a los «estados ilustrados». Era por tanto libre de recurrir a la fuerza para aquello que sus dirigentes estimaran correcto. Esas citas son una pequeña muestra de un extraordinario aluvión, extraídas sólo de voces liberales respetadas. Tras varios años de tales arrebatos de autobombo, probablemente sin precedente histórico, se aportaron unos pocos acontecimientos como prueba de las aseveraciones, en primer lugar el bombardeo de Serbia por parte de la OTAN en 1999. Fue a propósito de esa acción por lo que se acuñó la expresión «ilegal pero legítimo[4]».


  El comentario del Grupo de Alto Nivel sobre el Artículo 51 parece haber sido tanto una respuesta al apoyo entusiasta de los intelectuales occidentales al recurso a la violencia que ellos determinen legítima como una réplica directa a la doctrina Bush de la «autodefensa anticipatoria», articulada en la Estrategia Nacional de Seguridad de septiembre de 2002. El comentario del Grupo de Alto Nivel adquiere en consecuencia un significado inusual, al margen de que reafirma la postura del mundo ubicado fuera de lo que Occidente denomina «la comunidad internacional», o sea, él mismo. Considérese, por ejemplo, la Declaración de la Cumbre del Sur de 2000, la reunión de mayor nivel jamás celebrada por el antiguo movimiento no alineado, que responde del 80 por ciento de la población mundial. Sin duda con el reciente bombardeo serbio de la OTAN en mente, la declaración rechazaba con firmeza «el llamado “derecho” a la intervención humanitaria». La declaración, que también ofrecía un análisis detallado y sofisticado de la globalización neoliberal, no recibió más atención que algunas mofas dispersas, una reacción habitual a los gimoteos del «no pueblo» del mundo, por tomar prestada la expresión del historiador diplomático Mark Curtis en el último volumen de su (como no podía ser de otra manera, ignorada) crónica de los crímenes británicos de posguerra[5].


  La doctrina Bush de «autodefensa anticipatoria» fue perfilada por un «alto funcionario estadounidense», según informó Condoleezza Rice, quien explicó que la expresión se refiere al «derecho de Estados Unidos a atacar un país que él crea que puede atacarle primero». La formulación no es sorprendente, dada su conclusión previa de que la jurisdicción de los tribunales internacionales se ha «demostrado inapropiada para Estados Unidos» y de que Estados Unidos no está sometido a «las leyes y normas internacionales» en general. Esas opiniones reflejan una amplia gama de percepciones de la elite, pero no la opinión pública general. La gran mayoría del público estadounidense sigue adoptando la postura de que los estados sólo tienen derecho a usar la fuerza si existen «sólidas pruebas de que el país se encuentra en peligro inminente de ser atacado». Así, esa misma mayoría rechaza el consenso de los dos partidos sobre la «legítima defensa anticipatoria» (mal llamada en ocasiones «guerra preventiva») y está de acuerdo con la tan vilipendiada Cumbre del Sur y el Grupo de Alto Nivel de la ONU. La legitimidad del uso de la fuerza no es el único tema en el que la opinión pública de Estados Unidos discrepa acusadamente de la cultura política de la elite. Otro caso, ya mencionado, son los protocolos de Kioto. Y existen muchos más, asuntos con una incidencia directa en el estado de la democracia estadounidense, al que regresaremos en el capítulo seis[6].


  Las disposiciones de la Carta de la ONU tuvieron un posterior eco en los procesos de Nuremberg. Los juicios de Tokio que los acompañaron fueron mucho más severos. Aunque los principios que enunciaron eran significativos, ambos tribunales presentaban profundos defectos; se basaban en el rechazo del principio de la universalidad. Para llevar a los criminales derrotados ante la justicia, era necesario idear definiciones de «crimen de guerra» y «crimen contra la humanidad». Cómo se hizo lo explicó Telford Taylor, jefe de fiscales para el procesamiento de crímenes de guerra y distinguido jurista internacional e historiador:


  Puesto que ambos bandos habían practicado el terrible juego de la destrucción urbana —los aliados con mucho más éxito—, no existía base para presentar cargos penales contra alemanes y japoneses, y de hecho no se presentó ninguna acusación de ese tipo […] El bombardeo aéreo había sido utilizado de manera tan generalizada y despiadada en el bando aliado, además de en el Eje, que ni en Nuremberg ni en Tokio el tema formó parte de los procesos.


  La definición operativa de «crimen» es: crimen que vosotros cometisteis pero nosotros no. Para resaltarlo, se absolvió a los criminales de guerra nazis cuando la defensa pudo demostrar que sus equivalentes estadounidenses y británicos habían cometido los mismos delitos. Así, el tribunal eximió al almirante Karl Dönitz de «infracciones de la legislación internacional de guerra submarina» basándose en el testimonio del Almirantazgo británico y el almirante norteamericano Nimitz de que Estados Unidos y Gran Bretaña habían cometido los mismos crímenes desde los primeros días de la guerra[7].


  Como explica Taylor, «castigar al adversario —sobre todo al derrotado— por una conducta que ha adoptado la nación juzgadora sería de una injusticia tan flagrante como para desacreditar las propias leyes». Eso es correcto, pero la definición operativa de «crimen» también desacredita las propias leyes. Los posteriores tribunales están desacreditados por el mismo defecto moral: el Tribunal de Yugoslavia es un ejemplo ya comentado, junto con ilustraciones mucho más serias del modo en que Washington se ha eximido a sí mismo del derecho internacional y el principio fundamental de la universalidad.


  La coherencia entre práctica y doctrina es comprensible. Basta con plantearse las consecuencias si los privilegiados y poderosos estuvieran dispuestos a contemplar por un momento el principio de la universalidad. Si Estados Unidos tiene derecho a la «legítima defensa anticipatoria» contra el terror o contra aquellos que creen que pueden atacarle primero, entonces, a fortiori, Cuba, Nicaragua y un sinfín más de países se han hecho acreedores desde hace tiempo del derecho a cometer actos terroristas dentro de Estados Unidos a causa de la participación de éste en gravísimos ataques terroristas contra ellos, a menudo incontrovertibles. Sin duda Irán también lo tendría justificado, a la luz de las graves amenazas que se difunden sin tapujos. Tales conclusiones resultan, ni que decir tiene, absolutamente indignantes, y nadie las sostiene.


  De los últimos crímenes también se derivarían conclusiones indignantes. Una investigación realizada por varios periodistas británicos de intachable reputación poco después del 11-S reveló que «Osama bin Laden y los talibanes recibieron amenazas de posibles ataques militares estadounidenses contra ellos dos meses antes de los atentados terroristas en Nueva York y Washington», lo cual «plantea la posibilidad de que Bin Laden, lejos de ejecutar los ataques sobre el World Trade Center de Nueva York y el Pentágono porque sí, estaba lanzando un golpe preventivo en respuesta a lo que veía como amenazas estadounidenses». Con los criterios norteamericanos y británicos en la mano, eso constituiría una legítima defensa anticipatoria. Una vez más, la idea resulta inconcebible, por supuesto[8].


  Asimismo, nadie sostendría que Japón ejerció el legítimo derecho a la autodefensa anticipatoria cuando bombardeó bases militares en las virtuales colonias estadounidenses de Hawai y Filipinas, aunque supiera que las cadenas de montaje de la Boeing estaban produciendo «Fortalezas Volantes» B-17 y pudiera leer en la prensa norteamericana que esos aviones eran capaces de carbonizar Tokio, una «ciudad de casas de papel de arroz y madera». El secretario de Estado, Cordell Hull, acogió con entusiasmo un plan de noviembre de 1940 para «bombardear Tokio y otras grandes ciudades». Franklin Delano Roosevelt estaba «sencillamente encantado» con la idea, gráficamente descrita por su cerebro, el general de las Fuerzas Aéreas, Claire Lee Chennault: «Consumir el corazón industrial del Imperio con ataques de bombas incendiarias sobre los abarrotados hormigueros de bambú de Honshu y Kiushu». Para julio de 1941, el cuerpo aéreo transportaba escuadrones de B-17 hacia Extremo Oriente con ese fin, y llegó a trasladar la mitad de los grandes bombarderos de las vías marítimas del Atlántico a esa región. En caso de necesidad, se usarían los aviones «para incendiar las ciudades de papel de Japón», explicó el general George C. Marshall en una reunión informativa confidencial para la prensa del 15 de noviembre, donde añadió que «no habrá reparo alguno en bombardear a civiles». Cuatro días después, el veterano corresponsal de The New York Times Arthur Krock, es de creer que basándose en la sesión informativa de Marshall, habló de planes estadounidenses para bombardear Japón desde bases siberianas y filipinas, hacia las que las Fuerzas Aéreas estaban enviando a toda prisa bombas incendiarias destinadas a blancos civiles. Washington sabía por mensajes descodificados que Japón era consciente del envío de bombarderos B-17[9].


  Todo eso ofrece una justificación mucho más poderosa para la legítima defensa anticipatoria que cualquier cosa que hayan invocado Bush, Blair y sus asociados. No hace falta extenderse en lo que a todas luces se desprendería de ello, si pudieran contemplarse unos principios morales elementales.


  El derecho nacional y el internacional no son sistemas formales de axiomas. Dan cabida a la interpretación, pero su sentido e implicaciones generales están bastante claros. Como señalan los especialistas Howard Friel y Richard Falk, «el derecho internacional ofrece normas claras y autorizadas en lo relativo al uso de la fuerza y el recurso a la guerra que todos los estados deberían seguir», y si «bajo circunstancias excepcionales» se permite cualquier transgresión, «el estado que reclama la excepción tiene por delante una ardua tarea de persuasión». Ésa debería ser la interpretación convencional en una sociedad decente. Y así parece ser entre la población general de Estados Unidos aunque, en acusado contraste, la idea reciba poca expresión dentro de la opinión de la elite. Friel y Falk contribuyen a la amplia documentación de esa conclusión con un análisis detallado de la «persistente negativa [de The New York Times] a contemplar los argumentos de derecho internacional» que se oponen al recurso a la guerra y la conducción de la guerra por parte de los dirigentes políticos estadounidenses durante los cuarenta años que analizan. El Times, demuestran, es «categórico en su denuncia de los adversarios globales de Estados Unidos que contemplan guerras agresivas o cometen actos hostiles contra ciudadanos americanos» en contravención del derecho internacional, pero se desentiende de esas contemplaciones en el caso de las acciones estadounidenses. Como botón de muestra, señalan que las palabras «Carta de la ONU» o «derecho internacional» jamás aparecieron en sus setenta editoriales previos a la invasión de Irak, y descubren que esa ausencia es prácticamente uniforme en las columnas de opinión y demás artículos. Seleccionan sólo The New York Times por su inusual importancia, pero, como demuestran muchos otros estudios, se trata de un ejemplo típico en su género[10].


  Al articular en la Estrategia Nacional de Seguridad el derecho unilateral de Washington a recurrir a la fuerza, la Administración Bush abría pocas sendas nuevas. Escribiendo en Foreign Affairs antes de las elecciones de 2000, Condoleezza Rice, por ejemplo, había condenado la «apelación meditada […] a nociones de derecho y normas internacionales, y la creencia de que el apoyo de muchos estados —o mejor aún, de instituciones como las Naciones Unidas— resulta esencial para el ejercicio legítimo del poder». El Gobierno de Estados Unidos no necesita acatar «“normas” ilusorias de comportamiento internacional», explicaba, o «adherirse a toda conferencia y acuerdo internacional que a alguien se le ocurra proponer». Clientes y aliados aparte, todos los estados por supuesto deben obedecer a rajatabla esas normas, según las interpreta Estados Unidos. O atenerse a las consecuencias[11].


  Hace tiempo que esa postura es convencional, incluso en el extremo liberal del estrecho espectro político estadounidense: desde los «sabios presentes en la creación» hasta la doctrina Clinton de que Estados Unidos tiene derecho a recurrir al «uso unilateral del poder militar» para garantizar «el acceso sin impedimentos a mercados, suministros energéticos y recursos estratégicos clave». A la letra, la doctrina Clinton era más expansiva que la Estrategia Nacional de Seguridad de Bush en 2002, que provocó miedo y preocupación en todo el mundo y suscitó críticas severas e inmediatas en pleno centro de las esferas de la política exterior. Una respuesta a la ENS en Foreign Affairs, por ejemplo, advertía que la «nueva gran estrategia imperial» de Bush presentaba graves peligros para Estados Unidos y el mundo. La más ambiciosa doctrina de Clinton, en cambio, pasó casi desapercibida. El motivo lo ofreció la secretaria de Estado de Clinton, Madeleine Albright, quien observó que todo presidente tiene una postura muy parecida a la doctrina Bush en la recámara, pero es pura insensatez restregársela a la gente por la cara y aplicarla de un modo que enfurezca incluso a los aliados. Un poco de tacto resulta de utilidad. No son modos declarar: «No existen las Naciones Unidas. Existe una comunidad internacional que de vez en cuando puede encabezar la única potencia real que queda en el mundo —es decir, Estados Unidos— cuando convenga a nuestros intereses y podamos conseguir que otros se apunten». O quizá sí sean modos. La cita proviene del embajador ante la ONU, John Bolton. Por bien que su estilo sea más ofensivo que el de la mayoría, Bolton seguía el precedente sentado por el presidente Bush y el secretario de Estado, Colin Powell, quienes comunicaron a la ONU que podía ser o bien «relevante» refrendando los planes estadounidenses y británicos de invadir Irak o bien una sociedad de debate[12].


  Profundizando en la conclusión al anunciar el nombramiento de Bolton, Condoleezza Rice hizo saber al mundo que «a lo largo de la historia, algunos de nuestros mejores embajadores han sido aquéllos con las voces más contundentes, personas como Jeane Kirkpatrick y Daniel Patrick Moynihan». No hace falta que nos detengamos en el papel de Kirkpatrick en la ONU, pero el de Moynihan resulta más interesante, puesto que se ganó muchos elogios como luchador solitario y valiente en pro de la santidad del derecho internacional, en especial durante su temporada como embajador ante las Naciones Unidas, donde sin ambages condenó a Idi Amin y defendió a Israel, actos que requerían auténtica valentía en Nueva York. «Moynihan se merece un gran reconocimiento por su labor en las Naciones Unidas», escribe Jacob Weisberg en un típico encomio, que amplía un anterior tributo al compromiso de Moynihan con el derecho internacional publicado en la misma revista[13].


  Omitidas quedan, allí y en las demás fuentes, las contribuciones más significativas de Moynihan al derecho internacional como embajador ante la ONU. Nadie más aborda el éxito que él relata con orgullo en sus memorias: reducir a la ONU a «la ineficacia absoluta en cualesquiera medidas que emprendiera» para disuadir a Indonesia de invadir Timor Oriental; invasión en la cual, observa de pasada, murieron 60 000 personas en los primeros meses, cifra que crecería hasta convertirse en tal vez la aproximación más cercana al genocidio del periodo posterior a la Segunda Guerra Mundial. Todo eso siguió adelante gracias al generoso apoyo diplomático, militar y económico de Estados Unidos, al que se sumó el Reino Unido a medida que las atrocidades alcanzaban su apogeo en 1978 y después Francia y otros para cosechar los beneficios que pudieran de la cooperación con los agresores. Al final, bajo grandes presiones internacionales e internas, Clinton comunicó a los generales indonesios a mediados de septiembre de 1999 que se había acabado el chollo. Se retiraron al instante y con eso revelaron con meridiana claridad dónde hay que buscar exactamente la responsabilidad de los crímenes del cuarto de siglo previo, a los que Moynihan realizó una señalada contribución, según él mismo nos informa[14].


  Los modelos de Rice ofrecen un útil indicio de lo que se espera que Bolton aporte a la ONU.


  Henry Kissinger calificó de «revolucionaria» la doctrina de Bush, al socavar el sistema westfaliano de orden internacional (entre los poderosos) del siglo XVII y por supuesto el consiguiente derecho internacional. Aprobaba la doctrina, pero con las consabidas reservas sobre el estilo y los modos. También añadía una salvedad crucial. La doctrina, dijo, no debía «universalizarse»: el derecho de usar la fuerza a voluntad —ser un estado forajido— debía quedar reservado en exclusiva a Estados Unidos, delegado quizás en sus clientes. Como de costumbre, Kissinger se merece un reconocimiento por su honestidad y por su comprensión de la opinión intelectual, que no muestra preocupación alguna por una reclamación tan explícita de unos derechos que se niegan a los demás, derechos con impactos letales, en este caso[15].


  El juicio de Kissinger quedó confirmado una vez más en 2004, cuando la prensa informó de la puesta a disposición del público de las cintas de las conversaciones Nixon-Kissinger. Entre ellas figuraban las instrucciones del presidente al segundo para que ordenase el bombardeo de Camboya, cosa que hizo, con las siguientes palabras: «Una campaña masiva de bombardeo en Camboya. Todo lo que vuele sobre todo lo que se mueva». Costaría encontrar un llamamiento comparable a la comisión de unos crímenes de guerra monstruosos, un práctico genocidio, en los archivos de cualquier estado. No suscitó ningún comentario o reacción, que yo pudiera apreciar, aunque hace mucho que se conocen las terribles consecuencias de aquellas órdenes[16].


  Regresemos al Tribunal de Yugoslavia, donde se acusaba a Milosevic de genocidio. Los cargos se limitaban a los crímenes en Kosovo y casi por completo a aquellos posteriores al bombardeo de la OTAN, que, como preveían el mando de la Alianza Atlántica y la Administración Clinton, provocaron graves atrocidades a modo de respuesta. Presumiblemente porque los cargos de Kosovo eran tan ambiguos, más tarde se añadió Bosnia, en concreto la acusación de genocidio en Srebrenica. También eso suscita unas cuantas preguntas, aunque sólo sea porque, después de aquellos acontecimientos, Estados Unidos y sus aliados aceptaron a Milosevic como socio para un arreglo diplomático. Otro problema es que la investigación más detallada de la matanza de Srebrenica, la efectuada por el Gobierno holandés, concluyó que Milosevic no había tenido relación alguna con ella y que «se disgustó mucho al enterarse de las masacres», informó el experto holandés que dirigió el equipo de investigadores. El estudio describe la «incredulidad» en el Gobierno de Belgrado, Milosevic incluido, al enterarse de las ejecuciones[17].


  Supongamos que adoptamos la opinión occidental dominante de que esos desagradables datos son irrelevantes. Aun así, la acusación ha hallado considerables dificultades para justificar el cargo de genocidio. Supongamos, sin embargo, que alguien desenterrara un documento en el que Milosevic ordena a las Fuerzas Aéreas que reduzcan Bosnia o Kosovo a cascotes, con las palabras «Todo lo que vuele sobre todo lo que se mueva». Los fiscales no cabrían en sí de gozo, el juicio se acabaría y se mandaría a Milosevic a cumplir muchas cadenas perpetuas consecutivas por el crimen de genocidio; una condena a muerte, si el tribunal siguiera las convenciones estadounidenses. Sin embargo, como siempre, se impone la exención por principio de las obviedades morales.


  ANTECEDENTES


  Las actitudes sobre el uso de la fuerza que predominan entre la elite reciben una instructiva expresión en la literatura académica. Un destacado historiador estadounidense, John Lewis Gaddis, de la Universidad de Yale, publicó el primer libro que exploraba los orígenes históricos de la doctrina de «guerra preventiva» de la Administración Bush, que él a grandes rasgos respalda, con las habituales reservas acerca del estilo, los fallos tácticos y el posible exceso de ambición. El libro fue acogido con respeto en la literatura especializada y «fue tan popular en la Casa Blanca que invitaron a Gaddis para comentarlo[18]».


  Gaddis remonta la doctrina Bush a uno de sus héroes intelectuales, el gran estratega John Quincy Adams. En paráfrasis de The New York Times, Gaddis «sugiere que el marco de Bush para combatir el terrorismo tiene sus raíces en la elevada e idealista tradición de John Quincy Adams y Woodrow Wilson». Las escasas referencias de Gaddis a Wilson se centran en sus intervenciones en México y el Caribe en supuesta defensa contra Alemania. Se piense lo que se piense sobre la validez de los pretextos, los espeluznantes crímenes de Wilson en el transcurso de aquellas intervenciones, en especial en Haití, son una curiosa —aunque convencional— ilustración de su «elevado» idealismo. El ejemplo de Adams, piedra angular de Gaddis, es mucho más relevante para su principal tesis sobre las raíces de la actual doctrina: una tesis realista, en mi opinión, con significativas implicaciones para la comprensión del pasado y el planteamiento de lo que está por venir.


  Como secretario de Estado del presidente James Monroe, Adams fundó «la elevada e idealista tradición» mediante sus justificaciones para la conquista, por parte del general Andrew Jackson, de la Florida en manos de los españoles durante la primera guerra Seminola de 1818. La guerra se justificaba en la defensa propia, sostenía Adams. Gaddis se muestra de acuerdo en que la conquista vino impulsada por legítimas preocupaciones de seguridad. En su versión, después de que Gran Bretaña saqueara Washington en 1814, Adams reconoció que el país estaba en peligro y adoptó el principio que siempre ha definido el pensamiento estratégico de Estados Unidos: «La expansión, hemos concluido, es el camino a la seguridad». Fiel a este invariable principio norteamericano Estados Unidos conquistó Florida, y ahora la doctrina se ha hecho extensiva al mundo entero gracias a Bush. Gaddis llega a la plausible conclusión de que, cuando Bush advirtió de «que los norteamericanos debían “estar preparados para la acción preventiva cuando fuera necesario para defender nuestra libertad y defender nuestras vidas”, se estaba haciendo eco de una vieja tradición más que estableciendo una nueva», al reiterar principios que presidentes desde Adams a Woodrow Wilson «habrían comprendido todos […] muy bien». Todos los antecesores de Bush, explica Gaddis, reconocían que la seguridad de Estados Unidos se veía amenazada por los «estados fallidos»: peligrosos vacíos de poder que Estados Unidos debía llenar para garantizar su propia seguridad, desde Florida en 1818 hasta Irak en 2003.


  Gaddis cita las fuentes expertas correctas, ante todo el historiador William Earl Weeks, pero omite lo que dicen. Aprendemos mucho sobre los antecedentes de las actuales doctrinas, y el actual consenso, al examinar la información omitida. Weeks describe con escabroso detalle lo que Jackson estaba haciendo en la «exhibición de asesinato y saqueo conocida como primera guerra Seminola», que no fue sino otra fase de su proyecto de «expulsar o eliminar del sureste a los norteamericanos nativos», en marcha desde mucho antes del saqueo de Washington en 1814… como parte de una guerra declarada por Estados Unidos. Lejos de inspirar su gran estrategia, al parecer Adams prestó poca atención al saqueo de Washington, incluso en el mismo momento en que negociaba el tratado de paz que puso fin a la guerra[19].


  Florida presentaba el doble problema de no haber sido incorporada todavía al creciente «Imperio americano», según la terminología de los Padres Fundadores, y de ser un «refugio de indios y esclavos fugitivos […] que huían bien de la ira de Jackson, bien de la esclavitud». Hubo un ataque indio que Jackson y Adams utilizaron como pretexto. Después de que fuerzas estadounidenses expulsaran a una banda de seminolas de sus tierras, matando a varios y reduciendo su aldea a cenizas, miembros de la tribu se vengaron atacando una embarcación de suministros bajo mando militar. Aprovechando la oportunidad, Jackson «emprendió una campaña de terror, devastación e intimidación», en la que destruyó aldeas y «fuentes de alimento en un esfuerzo premeditado por hostigar a las tribus con el hambre». Así siguieron las cosas, hasta conducir al refrendo de Adams del intento de Jackson de establecer en Florida «el dominio de esta república sobre la odiosa base de la violencia y el derramamiento de sangre». Estas palabras del embajador español son una «descripción dolorosamente precisa» de la postura de Adams, escribe Weeks. Adams «había distorsionado, disimulado y mentido sobre las metas y la conducción de la política exterior estadounidense tanto en el Congreso como ante la opinión pública», en clamorosa violación de sus proclamados principios morales, «defendiendo de manera implícita la eliminación de los indios, la esclavitud y el uso de la fuerza militar sin la aprobación del Congreso». Los crímenes de Jackson y Adams «demostraron no ser sino el preludio de una segunda guerra de exterminio» contra los seminolas, cuyos restos huyeron hacia el oeste, para padecer el mismo sino más adelante, «o fueron matados u obligados a refugiarse en los densos pantanos de Florida». En la actualidad, observa Weeks, «los seminolas sobreviven en la conciencia nacional como mascota de la Universidad Estatal de Florida», un ejemplo por desgracia familiar y un reflejo «dolorosamente preciso» del uso que le damos a nuestra libertad, a la vez que condenamos con escarnio a quienes se niegan a afrontar su propio pasado sórdido.


  Adams reconocía la «absurdidad» de sus justificaciones, explica Weeks, pero tenía la impresión de que —en palabras del propio Adams— «era mejor errar por el lado del vigor que por el de la debilidad»: hablar de un modo «más claro que la verdad», como Dean Acheson expresaría más tarde el sentimiento. La relación que ofreció Adams, escribe Weeks, «pervive como una monumental distorsión de las causas y la conducción de la conquista de Florida por parte de Jackson y un recordatorio a los historiadores de que no deben buscar la verdad en las explicaciones oficiales de los acontecimientos». Un sabio consejo, hasta el día de hoy. En otros escritos Weeks señala que las distorsiones de Adams salieron a la luz pública en el informe de un comité especial del Senado encargado de investigar la guerra Seminola, que concluyó que Jackson había infligido «una herida al carácter nacional» con el apoyo de Adams, responsable en exclusiva de persuadir a Monroe de que refrendara los crímenes del militar. «Pero pocos estadounidenses prestaron mucha atención a esas críticas —señala Weeks—. La osada defensa de Jackson por parte de Adams había desplazado el foco desde el derecho internacional y el escrúpulo constitucional a la sacrosanta narrativa de la “bondad” estadounidense frente a la “maldad” española, india y británica[20]».


  Weeks recalca el importante detalle de que, al refrendar los crímenes de Jackson, Adams transfirió el poder para declarar la guerra del Congreso al poder ejecutivo, en violación de la Constitución. Estaba aislado en la adopción de esa postura. El editor de los papeles de Adams escribe que el presidente Monroe y todos los miembros de su Gabinete, salvo Adams, «eran de la opinión de que Jackson había obrado “no sólo sin, sino contra, sus instrucciones; que había perpetrado una guerra contra España, que no puede justificarse y que, en caso de no ser desautorizada por la Administración, ésta será abandonada por el país”»; una predicción que no tardaría en verse refutada[21].


  En las postrimerías de su vida, Adams condenó con amargura esa usurpación del poder del Congreso para declarar la guerra. En una carta de 1847 a otro vehemente opositor a la guerra de México, denunció la declaración de guerra del presidente Polk como «una violación directa y notoria de la verdad», lamentando que «haya quedado establecido como precedente irreversible que basta con que el presidente de Estados Unidos declare que existe la guerra […] para que la guerra quede esencialmente declarada». Adams reconoció por fin «el peligro para la libertad y el republicanismo» que conllevaba su desguace de la Constitución, pero «parece no haber admitido su parte en el establecimiento del precedente», comenta Weeks. El principio sigue en vigor, sin inquietar a los «originalistas» que se enorgullecen de su estricta adhesión a las intenciones de los artífices. El principio sigue socavando la libertad y la democracia, por no hablar del destino de las víctimas de las guerras ejecutivas.


  Weeks señala que Adams también estableció la presidencial «“retórica del imperio” ideada para cosechar apoyo público (además de congresual) para sus políticas». El marco retórico, «un aspecto duradero y esencial de la diplomacia estadounidense heredado y desarrollado por sucesivas generaciones de estadistas norteamericanos pero inalterado en lo fundamental por el paso del tiempo», descansa sobre tres pilares: «la premisa de la virtud moral única de Estados Unidos, la afirmación de su misión de redimir al mundo» difundiendo sus ideales profesados y el «modo de vida norteamericano» y, siempre, «la fe en el destino divinamente decretado de la nación». El marco teológico reduce las cuestiones de política a una elección entre el bien y el mal, con lo que debilita el debate razonado y ahuyenta la amenaza de la democracia.


  La cuestión de la defensa contra Gran Bretaña, el único enemigo creíble —o para ser más precisos, la única disuasión—, no salió a la palestra. El ministro británico Castlereagh estaba tan ansioso por cimentar las relaciones angloamericanas que incluso pasó por alto el asesinato de dos conciudadanos suyos inocentes por parte de Jackson, que Adams defendió por su «saludable eficacia para el terror y el escarmiento». Adams tenía presentes las palabras de Tácito, su historiador favorito, sugiere Weeks, en el sentido de que «el crimen, una vez expuesto, no tenía más refugio que la audacia».


  La meta de la diplomacia de Adams no era la seguridad en ningún sentido coherente, sino más bien la expansión territorial. El poder militar británico vedaba la conquista de Canadá y también de Cuba, que, predecía Adams, caería en manos estadounidenses por las leyes de la «gravitación política» del mismo modo en que «una manzana arrancada por la tormenta de su árbol nativo no tiene otra elección que caer al suelo» una vez Estados Unidos hubiera conseguido sojuzgar a su rival británico. Hacia finales del siglo, las leyes de la gravitación política habían variado, tal y como predijera Adams. Estados Unidos superó la disuasión británica y fue capaz de intervenir en Cuba en 1898. El pretexto era liberarla de España. El efecto, no obstante, fue bloquear la liberación de Cuba y convertirla en una «colonia de facto», condición que retuvo hasta 1959[22].


  Los demócratas jacksonianos trabajaron duro para desplazar las leyes de la gravitación política, asuntos que se abordan en otra importante obra especializada que cita Gaddis, escrita por Thomas Hietala. Lo que Gaddis omite resulta, una vez más, instructivo. Hietala describe los empeños de los jacksonianos por hacerse con el monopolio del algodón, que en las economías industriales desempeñaba a grandes rasgos el mismo papel que el petróleo de hoy en día. «Al asegurarse el práctico monopolio de la planta algodonera», observó el presidente Tyler tras la anexión de Tejas en 1845 y la conquista de casi medio México, Estados Unidos había adquirido «una influencia sobre los asuntos del mundo mayor a la que se encontraría en ejércitos de cualquier fuerza o armadas de cualquier número». Llegó al extremo de decir que el monopolio sobre el algodón «ahora asegurado, pone a todas las demás naciones a nuestros pies […] Un embargo de un solo año produciría en Europa mayores sufrimientos que cincuenta años de guerra. Dudo que Gran Bretaña pudiera evitar convulsiones». El secretario del Tesoro del presidente Polk informó al Congreso de que las conquistas garantizarían «el mando sobre el comercio del mundo». El mismo poder monopolista neutralizó la oposición británica a la absorción del Territorio de Oregón, el derecho a la cual venía concedido por la voluntad de Dios, comunicó Adams al Congreso, haciéndose eco de unos sentimientos que a la sazón se habían vuelto casi un lugar común[23].


  Quizá valga la pena observar que la lógica de la anexión de Tejas fue en esencia la que se atribuyó a Saddam Hussein cuando conquistó Kuwait. Existen, por supuesto, muchas diferencias. La reclamación que Irak hacía de Kuwait tenía profundas raíces, que se remontaban a los tiempos en que Gran Bretaña estableció las fronteras de Irak para asegurarse de que ella, y no Turquía, controlaba el petróleo del norte y de que la colonia británica de Kuwait impedía a todos los efectos el acceso de Irak al mar. Además, Saddam Hussein no imitó a los demócratas jacksonianos expresando su miedo a que la esclavitud en Irak se viera amenazada por los estados independientes cercanos, y es posible que no invocara la divina Providencia, al menos con tanta elocuencia. Por lo que sé, los intelectuales iraquíes destacados no reclamaron la absorción de un «Kuwait miserable e ineficaz» para llevar adelante «la gran misión de poblar Oriente Medio con una raza noble» de iraquíes, ni declararon que «es muy cierto que la fuerte raza iraquí que ya ha invadido gran parte de la región debe también invadir ese vestigio, y también la península Arábiga, y con el paso de los tiempos será de pequeña importancia por qué ocasiones y métodos se consiguió», por citar a Walt Whitman y Ralph Waldo Emerson hablando de México y el Territorio de Oregón (con los debidos cambios de nombres). Por último, nadie sostuvo que Saddam Hussein ni en sus sueños más fantásticos pudiera haber esperado hacerse con un control sobre el mundo remotamente cercano a las ambiciones de los demócratas jacksonianos… siempre en defensa propia y en cumplimiento de la voluntad de Dios.


  Tras subsanar esas y muchas otras omisiones instructivas, el panorama ofrecido por las eruditas fuentes de Gaddis presta un considerable apoyo a su juicio sobre la doctrina Bush y su puesta en práctica, desde Adams hasta el presente, pasando por el «idealismo wilsoniano». En cuando a la extensión de esos antecedentes al mundo entero, otros deben juzgarla por sí mismos. Y lo han hecho. El miedo y a menudo el odio a Estados Unidos han crecido hasta cotas sin precedentes y han aumentado de manera significativa la amenaza del terrorismo y la probabilidad de una «fatalidad definitiva». La actual versión aplicada a la era del espacio de la doctrina de Adams según la cual «la expansión […] es el camino a la seguridad» está obrando el mismo efecto.


  LA REVOLUCIÓN NORMATIVA


  Como se ha ilustrado previamente, existe un abanico de opiniones articuladas sobre el recurso a la fuerza militar. En un extremo se sitúa el consenso de la posguerra plasmado de manera formal en la Carta de la ONU, reiterado en la Cumbre del Sur y hace poco otra vez por el Grupo de Alto Nivel de la ONU y la Cumbre Mundial del mismo organismo un año más tarde. El resto del espectro —atañéndonos a su extremo liberal internacionalista— adopta básicamente el principio de que Estados Unidos está exento a título único del derecho y la jurisdicción internacionales y, en consecuencia, tiene derecho a recurrir a cualesquiera medidas que considere apropiadas para responder a un desafío a su «poder, posición y prestigio» y garantizar «el acceso sin impedimento a los mercados, reservas energéticas y recursos estratégicos clave». Debería recalcar una vez más, sin embargo, que la opinión pública estadounidense parece respetar con plena firmeza el consenso de la posguerra que está poco menos que excluido del sistema político y el comentario general.


  En los márgenes encontramos opiniones más matizadas sobre el recurso a la fuerza. Una de las más importantes es el estudio realizado por la Comisión Independiente de Investigación de la guerra de Kosovo, dirigida por el distinguido jurista surafricano Richard Goldstone. La comisión ofreció la crítica más severa que pueda encontrarse en los aledaños de los círculos de opinión dominantes sobre el bombardeo de Serbia por parte de la OTAN en 1999, al concluir que había sido «ilegal pero legítimo»: «Fue ilegal porque no recibió la aprobación del Consejo de Seguridad de la ONU, pero legítimo porque se habían agotado todas las vías diplomáticas y no existía otro modo de detener las matanzas y atrocidades en Kosovo». Goldstone sugería que era posible que la Carta de la ONU necesitara una revisión a la luz del informe de la comisión (la conclusión que fue rechazada en términos explícitos por el Grupo de Alto Nivel en diciembre de 2004). La intervención de la OTAN, explicaba, «es un precedente demasiado importante» para considerarlo «una anomalía». En lugar de eso, «se está redefiniendo la soberanía estatal a la luz de la globalización y la resolución de la mayoría de los pueblos del mundo de que los derechos humanos se han convertido en competencia de la comunidad internacional». Goldstone también subrayaba la necesidad de «un análisis objetivo de los abusos contra los derechos humanos[24]».


  El último comentario es un buen consejo. Una cuestión que podría abordar ese análisis objetivo es si en verdad «la mayoría de los pueblos del mundo» acepta el juicio de Estados Unidos, Gran Bretaña y algunos aliados sobre el bombardeo de Serbia. Un repaso de la prensa mundial y las declaraciones oficiales revela escaso respaldo para esa conclusión, por decirlo con suavidad. En realidad, el bombardeo de Serbia recibió duras condenas fuera de los países de la OTAN, con poco impacto en Estados Unidos. Además, es muy poco probable que la decisión de los autoproclamados «estados ilustrados» de eximirse de la Carta de la ONU y los principios de Nuremberg fuera a ganarles la aprobación de la población mundial. Otra cuestión que podría abordar el análisis objetivo es si en verdad «se habían agotado todas las opciones diplomáticas» en Kosovo. Tampoco esa conclusión resulta fácil de sostener. Cuando la OTAN decidió bombardear, había dos opciones diplomáticas sobre la mesa: una propuesta de la OTAN y otra serbia (esta última escamoteada al público de Estados Unidos, tal vez de Occidente en general). Al cabo de setenta y ocho días de bombardeo, se alcanzó un compromiso entre ellas (aunque la OTAN lo violó de inmediato), de modo que parece que había opciones diplomáticas disponibles, al fin y al cabo. Una tercera pregunta es si «no existía otro modo de detener las matanzas y atrocidades en Kosovo», como asevera la comisión independiente, algo a todas luces crucial. Aquí el análisis objetivo resulta ser inusualmente fácil. Existe un inmenso fondo documental disponible a partir de fuentes occidentales intachables, entre ellas varias recopilaciones elaboradas por el Departamento de Estado que se publicaron en justificación de la guerra, además de actas detalladas de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE) y la OTAN, los observadores de la Misión de Verificación en Kosovo (MVK), la ONU y una prolongada investigación parlamentaria británica. Todos llegan a la misma conclusión: las matanzas y atrocidades no antecedieron sino que siguieron al bombardeo, como también ha revelado el proceso de Milosevic. Aquello a duras penas podía resultar una sorpresa. El oficial de la OTAN al mando, Wesley Clark, predijo la violencia en cuanto empezaron los bombardeos, de manera totalmente pública. Otras fuentes dejaron claro que la Administración Clinton también preveía los crímenes que seguirían al bombardeo, como Clark confirma con mayor detalle en sus memorias. Cuesta imaginar que otras autoridades de la OTAN se engañaran más que las citadas[25].


  En la extensa literatura sobre la materia, desde la procedente de los medios de comunicación hasta la de los especialistas, se omite de manera casi universal esta documentación y se invierte la cronología. He repasado el desalentador panorama en otros lugares y aquí lo dejaré de lado, con la excepción de unos pocos ejemplos actuales para ilustrar el efecto de la constante invención al servicio del poder estatal y la sistemática negativa a contemplar siquiera un dato no deseado, por fiable que sea la fuente.


  El ex secretario de Defensa Frank Carlucci escribe que la OTAN bombardeó después de que «Milosevic emprendió una operación de limpieza étnica» y otras atrocidades. La inversión de la cronología es típica; es un hecho incontrovertible que las atrocidades que describe fueron la consecuencia, prevista, del bombardeo, no su causa. El historiador Niall Ferguson afirma, sin pruebas, que «había fundamentos plausibles para la intervención: impedir el genocidio». David Rieff presenta lo que califica de pruebas: «Según funcionarios de los servicios de información alemanes y diplomáticos griegos […] las autoridades de Belgrado siempre habían tenido la intención de deportar a una gran cantidad de kosovares (la cifra habitual era 350 000)». Aunque existieran, las fuentes no identificadas de Rieff serían irrelevantes. Para descubrir que Belgrado tenía planes de contingencia para expulsar kosovares no tenemos que recurrir a desconocidos «funcionarios y diplomáticos». Lo asombroso habría sido que no tuviesen esos planes, al igual que los tienen otros estados, entre ellos los «ilustrados». Es un comentario extraordinario sobre la cultura intelectual de Occidente que la gente pueda tomarse en serio a alguien que aduce semejantes motivos para justificar la comisión por parte de su propio estado de una agresión que, según él mismo reconoce, condujo a la deportación forzosa de unos 800 000 kosovares, entre otras atrocidades. Si cruzamos el Atlántico, Karl-Heinz Kamp, de la Fundación Adenauer, critica al grupo de la ONU de diciembre de 2004 porque rechazó el derecho de la OTAN a recurrir a la fuerza en contravención de la Carta. Cita un ejemplo, el de rigor: el bombardeo de Serbia por parte de la OTAN que se acometió, asevera sin pruebas, porque «la OTAN asignó mayor valor a la protección de los derechos humanos que a la obediencia a la Carta»: concretamente bombardeando con la expectativa de que al hacerlo suscitaría masivas violaciones de los derechos humanos, como así fue[26].


  Algunos de los ejemplos caen en la comedia barata. Así, para ilustrar el «antiamericanismo» intelectualoide que impera más allá de nuestras costas, el comentarista James Traub toma como ejemplo el premio Nobel concedido en 2005 al dramaturgo Harold Pinter, cuyas «opiniones políticas son tan extremas que resultan casi imposibles de parodiar». La prueba es la indignación de Pinter por «la guerra aérea de la OTAN en Kosovo en 1999» que, según Traub, describió como «un acto criminal […] ideado para consolidar “la dominación estadounidense de Europa”». Cualquier persona con dos dedos de frente, explica Traub, sabe que «el bombardeo fue en esencia un último recurso ante la salvaje campaña de limpieza étnica de Slobodan Milosevic». Mientras florecen semejantes ideas demenciales entre los intelectuales europeos, prosigue Traub, dentro de nuestra más sobria cultura intelectual «cuesta pensar en alguien, salvo Noam Chomsky y Gore Vidal, a quien no se atragantara la bilis de Pinter». En realidad no cuesta tanto pensar en otros. Una opción podría ser el único autor estadounidense (que yo sepa) que ha adoptado en realidad la postura «tan extrema que es imposible de parodiar»: el respetado historiador militar académico Andrew Bacevich, autor de un conocido libro en el que refuta el pretexto de un motivo humanitario para la guerra de Kosovo o la intervención de Bosnia, arguyendo que se emprendieron con el único fin de garantizar «la cohesión de la OTAN y la credibilidad del poder estadounidense» y de «sostener la primacía norteamericana» en Europa. Otros que tal vez no se atragantaran son aquellos que no se hayan conformado con una propaganda tan vulgar que la refutó hasta la información de la prensa diaria de la época, y que quizá se tomaran incluso la molestia de examinar la ingente documentación oficial sobre la cronología del bombardeo y la limpieza étnica, que revela sin sombra de duda que la verdad es exactamente lo contrario del angustiado lamento de Traub. Aunque los datos sean incontrovertibles, resultan a todas luces irrelevantes, por motivos que Traub explica con acierto: es imposible «disuadir a los ideólogos implacables, tanto como lo sería a un yihadista implacable[27]».


  El magistrado Goldstone es inusual en tanto en cuanto reconoce los hechos. En sus propias palabras: «El resultado directo del bombardeo fue que casi un millón de personas huyeran de Kosovo hacia los países vecinos y unas 500 000 se desplazaran dentro del propio territorio kosovar, una terrible catástrofe para el pueblo de Kosovo»… exacerbada por graves crímenes bajo la posterior ocupación militar occidental. Al repasar las (previstas) consecuencias del bombardeo, el magistrado Goldstone añade que los partidarios de la guerra «tuvieron que consolarse con la creencia de que la “operación Herradura”, el plan serbio de limpieza étnica dirigido contra los albanos de Kosovo, se había puesto en marcha antes del bombardeo». Se trata de un magro consuelo, sin embargo. La rica documentación occidental no revela cambios significativos en las prácticas serbias antes de que se anunciara el bombardeo y se retirasen los observadores, y deja claro que las atrocidades importantes, incluida la expulsión, empezaron después. En cuanto a la operación Herradura, Wesley Clark declaró varias semanas después del bombardeo que no sabía nada sobre ella. Publicitada por las potencias de la OTAN después de que quedaran de manifiesto los estremecedores efectos del bombardeo, hace tiempo que se desveló como una probable invención de los servicios secretos. En verdad resulta más bien extraño que siga citándose en textos especializados y periodísticos, puesto que no hay necesidad de inventar nada. Como se ha mencionado, pocas dudas caben de que Serbia poseía semejantes planes de contingencia para la eventualidad de un ataque de la OTAN, al igual que Israel a buen seguro tiene planes para expulsar a la población palestina en alguna emergencia. En cuanto a los planes de contingencia estadounidenses, los que conocemos son de todo punto escandalosos, y no es de esperar que los demás resulten especialmente suaves[28].


  Kosovo era un lugar desagradable antes del bombardeo de la OTAN, aunque no, por desgracia, para los estándares internacionales. Según fuentes occidentales, en el año previo a la invasión murieron unas 2000 personas en ambos bandos, muchas a manos de los guerrilleros del Ejército de Liberación de Kosovo (ELK), que atacaba a los serbios desde Albania en un esfuerzo, como declaraban sin ambages, por provocar una dura respuesta serbia capaz de movilizar a la opinión occidental a favor de su causa. El Gobierno británico realiza la llamativa afirmación de que, hasta enero de 1999, la mayoría de los 2000 murió a manos del ELK, y las fuentes occidentales son constantes en sus informaciones sobre que no hubo cambios significativos hasta que se anunció y puso en marcha la guerra de la OTAN. Uno de los pocos estudios especializados serios que hayan prestado siquiera atención a estos asuntos calcula que los serbios fueron responsables de 500 de los 2000 muertos. Se trata del meticuloso y sensato estudio de Nicholas Wheeler, que respalda el bombardeo de la OTAN con el argumento de que se habrían cometido peores atrocidades si éste no se hubiera producido. El hecho de que ésos sean los argumentos más sólidos que pueden reunir los analistas serios dice mucho sobre la decisión de bombardear, en particular si recordamos que existían opciones diplomáticas[29].


  Quizá valga la pena mencionar una asombrosa justificación para el bombardeo pergeñada por varios de sus partidarios, aunque no la presentaran las autoridades británicas y norteamericanas: que el ataque de la OTAN estaba justificado por los crímenes de Srebrenica, o Bosnia en general. Supongamos que intentamos tomarnos en serio el argumento. En ese caso, resulta fácil demostrar que los mismos humanistas deberían haber reclamado con mayor estridencia si cabe el bombardeo de Washington y Londres. Por mencionar tan sólo el motivo más obvio, cuando resonaban los tambores de guerra sobre Kosovo a principios de 1999, Indonesia realizó una escalada de sus crímenes en Timor Oriental. Su historial a principios de 1999 era mucho más delictivo que cualquier cosa que se refiriera desde Kosovo, aun dejando de lado que en su caso se trataba de territorio ocupado ilegalmente. Por si fuera poco, las Fuerzas Armadas indonesias anunciaban abiertamente que vendrían cosas mucho peores a menos que los timoreses accedieran a la anexión por parte de Indonesia en un referendo a celebrar en agosto; y cumplieron su palabra. Sus primeros crímenes en Timor Oriental superan infinitamente Srebrenica o cualquier acto plausible que se atribuya a Serbia. Lo más crucial es que aquellos crímenes, que se acercaban al auténtico genocidio, contaron en todo momento con el apoyo de Estados Unidos y Gran Bretaña (también Francia y otros), que se prolongó hasta las atrocidades de agosto y septiembre de 1999, que por fin provocaron suficientes protestas para que Clinton llamara a los perros. La conclusión se desprende de inmediato y basta para revelar la pasmosa inmoralidad de la excusa de Srebrenica para el bombardeo.


  Los verdaderos motivos de la guerra no se disimularon. Dejando al margen las predecibles —y por ende vacías— profesiones de ánimo benigno y las habituales invenciones cronológicas, los motivos primordiales fueron subrayados con claridad en todo momento por Clinton, Blair y otros, reafirmados por el secretario de Defensa, William Cohen, y confirmados por las memorias de Clark: para garantizar «la credibilidad de la OTAN», léase Estados Unidos, la posición ampliada hasta sus extremos por Andrew Bacevich. Pese a ello, el bombardeo de Serbia «ha pasado a la historia como una victoria del poderío militar desplegado al servicio del humanitarismo liberal», informa el liberal The Boston Globe con aprobación, y exactitud. Cuando la historia se moldea al servicio del poder, las pruebas y la racionalidad resultan irrelevantes[30].


  Kosovo fue uno de los dos grandes logros presentados para ofrecer pruebas retrospectivas de que, por primera vez en la historia, los estados observaban «principios y valores» bajo la guía de sus «nobles» y «altruistas» tutores angloamericanos, y de que debía revisarse la Carta de la ONU para permitir que Occidente realizara «intervenciones humanitarias». El otro fue Timor Oriental. El ejemplo es en verdad atroz. El mero hecho de que pueda sacarse a colación sin vergüenza habla mundos sobre la cultura intelectual de Occidente. La cuestión ha sido analizada pormenorizadamente en negro sobre blanco, de modo que me la saltaré, junto con otros ejemplos recientes merecedores de comentario, que a mi entender conducen a las mismas conclusiones. Vale la pena señalar, de todas formas, que la guerra de Irak también se justificó como «ilegal pero legítima», aunque algunos expertos en leyes que adoptaron esa postura se echaron atrás después del derrumbe de los pretextos, para concluir que «la invasión fue tanto ilegal como ilegítima» (Anne-Marie Slaughter, decana de la Escuela Woodrow Wilson de la Universidad de Princeton y presidenta de la Sociedad Americana de Derecho Internacional[31]).


  Pocas cuestiones son más importantes a día de hoy que la validez del uso de la fuerza. Sin duda es posible imaginar, tal vez incluso encontrar, casos genuinos de intervención humanitaria. Sin embargo existe, siempre, una abultada carga de pruebas. Además, el registro histórico debería templarnos los ánimos. Podríamos recordar, por ejemplo, las observaciones de uno de los principales estudios especializados sobre la intervención humanitaria. El autor encuentra tres ejemplos de intervenciones de ese tipo entre el pacto Briand-Kellogg de 1928, que ilegalizaba la guerra, y la redacción de la Carta de la ONU en 1945: la invasión japonesa de Manchuria y el norte de China, la invasión de Etiopía por parte de Mussolini y la absorción de sectores de Checoslovaquia realizada por Hitler. No considera, ni que decir tiene, que se trate de ejemplos genuinos, sino más bien que los presentaron como tales, y para ello aportaron pruebas que, por grotescas que se antojen, fueron acogidas con cierta ambivalencia —y en ocasiones apoyo— en Estados Unidos y Gran Bretaña[32].


  Las indagaciones quizá desentierren también casos genuinos de intervención que sean «ilegales pero legítimos», aunque los ejemplos que se ofrecen a bote pronto la dejan como una doctrina dudosa para los tiempos que corren. También tienden a reforzar el comedido juicio del Tribunal Mundial en 1949, cuando afirmó que «el Tribunal no puede por menos de considerar el supuesto derecho a la intervención como la manifestación de una política de fuerza, del tipo que, en el pasado, ha dado pie a abusos de extrema gravedad y del tipo que no puede, sean cuales sean los defectos de la organización internacional, encontrar acomodo en el derecho internacional […]; por la naturaleza de las cosas, [la intervención] quedaría reservada a los estados más poderosos y con facilidad podría conducir a una perversión de la propia administración de justicia[33]».


  Las indagaciones revelan sin lugar a dudas que el terror estatal y otras variedades de amenaza y uso de la fuerza han ocasionado inmensos padecimientos y destrucciones, y en ocasiones han acercado el mundo hasta el borde mismo del desastre. Resulta asombroso observar la facilidad con la que la cultura intelectual pasa por alto esos descubrimientos. Tales observaciones —y están si acaso demasiado confirmadas— nos llevan de vuelta al toque de atención de Russell y Einstein hace cincuenta años, que desoímos por nuestra cuenta y riesgo.
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  FOMENTO DE LA DEMOCRACIA EN EL EXTRANJERO


  «El fomento de la democracia es fundamental para los fines tanto de la guerra al terrorismo como de la gran estrategia general de la Administración de George W. Bush». Así empieza el artículo especializado más completo sobre «las raíces de la doctrina Bush». La afirmación no resulta sorprendente. Para el año 2005 había alcanzado el grado de ritual. En los análisis serios era el pan nuestro de cada día leer que la convicción de que es posible imponer la democracia desde fuera «es la premisa que impulsa la intervención estadounidense en Irak» y que ha sido «enunciada como potencial nuevo pilar de las ambiciones del país en política exterior en otros lugares». A veces se amplía la declaración de intenciones: «el fomento de la democracia en el extranjero» ha sido una meta primaria de la política exterior estadounidense desde que Woodrow Wilson le otorgara un «poderoso elemento idealista»; cobró un «particular relieve» bajo Ronald Reagan, y después fue retomada con «una contundencia sin precedentes» bajo Bush II. En la prensa y los comentarios se toma esa premisa como la más elemental de las obviedades[1].


  Cuando una afirmación de tan palmaria importancia se adopta con práctica unanimidad, una reacción sensata pasa por investigar las pruebas que se aducen tanto a favor como en contra de la tesis. El carácter de esas pruebas aporta una cierta medida de la democracia operativa. Por poner un extremo, si aparece una declaración parecida en Corea del Norte, nadie se molesta en pedir confirmaciones: basta con que haya hablado el Amado Líder. En una cultura democrática, deberían hacer falta pruebas sustanciales, además de argumentos serios para refutar las aparentes contradicciones. Volveremos a esas cuestiones en el caso de la doctrina Bush, pero antes expondremos algunas reflexiones sobre los antecedentes relevantes.


  No es tarea fácil adquirir cierta comprensión de los asuntos humanos. En algunos aspectos, la tarea resulta más difícil que en las ciencias naturales. La Madre Naturaleza no ofrece las respuestas en bandeja de plata, pero al menos no se desvive por imponer obstáculos a la comprensión. En los asuntos humanos, esas barreras son la norma. Es necesario desmantelar las estructuras de engaño erigidas por los sistemas doctrinales, que adoptan un abanico de artimañas que emanan con gran naturalidad del modo en que el poder está concentrado.


  A veces un personaje insigne tiene la amabilidad de prestarnos algo de ayuda en la labor. En 1981, Samuel Huntington, profesor de Ciencia del Gobierno en la Universidad de Harvard, explicó la función de la amenaza soviética: «tal vez haya que vender» la intervención u otra acción militar «de un modo tal que cree la impresión errónea de que es a la Unión Soviética a quien se combate. Es lo que lleva haciendo Estados Unidos desde la Doctrina Truman». Por eso mismo, advirtió al cabo de unos años, Mijaíl Gorbachov y sus «relaciones públicas pueden suponer una amenaza tan grande para los intereses norteamericanos en Europa como la fueron los tanques de [Leonid] Brézhnev[2]».


  Para facilitar el esfuerzo de marketing, los sistemas doctrinales tienen por costumbre presentar al enemigo del momento como diabólico por su misma naturaleza. En ocasiones la caracterización es exacta, pero los crímenes rara vez son el motivo para exigir medidas contundentes contra un blanco seleccionado. Una de las muchas fuentes de pruebas de ello es la fácil transición que puede realizar un estado de ser amigo y aliado favorecido (que comete irrelevantes crímenes monstruosos) a convertirse en encarnación del mal que debe ser destruida (por esos mismos crímenes).


  Una reciente ilustración es Saddam Hussein. La apasionada denuncia de los espantosos crímenes de Saddam que impulsó a Estados Unidos a castigar al pueblo de Irak se las ingenió para evitar las palabras «cometidos con nuestra ayuda, porque no nos importan las atrocidades que contribuyen a nuestros fines». Como ya se ha señalado, la disciplina siguió reinando cuando llevaron a juicio a Saddam por sus delitos. El primer proceso atañía a las atrocidades que cometió en 1982, el año en que la Administración Reagan sacó a Irak de la lista de estados que apoyaban el terrorismo para que pudiera fluir ayuda militar y de otro tipo hacia el tirano homicida, una ayuda que se prolongó hasta que cometió el primer crimen que importaba: desobedecer (o posiblemente malinterpretar) las órdenes estadounidenses en agosto de 1990. Los hechos tienen poco de ignotos, pero se encuadran bajo el «acuerdo tácito general de que “sería inapropiado” mencionar aquel hecho en concreto», en palabras de Orwell[3].


  «EXCEPCIONALISMO»


  La observación de Huntington es de amplia aplicación generalizada, pero sólo constituye una parte del fenómeno. Es necesario crear impresiones erróneas no sólo de los «Grandes Satanes» del momento, sino también de la propia y única nobleza. En particular, la agresión y el terror deben presentarse como legítima defensa y entrega a unas visiones inspiradoras. El emperador japonés Hirohito se limitaba a repetir un disco rayado cuando dijo en su discurso de rendición de agosto de 1945: «Declaramos la guerra a Estados Unidos y Gran Bretaña por Nuestro sincero deseo de garantizar la supervivencia de Japón y la estabilización del este asiático, estando lejos de Nuestro pensamiento vulnerar la soberanía de otras naciones o acometer una expansión territorial». Hay pocos motivos para dudar de la sinceridad del emperador; una retórica más enaltecedora si cabe acompañó las invasiones japonesas de Manchuria y el norte de China, incluso en los documentos estatales internos. La historia de los crímenes internacionales rebosa de sentimientos parecidos. Escribiendo en 1935, bajo los nubarrones negros del asentamiento del nazismo, Martin Heidegger declaró que Alemania debía adelantarse en ese momento «al peligro de un oscurecimiento del mundo» fuera de las fronteras de Alemania, que estaba defendiendo la «suprema posibilidad del ser humano, tal y como la modelaron los griegos», de la «ofensiva activa que destruye toda categoría y todo impulso creador del mundo del espíritu». Con sus «nuevas energías espirituales» revividas bajo el dominio nazi, Alemania por fin era capaz de «emprender su misión histórica» de salvar al mundo de la «aniquilación» a manos de la «masa indiferente» del exterior, ante todo en Estados Unidos y Rusia[4].


  Hasta individuos de la mayor inteligencia e integridad moral sucumben a esa patología. En pleno apogeo de los crímenes británicos en la India y China, de los que poseía perfecto conocimiento, John Stuart Mill escribió su ensayo clásico sobre la intervención humanitaria, en el que instaba a Gran Bretaña a acometer la empresa con energía; específicamente, a conquistar más territorio incluso de India, para así adquirir un mayor control sobre la producción de opio que era necesaria para forzar la apertura de los mercados chinos y costear los gastos del Imperio. Gran Bretaña debía seguir ese curso, sostenía, aunque los europeos atrasados la «cubrirían de oprobio», incapaces de comprender que Inglaterra era «una novedad en el mundo», una nación angélica que actuaba sólo «al servicio de los demás», no deseaba «ningún beneficio para sí misma» y era «intachable y laudable» en todo lo que hacía. Inglaterra, explicaba Mill, cargaba desinteresadamente con los costes de llevar la paz y la justicia al mundo, mientras «los frutos los comparte en fraternal igualdad con la raza humana entera», incluidos los «bárbaros» que conquistaba y destruía por su propio beneficio. No es necesario entretenerse en la «misión civilizadora» de Francia y sus muchos equivalentes[5].


  El célebre «excepcionalismo estadounidense» merece cierto escepticismo; la imagen de recta excepcionalidad parece poco menos que universal. También se acerca a la universalidad la responsabilidad de las clases educadas de refrendar con la debida solemnidad la sinceridad de los elevados principios proclamados por sus dirigentes, sin mayores pruebas que las declaraciones de éstos, aunque a menudo se reconoce que sus acciones refutan de manera sistemática sus nobles visiones. Entonces afrontamos una desconcertante paradoja, que en Estados Unidos se resuelve de forma milagrosa proclamando un repentino «cambio de rumbo»: un acontecimiento que tiene lugar cada tantos años y borra la historia inconveniente como parte de la nueva andadura hacia un futuro glorioso. Uno de sus temas constantes es la dedicación a llevar la justicia y la libertad a un mundo sufriente, resucitada hace poco en forma de la pasión impulsora por «el fomento de la democracia».


  Siempre hay recalcitrantes que plantean interrogantes sobre las declaraciones oficiales de intenciones. Algunos incluso llegan tan lejos como Adam Smith, a quien no convencía la fachada de nobles intenciones de Inglaterra. Smith sostenía que «los principales arquitectos» de la política global, «nuestros mercaderes y fabricantes», han querido garantizar que «se atienda con la mayor particularidad» a sus intereses, por «perjudicial» que fuera el impacto sobre el prójimo, en especial las víctimas de su «salvaje injusticia» en la India y otras regiones, pero también incluso la población nacional. En consecuencia Smith cae dentro de la categoría de «teóricos de la conspiración», personas que atienden a los registros históricos y documentales y a las estructuras internas de poder y los intereses a los que sirven los planificadores estatales. No admiran reflexivamente la profesión de buenas intenciones, tales como la entrega al fomento de la democracia, la justicia y la libertad. Hay que erradicar su perniciosa influencia; en los estados más violentos, por la fuerza, y en las sociedades más libres, por otros medios[6].


  CREAR IMPRESIONES ERRÓNEAS


  A lo largo de los años de la Guerra Fría, estaba disponible el marco de la «defensa contra la agresión comunista» para movilizar apoyo interno a la subversión, el terror y las matanzas masivas. En la década de 1980, sin embargo, la estratagema empezaba a cojear. Para 1979, según una meticulosa estimación, «los soviéticos influían tan sólo sobre un 6 por ciento de la población mundial y un 5 por ciento del PIB mundial» fuera de sus fronteras[7]. Detalles aparte, además, el panorama general básico se hacía más difícil de rehuir. También había problemas nacionales, en especial los efectos civilizadores del activismo de los años sesenta, que tuvieron muchas consecuencias, entre ellas una menor predisposición a tolerar el recurso a la violencia, bien comprendida por la cúpula política, como revelan documentos filtrados y otras fuentes. La tarea de «crear la impresión errónea de que es a la Unión Soviética a quien se combate» afrontaba obstáculos.


  El sistema de relaciones públicas de la Administración Reagan quiso solventar el problema mediante febriles declaraciones sobre el «imperio del mal» y sus tentáculos, que en todas partes estaban a punto de estrangularnos: una versión simplificada de la «conspiración monolítica e implacable» para conquistar el mundo de Kennedy. Sin embargo, hacían falta nuevos recursos. Los reaganistas declararon una campaña a escala mundial para destruir «la malvada lacra del terrorismo» (Reagan), en particular el terrorismo internacional con respaldo estatal, una «plaga difundida por los depravados opositores a la civilización en sí [en un] regreso a la barbarie en la edad moderna» (George Shultz). La lista oficial de estados patrocinadores del terrorismo, iniciada por el Congreso en 1979, fue elevada a un lugar destacado en la política y la propaganda, con delicadas discriminaciones del tipo que ya se ha ilustrado.


  Cuando las relaciones públicas de Gorbachov se convirtieron en una amenaza más seria para los intereses estadounidenses, como había advertido Huntington, y se erosionaron los pretextos convencionales, «la “guerra a las drogas” llenó el vacío con rapidez» en Latinoamérica, dominio tradicional de la violencia directa o indirecta de Estados Unidos, para luego metamorfosearse en «narcoterrorismo» aprovechando las oportunidades prestadas por el 11-S. Hacia finales del milenio, «la asistencia militar y policial [estadounidense] en el hemisferio superaba la ayuda económica y social». Se trata de un «fenómeno nuevo», señalan los analistas: «hasta en el apogeo de la Guerra Fría, la ayuda económica excedía a la militar[8]».


  Como era de prever, las políticas «reforzaban las fuerzas militares a expensas de las autoridades civiles, […] exacerbaban los problemas de derechos humanos y generaban significativos conflictos sociales e incluso inestabilidad política». De 2002 a 2003, el número de soldados latinoamericanos adiestrados por programas estadounidenses aumentó en más de un 50 por ciento. El Mando Sur (SOUTHCOM) de las Fuerzas Armadas de Estados Unidos dispone ya de más personas trabajando en Latinoamérica que la mayoría de las principales agencias federales civiles juntas, y ahora se centra en el «populismo radical» y las pandillas callejeras como mayores amenazas. Se entrena a la policía en tácticas de infantería ligera. El adiestramiento militar extranjero se está desplazando del Departamento de Estado al Pentágono, para desembarazarlo del condicionamiento a los derechos humanos y la democracia bajo supervisión del Congreso[9].


  En septiembre de 1989, justo cuando el Muro de Berlín estaba a punto de desmoronarse, Bush I redeclaró la «guerra a las drogas» con una enorme campaña mediático-gubernamental de propaganda. Entró en vigor justo a tiempo para justificar la invasión de Panamá con el fin de secuestrar a un matón condenado en Florida por delitos cometidos en su mayor parte cuando estaba en nómina de la CIA… y de paso matar a una cantidad desconocida de personas pobres en las barriadas bombardeadas, millares según las víctimas. La «guerra a las drogas» también tuvo un importante componente nacional: de modo muy similar a la «guerra a la delincuencia», sirvió para atemorizar a la población nacional y volverla obediente cuando se impusieron políticas interiores para beneficiar a la extrema riqueza a costa de la gran mayoría.


  En 1994, Clinton amplió la categoría de «estados terroristas» para incluir a los «estados canallas[10]». Al cabo de unos años se incorporó otro concepto al repertorio: «estados fallidos», de los que debemos protegernos y a los que debemos ayudar, a veces devastándolos. Más tarde llegó el «eje del mal», al que debemos destruir en defensa propia, siguiendo la voluntad del Señor tal y como la transmitió su humilde servidor, incrementando por el camino la amenaza del terror, la proliferación nuclear y quizás el «Apocalipsis pronto».


  La retórica siempre ha presentado dificultades, sin embargo. El problema básico es que, bajo cualquier interpretación razonable de los términos —incluso las definiciones oficiales—, las categorías resultan inaceptablemente amplias, hasta el extremo de implicar a Estados Unidos más que justificar sus acciones, como exige la fidelidad a la doctrina. Hace falta disciplina para no reconocer el elemento de veracidad en la observación del historiador Arno Mayer a renglón seguido del 11-S de que, desde 1947, «Estados Unidos ha sido el mayor perpetrador de terror estatal “preventivo”» y un sinfín más de «acciones “canallas”» que han causado un daño enorme, «siempre en nombre de la democracia, la libertad y la justicia[11]».


  El concepto de «estados canallas» no es menos problemático. Hacia finales de la Administración Clinton, era evidente que para gran parte del mundo Estados Unidos se estaba «convirtiendo en la superpotencia canalla», considerada «la mayor amenaza externa individual para sus sociedades» y que «a ojos de gran parte del mundo, en realidad, el principal estado canalla a día de hoy es Estados Unidos». Cuando Bush tomó las riendas, los expertos de los medios mayoritarios dejaron de limitarse a referir la opinión del mundo y empezaron a afirmar como conclusión propia que Estados Unidos «ha asumido muchas de las características mismas de las “naciones canallas” contra las que ha […] plantado batalla». Aunque las instituciones doctrinales las mantengan a raya, las dificultades siempre andan acechando en segundo plano[12].


  También suscita problemas invocar la «guerra a las drogas» para «llenar el vacío» dejado por la erosión de los pretextos tradicionales. Uno es que la mayoría de los enfoques rentables y humanos —la prevención y el tratamiento— son objeto de sistemática desatención a favor de un aumento radical de la encarcelación en casa y la violencia en el extranjero, con poca o ninguna influencia en el precio de las drogas, y por tanto utilidad. Otra es la relación causal entre la violencia estadounidense en el extranjero y el tráfico de drogas, bien documentada en la literatura y evidente incluso a partir de la prensa diaria, una vez más hace poco en Afganistán. Conviene recordar, sin embargo, que no hay empresa narcotraficante que se acerque remotamente a la de la Gran Bretaña decimonónica, un puntal del imperio[13].


  Similares problemas enturbian la categoría de «estado fallido». Al igual que el de «estado terrorista» y «estado canalla», el concepto resulta «frustrantemente impreciso», susceptible de demasiadas interpretaciones. Una vez más, hace falta un meticuloso modelado de las pruebas para excluir a Estados Unidos a la vez que se incluye a los ejemplos deseados. Pongamos Haití, un «estado fallido» prototípico. La versión estándar de gran parte de los textos especializados —y de manera casi invariable en la prensa— es que la intervención de Clinton en 1994 «para restaurar la democracia» por desgracia «no ha conducido a la democracia sino al caos político, una represión redoblada y unas relaciones Estados Unidos-Haití deplorables». También de rigor, como en este caso, es la omisión de los hechos relevantes, en especial aquellos que revelan que la invasión de Clinton fue sólo otro paso en los esfuerzos de Washington por socavar la democracia haitiana que condujeron al caos y la represión, como se predijo de inmediato[14].


  La categoría de «estado fallido» salió a colación en repetidas ocasiones en el transcurso de la «revolución normativa» declarada en los autoproclamados «estados ilustrados» durante la década de 1990, pues les daba derecho a recurrir a la fuerza con la supuesta meta de proteger a las poblaciones de algunos estados (cuidadosamente seleccionados) de un modo que podía ser «ilegal pero legítimo». A medida que los temas dominantes del discurso político se desplazaban de la «intervención humanitaria» a la redeclarada «guerra al terror» tras el 11-S, se otorgó al concepto de «estado fallido» un alcance más amplio para que incluyera a países como Irak que supuestamente amenazan a Estados Unidos con armas de destrucción masiva y terrorismo internacional. Los textos especializados que trazan (con aprobación) las raíces históricas de la doctrina Bush han ampliado el concepto de «estado fallido» para que incluya los «vacíos de poder» que Estados Unidos se ha visto obligado a llenar por su propia seguridad, mientras los norteamericanos se «concentraban en la tarea de eliminar árboles e indios y redondear sus fronteras naturales[15]».


  Bajo este uso más amplio, no es necesario que los «estados fallidos» sean débiles. Irak no se consideraba un «estado fallido» que amenazaba la seguridad de Estados Unidos porque fuera débil. Una autoridad jurídica escribe que «se considerará asimismo que ha “fallado” el estado agresivo, arbitrario, tiránico o totalitario, por lo menos de acuerdo con las normas y estándares del derecho internacional actual». Y tiene perfecto sentido. No puede decirse que la Alemania nazi y la Rusia estalinista fueran débiles, pero se merecen la designación de «estado fallido» tanto como cualquier otro de la historia. Incluso en su interpretación más restringida, se identifica a los «estados fallidos» por su incapacidad para ofrecer seguridad a la población, garantizar derechos en casa o en el extranjero o mantener unas instituciones democráticas efectivas (y no meramente formales). A buen seguro el concepto debe abarcar también a los «estados forajidos» que se desentienden con desdén de las reglas del orden internacional y sus instituciones, construidas con esmero a lo largo de muchos años y en su inmensa mayoría por iniciativa estadounidense. Vuelven a surgir las consabidas dificultades: la categoría cubre un abanico demasiado amplio para ser doctrinalmente aceptable[16].


  La potencia mundial dominante está escogiendo por su propia voluntad políticas que tipifican a los estados fallidos, que ponen en grave peligro a la población nacional y que socavan la democracia sustantiva. En algunos aspectos cruciales, la adopción por parte de Washington de características de los estados fallidos y forajidos se proclama con orgullo. Apenas se hace algún esfuerzo por encubrir «la tensión entre un mundo que todavía quiere un sistema jurídico internacional justo y sostenible y una única superpotencia a la que en apariencia poco importa alinearse con Birmania, China, Irak y Corea del Norte […] en términos de su adhesión a una concepción absolutista y propia del siglo XVII de la soberanía» para sí misma, a la vez que rechaza como zarandaja anticuada la soberanía de los demás[17].


  El rico registro documental e histórico confirma de sobra el juicio de Huntington sobre la creación de impresiones erróneas, aunque resulte práctico aducir a la paranoia de la Guerra Fría, la ignorancia o el error. Caso a caso, descubrimos por la documentación interna y otras fuentes rigurosas que ha existido una planificación racional para fomentar los intereses nacionales dominantes. Como concluye el historiador Charles Bergquist en su revisión de las justificaciones para la intervención en Latinoamérica, «para conservar […] la fe en la democracia liberal» los analistas deben «distorsionar […] las pruebas, y transformar la coherencia racional de la política estadounidense (la defensa de los intereses capitalistas) en irracionalidad (miedo infundado al comunismo)». Lo mismo ha sido cierto también y regularmente en otras partes[18].


  COHERENCIA RACIONAL


  De manera bastante general, las indagaciones revelan que el auténtico enemigo de Estados Unidos ha sido desde hace tiempo el nacionalismo independiente, en particular cuando amenaza con convertirse en un «ejemplo contagioso», por tomar prestada la caracterización que hiciera Kissinger del socialismo democrático chileno, un virus que, según sus temores, podía infectar a otros países tan lejanos como el sur de Europa, una preocupación que compartía con Leonid Brézhnev. En consecuencia había que extirpar la fuente de contagio, como se hizo el martes 11 de septiembre de 1973, una fecha a menudo calificada como el primer 11-S de Latinoamérica. Podemos aprender mucho sobre la materia más importante —nosotros mismos— examinando los efectos de los dos 11-S en las sociedades que fueron su blanco y más allá, además de las reacciones a ellos[19].


  El 11-S de 1973, tras años de que los estadounidenses subvirtieran la democracia chilena, apoyaran el terror y «desquiciaran la economía», las fuerzas del general Augusto Pinochet atacaron el palacio presidencial de Chile. Salvador Allende, el presidente electo, murió en el palacio, al parecer por suicidio porque no estaba dispuesto a rendirse al asalto que demolió la democracia más antigua y viva de Latinoamérica y estableció un régimen de torturas y represiones. Su principal instrumento fue la organización de la policía secreta de la DINA, que los servicios de información militar estadounidenses compararon con el KGB y la Gestapo. Entretanto, Washington apoyó con firmeza el régimen de violencia y terror de Pinochet y tuvo un papel nada desdeñable en su triunfo inicial[20].


  El recuento oficial de víctimas mortales del primer 11-S es de 3200. La cifra real suele estimarse en el doble de esa cantidad. Como proporción de la población, la cifra equivalente para Estados Unidos se encontraría entre los 50 000 y los 100 000 muertos. Una investigación oficial treinta años después del golpe halló pruebas de 30 000 casos de tortura, unos 700 000 en la equivalencia estadounidense. Pinochet no tardó en tomar medidas para integrar otras dictaduras militares latinoamericanas con respaldo estadounidense en un programa internacional de terrorismo estatal llamado operación Cóndor. El programa mató y torturó sin piedad dentro de la región y se diversificó para incorporar operaciones terroristas en Europa y Estados Unidos. A lo largo de la comisión de esos crímenes, y mucho después, Pinochet recibió grandes elogios; de Ronald Reagan y Margaret Thatcher en particular, pero también mucho más amplios. El asesinato del respetado diplomático chileno Orlando Letelier en Washington, D.C., en 1976, sin embargo, fue ir demasiado lejos. Hubo que cancelar la operación Cóndor. Aun así, el veneno siguió extendiéndose. Las peores atrocidades de Argentina estaban todavía por venir, junto con la extensión del terrorismo estatal a Centroamérica por obra y gracia de los cargos políticos de Washington del momento y sus mentores inmediatos[21].


  Después del 11-S de 2001, dice el consenso general, el mundo cambió de manera irrevocable. Pero no después del primer 11-S. Quienes disfrutan de la riqueza, la libertad y el privilegio podrían preguntarse cómo habría cambiado el mundo si un golpe de Estado militar hubiera destruido la democracia más antigua del hemisferio, hubiera matado a su presidente y a más de 50 000 personas y torturado a 700 000, para después instigar una plaga de terror a lo largo y ancho del continente y más allá. También podríamos preguntarnos cómo responder ante quienes participaron en esas acciones y las encomiaron, o aquellos que las desdeñan como algo a grandes rasgos olvidable.


  El miedo al nacionalismo independiente puede alcanzar cotas impresionantes. Una ilustración es lo que el senador Baucus llamó «la absurda y cada vez más estrambótica obsesión del Gobierno con Cuba», que las administraciones Clinton y Bush II han antepuesto a la amenaza del terror, como hemos visto. Es posible que la obsesión sea estrambótica, pero no es absurda desde la perspectiva de quienes marcan las políticas. Los motivos básicos aparecen explicados en documentos internos de los años Kennedy-Johnson. Los planificadores del Departamento de Estado advirtieron de que la «existencia misma» del régimen de Castro constituye un «desafío exitoso» a unas políticas estadounidenses con 150 años de antigüedad; la amenaza no son los rusos, sino el intolerable desafío al amo del hemisferio, de modo muy parecido al crimen iraní de desafío exitoso en 1979 o el rechazo de Siria a las exigencias de Clinton. Para junio de 1960, el veterano asesor presidencial Adolf Berle, ex miembro del grupo de expertos de F. D. Roosevelt, advertía de que «esto es el fin de la Doctrina Monroe». La ferocidad y fanatismo del asalto a Cuba han sido, en verdad, llamativos, tanto que el War College del Ejército de Estados Unidos precavió en 1993 de la «innata atracción emocional» que impulsaba a los políticos de Washington que veían en Castro «la encarnación del mal que debe ser castigada por su desafío a Estados Unidos además de por otros actos reprensibles».


  El castigo al pueblo de Cuba se intensificó cuando el país quedó desamparado tras el derrumbe de la Unión Soviética, por iniciativa de los demócratas liberales. El autor de las medidas de 1992 para estrechar el bloqueo proclamó que «mi objetivo es causar estragos en Cuba» (diputado Robert Torricelli de Nueva Jersey, más tarde senador). Que ese castigo a la población era legítimo estaba establecido ya desde los tiempos de la Administración Eisenhower. «El pueblo cubano [es] responsable del régimen», explicó el subsecretario de Estado, Douglas Dillon, en marzo de 1960, de modo que Estados Unidos tenía derecho a infligirle sufrimiento por medio de la estrangulación económica. Eisenhower aprobó las sanciones económicas con la esperanza de que «si [el pueblo cubano] pasa hambre, echará a Castro». Kennedy se mostró de acuerdo en que el embargo aceleraría la partida de Fidel Castro a resultas del «creciente descontento entre los cubanos hambrientos». Además de ampliar el embargo, Kennedy inició una importante campaña terrorista ideada para llevar a Cuba los «terrores de la Tierra», la meta de Robert Kennedy, a quien se puso al mando de la operación, según su biógrafo Arthur Schlesinger. El razonamiento básico lo expuso el subsecretario adjunto de Estado Lester Mallory en abril de 1960: se retiraría a Castro «por medio del desencanto y la desafección basados en la insatisfacción económica y las privaciones [de modo que] debería adoptarse con prontitud todo medio disponible para debilitar la vida económica de Cuba [con el fin de] ocasionar hambre, desesperación y [el] derrocamiento del Gobierno[22]».


  Los dirigentes estadounidenses no podían tolerar «la negativa cubana a someterse a Estados Unidos», la reacción de «un pueblo todavía convencido de que tiene derecho a la autodeterminación y la soberanía nacional», escribe el experto latinoamericano Luis Pérez, resumiendo cuarenta años de terror y guerra económica. Los documentos ilustran unos principios que para las víctimas presentan una lógica interna y están bien establecidos y del todo claros, pero son apenas perceptibles en el mundo intelectual de los agentes.


  No fue sólo el «desafío exitoso» de Cuba el que condujo a la Administración Kennedy a castigar a la población del estado criminal. También había miedo a que se convirtiera en otro de esos «ejemplos contagiosos», como Chile y un sinfín más de objetivos de subversión, agresión y terrorismo internacional. La independencia cubana animaría a otros, que quizá contrajeran la «idea de Castro de tomarse la justicia por su mano», advirtió el asesor para América Latina Arthur Schlesinger al presidente entrante Kennedy. Eisenhower ya había expresado su preocupación al ver que Castro había «cobrado un gran prestigio en Latinoamérica», lo que significaba que «otros Gobiernos no pueden oponérsele con demasiada fuerza puesto que son endebles en lo relativo a los potenciales de acción por parte de las muchedumbres de sus propios países a las que atrae la variedad de demagogia de Castro». Los peligros son de una especial gravedad, desarrollaba Schlesinger, cuando «la distribución de la tierra y otras formas de riqueza nacional favorecen grandemente a las clases adineradas […] y los pobres y desfavorecidos, estimulados por el ejemplo de la Revolución cubana, exigen ahora oportunidades para una vida decente». El sistema entero de dominio podía venirse abajo si la idea de tomarse la justicia por su mano se extendía más allá de las orillas cubanas.


  Los servicios británicos de información, beneficiarios de una rica experiencia con la insubordinación, se mostraron de acuerdo. En junio de 1961, el Comité Conjunto de Inteligencia advirtió de que «el castrismo sigue conservando buena parte de su atractivo popular. Si, a largo plazo, la Revolución cubana consigue alcanzar un régimen estable, que parezca satisfacer las aspiraciones de las clases desfavorecidas, existirá un serio riesgo de que inspire revoluciones parecidas en otros puntos de América Latina». Las amenazas son acuciantes y persistentes, una frustración constante para los planificadores consagrados al «fomento de la democracia», revividas una vez más en la actualidad en Venezuela, y en realidad en gran parte de Suramérica[23].


  La preocupación por los virus y los contagios que éstos pueden extender ha sido un tema constante entre las grandes potencias. Sobrios estadistas europeos temían que el virus de la Revolución americana emponzoñara el orden mundial civilizado. La reacción fue mucho más furiosa cuando Haití se convirtió en el primer país libre del hemisferio en 1804, tras una lucha brutal contra las fuerzas combinadas de la civilización: Inglaterra, Francia y Estados Unidos. Su liberación resultaba especialmente terrorífica para el estado esclavista que tenía al norte, que se negó a reconocer siquiera a Haití hasta 1862, año en que también reconoció a Liberia, dos países considerados posibles lugares para enviar a los esclavos liberados. En años posteriores, Estados Unidos heredaría de Francia el papel protagonista en el tormento de Haití, que se prolonga hasta el presente[24].


  Parecidas inquietudes suscitó el virus más sobrecogedor de todos, cuando Rusia se liberó de Occidente en octubre de 1917. El presidente Wilson y el primer ministro británico, David Lloyd George, temían que el virus bolchevique infectara otros países, incluso Estados Unidos e Inglaterra. Esas inquietudes duraron hasta entrada la década de 1960, cuando la economía soviética empezó a estancarse, gracias en gran medida a los enormes programas militares emprendidos en reacción a la escalada militar de Kennedy y su negativa a plantearse los ofrecimientos de una drástica reducción mutua de armas ofensivas que planteó el jefe de Estado ruso, Nikita Jruschov, que esperaba evitar una carrera armamentística que devastaría a la mucho más débil economía soviética. Ambos bandos habían entendido que la Unión Soviética era más débil en la vertiente militar (y por supuesto en la económica).


  El tema que fue el hilo conductor de la Guerra Fría ha sido descrito con exactitud por una de las figuras más respetadas en ese ámbito de estudio, John Lewis Gaddis, que remonta sus orígenes de forma plausible a 1917-1918. La inmediata intervención aliada de 1918 fue virtuosa en su propósito, explica: a Woodrow Wilson lo inspiraba «por encima de todo» su ferviente deseo de «asegurar la autodeterminación en Rusia»; es decir, mediante la instalación forzosa de los dirigentes que elijamos. De acuerdo con esa misma recta visión, Estados Unidos estuvo consagrado a la autodeterminación para Vietnam y Centroamérica, el Kremlin se comprometió con la autodeterminación de Afganistán y Europa del Este y así a lo largo de la historia, como solían proclamar los visionarios al mando[25].


  La invasión occidental de 1918 fue en verdad en legítima defensa, explica Gaddis, de forma muy parecida a la liberación de Florida de Jackson y Adams en defensa propia contra negros fugitivos e indios descontrolados. Occidente emprendió su asalto «en respuesta a una intervención profunda y potencialmente trascendental del nuevo Gobierno soviético en los asuntos internos, no sólo de Occidente, sino de la práctica totalidad de los países del mundo», o sea, «el desafío de la Revolución —que a duras penas podría haber sido más categórico— a la supervivencia misma del orden capitalista». En consecuencia, «la seguridad de Estados Unidos [estaba] en peligro» ya en 1918. Gaddis critica a los historiadores soviéticos que consideran la intervención «escandalosa, antinatural e incluso una violación de las normas jurídicas que deberían imperar entre naciones». Eso es manifiestamente absurdo, responde él. «No puede quererse todo», quejarse de una invasión occidental mientras «se organizaba el desafío revolucionario más profundo del siglo contra Occidente»… cambiando el orden social en Rusia y proclamando intenciones revolucionarias.


  Después de la Segunda Guerra Mundial, prosigue Gaddis, la agresión rusa adoptó una expresión más virulenta, a medida que «el creciente éxito de los partidos comunistas en Europa occidental, el Mediterráneo oriental y China» suscitaba justificadas y renovadas «sospechas sobre el comportamiento de la Unión Soviética», aunque la popularidad de los partidos «creciera ante todo por su eficacia como combatientes de la resistencia contra el Eje». El atractivo de la resistencia antifascista exigió que Estados Unidos y Gran Bretaña actuaran con rapidez, y a menudo brutalidad, para desmantelar la resistencia y sus logros, sobre todo en el norte de Italia, donde los trabajadores se habían apropiado de fábricas y empezaban a florecer los gérmenes de una sociedad libre autogobernada. El primer memorando del Consejo Nacional de Seguridad (NSC), en 1947, planteaba la intervención militar en Italia si los comunistas adquirían el poder por medios legales, una posición reiterada en el NSC 5411/2 de 1954. La subversión de la democracia italiana prosiguió de manera activa al menos hasta entrada la década de 1970. Una tarea más general en las zonas liberadas era socavar el movimiento obrero y la izquierda, a la vez que se restauraba gran parte de la estructura política y económica tradicional, a menudo reinstaurando a colaboradores fascistas en posiciones de poder. Las iniciativas para subvertir la democracia se prolongaron durante muchos años, en especial en el sur de Europa. También se volcaron sustanciales esfuerzos para ahuyentar la amenaza de una democracia genuina en Japón[26].


  En los años de posguerra, los temores de infección de Washington se extendieron mucho más, a medida que Estados Unidos se convertía en la potencia mundial dominante, suplantando a Gran Bretaña. Se invocó de inmediato la teoría del virus-dominó, bajo la Doctrina Truman, para justificar masacres en Grecia y la reinstauración del orden tradicional, incluidos los colaboradores de los nazis. Por motivos similares, Washington respaldó la instauración del primer Gobierno europeo fascista de posguerra, en Grecia en 1967, al que siguió apoyando hasta el derrocamiento de la dictadura en 1974. El concepto se esgrimió de forma repetida para justificar la destrucción de regímenes parlamentarios y la imposición de dictaduras homicidas a lo largo y ancho de gran parte del mundo con el fin de garantizar la «estabilidad» y el control de recursos vitales (el petróleo de Oriente Medio, en el caso de Grecia en la década de 1940).


  En 1948, George Kennan, director de Planificación Política del Departamento de Estado, advirtió de que, si Indonesia caía bajo el «comunismo», podía ser una «infección [que] se extendería hacia el oeste» a lo largo de todo el sureste asiático. Por esos motivos, sostenía Kennan, «el problema de Indonesia [es] el asunto más crucial del momento en nuestra lucha con el Kremlin»… que tenía poco que ver con Indonesia, aparte de servir para crear impresiones erróneas. La amenaza de una «Indonesia comunista» era lo bastante grave para que la Administración Eisenhower apoyara una rebelión militar, ante todo por miedo a la democracia: lo que los especialistas llaman un «partido de los pobres» estaba adquiriendo demasiado respaldo político para sentirse cómodos. No se superó la amenaza de la democracia hasta el golpe de Estado de Suharto en 1965 y la enorme carnicería que lo siguió de inmediato, cuando se estableció uno de los regímenes más brutales de finales del siglo XX. No hubo mayores preocupaciones por la democracia o por unas violaciones de los derechos humanos y unos crímenes de guerra estremecedores. Suharto siguió siendo «un tío de los nuestros», como lo describió la Administración Clinton, hasta que cometió su primer crimen de verdad, en 1998: hacerse de rogar con las órdenes del FMI y perder el control sobre la población. Llegado ese punto la secretaria de Estado, Madeleine Albright, le hizo saber que había llegado el momento de una «transición democrática», aunque algunos, como el defensor de siempre de Suharto, Paul Wolfowitz, lo seguían encontrando meritorio[27].


  Las guerras de Indochina están cortadas por el mismo patrón. Las justificaciones aducidas fueron las de costumbre, aunque hubo que construir la «defensa contra la agresión comunista» en términos bastante amplios. Era necesario dar la imagen de que Francia defendía Vietnam de la agresión vietnamita a la vez que intentaba reconquistar su antigua colonia. Así, el premio Nobel de la Paz canadiense Lester Pearson identificó la amenaza exterior contra Vietnam como «la autoridad colonial rusa», aunque a la vista no hubiera rusos, sino decenas de millares de soldados franceses armados por Estados Unidos. Los jefes del Estado Mayor Conjunto de Estados Unidos definieron la «agresión» en el sureste asiático de un modo que incluía la «agresión distinta a la armada, es decir, guerra política o subversión». Adlai Stevenson y John F. Kennedy clamaron contra la «agresión interna» y un «asalto realizado desde dentro […] manipulado desde el norte». Por el norte se entendía la mitad septentrional de Vietnam, dividido por Estados Unidos después de saltarse el acuerdo internacional de 1954 sobre la unificación y las elecciones (las cuales, reconocía, no habrían salido como tocaba[28]).


  En enero de 1963, tras la lectura de unos partes de éxitos militares, Kennedy informó al país de que «en Vietnam del Sur se ha embotado la punta de lanza de la agresión». Su cercano asesor, el historiador Arthur Schlesinger, describió 1962 como «un año no del todo malo», con «la agresión contenida en Vietnam»; 1962 fue el año en que Kennedy envió a las Fuerzas Aéreas estadounidenses a bombardear Vietnam del Sur, autorizó el uso de napalm y la guerra química para destruir cosechas de alimentos y cobertura terrestre para la resistencia indígena e inició los programas para enviar a millones de survietnamitas a lo que en la práctica eran campos de concentración, donde poder «protegerlos» de los guerrilleros a los que, reconocidamente, apoyaban. Las fuentes primarias de la propia Administración revelan que las principales provincias del Sur las estaban tomando unas fuerzas indígenas impulsadas a la resistencia por la brutal represión del estado cliente de los norteamericanos en el Vietnam meridional, con apenas un apoyo reacio de la parte norte del país dividido. Los documentos públicos e internos hasta el asesinato de Kennedy en noviembre de 1963 no revelan indicio alguno de cejar en su empeño de que Estados Unidos mantuviera el rumbo hasta alcanzar la victoria sobre «el asalto desde dentro». Cuando la guerra se volvió muy impopular a finales de los años sesenta, en especial después de que la ofensiva vietnamita del Tet de 1968 pusiera a sectores de la elite en contra de ella, los memorialistas realizaron una revisión radical de sus crónicas, a la vez que ellos y otros elaboraban «recuerdos» en apoyo de la visión, doctrinalmente más aceptable, de que Kennedy y los demás eran palomas en secreto. Muy en secreto. No hay un solo rastro creíble de ello en la documentación[29].


  Los recientes esfuerzos por sostener la imagen de Kennedy como secreta paloma se han sacado de la manga unos pocos retazos de pruebas, que son interesantes por sus presuposiciones: definen implícitamente como «paloma» a alguien que insiste en estar seguro de la victoria antes de retirarse, la posición de Kennedy en todo momento. Uno de los escasos ejemplos de evidencias nuevas no triviales que aducen esos esfuerzos es un comunicado de la Casa Blanca en el que se encomienda a John Keneth Galbraith, el embajador en la India, comunicar al ministro de Exteriores M. J. Desai «que si Hanoi da algún paso para reducir la actividad guerrillera, nosotros actuaremos en consonancia» y que si Hanoi «cesara por completo la actividad, nos retiraríamos a una condición normal[30]». En pocas palabras, si Hanoi encontraba de algún modo una manera de poner fin a la rebelión indígena contra el estado de terror impuesto por ellos, Estados Unidos dejaría en paz a su cliente y se conformaría con la victoria. El Kremlin habría estado encantado de transmitir una oferta similar a propósito de Afganistán en la década de 1980.


  Los auténticos motivos del asalto estadounidense sobre Indochina son convencionales. Washington temía que un Vietnam independiente fuera un virus que contagiara a otros, tal vez incluso a Indonesia, tan rica en recursos, y con el tiempo llevara a Japón —el «superdominó», en términos del historiador de Asia John Dower— a incorporar un territorio continental asiático independiente que se convertiría en su centro industrial. Eso, a todos los efectos, habría establecido el Nuevo Orden que Japón pretendió crear por medio de la conquista en la década de 1930. Estados Unidos no estaba dispuesto a perder la fase en el Pacífico de la Segunda Guerra Mundial al poco de su victoria militar. El registro diplomático previo a la Segunda Guerra Mundial indica que no había objeciones fundamentales al Nuevo Orden de Japón siempre que Estados Unidos conservara libre acceso a él. Con sus mucho más amplias ambiciones posbélicas, Washington tenía la intención de proporcionar a Japón «un imperio de algún tipo hacia el sur», en expresión de George Kennan, algo así como el Nuevo Orden pero dentro del sistema global dominado por Estados Unidos, y por tanto aceptable. Otras «funciones» de la región, como perfiló el personal de Kennan, eran garantizar que los británicos tuvieran acceso a los recursos de sus ex colonias asiáticas y facilitar los patrones de «comercio triangular» que debían ser la base de la reconstrucción europea de posguerra y la creación de mercados y oportunidades de inversión para las corporaciones norteamericanas, que a la sazón entraban en el escenario multinacional. De no contenerse, el virus vietnamita podría haber desbaratado esos planes[31].


  El modo correcto de tratar con un virus es destruirlo y vacunar a quienes pudieran haberse contagiado. En este caso, el virus se destruyó arrasando Indochina. Después se vacunó a la región en general mediante el establecimiento de draconianas dictaduras militares en los países susceptibles de contagio. A Indonesia se la protegió con la «espeluznante carnicería masiva» de 1965, un «rayo de luz en Asia», anunció con regocijo The New York Times. La reacción plasmaba la indisimulada euforia occidental ante el resultado de la masacre de centenares de miles de personas, en su mayoría campesinos sin tierras, y la destrucción del único partido político de masas, el Partido Comunista Indonesio, cuando se abrió el país a la libre explotación occidental mediante unos crímenes que la CIA comparó a los de Hitler, Stalin y Mao[32].


  McGeorge Bundy, asesor de seguridad nacional de Kennedy y Johnson, articuló la lógica esencial de las guerras de Indochina. Observó en retrospectiva que «nuestro esfuerzo» en Vietnam fue «excesivo» después de 1965, cuando Indonesia quedó a salvo y vacunada[33]. Se habían alcanzado los objetivos básicos de la guerra. Hacia finales de la década de 1960 la comunidad empresarial estadounidense había cobrado conciencia de que era vano prolongar la guerra, que para entonces estaba perjudicando la economía norteamericana, ante todo porque el movimiento antibélico obligaba a Washington a seguir una costosa política de «cañones y mantequilla» en lugar de convocar una movilización nacional que podría haber resultado beneficiosa para la economía, como sucediera durante la Segunda Guerra Mundial, una contienda popular. La opinión de la elite y la política del Gobierno se desplazaron en consonancia.


  De un lado a otro del espectro político se califica el resultado de «derrota estadounidense», lo cual es cierto si nos ceñimos a los objetivos máximos: Estados Unidos no logró imponer estados clientes en Indochina, y es posible que la «credibilidad» de su poder padeciera un menoscabo marginal. Sin embargo, en términos de sus objetivos de guerra básicos, Estados Unidos venció, como era de esperar si se tiene en cuenta la enorme disparidad de medios de violencia.


  La versión pública de la teoría del dominó sostenía que Ho Chi Minh conquistaría el sureste asiático, Nicaragua se apoderaría de Centroamérica y al cabo de poco las hordas se abalanzarían sobre Tejas, con los rusos apenas un paso por detrás, etcétera. Esa versión pública suele abandonarse como un «error bienintencionado» una vez que ha cumplido su función de crear impresiones erróneas en casa. La versión interna de la teoría del dominó, sin embargo, nunca se descarta, porque resulta plausible: un desarrollo independiente exitoso y unos pasos hacia la democracia, fuera del control estadounidense, bien podrían ejercer un efecto dominó al inspirar a otros que afrontaban problemas parecidos a seguir el mismo curso, con lo que erosionarían el sistema global de dominio. Por eso se consideraba necesario vender la intervención creando la impresión errónea de que es a la Unión Soviética a quien se combate, o a China, el eje sinosoviético, los hunos (el pretexto de Woodrow Wilson para invadir Haití y la República Dominicana), los narcotraficantes o cualquier cosa que pueda sacarse a colación. En lo tocante a estos asuntos, el registro documental es rico y de una notable coherencia.


  Tales impresiones erróneas suelen aportar el marco no sólo para el discurso político, sino también para los servicios de información. El ejemplo más llamativo, bastante más significativo que el tan debatido caso de Irak, quizá sea el que revelan los Papeles del Pentágono. Cuando Washington decidió apoyar la reconquista francesa de Vietnam, se dio instrucciones a los servicios secretos de demostrar que la resistencia del Viet Minh era una mera herramienta de Rusia o China (o las dos). Con grandes esfuerzos, el espionaje fue capaz de descubrir tan sólo que Hanoi parecía ser el único lugar de la región que carecía de esos contactos. Eso se tomó como una prueba de que Ho Chi Minh era una marioneta tan leal que tenía «dispensa especial», sin necesidad de instrucciones. Los servicios estadounidenses de información fueron tan profundamente adoctrinados que, en el periodo de dos décadas recogido en los Papeles del Pentágono, hasta 1968, apenas fueron capaces de concebir siquiera la posibilidad de que Vietnam del Norte estuviera obrando en pos de intereses nacionales en lugar de como leal marioneta de sus amos, algo apenas controvertible, se piense lo que se piense de Hanoi. La resistencia de Vietnam del Sur (FLN) era desechada sin más, salvo sobre el terreno, donde era la presencia dominante[34].


  «PODER INDISCUTIDO»


  Antes de la Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos, aunque fuera la economía más rica del mundo con diferencia, no había sido un actor global de primer orden. Su alcance abarcaba su propia región, con incursiones en el Pacífico y, para la década de 1920, iniciativas para empezar a adquirir una parte de los inmensos recursos energéticos de Oriente Medio. Sin embargo, antes incluso de que entraran en la guerra, los planificadores y asesores de política exterior de alto nivel reconocieron que deberían ser capaces de «poseer un poder indiscutido» en el nuevo sistema global, que garantizara la «limitación de cualquier ejercicio de soberanía» por parte de estados susceptibles de interferir en sus designios. También desarrollaron «una política integrada para conseguir la supremacía militar y económica de Estados Unidos» en la «Gran Zona», que debía incluir por lo menos el hemisferio occidental, el antiguo Imperio británico y Extremo Oriente. A medida que avanzaba la guerra y quedaba claro que «el poder militar soviético […] había aplastado al Reich de Hitler», la planificación de la Gran Zona se amplió para incluir tanta superficie de Eurasia como fuera posible[35]. Desde entonces el mundo ha experimentado muchos cambios drásticos, pero no menos llamativa —y de trascendental significado para el futuro— es la continuidad fundamental de esas políticas, con modificaciones tácticas y variaciones de las justificaciones para adaptarse a las circunstancias.


  Durante la Segunda Guerra mundial, Yósif Stalin se convirtió en un aliado, el querido «Tío Joe», mientras Rusia contenía primero y luego rechazaba la marea nazi. «No puede insistirse demasiado —escribe el historiador Omer Bartov— en que, criminal y odioso como sin duda era el régimen de Stalin, sin el Ejército Rojo y su terrible sacrificio de sangre, la Wehrmacht no habría sido derrotada y el nazismo habría pervivido como un hecho en Europa durante muchas generaciones[36]». El especialista en Roosevelt, Warren Kimball, concluye que «cuando las evaluaciones militares señalaron que sólo el Ejército Rojo podía alcanzar la victoria sobre Hitler en una guerra terrestre, la ayuda a la Unión Soviética se convirtió en una prioridad presidencial», sobre la premisa de que el Ejército ruso desgastaría a Alemania y mantendría a los soldados estadounidenses fuera de una guerra terrestre. La estrategia de Roosevelt era que Estados Unidos fuera la reserva, confió en privado. Pese a ello, «Roosevelt trató el programa de ayuda a Rusia más como una cuestión de “buena fe” que por su valor para el esfuerzo bélico soviético», añade Kimball, que estima su valor en cerca de un 10 por ciento de la producción rusa, lo que lo hacía crítico pero secundario dentro de los planes más amplios de Roosevelt. Su designio, inalterado hasta el final, observa Gaddis, era que los aliados estadounidenses «realizaran la mayor parte del combate» en Europa, con el fin de «mantener las bajas [estadounidenses] en niveles mínimos». Por «aliados» se entendía ante todo los rusos: por cada soldado estadounidense que murió librando la guerra, «lo hicieron unos sesenta rusos». Una intención correspondiente, en gran medida realizada, era que en el Pacífico Estados Unidos gozara de un dominio total, sin interferencia de los aliados o siquiera participación de «las principales víctimas de la agresión japonesa[37]».


  En las primeras etapas de la guerra, la visión de Harry Truman era sencilla: «Si vemos que Alemania va ganando deberíamos ayudar a Rusia, y si es Rusia la que gana deberíamos ayudar a Alemania, y así dejarles matar a tantos como sea posible», lo que el politólogo Timothy Crawford califica de «estrategia fundamental [para] prolongar la guerra». La visión por lo general pragmática de Truman se veía atemperada, sin embargo, por el genuino afecto y admiración que le inspiraba «el viejo Joe», al que consideraba «un tipo decente [que] no puede hacer lo que quiere» porque, como explicó en 1948, es «un prisionero del Politburó». Truman dejó de expresar esas opiniones en público cuando sus asesores le convencieron de que hacerlo era un «error perjudicial». Sin embargo, en privado siguió describiendo al viejo Joe como «honesto» y «franco», «tan parecido a Tom Pendergast como cualquier hombre al que conozca», en referencia al jefe de Misuri que lanzó su carrera política. Como presidente, Truman tenía la impresión de que podía entenderse con el tirano siempre que Estados Unidos se saliera con la suya en un 85 por ciento de las ocasiones[38].


  Los planificadores bélicos adoptaban una perspectiva mucho menos halagüeña. Los británicos, en particular, consideraron la alianza occidental-soviética para la guerra una «aberración» desde el primer momento. Desde principios de 1944 los servicios militares de información occidentales «señalaban a los soviéticos como el próximo enemigo» y les ocultaban información crucial sobre las fuerzas alemanas, a la vez que obtenían datos «extraordinariamente detallados y precisos» sobre las fuerzas militares rusas. Casi toda cooperación informativa entre occidentales y rusos cesó hacia finales de 1944, y los servicios secretos británicos y estadounidenses empezaron a recopilar datos para ataques aéreos contra Rusia. El mariscal de campo sir Alan Brooke, jefe en tiempos de guerra del Estado Mayor Imperial, siempre había despreciado lo que él llamaba «esa raza semiasiática», quizá casi tan degradada como los «esclavos enanitos amarillos» de Japón que asqueaban a sir Alexander Cadogan, el alto cargo del Foreign Office. Brooke concluyó en 1943 que la Unión Soviética «no puede sino convertirse en la principal amenaza» después de la guerra, de modo que sería necesario «apadrinar a Alemania, hacerla crecer poco a poco e incorporarla a la Federación de Europa Occidental», aunque fuera una política difícil de ejecutar «bajo el manto de una santa alianza entre Inglaterra, Rusia y Estados Unidos». Richard Aldrich observa que «al igual que Harry S. Truman en Washington», Brooke y su lugarteniente, el general Henry Ponwall, «se regodeaban viendo [a Alemania y Rusia] enfrentarse con saña». Hacia finales de 1944, las Fuerzas Armadas británicas estaban elaborando planes de guerra, que incluían el rearme de Alemania, para el ataque planeado contra Rusia. Los servicios de información británicos también descubrieron «apreciaciones “supersecretas” de la Unión Soviética como próximo enemigo que circulaban por Washington[39]».


  En mayo de 1945, al terminar la guerra contra Alemania, Churchill ordenó que se prepararan planes de guerra para la operación Impensable. Su «objetivo declarado era “la eliminación de Rusia”», escribe Aldrich. Los planes, que no se desclasificaron hasta 1999, «disponían un ataque por sorpresa de centenares de miles de efectivos británicos y estadounidenses, acompañados por 100 000 soldados alemanes rearmados», mientras que la Real Fuerza Aérea (RAF) «atacaría las ciudades soviéticas desde bases en el norte de Europa». No tardarían en añadirse armas nucleares a la mezcla. Antes Cadogan había despotricado sobre que los rusos están «dominados por una suspicacia casi demente» que exige «una paciencia infinita» mientras intentamos tratar con ellos «como si los tuviéramos por seres humanos razonables[40]».


  Se trata de un dilema persistente en los intentos de tratar con los «no pueblos» del mundo. Treinta años después de las atrocidades criminales que dirigió, Robert McNamara seguía desconcertado por la renuencia de la resistencia survietnamita a abandonar las armas e integrarse en un «Vietnam del Sur independiente y no comunista», siguiendo el ejemplo de Indonesia, que había «invertido el rumbo» tras la muerte de «300 000 o más miembros del PKI […] y en ese momento se hallaba en manos de los nacionalistas independientes encabezados por Suharto[41]».


  ¿Cómo era posible que los vietnamitas no apreciaran las ventajas del brillante futuro que McNamara les recomendaba? La respuesta tal vez sea la que ofreció Kissinger en sus reflexiones de esa misma época sobre «el problema más profundo del orden internacional contemporáneo», que no tenía nada que ver con el hambre o la guerra, sino más bien con la «diferencia de perspectiva filosófica» que separa a Occidente, que «está profundamente comprometido con la noción de que el mundo real es externo al observador», del resto del mundo, que todavía cree «que el mundo real es interno casi por completo respecto del observador». Quizá por eso los vietnamitas no reaccionaban con racionalidad a nuestro empeño de llevarlos a bombazos a la mesa de negociación en la que les ofrecíamos el destino del PKI en la Indonesia independiente. Los rusos, proseguía Kissinger, ocupan una precaria posición a horcajadas de esa gran brecha de perspectiva filosófica. Además, presentan una especial dificultad en el trato por culpa de su ilusión de «que factores “objetivos” como la estructura social, el proceso económico y por encima de todo la lucha de clases son más importantes que las convicciones personales de los estadistas». De ahí que no «acepten las profesiones de buena fe al pie de la letra», como hacemos nosotros[42].


  Pocos años después del final de la Segunda Guerra Mundial, las evaluaciones británicas empezaron a cambiar. Para 1951, el director saliente de los servicios de información navales, el vicealmirante Eric Longley-Cook, informaba al «círculo más íntimo [de que] los impasibles rusos constituían una fuerza para la estabilidad en el sistema mundial», que pretendía alcanzar sus objetivos por «medios psicológicos o económicos pero “no una ofensiva militar general”». Sugería que «la principal amenaza para la estabilidad estratégica y en verdad la supervivencia del Reino Unido procedía de Estados Unidos», que se está preparando para «una guerra real con la Unión Soviética» de la que Estados Unidos estaría a salvo, mientras que Gran Bretaña quizá resultara destruida[43].


  La retórica del memorando 68 del Consejo Nacional de Seguridad (NSC, según sus siglas en inglés), de haberse conocido, no habría sino exacerbado esos temores. Formulado en 1950, poco antes de la guerra de Corea, se reconoce que el NSC 68 es un documento fundacional del orden mundial contemporáneo, y los textos especializados lo citan con frecuencia, aunque por lo general pasen por alto gran parte de su contenido, como por ejemplo los datos dispersos que revelan la debilidad militar soviética respecto de Occidente y el llamativo marco retórico del documento[44]. El NSC 68 fue redactado por Paul Nitze bajo la dirección de Dean Acheson, dos de los «sabios» a los que se elogia por su sobriedad y seriedad en la creación del nuevo orden mundial del momento. Comparan el «diseño fundamental [del] estado esclavista» con el «propósito fundamental» de Estados Unidos. El «propósito implacable» y «compulsión» inherente del Estado esclavista es adquirir «autoridad absoluta sobre el resto del mundo», destruyendo todos los Gobiernos y la «estructura de la sociedad» en todas partes. Su maldad última contrasta con nuestra acusada perfección. El «propósito fundamental» de Estados Unidos es garantizar «la dignidad y la valoración del individuo» en todo el mundo. A sus dirigentes los mueven «impulsos generosos y constructivos, y la ausencia de codicia en nuestras relaciones internacionales», cualidades de particular evidencia en los dominios tradicionales de la influencia estadounidense, que han disfrutado del privilegio de «nuestros prolongados y continuos esfuerzos por crear y ahora desarrollar el sistema interamericano». De ahí la admiración por el poder estadounidense al sur de la frontera.


  En comparación con los sabios de la Administración Truman que estuvieron «presentes en la creación», la retórica sobre el Bien y el Mal que los redactores de discursos de Bush plagian de sagas antiguas y cuentos para niños se antoja bastante moderada.


  La continuidad básica de la política quedó de manifiesto una vez más cuando se vino abajo la Unión Soviética y surgieron nuevas oportunidades a la par que la necesidad de nuevas impresiones erróneas. Se redobló el asalto a Cuba, pero reformulado: ya no era la defensa contra los rusos, sino más bien la sincera dedicación de Washington a la democracia lo que exigía el estrangulamiento de Cuba y el terror con base en Estados Unidos. El repentino desplazamiento de los pretextos suscitó pocas reflexiones, en realidad ningún comentario detectable. (Como hemos visto con nuestros propios ojos, en 2003 siguieron ese modelo al dedillo tras el colapso de los pretextos para invadir Irak). La invasión de Panamá por parte de Bush a renglón seguido de la caída del Muro de Berlín en 1989 fue por sí misma poco más que una nota a pie de página en la historia de la región. Sin embargo, también revelaba cambios. Uno lo señaló el funcionario reaganiano del Departamento de Estado Elliott Abrams, al observar que «es probable que Bush esté cada vez más dispuesto a usar la fuerza» ahora que había poco miedo a que ello provocara una reacción rusa. También en Panamá hicieron falta nuevos pretextos: no la amenaza rusa, sino el narcotráfico de Noriega, un activo de la CIA de toda la vida que empezaba a mostrarse poco colaborador (adornado con un par de cuentos sobre amenazas a estadounidenses). En agosto de 1990, cuando Saddam Hussein invadió Kuwait, Estados Unidos e Inglaterra se sintieron libres para apostar una enorme fuerza expedicionaria en el desierto de Arabia Saudí como parte de sus preparativos para la invasión de enero de 1991, liberados de la disuasión de la superpotencia rival[45].


  Puesto que la guerra fría ya no estaba disponible, era necesario reformular pretextos no sólo para la intervención, sino también para el capitalismo estatal militarizado de casa. El presupuesto del Pentágono presentado ante el Congreso unos meses después de la caída del Muro de Berlín permanecía a grandes rasgos inalterado, pero venía envuelto en un nuevo marco retórico, ofrecido en la Estrategia Nacional de Seguridad de 1990. Una prioridad era apoyar la industria avanzada por los medios tradicionales, en patente contravención de las doctrinas de libre mercado que se proclamaban e imponían a los demás. La Estrategia Nacional de Seguridad reclamaba el refuerzo de «la base industrial de defensa» (en esencia, la industria de alta tecnología) con incentivos «a la inversión en nuevas instalaciones y equipo además de en investigación y desarrollo». Al igual que en el pasado, había que socializar los costes y riesgos de las fases venideras de la economía industrial y privatizar los posibles beneficios, una variedad de socialismo estatal para los ricos de la que depende buena parte de la avanzada economía estadounidense, en especial desde la Segunda Guerra Mundial, pero con precedentes en las economías avanzadas que se remontan a los primeros tiempos de la revolución industrial[46]. En las últimas décadas se ha reducido la financiación del Pentágono para investigación y desarrollo, mientras que se ha aumentado el apoyo a través de los Institutos Nacionales de Salud y otros componentes «relacionados con la salud» del sector estatal, a medida que la vanguardia de la economía del futuro se desplazaba de la industria basada en la electrónica a la basada en la biología. Puede que el veterano presidente de la Reserva Federal Alan Greenspan y otros ideólogos canten las alabanzas de la «iniciativa empresarial», el «criterio del consumidor» y el «libre comercio», pero aquellos que canalizan los fondos públicos hacia el desarrollo de la economía y quienes se benefician de esas decisiones están mejor informados[47].


  Hay quien sostiene que ocultar el desarrollo de la industria de alta tecnología bajo la tapadera de la «defensa» ha sido una valiosa contribución a la sociedad. Es posible que quienes no comparten ese desprecio a la democracia se pregunten qué decisiones habría tomado la población si la hubieran informado de las opciones reales y le hubiesen permitido escoger entre ellas. Tal vez hubiera preferido más gasto social en sanidad, educación, viviendas decentes, un medioambiente sostenible para las generaciones futuras y el apoyo a las Naciones Unidas, el derecho internacional y la diplomacia, como muestran las encuestas con regularidad. Son sólo suposiciones, puesto que el miedo a la democracia vedó la opción de permitir la entrada del público en la palestra política o incluso informarle sobre lo que se hacía en su nombre.


  Hubo que revisar la justificación para sostener el dinámico sector estatal de la economía a la luz de las nuevas contingencias que siguieron al fin de la Guerra Fría. Puesto que el motivo ya no podía consistir en la amenaza de una agresión rusa, pasó a ser «la creciente sofisticación tecnológica de los conflictos del Tercer Mundo», que «someterán a nuestras fuerzas a serias exigencias» y «seguirán amenazando los intereses estadounidenses» aun sin «el telón de fondo de la competencia entre superpotencias». La misma revisión era necesaria para la segunda función del Pentágono: garantizar la «estabilidad» global, palabra en clave para la obediencia. En la «nueva era» surgida tras la Guerra Fría, explicaba la Administración, «prevemos que nuestras Fuerzas Armadas seguirán constituyendo un puntal esencial del equilibrio global, pero de forma menos prominente y de modos distintos. Vemos que las exigencias más probables para el uso de nuestras fuerzas militares tal vez no tengan que ver con la Unión Soviética y tal vez se encuentren en el Tercer Mundo, donde tal vez hagan falta nuevas capacidades y enfoques»; en realidad, los mismos enfoques de siempre pero con nuevos pretextos para acompañar a las nuevas capacidades. «En el futuro, esperamos que las amenazas no soviéticas a los intereses [de Estados Unidos] exijan una atención incluso mayor»; de hecho, una atención comparable pero adaptada a las circunstancias, tanto en las palabras como en los hechos. Como antes, debemos disponer de los medios necesarios «para reforzar nuestras unidades de despliegue avanzado o proyectar poder hacia zonas donde no contemos con una presencia permanente». Es necesario, sobre todo en Oriente Medio, a causa de «la dependencia del mundo libre de las reservas energéticas de esa crucial región», donde las «amenazas a nuestros intereses» que exigen actuación militar directa no pueden «achacarse al Kremlin», en contradicción con décadas de fingimiento, archivado ya como inútil. Las súbitas revisiones no suscitaron ningún comentario. En aquella época Saddam Hussein no se contaba entre las amenazas no soviéticas, sino que seguía siendo un amigo y aliado favorito y receptor de amplia ayuda y apoyo[48].


  Los mandos militares se hicieron eco de la clase política y recalcaron que el final de la Guerra Fría no conllevaría un cambio significativo de las políticas de seguridad: «En realidad, la mayoría de las crisis a las que hemos reaccionado desde el final de la Segunda Guerra Mundial no ha presentado una implicación directa de la Unión Soviética», observó el general de Marines A. A. Gray, con total exactitud, en mayo de 1990. Los problemas siguen siendo, como antes, las insurgencias resultantes de «la creciente insatisfacción del mundo subdesarrollado ante la brecha entre naciones ricas y pobres» que puede «poner en peligro la estabilidad regional y nuestro acceso a recursos económicos y militares vitales» de los que Estados Unidos y sus aliados serán «cada vez más dependientes». En consecuencia debemos «mantener dentro de nuestra estructura de fuerzas activas una capacidad creíble de proyección de poder militar, con flexibilidad para responder al conflicto en cualquier escala de violencia y en todo el planeta», para garantizar el «acceso sin impedimento» tanto a «los mercados económicos en vías de desarrollo de todo el mundo» como «a los recursos necesarios para satisfacer nuestras exigencias de fabricación[49]».


  Este ideario básico permanecía en vigor una década más tarde. Las proyecciones de inteligencia del nuevo milenio esperan que la «globalización» (en el sentido doctrinal estándar) siga su curso. «Su evolución será accidentada, marcada por la volatilidad financiera crónica y una brecha económica en expansión». Acarreará «un estancamiento económico, una inestabilidad política y una alienación cultural cada vez más profundos» que «propiciarán el extremismo étnico, ideológico y religioso, junto con la violencia que a menudo lo acompaña», gran parte de ella dirigida contra Estados Unidos. Una actualización de Inteligencia de 2004 pronostica que «las percepciones de las contradicciones e incertidumbres de un mundo globalizado adquirirán una mayor relevancia si cabe que en la actualidad», a medida que «se ensanchan las brechas entre los países beneficiados por la globalización […] y aquellas naciones subdesarrolladas o bolsas de subdesarrollo dentro de las naciones que se queden atrás». Resulta que las «bolsas» son inmensas, hasta extremos dramáticos en los máximos exponentes de la «globalización[50]».


  La evaluación de Inteligencia de 2004 también advierte que «a lo largo de los próximos quince años el relieve cada vez mayor de las cuestiones étnicas, viejas y nuevas», tiene «el potencial de dividir a la opinión pública mundial y suponer un desafío para los dirigentes de Estados Unidos», en materias tales como «el medio ambiente y el cambio climático, la privacidad, la clonación y la biotecnología, los derechos humanos, el derecho internacional que regula el conflicto y el papel de las instituciones multilaterales». Estados Unidos «tendrá que combatir cada vez más la opinión pública mundial, que ha experimentado un desplazamiento drástico desde el final de la Guerra Fría», una alusión velada al hecho de que la Administración de Bush II ha aumentado de manera significativa el miedo y a menudo el odio a Estados Unidos[51].


  Las observaciones de Huntington sobre la necesidad de crear impresiones erróneas para controlar a la población nacional ilustran lo que debería ser la más simple de las obviedades: cualquier observador racional debería considerar irrelevantes las profesiones de intenciones benignas de los dirigentes. Son casi universales y predecibles, y por tanto no aportan prácticamente ninguna información. Los peores monstruos —Hitler, Stalin, los fascistas japoneses, Suharto, Saddam Hussein y muchos otros— han producido conmovedores arrebatos de retórica sobre su nobleza de propósito. Lo mismo vale para «Institutos de Paz» y «Fondos para la Democracia». Si somos serios, nos preguntaremos por sus acciones y prestaremos poca atención a sus palabras, una observación elemental que ha inspirado una rica literatura, desde Pascal a Zamiatin, pasando por Orwell.


  «EL CARRO DE LA DEMOCRATIZACIÓN»


  Con todo eso presente, volvamos a Irak y el renacer de la pasión por el «fomento de la democracia» que supuestamente es el núcleo de la «gran estrategia» de Bush.


  El ministro de Exteriores de Irán dio la bienvenida a las elecciones iraquíes de 2005 con la declaración de que su país «apoya los deseos de los ciudadanos iraquíes de un Gobierno democrático, una vida próspera en una nación unificada y la esperanza de unas relaciones pacíficas con sus vecinos», un Irak plenamente soberano en una región pacífica de estados democráticos. Los observadores racionales acogerán la dedicación de Irán al fomento de la democracia con el debido escepticismo. Lo mismo debería suceder cuando Bush, Blair, Rice y sus asociados realizan declaraciones parecidas. Con mayor motivo, en realidad, por razones que cuesta cierto esfuerzo pasar por alto. La más clamorosa se articula en algunas —muy raras— ocasiones. Así, el especialista en Oriente Medio Augustus Richard Norton escribe que «a medida que las fantasías sobre las armas de destrucción masiva de Irak quedaban desenmascaradas, la Administración Bush puso un énfasis cada vez mayor en la transformación democrática de Irak, y los analistas se subieron al carro de la democratización». Antes de que las fantasías quedaran desenmascaradas, por supuesto, hubo ocasionales referencias a las consabidas devociones sobre la transformación democrática, pero no más allá de la norma habitual y vacía de sentido. En los documentos revisados por el estudio más exhaustivo de las justificaciones de la invasión de Irak, el de John Prados, términos como «democracia» ni siquiera aparecen en el índice[52].


  Hablando en plata, al pedirnos que apreciáramos la sinceridad de los elocuentes discursos sobre su repentina conversión a la «transformación democrática», los dirigentes de Estados Unidos y Gran Bretaña también nos informaban de que eran unos mentirosos descarados, ya que habían llevado sus países a la guerra por una «única cuestión»: ¿abandonará Saddam sus programas de ADM? Hacia agosto de 2003, mientras la patraña se venía abajo, la prensa informaba de que «a medida que la búsqueda de armas ilegales en Irak se prolonga sin resultados, la Administración Bush ha pasado a subrayar una base diferente para la guerra contra Saddam Hussein: usar Irak a modo de “eje” para transformar Oriente Medio y así reducir la amenaza terrorista para Estados Unidos», o para ser más precisos aumentar la amenaza terrorista, que es lo que sucedió, como confirman hasta nuestros propios servicios de información[53].


  El momento en que apareció basta para socavar la credibilidad de la «base diferente», y eso no es más que el mero principio. Aun así, la nueva base se convirtió con rapidez en el evangelio. La sinceridad de nuestro líder trascendió cualquier puesta en duda tras el discurso presidencial sobre «La libertad en Irak y Oriente Medio» en el vigésimo aniversario del Fondo Nacional para la Democracia, celebrado en Washington el 6 de noviembre de 2003. La «cuestión única» quedó relegada al olvido y fue reemplazada por la «misión mesiánica» de Bush de llevar la democracia a Oriente Medio en lo que «tal vez sea la guerra más idealista que se ha librado en los tiempos modernos», inspirada por el «idealista en jefe» Paul Wolfowitz[54].


  Con considerable esfuerzo, he hallado apenas las más infrecuentes excepciones a esta postura en los comentarios periodísticos e intelectuales, aunque es cierto que existen críticas que advierten sobre que esa visión «noble» y «generosa» tal vez esté más allá de nuestro alcance. Podría ser demasiado costosa, o los beneficiarios demasiado atrasados para aprovechar nuestra solicitud. Algunos escépticos coinciden con el profesor de Derecho de la Universidad de Nueva York Noah Feldman, a quien se asignó la tarea de formar a los iraquíes en democracia y preparar su constitución (contra su voluntad), quien advirtió que «si nos movemos demasiado rápido» —es decir, tan rápido como querían los iraquíes— «podría salir elegida la gente equivocada». En un plano más general, explicó David Brooks, como «Noah Feldman […] observa, la gente de Oriente Medio no siempre actúa con racionalidad», a pesar de nuestra paciente tutela y la de Gran Bretaña antes que nosotros[55].


  La evaluación Brooks-Feldman sobre la gente de Oriente Medio quedó demostrada en el preciso instante en que el presidente Bush revelaba de manera formal su misión mesiánica en el aniversario del Fondo Nacional para la Democracia. Un sondeo de Gallup en Bagdad ofreció a los encuestados la oportunidad de sumarse a los intelectuales occidentales y subirse al «carro de la democratización», pero hubo quien no lo hizo: un 99 por ciento. Ante la pregunta de por qué creían que Estados Unidos había invadido Irak, un 1 por ciento expresó la opinión de que el objetivo era llevar la democracia y un 5 por ciento que la meta era «ayudar al pueblo iraquí». La mayoría del resto daba por sentado que el objetivo era apoderarse de los recursos de Irak y reorganizar Oriente Medio de acuerdo con los intereses estadounidenses e israelíes, la «teoría de la conspiración» que ridiculizan los occidentales racionales, que entienden que Washington y Londres se habrían volcado exactamente igual en la «liberación de Irak» si sus principales exportaciones hubieran resultado ser la lechuga y los pepinillos en lugar del petróleo[56].


  La irracionalidad y el atraso de los habitantes de Oriente Medio han quedado de manifiesto en repetidas ocasiones, una más en septiembre de 2005 cuando la Casa Blanca envió a la especialista en relaciones públicas Karen Hughes para explicarles que no lograban entender la dedicación de Washington a su bienestar y su libertad. Sin embargo, su aplicación del «soy mamá» a la diplomacia pública no funcionó demasiado bien. El problema, explicó la prensa, era que se limitaba a «consignas concisas en lugar de argumentos prolongados. En las campañas estadounidenses, esos mensajes repetidos una y otra vez pueden obrar efecto porque un candidato presidencial domina las noticias con cualquier declaración que realice, y si eso no funciona puede invertirse un chorro de dinero en publicidad de saturación. En el entorno intenso y agitado de la región, en cambio, la señora Hughes no se acercó siquiera a las alturas dominantes de los medios de comunicación». En pocas palabras, las consignas, la amplificación mediática y la publicidad de saturación no son eficaces entre pueblos primitivos que creen que el argumento prolongado y el debate animado son componentes de la democracia. Al parecer la lección no es fácil de aprender. En un debate celebrado en la Universidad Americana de Beirut unas semanas después, Juliet Wurr, la encargada de relaciones públicas de la embajada estadounidense en el Líbano, explicó al público que Estados Unidos pretende «llegar al pueblo para conseguir los objetivos de la política estadounidense» fomentando un programa de cuatro puntos: intercambio, implicación, educación y empoderamiento. Al parecer el mensaje no caló en Beirut, donde hace tiempo que el entorno es particularmente «intenso y agitado». Está claro que la tarea del «fomento de la democracia» no es nada fácil[57].


  Aun así, Richard Norton es un poco injusto con los analistas. Algunos sí reconocen que fue sólo después de que la «única pregunta» hubiera quedado respondida de manera definitiva como no tocaba cuando «el presidente George W. Bush y el primer ministro Tony Blair empezaron a hablar con apasionamiento sobre la importancia de llevar “democracia y libertad” a Irak y Oriente Medio» en una «justificación de la guerra a posteriori» que a todas luces no puede tomarse en serio. Sin embargo, fuera de los círculos especializados y dentro de ellos de manera casi invariable, la observación de Norton resulta deprimente por exacta[58].


  Ya al margen de los tiempos elegidos, la fe en la conversión es algo difícil de sostener a la luz del comportamiento de los misioneros apenas momentos antes. Ya hemos repasado las hazañas de Bush y Blair en la evasión de los peligros de la democracia a medida que avanzaban en la invasión de Irak durante 2002. Dejando a un lado esa ilustración más bien significativa, cuesta recordar una muestra de desprecio por la democracia tan clara como la distinción entre Vieja Europa y Nueva Europa anunciada por Donald Rumsfeld durante los preparativos de la invasión y adoptada con entusiasmo por los comentaristas y la clase política. Los criterios que distinguían las categorías eran claros, contundentes y sumamente instructivos. Un criterio diferenciador ilumina el concepto funcional de democracia: la Vieja Europa está formada por los países en los que el Gobierno adoptó la misma postura sobre la guerra que la gran mayoría de la población, mientras que los Gobiernos de la Nueva Europa rechazaron mayorías incluso superiores y aceptaron las órdenes que les llegaban de Crawford, Tejas. En consecuencia hay que menospreciar a la Vieja Europa y alabar a la Nueva como esperanza para la democracia y la ilustración[59].


  Los representantes más encomiados de la Nueva Europa fueron las célebres figuras democráticas Silvio Berlusconi y José María Aznar. Berlusconi fue recompensado con una visita a la Casa Blanca, en reconocimiento del hecho de que el 80 por ciento de la población italiana se oponía a la guerra que él refrendaba (o tal vez en honor de su reconstrucción de la judicatura italiana para rehuir la condena por cargos de corrupción). Aznar recibió una compensación mayor si cabe: lo invitaron a unirse a Bush y Blair en la cumbre de las Azores, donde se anunció la invasión de Irak, poco después de que las encuestas en España revelaran que en su apoyo a la guerra contaba con el respaldo de un 2 por ciento de la población[60].


  El despliegue de odio a la democracia alcanzó su apogeo cuando el Gobierno de Turquía, para sorpresa de propios y extraños, acató realmente la voluntad del 95 por ciento de la población y rechazó las órdenes de Washington de permitir que las Fuerzas Armadas estadounidenses abrieran un frente en Irak desde su país. La prensa norteamericana criticó con ferocidad a Turquía por su carencia de «credenciales democráticas». Colin Powell anunció severos castigos por aquella deserción del buen orden. Paul Wolfowitz adoptó la posición más extrema. Reprendió al Ejército turco por no obligar al Gobierno a seguir las órdenes de Washington y exigió que la cúpula militar se disculpara y dijese «Hemos cometido un error» invalidando una opinión pública prácticamente unánime. «Veamos cómo podemos ayudar todo lo posible a los americanos», debían decir, demostrando así su comprensión de la democracia. No es de extrañar que lo declararan «idealista en jefe», cuyo único defecto tal vez fuera ser «demasiado idealista, que su pasión por los nobles objetivos de la guerra de Irak puedan imponerse a la prudencia y el pragmatismo que por lo común guían a los planificadores bélicos[61]».


  La evaluación de Wolfowitz en la prensa de elite resulta instructiva. Su «pasión es el avance de la democracia», declara Sebastian Mallaby en The Washington Post. En otra crónica admirada, Andrew Balls escribe en The Financial Times que «el fomento de la democracia ha sido uno de los temas más constantes de su carrera». No se cita prueba alguna más allá de la imagen que Wolfowitz da de sí mismo. Encareciendo las cualidades de Wolfowitz para ocupar el cargo de nuevo director del Banco Mundial en 2005, Mallaby escribe que su «principal contacto con el desarrollo procede de su etapa de embajador en Indonesia, que combinó una milagrosa reducción de la pobreza con la intervención estatal». Y su experiencia en Indonesia será de una particular importancia gracias al «nuevo consenso» de Washington que «sostiene que el principal reto de los países pobres es […] combatir la corrupción que ahuyenta la inversión privada y crear un Estado de derecho[62]».


  Un vistazo al historial verdadero resulta revelador. Jeffrey Winters, un especialista académico en Indochina, escribe que el principal logro de Wolfowitz en el ámbito económico como embajador en Indonesia fue contribuir a «sentar las bases» para el «colapso de la economía indonesia bajo Suharto, una tragedia que sumió a decenas de millones de personas en la más absoluta miseria», en 1997. La iniciativa más importante de Wolfowitz fue patrocinar «una de las desregulaciones de un sector bancario más imprudentes jamás acometidas», que condujo al derrumbe económico y la pobreza generalizada. Suharto, el favorito de Wolfowitz, entretanto se ganó «el dudoso título de ser el dirigente mundial más corrupto de la historia reciente», un «claro ganador, según la organización con sede en Londres Transparency International», tras amasar una fortuna familiar «que se estima en una cifra comprendida entre los quince y los treinta y cinco millardos de dólares estadounidenses», que lo sitúan a gran distancia del segundo clasificado, Ferdinand Marcos, de Filipinas, y del tercero, Mobutu Sese Seko, del Congo, también miembros bien considerados del fichero de delincuentes de las administraciones en las que sirvió Wolfowitz. Éste posee aún más credenciales en desarrollo, pues fue el arquitecto de la reconstrucción de posguerra en Irak, la cual, según advirtió Transparency International, «podría convertirse en el mayor escándalo de corrupción de la historia si no se adoptan con rapidez medidas antisoborno[63]». No se adoptaron, y la predicción lleva buen camino de verificarse, como hemos visto. Está claro que «Wolfie», como lo llama con afecto el presidente Bush, posee impresionantes calificaciones para llevar adelante el nuevo consenso de lucha contra la corrupción y fomento del desarrollo económico.


  El «historial de su etapa indonesia en materia de derechos humanos y democracia es incluso peor», prosigue Winters. «En una búsqueda Lexis-Nexis de toda mención a Wolfowitz en la prensa durante sus años como embajador, no existe un solo caso en que se lo cite hablando a favor de los derechos humanos o la democracia en Indonesia. En lugar de eso, lo que hace en todo momento es disculpar al régimen de Suharto, siempre centrando la atención en cuestiones de negocios, inversión y la estabilidad local y regional que Suharto contribuía a fomentar con mano de hierro». Wolfowitz no sólo intervino para «desacreditar a los periodistas australianos que centraban la atención en un aliado estadounidense homicida y torturador en el sureste asiático, sino que sermoneó a los australianos sobre el mejor modo de manejar un embrollo embarazoso […]: restarle importancia, no hacerle caso». Su «comportamiento cobarde provocó un raro reproche procedente del jefe de Gobierno australiano». Wolfowitz fue «específicamente identificado como blanco de las críticas del primer ministro Bob Hawke por sus comentarios[64]».


  La candidatura de Wolfowitz a la presidencia del Banco Mundial de inmediato «despertó críticas entre los activistas de los derechos en Indonesia». El director de la Comisión Nacional de Derechos Humanos de Indonesia, subvencionada por el Estado, hizo saber que «de todos los ex embajadores estadounidenses, a él se lo consideraba el más cercano e influyente ante Suharto y su familia. Sin embargo, nunca mostró interés en cuestiones relacionadas con la democratización o el respeto a los derechos humanos», y jamás visitó siquiera la oficina de la comisión. «Tampoco le oí ninguna mención pública a la corrupción, ni una sola», añadió el director. Otros activistas en pro de los derechos humanos y en contra de la corrupción dijeron también que «no lo recuerdan manifestándose en público contra los abusos» del régimen y que «jamás sintieron que el señor Wolfowitz estuviera de su parte». Señalaron además que Wolfowitz «siguió siendo un defensor del régimen de Suharto a lo largo de la década de 1990», mucho tiempo después de que este asesino de masas, torturador y ladrón de talla mundial hubiera sido derrocado desde dentro[65].


  El historial de la «pasión» de Wolfowitz por los derechos humanos y la democracia se remonta a sus inicios en el Departamento de Estado de Reagan y se prolonga hasta el presente, sin cambios de consideración. El especialista académico en la región Joseph Nevins escribe que, a lo largo de su temporada como embajador y en adelante, Wolfowitz continuamente «defendió políticas que socavan la democracia y los derechos humanos en el extenso archipiélago» y apoyó las espeluznantes atrocidades perpetradas por el Ejército indonesio (TNI) en el Timor Oriental ocupado. A principios de 1999, escribe Nevins, «cuando parecía que Indonesia podía plantearse abandonar Timor Oriental, Wolfowitz habló en contra de unas políticas estadounidenses que propiciaran esa posibilidad. Valiéndose del discurso que Yakarta venía empleando desde hacía tiempo, predijo que, si Indonesia se retiraba, Timor Oriental se sumiría en una guerra civil por culpa de las tensiones tribales y de clan. Sólo el TNI había impedido ese resultado, de acuerdo con él». En aquel momento, el TNI estaba efectuando una escalada de sus atrocidades, y pronto destruiría a todos los efectos prácticos lo poco que quedaba del torturado país en un paroxismo final de violencia. «Los grupos en pro de los derechos humanos informaron de continuas atrocidades militares generalizadas —prosigue Nevins—, sobre todo en Aceh y Papúa Occidental». Los dirigentes políticos y militares indonesios fueron absueltos de su responsabilidad en Timor Oriental en juicios fraudulentos condenados por las organizaciones defensoras de los derechos humanos pero tolerados sin problemas por los partícipes occidentales de sus crímenes. Al visitar Yakarta en enero de 2005, Wolfowitz reclamó un aumento de la ayuda y la formación militares estadounidenses que han sido la pesadilla de los indonesios y otros pueblos al alcance del TNI en los últimos cuarenta años. El «disfraz humanitario» de su misión era la ayuda tras el tsunami, escribe Nevins, pero su «auténtico sentido reside en su esfuerzo por reforzar los lazos estadounidenses con las brutales Fuerzas Armadas de Indonesia, el TNI, un papel que desempeña desde hace tiempo[66]».


  Bush y asociados siguieron dedicándose a la misión democratizadora del presidente también en los dominios tradicionales del poder estadounidense. En 2002 apoyaron un golpe de Estado militar para derrocar al Gobierno electo de Venezuela, presidido por Hugo Chávez, pero tuvieron que escurrir el bulto ante la abrumadora condena de Latinoamérica, donde no se considera la democracia «pintoresca» y «obsoleta» como en Washington. Después de que un levantamiento popular reinstaurara el Gobierno, Washington regresó a la subversión, bajo el disfraz de «apoyar la democracia»: un patrón familiar. Así, tras inhabilitar a Venezuela por su supuesta falta de cooperación en las operaciones antidroga de Estados Unidos en la región, Washington «renunció a aplicar los recortes en ayuda extranjera estadounidense que suelen acompañar a la “inhabilitación” para poder seguir apoyando a los grupos prodemocráticos venezolanos que se oponen al izquierdista Chávez[67]».


  El concepto es interesante. Mientras que el derecho de Washington a apoyar a los grupos antichavistas en Venezuela no puede ponerse en entredicho, es posible que se alzara alguna ceja si Irán estuviera financiando a grupos anti Bush en Estados Unidos, sobre todo si lo hiciera justo después de haber respaldado un golpe militar para derrocar el Gobierno. Al parecer también se considera una imposibilidad lógica que alguno de los grupos que apoyan a Chávez sea «prodemocrático». Eso queda demostrado por la oposición de Washington al Gobierno. En consecuencia, no puede tener ninguna relevancia el que Chávez haya ganado repetidamente elecciones y referendos supervisados a pesar de la abrumadora y enconada oposición de los medios de comunicación, el que sus índices de popularidad se sitúen en el 80 por ciento y el que la principal organización demoscópica de Latinoamérica, Latinobarómetro, revelara en 2004 que, si bien la satisfacción con la democracia prosigue su ominoso declive a lo largo y ancho del continente (en asombroso paralelismo con el avance de los programas neoliberales que socavan la democracia funcional), existían tres excepciones: la más destacada era Venezuela, donde el apoyo a la democracia crecía del 64 al 74 por ciento entre 1997 y 2004. En la actualidad el país encabeza al resto de las naciones latinoamericanas en cuanto a apoyo a su Gobierno electo[68].


  Por contraste, la mayoría de los ciudadanos estadounidenses cree que el público ejerce escasa influencia en las decisiones gubernamentales, y pocos creen que el Congreso se ajuste a «las decisiones que tomaría la mayoría de los estadounidenses». Los ciudadanos de Estados Unidos sitúan a su propio Gobierno por debajo de Gran Bretaña, Suecia, Canadá y otros países en la escala que va de nada democrático a completamente democrático[69].


  Una prueba adicional del carácter antidemocrático de los partidarios de Chávez en Venezuela fue su actuación en la Cumbre de la ONU de septiembre de 2005, donde «generó la ovación más sonora a un líder mundial de la cumbre con su ataque desenfrenado a lo que tachaba de militarismo y capitalismo estadounidenses». Esa estrafalaria caracterización de Estados Unidos como capitalistas y militaristas revela que ha «adoptado el papel de chico malo de las cumbres de la ONU». Escapa a las pantallas de radar lo que los estadounidenses pueden leer en la primera publicación de Irlanda de la pluma del veterano corresponsal en Latinoamérica Hugh O’Shaughnessy, que ayuda a explicar la base de los aplausos sin recurrir a los gimoteos estilo Bush sobre que el mundo nos odia porque somos muy buenos:


  En Venezuela, donde una economía petrolífera con el paso de las décadas ha producido una rutilante elite de superricos, una cuarta parte de los menores de 15 años pasa hambre, por ejemplo, y un 60 por ciento de los mayores de 59 carece de cualquier tipo de ingresos. Menos de una quinta parte de la población disfruta de seguridad social. Sólo ahora, bajo el presidente Chávez, el ex coronel de paracaidistas elegido para el cargo en 1998, la medicina ha empezado a adquirir visos de realidad para la mayoría empobrecida de esa sociedad rica pero profundamente dividida y prácticamente inoperante. Desde que ascendió al poder en unas elecciones democráticas y empezó a transformar el sector sanitario y de ayudas sociales que tan mal atendía a la masa de la población, los progresos han sido lentos. Sin embargo, han sido perceptibles, debido en buena medida a que Venezuela se ha unido a Cuba en una estrategia sanitaria conjunta que ha traído al país unos 20 000 médicos y otros profesionales sanitarios cubanos y los ha diseminado por el país, desde Caracas a enclaves remotos donde los doctores venezolanos se niegan a trabajar.


  La «operación Milagro» está extendiendo el modelo al Caribe, con un impacto significativo entre la mayoría pobre, al parecer[70].


  En marzo de 2004, preocupados porque las elecciones de El Salvador no salieran como tocaba, los misioneros del fomento democrático avisaron de que, si los salvadoreños tomaban la decisión equivocada, el cordón umbilical del país —las remesas de dinero desde Estados Unidos, un puntal fundamental del «milagro económico»— quizás acabara cortado, entre otras consecuencias. También aclararon su misión al ofrecer sus logros en El Salvador como modelo para Irak. En reacción a las informaciones favorables sobre esa audaz postura, uno de los más destacados especialistas académicos en Centroamérica, Thomas Walker, distribuyó un artículo de opinión entre periódicos de todo el país donde describía las «elecciones libres» bajo dominio estadounidense aclamadas por Cheney, Rumsfeld y demás. Esas elecciones, nos recuerda, «se celebraron sobre el telón de fondo de un terror patrocinado por el Estado que se ha cobrado la vida de decenas de miles de civiles inocentes, ha inutilizado la sociedad civil y ha silenciado por completo a los medios de la oposición». Los candidatos, además, estaban limitados a «un estrecho abanico desde el centro a la extrema derecha»; se amenazó a quien se abstuviera con el asesinato, y los votos se emitieron usando papeletas identificables de numeración consecutiva que se «depositaban en urnas de plástico transparente delante de soldados armados, tan diáfanas que [las papeletas] podían leerse aunque estuvieran debidamente dobladas[71]».


  Estaba claro que aquélla no era la historia que tocaba; el artículo de opinión fue rechazado. A Walker no lo sorprendió. También es el autor de los principales estudios especializados sobre Nicaragua, y a lo largo de la década de 1980, cuando el país era el tema más candente del momento, envió varios artículos de opinión al año a The New York Times. Ninguno apareció publicado. Una vez más, la historia equivocada. Un repaso de los artículos de opinión y editoriales de la prensa nacional liberal en los momentos álgidos de la cobertura de Nicaragua revelaba la consabida brecha entre halcones y palomas, mitad y mitad más o menos, lo que demostraba el equilibrio y apertura de miras de la prensa libre. Los halcones reclamaban una escalada del asalto terrorista internacional. Las palomas replicaban que la violencia no estaba funcionando, de modo que Estados Unidos debía hallar otro modo de obligar a los nicaragüenses a adherirse al «modelo centroamericano» y adoptar los «estándares regionales» de los estados preferidos de Washington, El Salvador y Guatemala, a la sazón enzarzados en un truculento terrorismo estatal. Walker y los especialistas en Latinoamérica en general no se encuadraban en aquel espectro y por tanto no se les hizo prácticamente ningún caso, a veces mediante expedientes asombrosos. Un ejemplo, que de nuevo hace incidencia en el «fomento de la democracia», fueron las elecciones nicaragüenses de 1984, que presentaron resultados doctrinalmente inaceptables —ganaron los sandinistas— y en consecuencia no se celebraron, aunque fueran objeto de una estrecha supervisión y una general aprobación, incluso por parte de observadores hostiles y una delegación de especialistas en Nicaragua enviada por la asociación profesional de estudiosos latinoamericanos: todo omitido. Uno de esos observadores fue José Figueres, de Costa Rica, que se sumó a los demás para declarar justas las elecciones de 1984 de acuerdo con los estándares latinoamericanos y también fue desoído. En un plano más general, aunque fuera un apasionado anticomunista y antisandinista y un firme partidario de Washington y los inversores empresariales estadounidenses, era del parecer que había que dejar que los nicaragüenses resolvieran solos sus problemas a su manera. En consecuencia, la máxima figura de la democracia centroamericana fue vetada de la prensa a lo largo de los años de las guerras terroristas de Reagan en la región o, de acuerdo con la versión preferida, los años de dedicación al «fomento de la democracia». Una práctica familiar, como hemos visto[72].


  Al alabar el modelo salvadoreño, los fomentadores de la democracia de la Administración Bush se olvidaron de mencionar una de las importantes contribuciones de la «guerra al terror» de Reagan. En Irak, las empresas privadas de seguridad, que constituyen el segundo contingente por tamaño de la «coalición de los dispuestos están recurriendo a cuadros experimentados de combatientes adiestrados», casi el 70 por ciento de El Salvador, se estima. Los asesinos adiestrados del aparato terrorista estatal dirigido por Reagan pueden ganarse una paga mejor ejerciendo su menester en Irak que en lo que queda de sus sociedades en casa[73].


  Los patrones familiares se han seguido desde los dominios tradicionales del poder estadounidenses en el hemisferio occidental hasta los más nuevos en Asia central. Después de las matanzas de mayo de 2005 en Uzbekistán, «los representantes de Estados Unidos han recorrido una línea muy fina, declarándose “profundamente afectados” por [los] asesinatos, pero también expresando alarma por la violencia antigubernamental. Los representantes británicos, franceses y de la Unión Europea han adoptado una postura más categórica y han denunciado la mortífera represión y reclamado que se permita investigar a los observadores internacionales». Washington se distanció incluso del leve reproche de Europa y se inclinó por un apoyo más declarado al tirano Islam Karimov, que disfruta de placeres tales como asesinar a los disidentes hirviéndolos hasta que mueren, según el ex embajador británico Craig Murray. Murray fue retirado a Londres por semejantes indiscreciones, por no hablar de su descripción de Karimov como «el hombre de George Bush en Asia central», alabado por altos cargos de su Administración y respaldado «hasta las cachas» a causa de las considerables reservas de gas y petróleo de Uzbekistán. En sus cables a Londres de 2002 y 2003, Murray había escrito: «Estados Unidos resta importancia a la situación de los derechos humanos en Uzbekistán. Una política peligrosa: el aumento de la represión combinado con la pobreza fomentará el terrorismo islámico». Y: «Vista desde Tashkent, la política estadounidense no se centra mucho en la democracia y la libertad. Tiene que ver con el petróleo, el gas y la hegemonía. En Uzbekistán Estados Unidos persigue esos objetivos mediante el apoyo a una despiadada dictadura». El Departamento de Estado concedió a Uzbekistán una evaluación de derechos humanos favorable, dijo Murray, con el fin de liberar centenares de millones de dólares en ayudas. En una carta secreta con fecha de 18 de marzo de 2003, mientras Bush y Blair lanzaban la guerra de Irak, Murray escribió: «El año pasado Estados Unidos concedió 500 millones de dólares en ayuda a Uzbekistán, cerca de una cuarta parte en concepto de ayuda militar. Bush y Powell saludaron en repetidas ocasiones a Karimov como amigo y aliado. Aun así este régimen tiene por lo menos siete mil presos de conciencia; se trata de un Estado monopartidista sin libertad de expresión, sin libertad de información, sin libertad de movimientos, sin libertad de reunión y sin libertad religiosa. Practica, de manera sistemática, las torturas más atroces sobre millares de personas. La mayor parte de la población vive en condiciones de todo punto análogas a la servidumbre medieval[74]».


  Karimov no gozaba de un respaldo lo bastante entusiasta para su gusto, sin embargo. Insatisfecho, obligó a Washington a trasladar sus bases aéreas a tiranías vecinas. «Estados Unidos intenta camuflar su retirada tras una pantalla de humo de preocupación tardía por los abusos contra los derechos humanos en Uzbekistán», escribió Murray. «De repente se ha descubierto que uno de sus aliados cortejados con mayor intensidad era —horror de los horrores— un malvado dictador. (¿Se acuerdan de Saddam?)» Resultó que el dictador prefería el estilo del presidente ruso Vladímir Putin al de sus pretendientes occidentales, aunque no todos se retiran: «De todos los ministros occidentales, el huésped más frecuente en Uzbekistán, el que alaba con menos críticas el régimen, es Joschka Fischer, el progre ministro de Exteriores alemán» y ex radical de los sesenta[75].


  Antes de la bofetada de Karimov a Washington, se esperaba de manera generalizada que Estados Unidos fuera «el salvador de este régimen autocrático moribundo», escribe David Wall, del Real Instituto de Asuntos Internacionales, y comenta el «aumento en la financiación del Gobierno uzbeko» por parte de Washington y el hecho de que «observadores independientes en el interior de Uzbekistán afirman que la presencia estadounidense en el país es hasta el doble de grande de lo que Washington está dispuesto a admitir». Al mismo tiempo, «la secretaria de Estado, Condoleezza Rice, ejerció una dispensa para permitir la continuación de la ayuda militar al cercano Kazajstán aduciendo motivos de seguridad nacional, a pesar de lo que el Departamento de Estado reconocía como “numerosos pasos atrás” en materia de derechos humanos». Washington «permanecerá “plenamente implicado” a pesar de lo que [Rice] perfiló como las muchas regresiones recientes de Kazajstán»… desde un punto de partida que ya no era lo que se dice elevado. La ayuda militar estadounidense «mejora la democracia», dijo Rice, declamando una retórica tan familiar como su siniestro significado[76].


  En el vecino Azerbaiyán, en la inauguración de un oleoducto que transportará petróleo del Caspio a Occidente por un recorrido que evita Rusia e Irán, el secretario de Energía de Estados Unidos transmitió un grandilocuente mensaje del presidente Bush: «Mientras Azerbaiyán profundiza en sus reformas democráticas y económicas de mercado, este oleoducto puede contribuir a generar un crecimiento económico equilibrado y proporcionar una base para una sociedad próspera y justa que lleve adelante la causa de la libertad». Unos días antes, The New York Times informaba: «La policía azerbaiyana golpeó con porras a los manifestantes prodemocráticos cuando los partidos de la oposición, al grito de “elecciones libres”, desafiaron la prohibición gubernamental de protestas contra el presidente Ilham Aliyev», un aliado de Estados Unidos que acababa de «ganar unas elecciones muy sospechosas para suceder a su padre, ex hombre fuerte soviético». Lo mismo puede decirse en buena medida de Turkmenistán, que Human Rights Watch describe como «uno de los países más represivos del mundo[77]».


  «En una región de bases, energía y rivalidad entre grandes potencias, los ideales exigen paciencia», explica The New York Times. Por tanto, Washington debe atemperar su pasión por la democracia y los derechos humanos[78].


  Hay buenos motivos para que las potencias imperiales y sus acólitos insistan en que debemos olvidar el pasado y mirar hacia delante: la familiar cantinela del «cambio de rumbo» que se entona cada tantos años. Sin embargo, quienes prefieren comprender el mundo, incluidas sus víctimas, reconocerán que la historia enseña muchas lecciones importantes. «Todo esto importa —escriben dos expertos en Foreign Affairs— porque la memoria —o amnesia— histórica nacional puede tener consecuencias políticas concretas. El modo en que sociedades y estados abordan su pasado afecta a su desarrollo». Eso lo entendemos muy bien, y lo encontramos con buen criterio profundamente inquietante, cuando la acusación de amnesia va dirigida contra antagonistas, como en este caso: hablan de cómo «la memoria histórica nacional» en Rusia no ha resuelto el asunto de los crímenes bolcheviques. También se ha expresado una profunda preocupación, en repetidas ocasiones, por el limitado reconocimiento japonés de sus pasadas atrocidades, entre otros casos seleccionados de acuerdo con el mismo clarísimo criterio[79].


  Preservar la «memoria histórica» limpia de disculpas no es menos importante para los vencedores permanentes, a quienes sólo sus ciudadanos pueden pedir cuentas. Eso resulta especialmente cierto cuando persisten las raíces institucionales de las prácticas del pasado. Quienes deseen entender el mundo de hoy en día tomarán nota de las acciones de Gran Bretaña desde la época en la que creó el moderno Irak por su propio interés, asegurando su dependencia, y no pasarán por alto las prácticas británicas hasta que el régimen que impuso y respaldó fue derrocado en 1958. Tampoco olvidarán la conclusión del Foreign Office en julio de ese mismo año, según la cual en el Irak dominado por los británicos «la riqueza y el poder han permanecido concentrados en manos de un puñado de terratenientes y jeques tribales ricos, congregados alrededor de la Corte en una sociedad brutalmente represiva[80]».


  El derrocamiento del régimen iraquí respaldado por los británicos por parte de Abdul Karim Qasim en 1958 fue la primera brecha en el condominio angloamericano sobre los principales recursos energéticos del mundo. Estados Unidos y Gran Bretaña reaccionaron de inmediato, tanto con acciones militares en el Líbano y Jordania como con planes secretos conjuntos para recurrir a la violencia si era necesario para garantizar que el virus del nacionalismo independiente no infectara a otros: «intervenir sin contemplaciones», en sus propias palabras, fuera cual fuese la fuente de la amenaza a su dominio. Esa planificación fue de elevada relevancia para la guerra de 1991[81].


  Las evaluaciones de los observadores imperiales cercanos exacerbaron las inquietudes suscitadas por el régimen de Qasim. Un representante de la corporación británica que controlaba el petróleo iraquí informó al Foreign Office de que las metas de Qasim iban mucho más allá de «la independencia política, la dignidad y la unidad, en fraternal cooperación con los demás árabes». También quería «aumentar y distribuir la riqueza nacional, […] fundar una nueva sociedad y una nueva democracia, [y] utilizar ese Irak fuerte, democrático y arabista como instrumento para liberar y elevar a otros árabes y afroasiáticos y contribuir a la destrucción del “imperialismo”, por lo que en gran medida entendía la influencia británica en los países subdesarrollados[82]».


  Como si eso no fuera lo bastante ominoso, existía la preocupación de que Qasim adoptara los «planes para usar los petrodólares saudíes para mejorar las condiciones de vida de los árabes pobres de todo el mundo» de Gamal Abdel Nasser. Con un Nasser ya tenían más que suficiente: «Un dictador expansionista del estilo aproximado de Hitler», proclamó el secretario de Estado Dulles, un monstruo sediento de poder cuya Filosofía de la Revolución apenas podía distinguirse del Mein Kampf. Estaba captando «la lealtad y el entusiasmo árabes en toda la región», observó con consternación el presidente Eisenhower, a la vez que advertía que estaba intentando «hacerse con el control del [petróleo de Oriente Medio], para amasar los ingresos y el poder suficientes para destruir el mundo occidental». Eisenhower aseguró al Congreso que el golpe de Estado en Irak y los desórdenes del Líbano y Jordania estaban «siendo fomentados por Nasser bajo la orientación del Kremlin». Los servicios de información comunicaban que «el sentimiento popular en el mundo árabe, incluso en estados como Arabia Saudí y Kuwait, es en general favorable al golpe iraquí y hostil a la intervención estadounidense y británica, [de modo que] existe una clara posibilidad de que se extienda la infección revolucionaria» incluso a las tiranías respaldadas por Estados Unidos que controlaban los principales recursos petrolíferos del mundo, es posible que hasta a Libia, otro importante productor de petróleo a la sazón bajo el firme control de un dictador apoyado por los norteamericanos. Washington fantaseó con la idea de que Qasim pudiera ser un contrapeso para el «comunismo», pero es improbable que ningún pensamiento de ese tipo sobreviviera a su decisión de 1961 que «arrebató más del 99,5 por ciento de la zona de concesiones» de la multinacional que controlaba el petróleo iraquí, que incluía tanto reservas probadas como posibles yacimientos que seguían inexplorados pero se suponían inmensos[83].


  El virus era a todas luces peligroso y había que destruirlo. Y así fue, en 1963. Según el ex miembro del Consejo Nacional de Seguridad Roger Morris, secundado por otras fuentes, «la Agencia Central de Inteligencia, bajo el presidente John F. Kennedy, efectuó su propio cambio de régimen en Bagdad, ejecutado en colaboración con Saddam Hussein» y el Partido Baaz. Fue «“casi a ciencia cierta una mejora para nuestro bando”, informó a Kennedy el asesor del Consejo Nacional de Seguridad Robert Komer el día de la toma del poder». Se produjeron las habituales y espantosas atrocidades, entre ellas una matanza de «sospechosos de comunismo y otros izquierdistas» usando listas cortesía de la CIA, de manera muy parecida a como sucedió en Guatemala en 1954 y en Indonesia dos años después del derrocamiento de Qasim. «Los baazistas asesinaron de manera sistemática a una cantidad desconocida de miembros de la elite educada iraquí», prosigue Morris, entre ellos «centenares de médicos, profesores, técnicos, abogados y otros profesionales, además de personalidades militares y políticas». A eso siguieron posteriores crímenes que no necesitamos relatar, con amplio apoyo de Londres, Washington y otros participantes dispuestos cuando lo consideraban útil. Al repasar la historia en vísperas de la invasión angloamericana de Irak en 2003, Morris comentaba con perspicacia: «Si una nueva guerra en Irak se antoja erizada de peligros e incertidumbres, esperen a la paz». Parecen haber surgido muchas advertencias como ésa procedentes de analistas bien informados, desoídas por Rumsfeld, Wolfowitz y asociados[84].


  Llama la atención que el miedo a la democracia iraquí persistiera sin cambios aun cuando Saddam se convirtió en enemigo en 1990. En los meses siguientes y a lo largo de la guerra, la oposición democrática dentro de Irak vio negado su acceso no sólo a Washington, sino también a la prensa[85].


  Supongamos, sin embargo, que adoptamos la convención de mandar el pasado inconveniente al olvidadero y desdeñar sus más bien claras lecciones como anticuadas irrelevancias, para adoptar la reconfortante postura de la «amnesia histórica» que deploramos en los enemigos. Asumamos entonces que en Washington y Londres se ha obrado una milagrosa conversión, como con frecuencia se ha proclamado en anteriores ocasiones, pero esta vez de verdad: Estados Unidos fomentará (o al menos tolerará) un Irak moderadamente independiente y soberano, desviándose de su coherente historial en ese y otros países. Es posible que un observador racional concluya, pese a todo, que las declaraciones del ministro de Exteriores de Irán son más creíbles que las surgidas de Washington y Londres. Irán podría vivir con un Irak más o menos democrático y soberano. Cuesta imaginar cómo podrían hacerlo Washington y Londres.


  Pensemos en las políticas que Irak probablemente adoptaría. Es posible que los iraquíes no sientan amor por Irán, pero preferirían unas relaciones amistosas con su poderoso vecino que la hostilidad y el conflicto, y es probable que se sumaran a los esfuerzos para integrarlo en la región, que estaban en marcha mucho antes de la invasión angloamericana. Además, la cúpula política y religiosa chií de Irak posee lazos muy estrechos con Irán. El éxito chií en Irak ya está reforzando las presiones en pro de la libertad y la democracia entre la oprimida y descontenta población chií de Arabia Saudí al otro lado de la frontera, tendencias que no harían sino acentuarse si se concediera a Irak cierto grado de soberanía. Los esfuerzos de los chiíes saudíes se remontan muchos años atrás, y provocaron una dura represión cuando pretendieron derrocar la brutal monarquía respaldada por Estados Unidos a principios de los años ochenta. «Creen que Osama bin Laden y los de su calaña han creado una importante oportunidad —informa The New York Times—, pues la familia real anda en la actualidad buscando modos de limitar el extremismo wahabí que hasta el momento había propiciado, pero ahora pretende derrocar el Gobierno saudí». Por primera vez, «los chiíes del este de Arabia Saudí, la única parte del Reino donde son mayoría, se preparan para adquirir un reducido grado de poder político». Resulta que también es la región donde se encuentra la mayor parte del petróleo del país[86].


  El resultado podría ser una laxa alianza dominada por los chiíes que comprendiera Irak, Irán y las regiones petrolíferas de Arabia Saudí, independiente de Washington y con el control sobre el grueso de los recursos energéticos del mundo. La pesadilla por antonomasia de Washington… casi. Podría ser peor. No es improbable que un bloque independiente de este tipo siguiera el caudillaje de Irán para desarrollar grandes proyectos energéticos conjuntos con China y la India, y quizás hasta se aliara con la Red Asiática de Seguridad Energética y la Organización para la Cooperación de Shangai. Ese bloque también podría dar pasos hacia una cesta de monedas para la denominación del petróleo, en lugar de confiar primariamente en el dólar estadounidense, una medida que podría ejercer un impacto extraordinario en la economía norteamericana y global. Un aspecto secundario es que, si Estados Unidos no puede controlar Irak, no existen garantías de que los iraquíes al mando de los inmensos recursos petrolíferos del país ofrezcan un trato preferencial a las corporaciones energéticas favorecidas[87].


  Hasta el grado limitadísimo de soberanía del que disfrutó el Gobierno iraquí tras las elecciones de enero de 2005 ofrece un atisbo de lo que podría esperarnos. En una visita oficial a Teherán, el ministro iraquí de Defensa y su homólogo iraní anunciaron «un nuevo capítulo» en sus relaciones, que incorporaba la cooperación militar transfronteriza y la ayuda iraní en el adiestramiento y mejora de las Fuerzas Armadas iraquíes, desplazando a los asesores estadounidenses y de la coalición, una maniobra que al parecer pilló a Washington por sorpresa. El ministro iraquí restó importancia a las inquietudes de Washington sobre el entrometimiento iraní en la región: «Nadie puede dictarle a Irak sus relaciones con otros países». Entretanto, «el antaño libérrimo puerto petrolero de Basora», en el sur profundo cerca de la frontera iraní, «se está transformando poco a poco en una miniteocracia bajo dominio chií», informa Edward Wong. «Los crecientes lazos con Irán son evidentes. Hay pósters del ayatolá Ruholá Jomeini, líder de la revolución iraní de 1979, pegados por las calles e incluso en la sede del Gobierno provincial. El Gobierno iraní abrió un colegio electoral en el centro para que votaran los expatriados iraníes durante las elecciones de junio en su país de origen. El gobernador también habla con vehemencia de comprar electricidad de Irán, dado que el empeño dirigido por Estados Unidos no ha logrado proporcionar la suficiente». El consejo provincial está dominado por clérigos cercanos al movimiento antiocupación Sadr y al Supremo Consejo para la Revolución Islámica (SCRII), la principal facción chií, formada por exiliados de ese credo en Irán. El SCRII también controla la milicia Badr, que dirige gran parte de la región meridional y posee por tradición estrechos lazos con Irán, donde fue organizada y adiestrada. A su regreso de una visita a Irán, el presidente del SCRII, Abdul Aziz al-Hakim, alabó la propuesta de comprar electricidad a ese país y reclamó un estrechamiento de los lazos con «la gran República islámica, [que] tiene una actitud muy honorable hacia Irak[88]».


  Peter Galbraith escribe que «quizá sea la ironía definitiva el que Estados Unidos, que entre otros motivos invadió Irak para contribuir a llevar la democracia liberal a Oriente Medio, vaya a desempeñar un papel decisivo en el establecimiento de su segundo Estado islámico chií[89]». Sería en verdad la ironía definitiva, y de hecho una estupidez casi incomprensible, si una meta de la invasión hubiera sido «contribuir a llevar la democracia liberal a Oriente Medio» en cualquier sentido provisto de significado, otro motivo más para el escepticismo hacia esa afirmación, que sigue libre de cualquier mácula de prueba que la respalde, aparte de las oportunas declaraciones de los dirigentes, y tiene que vérselas con una montaña de pruebas en contra, de las que ya se ha citado una muestra. Un motivo adicional para el escepticismo es que un Irak independiente, o un Irak árabe si el país se fractura, podría buscar la recuperación de su papel de liderazgo en el mundo árabe, con lo que se rearmaría para enfrentarse al enemigo regional, Israel, y muy posiblemente desarrollaría una disuasión nuclear.


  En consecuencia, se nos pide que creamos que Estados Unidos se quedará de brazos cruzados mientras presencia un serio desafío para Israel, su principal cliente regional, además de la toma de las principales reservas energéticas del mundo por parte de un bloque musulmán libre de control estadounidense y el desplazamiento de la familia real saudí, aliada desde hace tiempo con Estados Unidos en su oposición al nacionalismo árabe laico. Quienes se han subido con entusiasmo al «carro de la democratización» están sugiriendo que Washington observaría con educación tales acontecimientos nada inverosímiles. Puede ser, pero la perspectiva se antoja más bien remota[90].


  Éstos son algunos de entre los muchos motivos por los que un observador racional podría inclinarse por compartir el escepticismo iraquí hacia la repentina y oportuna conversión a la misión mesiánica, y por los que ese mismo observador podría conceder un peso considerable a la conclusión de que, entre las dificultades que durante muchos años se han interpuesto en el camino hacia una transformación democrática en Oriente Medio, también a día de hoy el «obstáculo definitivo [es que] la única superpotencia del mundo en realidad no quiere que se produzca, a pesar de toda la pía retórica neoconservadora[91]».


  También son algunos de entre los muchos motivos por los que las comparaciones entre Vietnam e Irak resultan tan engañosas. En Vietnam, los planificadores de Washington pudieron cumplir sus objetivos bélicos primarios destruyendo el virus y vacunando la región, para luego retirarse y dejar que los escombros disfrutaran de su soberanía. La situación en Irak es radicalmente distinta. Irak no puede destruirse y abandonarse. Es demasiado valioso, y una auténtica soberanía e incluso una democracia limitada serían demasiado peligrosas para aceptarse a las primeras de cambio. Si existe alguna posibilidad, hay que mantener Irak bajo control, si no del modo previsto por los planificadores de Bush, al menos de alguna manera. Por esos mismos motivos, las muchas propuestas para una «estrategia de salida» resultan bastante extrañas[92]. A buen seguro los planificadores no necesitan el consejo. Pueden imaginarse esas sencillas estrategias de salida ellos solos. Y no cabe duda de que quieren retirarse, pero sólo en cuanto se haya afianzado un estado cliente obediente, la preferencia general de los conquistadores, dejando tan sólo bases militares para futuras contingencias.


  Al comentar esos asuntos, es importante tener presentes algunos principios fundamentales. El más crucial es que los ejércitos de ocupación no tienen derechos, sino sólo responsabilidades. Su responsabilidad primaria es retirarse lo antes posible y con la mayor prontitud a su alcance, de un modo que debe determinar ante todo la población ocupada. A menos que exista un firme apoyo popular a su presencia, no tienen ningún derecho a quedarse. Si no se observan esos principios, las propuestas de «estrategia de salida» son más un reflejo de voluntad imperial que una expresión de preocupación por las víctimas. Como veremos, la opinión iraquí, en la medida en que se dispone de información, exige de forma abrumadora una retirada. Además, desde poco después de la invasión, la gran mayoría del pueblo de Estados Unidos ha sostenido que la ONU, y no Washington, debería asumir el mando en el trabajo con los iraquíes para la transferencia de auténtica soberanía, además de en la reconstrucción económica y el mantenimiento del orden cívico. Podría ser una postura sensata si los iraquíes se muestran de acuerdo, aunque la Asamblea General, controlada de manera menos directa por los invasores, es preferible al Consejo de Seguridad como autoridad de transición responsable. Habría que rescindir el vergonzoso régimen económico impuesto por las autoridades de ocupación, junto con las duras leyes y prácticas de los ocupantes contra los trabajadores. La reconstrucción debería estar en manos de los iraquíes, en lugar de diseñada como medio para controlarlos de acuerdo con los planes declarados de Washington[93]. Los responsables de devastar la sociedad civil iraquí por medio de crueles sanciones y acciones militares, además de apoyar a Saddam Hussein a lo largo de sus peores atrocidades y mucho más allá, deberían ofrecer reparaciones, no sólo ayuda. Es lo mínimo que exige la decencia. Un modo de evaluar el discurso entero del fomento de la democracia es preguntar cuántos de estos temas se abordan, o si surgen siquiera, interrogantes que por desgracia no requieren mucha investigación.


  LA «FIRME LÍNEA DE CONTINUIDAD»


  Los testigos más convincentes en la defensa de la autenticidad de la misión mesiánica del presidente Bush deberían ser los especialistas destacados y los partidarios más entusiastas del «fomento de la democracia». Ninguno más célebre que el director del Proyecto para la Democracia y el Estado de Derecho del Carnegie Fund, Thomas Carothers, que identifica su postura como neoreaganista. Un año después de la invasión de Irak, cuando la misión mesiánica ya había reemplazado a la «única cuestión», publicó un libro que repasaba el historial del fomento de la democracia desde el final de la Guerra Fría, en ese momento «muy de actualidad [por el] denodado esfuerzo de Estados Unidos y sus socios de la coalición por efectuar una transformación democrática en Irak». Carothers encontraba una «firme línea de continuidad» al repasar todas las administraciones de la era posterior a la Guerra Fría, incluida la de Bush II: «Donde la democracia parece encajar bien con los intereses económicos y de seguridad estadounidenses, Estados Unidos fomenta la democracia. Donde la democracia choca con otros intereses significativos, se le resta importancia o incluso se ignora». Todas las administraciones son «esquizofrénicas» a este respecto, observa Carothers, con asombrosa coherencia… a menudo calificada de «incoherencia[94]».


  Carothers también escribió la obra especializada clásica sobre el fomento de la democracia en Latinoamérica durante la década de 1980. El tema es de especial relevancia para la actualidad por la tesis, de amplia difusión, de que la tradicional dedicación idealista de Washington al fomento de la democracia adquirió una «particular prominencia» durante los años de Reagan y desde entonces la ha retomado con mayor fuerza si cabe la presente Administración, con raíces reaganistas. Carothers escribe en parte como partícipe de los hechos, puesto que sirvió en el Departamento de Estado de Reagan en los programas de «mejora de la democracia». Considera que aquellos programas fueron sinceros, aunque un fracaso, y además sistemático. Donde menor era la influencia estadounidense, en Suramérica, mayor fue el avance hacia la democracia, en especial a principios de los ochenta, cuando «la Administración Reagan intentó apoyar los Gobiernos militares que se encontraban en retirada [y], si acaso, la política estadounidense de aquel periodo trabajó en contra de la tendencia democrática». Donde más fuerte era la influencia de Estados Unidos, en las regiones cercanas, menor fue el avance. El motivo, explica Carothers, es que Washington quiso mantener «el orden básico de lo que, al menos históricamente, eran unas sociedades del todo no democráticas» y evitar «un cambio de base populista en Latinoamérica, con todas sus repercusiones en la alteración del orden económico y político y la adopción de un rumbo izquierdista». La Administración Reagan «llegó a adoptar políticas prodemocráticas como medio para aliviar las presiones a favor de un cambio más radical, pero buscó de manera inevitable sólo formas limitadas y verticales de cambio democrático que no amenazaran con alterar las estructuras tradicionales de poder con las que Estados Unidos está aliado desde hace tiempo». El logro del que más se enorgullecía era El Salvador, que en la actualidad Washington ofrece como modelo para Irak. Allí, la Administración Reagan persiguió dos metas: «asegurar que se celebraran unas elecciones técnicamente creíbles y que el candidato democristiano […] ganara». La Administración «no podía concebir un El Salvador en el que el Ejército no fuera el actor dominante, la elite económica ya no tuviera en sus manos la economía nacional, se incorporara la izquierda al sistema político y todos los salvadoreños tuvieran en realidad posibilidades tanto formales como sustanciales de participación política. En pocas palabras, el Gobierno estadounidense no tenía una concepción real de democracia en El Salvador[95]».


  Mientras la «mejora de la democracia» avanzaba de esta guisa, los terroristas de Estado apoyados por Washington masacraban a la oposición por decenas de millares, perpetrando espeluznantes torturas y otras atrocidades, destruyendo la prensa independiente y dejando a su paso una «cultura del terror [que] entibia las expectativas de la mayoría» y socava las aspiraciones de «alternativas que difieran de las de los poderosos», en palabras de los jesuitas salvadoreños; los que sobrevivieron, se entiende.


  La concepción reaganista de la democracia también queda ilustrada por sus figuras centroamericanas favoritas. Entre ellas se contaba el peor exponente de la banda de extraordinarios asesinos de Guatemala, Ríos Montt, que era víctima de «acusaciones falsas» y estaba «totalmente dedicado a la democracia», explicó Reagan. Otra era el general de brigada Gustavo Álvarez Martínez, de Honduras, jefe de las Fuerzas Armadas del país. Su carrera es de particular pertinencia a día de hoy porque actuó bajo la protección de John Negroponte, que en la actualidad está al mando del contraterrorismo y en aquella época era embajador en Honduras, donde dirigía el mayor puesto de la CIA del mundo. Conocido como el «procónsul», Negroponte «estuvo en esencia al mando directivo de la guerra de la Contra de un modo inaudito para un diplomático», observa Peter Kornbluh, basándose en parte en documentación secreta obtenida por los Archivos Nacionales de Seguridad, donde trabaja de analista senior. Las responsabilidades de Negroponte adoptaron un nuevo cariz cuando en 1983 se retiró la financiación oficial a las operaciones terroristas internacionales de Reagan y tuvo que aplicar las órdenes de la Casa Blanca de sobornar y presionar a los principales generales hondureños para aumentar su apoyo a esas operaciones con fondos de otras fuentes, que más tarde incluirían los transferidos ilegalmente de la venta de armas estadounidenses a Irán.


  Jefe de las Fuerzas Armadas hondureñas, el general Álvarez fue el más importante y también el más sanguinario de los asesinos y torturadores hondureños protegidos por Negroponte. Recibió un fuerte apoyo estadounidense, descubrió una investigación de The Baltimore Sun, aun después de que comunicara al embajador de la Administración Carter, Jack Binns, que «pretendía usar el método argentino para eliminar sospechosos de subversión». Negroponte, el sucesor de Binns, negó de manera regular la existencia de truculentos crímenes de Estado en Honduras para garantizar que siguiera fluyendo la ayuda militar para las operaciones de terrorismo internacional que gestionaba. El Sun informaba de que «para 1983, cuando los métodos opresivos de Álvarez eran bien conocidos en la embajada estadounidense, la Administración Reagan le concedió la medalla de la Legión al Mérito por “fomentar el éxito de los procesos democráticos en Honduras”». Negroponte elogió la «dedicación a la democracia» de Álvarez, fiel al mismo guión que Reagan. La unidad de elite responsable de los peores crímenes de Honduras fue el Batallón 3-16, organizado y adiestrado por Estados Unidos y los neonazis argentinos, los más bárbaros de los asesinos latinoamericanos que Washington había estado apoyando. Los oficiales militares hondureños al mando del batallón estaban en nómina de la CIA. Cuando el Gobierno de Honduras trató por fin de procesar esos crímenes y llevar a sus perpetradores ante la justicia, la Administración Reagan-Bush se negó a permitir que Negroponte testificara, como solicitaban los tribunales[96].


  Todo ello digno de recordarse, junto con un tesoro enterrado de otros ejemplos, cuando leemos acerca de la pasión reaganista por el «fomento de la democracia».


  En pocas palabras, la «firme línea de continuidad» se remonta una década, hasta los años de Reagan. En realidad, mucho más allá. Siempre se ha proclamado el fomento de la democracia como visión conductora. Sin embargo, no es ni siquiera controvertible que Estados Unidos a menudo derrocó gobiernos democráticos, con frecuencia para instaurar o apoyar tiranías brutales: Irán, Guatemala, Brasil, Chile y una larga lista más. Los pretextos de la Guerra Fría se desmontan una vez tras otra bajo investigación. Lo que sí encontramos, sin embargo, es el principio operativo que Carothers describe: la democracia es algo bueno si, y sólo si, es coherente con los intereses estratégicos y económicos.


  Si se dejan de lado las anteojeras doctrinales, cuesta discrepar del experto en Latinoamérica Charles Bergquist cuando afirma que, «más que fomentar la democracia» en Latinoamérica, la oposición continua y a menudo brutal de Estados Unidos a las luchas por reformar unas sociedades profundamente injustas y no democráticas «ha subvertido históricamente [la democracia], tanto en casa como en el extranjero», a la vez que servía a «los “intereses de seguridad” de las elites privilegiadas del hemisferio, las más beneficiadas por el statu quo social». El grueso de la literatura especializada seria reconoce desde hace tiempo que «por mucho que de cara a la galería se desvive por propiciar la democracia representativa en Latinoamérica, Estados Unidos tiene un fuerte interés en justo lo contrario», aparte de «la democracia procedimental, sobre todo la celebración de elecciones, que con demasiada frecuencia se han demostrado una farsa». La democracia efectiva puede responder a las preocupaciones populares, mientras que «Estados Unidos se ha dedicado a propiciar las condiciones más favorables para su inversión privada en el extranjero». En consecuencia, no existe «ninguna evidencia seria de intervención [estadounidense] en el caso de los muchos golpes de Estado militares de derechas» —excepto, podría añadirse, intervención para apoyarlos o iniciarlos—, pero la cosa cambia «cuando su propio concepto de democracia, estrechamente identificado con la empresa privada y capitalista, se ve amenazado por el comunismo», por lo común un término tapadera para referirse al desarrollo independiente. El historial no presenta diferencias fundamentales fuera de Latinoamérica, como es de esperar dada la naturaleza de las instituciones que fijaron los marcos básicos para la elección de políticas. Tampoco resulta sorprendente que esas políticas pervivan a día de hoy, reflejando la misma «esquizofrenia[97]».


  Carothers espera que el fomento de la democracia madure hasta convertirse en una «protociencia», aunque el proceso es lento: «El fomento de la democracia no es un campo joven cuando se tienen en cuenta los esfuerzos estadounidenses de principios del siglo XX por construir Gobiernos democráticos en Centroamérica y el Caribe tras sus diversas intervenciones militares en la zona[98]». Estudioso competente, Carothers es muy consciente de la naturaleza de esos esfuerzos, bien ilustrada por los tres principales blancos de intervención estadounidense: Haití, Guatemala y Nicaragua. En esos casos, como en otros, nos encontramos con que las políticas no experimentaron cambios materiales con el comienzo de la Guerra Fría, y que durante ella el conflicto con la Unión Soviética rara vez tuvo mayor relevancia que la de aportar impresiones erróneas. Lo que sí encontramos en todo momento es el principio operativo que Carothers describe.


  Woodrow Wilson invadió Haití, «estado fallido» por antonomasia, en 1915, y envió a sus tropas para disolver la Asamblea Nacional «con los genuinos métodos del cuerpo de Marines», en palabras del oficial al mando del destacamento, el comandante Smedley Butler. El motivo era la negativa de esa cámara a ratificar una constitución diseñada por Estados Unidos que concedía a las corporaciones norteamericanas el derecho de comprar todas las tierras de Haití, algo que los invasores consideraban una medida «progresista» que los haitianos eran incapaces de comprender. Un plebiscito organizado por los Marines remedió el problema: la constitución fue ratificada por una mayoría del 99,9 por ciento, con una participación del 5 por ciento de la población. Miles de haitianos murieron resistiendo a los invasores de Wilson, que también reinstauraron la esclavitud a todos los efectos y dejaron el país en manos de una sanguinaria Guardia Nacional tras diecinueve años de idealismo wilsoniano. Los horrores prosiguieron sin tregua, junto con el apoyo estadounidense, hasta las primeras elecciones democráticas del país en 1990.


  El resultado encendió las alarmas en Washington. Las organizaciones populares de los arrabales y los montes, a las que pocos habían prestado atención, permitieron unas auténticas elecciones. Contra toda expectativa, la población escogió a su propio candidato, el sacerdote populista Jean-Bertrand Aristide, mientras que el candidato respaldado por Estados Unidos, el ex funcionario del Banco Mundial Marc Bazin, recibía un 14 por ciento de los votos. Washington actuó de inmediato para dar la vuelta al escándalo. Aumentó drásticamente la ayuda para el «fomento de la democracia», dirigida a grupos contrarios al Gobierno y partidarios de la empresa, sobre todo a través de la Agencia Estadounidense para el Desarrollo Internacional (USAID), además del Fondo Nacional para la Democracia y la AIFLD (la filial de la confederación sindical AFL-CIO con un notorio historial antiobrero en todo el Tercer Mundo). Una de las observadoras mejor informadas sobre Haití, Amy Wilentz, escribió que el enorme proyecto «Mejora de la Democracia» de la USAID estaba «específicamente diseñado para financiar aquellos sectores del espectro político haitiano cuya oposición al Gobierno de Aristide era posible espolear». Estados Unidos también recurrió a otras opciones políticas para contener la amenaza de la democracia que había tomado las decisiones equivocadas. Cuando se produjo un golpe de Estado militar unos meses después, la Organización de Estados Americanos impuso un embargo. Bush I anunció al mundo que lo violaría para eximir a las empresas estadounidenses. Con Clinton el comercio aumentó más todavía. Bush, y en particular Clinton, también autorizaron que la petrolera Texaco abasteciera de combustible a la junta militar y sus acaudalados valedores, en contravención de las directivas presidenciales, por lo que vaciaron de todo sentido, o poco menos, el bloqueo de la OEA[99].


  Al cabo de tres años de espeluznante terror estatal, Clinton permitió el regreso del presidente electo, pero bajo una crucial condición: que adoptara el programa del candidato estadounidense derrotado en las elecciones de 1990. Como se predijo de inmediato, los duros programas neoliberales desmantelaron lo que quedaba de soberanía económica y sumieron al país en el caos y la violencia, acelerados por el veto de Bush a la ayuda internacional con argumentos cínicos. En febrero de 2004, con apoyo francés, Estados Unidos sacó a Aristide del país, que recayó en manos de sus depredadores tradicionales, entre ellos elementos del Ejército que Aristide había desbandado. Nueve meses después, unas investigaciones de la Escuela de Derecho de la Universidad de Miami revelaron que «muchos haitianos, en especial los que viven en barrios pobres, luchan ahora contra un horror inhumano. Un miedo escalofriante acompaña en la actualidad a los más pobres de Haití en su lucha por sobrevivir en la miseria [dentro de] un ciclo de violencia [alimentado por] la seguridad y las instituciones judiciales haitianas[100]».


  Entretanto, el principal arquitecto haitiano del terror, responsable principal de millares de muertes, vive apaciblemente en Nueva York (Emmanuel Constant, que dirigió la fuerza terrorista FRAPH). Washington rechazó, o desoyó sin más, las repetidas solicitudes de extradición del Gobierno electo de Haití; el caso más llamativo fue en pleno furor por la falta de voluntad de los talibanes para acatar las órdenes de Washington de entregar sin pruebas a los sospechosos del 11-S. El motivo, según la opinión generalizada, es que, en caso de que lo juzgaran, Constant podría revelar conexiones de la CIA durante el terror[101].


  El virus de la democracia popular fue destruido una vez más, y con él las esperanzas de cierto grado de justicia social en un país que lleva siglos aplastado bajo las botas de las grandes potencias. Washington, que ha estado al mando de la operación durante este último siglo, ha perdido el interés. Lo que sobrevive en el sistema doctrinal es que Haití ha sido «azotado por tempestades de [su] propia cosecha» y que la desesperación de los haitianos por su destrozado país es «una triste ilustración de los gobiernos fallidos» desde que Aristide asumió el cargo en 1991[102]. La dedicación de Washington al fomento de la democracia no pudo superar las deficiencias de la sociedad a la que con tanto fervor pretendía ayudar.


  En Guatemala, la destrucción del Gobierno electo por parte de Washington «desencadenó un ciclo espantoso de cuatro décadas de terror y represión que provocó la muerte de tal vez doscientos mil guatemaltecos», hechos bien conocidos a estas alturas a pesar de los esfuerzos de la Administración Reagan por proteger el poder estatal del escrutinio de los ciudadanos estadounidenses bloqueando el proceso habitual de desclasificación en lo relativo a las atrocidades cometidas en aquel país, «un incidente lamentable en la historia» de la Oficina del Historiador del Departamento de Estado[103]. La esperanzada década de democracia de Guatemala fue aplastada recurriendo a los pretextos de la Guerra Fría, que resultarían vergonzosos aun si hubieran sido válidos. Los auténticos motivos, como demuestra ampliamente la documentación interna, fueron el miedo a la democracia guatemalteca y el riesgo de que la «infección» de unas reformas sociales y económicas muy populares se extendiera por la región. Cuando las Comisiones de la Verdad por fin realizaron una indagación independiente en El Salvador y Guatemala, escenario de los peores crímenes terroristas en los años de Reagan, las atrocidades fueron atribuidas casi por completo a los terroristas de Estado, como había sido evidente en todo momento.


  En Nicaragua, la ocupación militar estadounidense creó la Guardia Nacional, que hizo estragos entre la población durante décadas bajo el Gobierno dictatorial de la sanguinaria familia Somoza, a la que Washington apoyó hasta que una revuelta interna derrocó al último tirano en 1979. Cuando se vio imposibilitado de sostener a Somoza, Washington intentó conservar su Guardia Nacional, y después recurrió a una guerra terrorista, que se prolongó hasta 1990, cuando los votantes eligieron a un candidato del gusto de Washington «a punta de pistola», como escribe Thomas Walker en su historia clásica. La cifra de muertes equivalió en términos per cápita a 2,25 millones en Estados Unidos, más que en todas las guerras de la historia de este país juntas, incluida la guerra civil[104].


  Cuando Estados Unidos recobró el control en 1990, Nicaragua decayó hasta convertirse en el segundo país más pobre del hemisferio, después de Haití, país este que también posee el galardón de ser el primer objetivo de intervención estadounidense en el siglo pasado; Nicaragua es el segundo. Al cabo de una década, una gran parte de la población activa había emigrado para encargarse del trabajo sucio en algún otro lugar y enviar las remesas de las que sobreviven las familias. La mayoría fue a Costa Rica, el único país en condiciones de América Central (y el único que no ha experimentado intervención directa de Estados Unidos). Funcionarios de Sanidad informaron en 2003 de que un 60 por ciento de los niños de menos de dos años padece anemia debida a la malnutrición, con probable retraso mental. En 2004 la desnutrición aumentó, ante todo entre los niños, cuya esperanza de vida descendió. Cerca del 70 por ciento de la población rural vive en condiciones de hambre crónica o extrema, con más de un 25 por ciento privado de ingerir más de una comida al día y un 43 por ciento incapaz de tomar más de dos. El sistema de sanidad pública se halla en estado de ruina, y las catástrofes medioambientales fruto en gran medida de la pobreza desesperada (deforestación, etc.) hicieron a Nicaragua «merecedora del título de laboratorio definitivo de la vulnerabilidad social» en 2004, observaba el resumen de fin de año en La prensa. El 60 por ciento de los niños y adolescentes no están escolarizados. La cifra media de años de educación formal es de 4,6, aunque desciende hasta apenas 2 en el campo, y la calidad es extremadamente baja por culpa de la falta de recursos. La mayor parte de la ayuda internacional va a parar al pago de la deuda, ante todo al sistema financiero de corte mafioso que se desarrolló tras la victoria de la guerra terrorista de Washington y el estrangulamiento económico de la década de 1980[105].


  La victoria del terror estadounidense fue tan completa que la «democracia» surgida de los escombros —una «Victoria del juego limpio estadounidense», como proclamaba con entusiasmo un titular de The New York Times tras las elecciones de 1990— se ha mostrado considerablemente más dispuesta a seguir las directivas del FMI-Banco Mundial que sus vecinos. Los resultados se notan, por ejemplo, en el sector energético, donde la privatización exigida por las instituciones financieras internacionales tiende a corresponderse con el desastre para la población. Nicaragua fue la más obediente, y el desastre es el peor. El acceso a la electricidad es mucho menor en ese país que en sus vecinos, y los precios (que suelen correlacionarse con la privatización) son muy superiores, al igual que la dependencia del petróleo importado en lugar de los recursos internos. (Costa Rica ha sido capaz de pasarse casi por completo a la energía hidroeléctrica). En 1996, antes de que Nicaragua acatara los dictados neoliberales, su tasa de electrificación era la misma que en Guatemala; ahora es de apenas la mitad. Nicaragua posee capacidad de reservas de sobra, pero no existe incentivo en forma de beneficios para proveer a las regiones rurales o a la gran masa de los pobres. El resultado familiar y del todo natural de los programas neoliberales[106].


  En el extremo liberal del periodismo estadounidense, los comentaristas se muestran perplejos ante las «diatribas antiamericanas» en Nicaragua «mientras el país intenta recobrarse de veinticinco años [sic] de revolución fallida y estancamiento económico». Es posible que los nicaragüenses padezcan esa irracionalidad que tanta frustración ha causado siempre en el Occidente civilizado, de modo muy parecido a los iraquíes que en la actualidad encuentran «del todo incomprensible que unos extranjeros hayan sacrificado de manera desinteresada su sangre y su tesoro para ayudarles[107]».


  El sustancial avance de los primeros años en Nicaragua tras el derrocamiento de la dictadura respaldada por Estados Unidos, que impresionó mucho a las agencias de desarrollo y las instituciones internacionales, ha padecido una drástica inversión. Las míseras condiciones de Nicaragua podrían aliviarse de manera significativa mediante vías muy conservadoras. Un principio sería que Estados Unidos pagara las reparaciones decretadas por las autoridades internacionales supremas, el Tribunal Mundial y el Consejo de Seguridad. Eso superaría con creces la deuda que atenaza el país desde los años del ataque terrorista estadounidense, aunque habría que hacer mucho más para restaurar una sociedad viable de los escombros del asalto reaganiano.


  En 2003, Colin Powell visitó Nicaragua para asegurarse de que cooperaba debidamente con la «guerra al terror» de Estados Unidos que fue redeclarada tras el 11-S. Powell hablaba desde la experiencia, ya que había ayudado a dirigir la primera fase de la «guerra al terror» en los años ochenta, que tenía como objetivo específico a Nicaragua. Nadie se inmutó. Cuando Powell llegó para transmitir su mandamiento, la embajada estadounidense en Managua remitió a los periodistas un comunicado de prensa en el que informaba de que «Nicaragua se arrastra como segundo país más pobre del hemisferio después de Haití, azotado por tempestades de la naturaleza y de su propia cosecha, con pocas esperanzas de cambiar las cosas en el futuro» (la cursiva es mía). Los nicaragüenses no se antojaron muy receptivos al mensaje de Powell. La explicación tal vez la ofrezca el comunicado, «escrito en tono desdeñoso», que «decía que la mayoría de los nicaragüenses tenía poco interés en el mundo más allá de sus costas[108]». Por algún extraño motivo.


  Powell afrontó problemas para transmitir su mensaje también en otros lugares de Latinoamérica. En la sesión anual de la Organización de Estados Americanos de junio de 2003, «el señor Powell se encontró casi solo en su intento de centrarse en la triple lacra que él describió como “tiranos, traficantes y terroristas”. En su mayor parte, los representantes de las otras 33 naciones participantes hicieron hincapié en la necesidad de justicia social, advirtiendo que la propia democracia podía verse amenazada por las crecientes dificultades y desigualdades económicas», consecuencia en no pequeña medida de la intervención militar, el terror y las doctrinas y políticas económicas estadounidenses[109].


  La redeclarada «guerra al terror» de Washington también encuentra un eco limitado en otras regiones; en Irak, por ejemplo. «El pueblo iraquí no necesita lecciones sobre el tema del terrorismo», explica el antiguo enviado especial de la Administración Bush a Afganistán: «Han perdido más compatriotas por culpa de esa lacra en el último año que los estadounidenses en todos los incidentes terroristas de su historia juntos». En relación con su población, «Irak padece cada mes —a veces cada semana— pérdidas comparables a las de los atentados del 11 de septiembre de 2001 perpetrados en Estados Unidos. Por desgracia, es tan probable que los iraquíes achaquen esas pérdidas a la guerra contra el terrorismo patrocinada por Estados Unidos como que las atribuyan a los propios terroristas». Acuden a la mente varios motivos posibles. Uno, tal vez, sea que son conscientes —como lo es, a buen seguro, el director de seguridad internacional y política de defensa de la Rand Corporation— de que el aumento del terror y el caos eran consecuencias ampliamente previstas de la invasión de Irak[110].


  Al parecer, existirán ciertas trabas para la maduración de la protociencia del fomento de la democracia.


  Una parte, más cauta, de la literatura especializada que se sube al carro sí da a entender que quizás algo vaya mal. Entre ella se cuentan los artículos citados al principio de este capítulo. El estudio de Jonathan Monten sobre «las raíces de la doctrina Bush», después de invocar el mantra convencional, observa que no se trata de una absoluta innovación. A lo largo de toda la historia estadounidense el fomento de la democracia ha sido «fundamental para la identidad política y el sentido de propósito nacional de Estados Unidos» y para el modo en que «Estados Unidos define sus intereses políticos». Ha constituido el núcleo del «excepcionalismo estadounidense». El extenso y meticuloso repaso de esa propiedad definitoria del excepcionalismo que hace Monten elude cualquier prueba de que la política llegara a ponerse en práctica y se limita a las numerosas declaraciones. Una nota a pie de página explica que lo que está en liza no son los hechos históricos, «sino el grado en que la percepción histórica de sí mismos como excepcionales de Estados Unidos ha influido en su política exterior»: influido en su marco retórico, para ser más precisos. Así entendido, «el fomento de la democracia es fundamental» para la estrategia de Bush en una suerte de interpretación posmoderna, en la que restringimos la atención a la narrativa y el texto, alejándonos de la «Verdad», que quizá sea una construcción social.


  De los artículos citados, sólo el de Katarina Delacoura hace un esfuerzo por ofrecer algún motivo para creer que el fomento de la democracia ha guiado en verdad la política, restringiéndose a los años de Bush II y Oriente Medio. Aparte de la retórica, proporciona varios ejemplos: el acicate de la Administración Bush a la «liberalización económica» (que en la región significa la apropiación a todos los efectos de las economías por parte del poder empresarial occidental), las nuevas emisoras de radio destinadas a «iniciar [a los públicos jóvenes] en la cultura americana y ganarlos para los valores estadounidenses» (sobran los comentarios), la invasión de Irak, que abordaremos enseguida, y varias medidas específicas que ella critica porque, aunque fueran «introducidas con mucha fanfarria», eran muy parecidas a las antiguas y recibieron escasos fondos. También critica la «incoherencia» de los esfuerzos estadounidenses en el fomento de la democracia, lo cual conduce al «problema de la credibilidad» (las cursivas son suyas): a saber, esa misma «firme línea de continuidad» que Carothers descubría y que, en realidad, es altamente coherente. De algún modo, la persistencia de esas políticas a lo largo de los años de Bush suscita escepticismo en Oriente Medio acerca de los motivos de Washington y la búsqueda de una «agenda oculta, por ejemplo ayudar a Israel a controlar a los palestinos, controlar los yacimientos petrolíferos iraquíes o extender la hegemonía estadounidense en general». Sin embargo, Delacoura sostiene la tesis (convencional) de que «esto es una descripción inexacta de la posición estadounidense y que la Administración Bush se toma en serio la democracia». Lo único que falta son pruebas.


  Carothers predijo, con pesar, que las políticas iraquíes de Washington prolongarían la firme línea de continuidad: «probablemente exhibirán similares contradicciones entre los principios declarados y la realidad política». Sus predicciones se estaban cumpliendo en el momento en que este libro se enviaba a la imprenta. Las autoridades de ocupación trabajaron con denuedo para rehuir la amenaza de la democracia, pero se vieron obligadas, con gran renuencia, a abandonar sus planes de imponer una constitución y evitar las elecciones. Pocos observadores competentes discreparían de los editorialistas de The Financial Times cuando dijeron que «el motivo por el que se celebraron [las elecciones de enero de 2005] fue la insistencia del gran ayatolá Alí al-Sistani, que vetó tres planes de las autoridades de ocupación encabezadas por Estados Unidos para descartarlas o diluirlas». El especialista en Oriente Medio Alan Richards observa que «aunque en un principio Estados Unidos se oponía a unas elecciones tempranas en Irak, cuando el ayatolá Sistani echó a la calle a una cantidad ingente de sus seguidores para exigirlas, a Washington no le quedó más remedio que aceptar». The Wall Street Journal explicó que Sistani «dio sus órdenes de marcha: que corra la voz de que el ayatolá Sistani insiste en que el nuevo Gobierno sea escogido por medio de elecciones directas, no por los estadounidenses o por dirigentes iraquíes seleccionados por ellos», como había querido Washington. El veterano corresponsal Patrick Cockburn añade que «fue sólo cuando quedó claro que Estados Unidos no podía aguantar un levantamiento chií cuando las elecciones resultaron haber sido una meta estadounidense inmediata en todo momento[111]».


  En cuanto quedó claro que los esfuerzos estadounidenses y británicos por impedir las elecciones eran insostenibles, los invasores por supuesto se atribuyeron el mérito. Las elecciones y el telón de fondo pronto hallaron acomodo como «el proceso electoral patrocinado por Estados Unidos», de modo muy similar a cómo el «proceso de paz» palestino-israelí que Estados Unidos había dinamitado durante treinta años se ha metamorfoseado en el «titubeante proceso encabezado por Estados Unidos para lograr la paz entre israelíes y palestinos[112]».


  En Irak, aunque obligadas a tolerar las elecciones, las fuerzas de ocupación intentaron subvertirlas. Se concedió al candidato de Estados Unidos, Iyad Alawi, toda ventaja posible: recursos estatales y acceso a la televisión, además del apoyo de la ocupación militar. Quedó tercero a mucha distancia, con cerca de un 12 por ciento de los votos. Para asegurarse de que las elecciones fueran libres, se expulsó del país a los medios independientes más importantes, en especial a la cadena con sede en Qatar, Al-Yazira, a la que desprecian los tiranos gobernantes de la región porque ha sido una fuerza destacada para la democratización en el mundo árabe. Ese mero hecho vuelve inapropiada su presencia antes de las elecciones de Irak, y los antecedentes nos dicen más aún sobre la naturaleza de la misión mesiánica.


  Durante años, los altos cargos —Cheney, Rumsfeld, Rice, Powell— habían presionado a Qatar para que recortara las informaciones de la cadena. Estados Unidos bombardeó sus instalaciones en Kabul y Bagdad (donde mataron a un corresponsal jordano). La presión estadounidense era «tan intensa», según un alto funcionario qatarí, que «el Gobierno está acelerando los planes para sacar Al-Yazira al mercado, aunque los representantes de la Administración Bush replican que una emisora de titularidad privada en la región quizá no resulte mejor desde su punto de vista[113]».


  Así pues, nos encontramos otra demostración de la visión de Bush de la democracia en Oriente Medio: no puede tolerarse ningún medio de comunicación que no se halle bajo control estadounidense, sea público o privado. Otra práctica muy familiar y del todo comprensible.


  Washington se queja de que Al-Yazira encendió los ánimos de la opinión pública mediante informaciones directas que «resaltaban las bajas civiles» durante la destrucción estadounidense de Faluya y de que «informa con apasionamiento sobre el conflicto palestino». Otra desviación de los cánones periodísticos es que la cadena mostró «mensajes grabados de Osama bin Laden», que al parecer se consideran noticia en el mundo musulmán, como sucede entre los habitantes de todo el mundo a quienes preocupa la amenaza del terrorismo[114].


  Fueron motivo de mucho escarnio, junto con expresiones sobrias de preocupación, las maniobras de Moscú «para reforzar el control estatal sobre los medios de información» cuando Rusia ilegalizó a ABC News después de que grabaran una entrevista al cabecilla checheno «que ha ordenado o ejecutado varios de los peores actos terroristas de la historia del país», entre ellos el asedio de la escuela de Beslán en el que murieron 330 personas. Esas reacciones selectivas son una práctica estándar, que en ocasiones alcanza niveles extraordinarios. Así, Nicaragua, bajo intenso ataque estadounidense, fue duramente condenada por su censura, con escrupuloso cuidado de omitir el hecho de que su principal periódico apoyaba abiertamente el derrocamiento del Gobierno por parte de las fuerzas terroristas de la superpotencia que también financiaba el diario. La condena mantuvo en secreto el historial incomparablemente peor del cliente israelí de Washington, en la misma época y bajo una amenaza en absoluto comparable, y por supuesto el vergonzoso historial de Estados Unidos bajo apenas ninguna amenaza, ambos fáciles de demostrar. En los regímenes regionales clientes de Washington, los terroristas de Estado volaban los medios de comunicación independientes, además de asesinar a directores y periodistas u obligarlos a emigrar, algo que suscitaba apenas mención en el país que posee la responsabilidad primaria de los crímenes[115].


  Volviendo a las elecciones iraquíes de enero de 2005, fueron, «a todos los efectos», un «censo étnico», donde los chiíes votaron mayoritariamente a la lista chií de Sistani, los kurdos a la candidatura kurda y los suníes boicotearon. Pese a todo, las elecciones fueron un triunfo espectacular de la resistencia no violenta de masas a la ocupación estadounidense, celebrado el día de los comicios con gran entusiasmo y valor por chiíes y kurdos, que pensaban de sí mismos que habían acudido a las urnas «para reclamar su justo poder en el país[116]».


  Hubo regulares referencias al problema fundamental que afrontaba Washington mientras Estados Unidos trataba de bloquear la democracia iraquí. En vísperas de las elecciones, dos experimentados corresponsales escribieron que «lo único en lo que están de acuerdo todos los iraquíes es en que la ocupación debería terminar pronto», lo que entraría en conflicto directo con el objetivo norteamericano de construir «una democracia favorable a Estados Unidos que le consintiera reemplazar su presencia militar en Arabia Saudí […] por una en Irak que le permitiría seguir modelando el equilibrio regional de poder». Como en los dominios tradicionales del control estadounidense, la «democracia» será bienvenida siempre y cuando pertenezca a la variedad «vertical» convencional que deja en el poder a las elites propicias para las metas estadounidenses. El corresponsal de The Wall Street Journal Yochi Dreazen resumió el problema de Washington: «Los hombres mejor situados para encabezar el próximo Gobierno de Irak prometen exigir la retirada en cuanto asuman el poder tras las elecciones nacionales del domingo». Hasta el candidato respaldado por Estados Unidos, Iyad Alawi, se vio obligado a dar muestras de apoyo a la retirada. Pero eso es inaceptable. La invasión no habría tenido sentido si Estados Unidos no pudiera mantener un estado cliente fiable y unos derechos de instalación de bases militares. En consecuencia, informa Dreazen, Washington confía en que la alianza chií dominante «acepte vagas promesas de retirada en lugar de un calendario en firme». No es tarea fácil porque, con independencia de lo que quiera la cúpula iraquí, «podría encontrar difícil defender en público cualquier tipo de presencia de tropas estadounidenses[117]».


  La principal tarea en la subversión de la democracia iraquí es presionar a las elites políticas para que acepten «vagas promesas» y conservar en la medida de lo posible el régimen económico ilegal impuesto por los invasores, basado en el consabido principio de abrir el país y sus recursos al control extranjero (ante todo de Estados Unidos y Gran Bretaña), bajo el disfraz del «liberalismo económico». La lucha está lejos de haber terminado, en Irak o en los países de los invasores.


  Los ocupantes no se hicieron de rogar para declarar su intención de subvertir las elecciones que tanto se habían afanado por impedir. Una larga entrevista al primer ministro Blair comienza con la declaración de que «Tony Blair dice que de ninguna manera Estados Unidos y Gran Bretaña fijarán un calendario para la retirada de sus tropas de Irak», con independencia de lo que piensen los iraquíes, que por cierto no aparece mencionado en ningún sitio. «El señor Blair sigue enfadado por la sugerencia de que Estados Unidos y Gran Bretaña están ocupando Irak», la opinión de la inmensa mayoría de iraquíes, como a buen seguro sabe: un 81 por ciento de los iraquíes árabes un año después de la invasión. Blair insiste en que la «coalición está en Irak [con] permiso» del Gobierno iraquí de ínterin que ella instaló, y en que la «legitimidad mejorada» del Gobierno electo «volverá más defendible la presencia de la coalición». Las declaraciones de Washington apenas presentaban diferencias, salvo unas cuantas frases rituales sobre la dedicación a la democracia[118].


  No podemos saber con mucha certidumbre lo que piensan los iraquíes sobre tales asuntos. Una encuesta de Zogby International publicada el día de las elecciones revelaba que un 82 por ciento de los suníes y un 69 por ciento de los chiíes «están a favor de que las tropas estadounidenses se retiren bien de inmediato bien después de la formación de un Gobierno electo». Otros sondeos realizados por occidentales han descubierto resultados parecidos poco después de la invasión. En una de las encuestas más a fondo, Oxford Research International reveló en otoño de 2003 que «a menos de un 1% le preocupa que las fuerzas de ocupación se marchen en realidad». Descubrió además que «la gente no tiene confianza en las fuerzas angloamericanas (79%) y la Autoridad Provisional de la Coalición, APC (73%), [mientras que] un 8% dice tener mucha fe en las tropas angloamericanas». El especialista militar y en Oriente Medio Andrew Cordesman informa de que más de un 70 por ciento de todos los iraquíes quería que se fueran las fuerzas estadounidenses hacia otoño de 2003, una cifra que se elevó hasta superar el 80 por ciento hacia mediados de 2004. El Comité de Soberanía Nacional del Parlamento recién elegido hizo público un comunicado en el que «reclamaba el establecimiento de un calendario para que las tropas volvieran a casa» y se refería a ellas como «fuerzas de ocupación». Un portavoz del SCRII, el primer partido musulmán chií, dijo que «Las tropas británicas deberían retirarse a sus cuarteles y salir sólo a petición de las fuerzas iraquíes». En una reunión de todas las facciones iraquíes en El Cairo, un destacado miembro del Consejo Central del SCRII, el doctor Alí al-Adad, afirmó que «todas las fuerzas iraquíes, chiíes, suníes y kurdas, quieren un calendario para la retirada de las tropas extranjeras» y estaban de acuerdo en que debía ser la «primera exigencia» de su programa político. La declaración de clausura de los dirigentes chiíes, suníes y kurdos asistentes «exige una retirada de las tropas extranjeras con arreglo a un calendario especificado y dependiente de un programa nacional inmediato para reconstruir las fuerzas de seguridad». También añadía que «la resistencia nacional es un derecho legítimo de todas las naciones», aunque no el terrorismo[119].


  Las encuestas sobre esos temas cruciales se acabaron a todos los efectos después de las elecciones, o al menos dejaron de darse a conocer. Dos comentaristas informados escriben que «las agencias demoscópicas estadounidenses en Irak básicamente dejaron de preguntar a los iraquíes lo que pensaban sobre Estados Unidos y sus tropas cuando la impopularidad se acercó al 90 por ciento en Irak en la primavera de 2004». Según Steven Kull, una destacada autoridad en estudios de opinión pública, el Instituto Republicano Internacional empezó a retener los datos estadísticos procedentes de Irak, que revelaban que «los resultados empezaban a ser bastante negativos hacia la presencia estadounidense en el país». Una encuesta, y muy importante, sí llegó a la opinión pública… en Inglaterra: un sondeo encargado por el Ministerio de Defensa británico en agosto de 2005, realizado por investigadores universitarios iraquíes y filtrado a la prensa británica. Revelaba que un 82 por ciento se «opone con rotundidad» a la presencia de las tropas de la coalición, menos de un 1 por ciento cree que son responsables de cualquier mejora en la seguridad, más de un 70 por ciento no tiene confianza en ellas, y un 67 por ciento se siente menos seguro a causa de la ocupación. «Tomando Irak en su conjunto, un 45 por ciento de los habitantes cree que los ataques [contra las fuerzas de ocupación] están justificados»; la proporción se eleva hasta el 65 por ciento en una provincia controlada por los británicos, y es del 25 por ciento incluso en Basora, controlada en su mayor parte por las milicias chiíes. Si la encuesta abarcaba de verdad «Irak en su conjunto», los porcentajes debían de ser considerablemente superiores allá donde las fuerzas de ocupación están actuando en realidad, el Irak árabe. El esfuerzo de reconstrucción «parece haber fracasado, pues las encuestas muestran que un 71 por ciento de la población rara vez consigue agua limpia y segura, un 47 por ciento nunca tiene bastante electricidad, un 70 por ciento dice que su sistema de alcantarillado rara vez funciona y un 40 por ciento de los iraquíes del sur está en el paro». La revisión regular del Instituto Brookings de «El Estado de Irak» refería que un 80 por ciento de los iraquíes estaba a favor de una «Retirada de tropas estadounidenses a corto plazo» en noviembre de 2005, lo que confirmaba la encuesta del Ministerio de Defensa británico[120].


  La demoscopia independiente quizá se haya vuelto prácticamente imposible. La catástrofe creada por el ejército de ocupación es tan extrema que los periodistas están mucho más restringidos que en otras zonas de conflicto del pasado. Sólo podemos intuir el impacto sobre la opinión iraquí de la brutalidad de la ocupación y lo que evocó, y de la estimulación del conflicto étnico-religioso a medida que los ejércitos de ocupación pretendían imponer su voluntad. Podemos estar razonablemente seguros, sin embargo, de que los ocupantes querrán conjurar la amenaza de un Irak soberano que sea «democrático» en un sentido que vaya más allá de la práctica tradicional estadounidense y británica en sus dominios.


  La calamidad iraquí ilustra una vez más «la firme línea de continuidad», tal y como Carothers se temía. No debería extrañarnos mucho dada la inusual importancia de Irak en términos geopolíticos y económicos, aunque pocos hubieran podido prever la magnitud de la catástrofe.
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  PRUEBAS ACREDITATIVAS: ORIENTE MEDIO


  Más allá de las declaraciones de los líderes y el argumentario autorrefutado de Irak, se han aducido fragmentos adicionales de pruebas para justificar la fe en la sinceridad de la misión mesiánica: las más importantes son el Líbano, el movimiento egipcio Kifaya («Basta») y Palestina. Examinémoslas por partes.


  El caso del Líbano puede desestimarse, a menos que la CIA decida atribuirse la bomba que mató al primer ministro libanés Rafiak Hariri y desencadenó las manifestaciones antisirias que han conducido a una apertura compleja pero significativa de la sociedad. Aunque apenas resulte creíble, uno puede imaginarse por qué la historia ha hallado cierto eco en Beirut. Es posible que los libaneses no hayan relegado al olvido el coche bomba más espeluznante de Beirut, en 1985, una enorme explosión que mató a ochenta personas e hirió a otras doscientas, en su mayor parte mujeres y niñas que abandonaban la mezquita por la salida donde estaba situado el artefacto. El rastro del atentado, que tenía por blanco a un clérigo musulmán que escapó, condujo hasta la CIA y el espionaje saudí, que operaban al parecer con ayuda británica. En consecuencia, está fuera de la historia occidental[1].


  La literatura especializada y periodística identifica el año 1985 como la cúspide del terrorismo en Oriente Medio durante la «guerra al terror» de Reagan. Los actos terroristas más significativos con diferencia de ese año fueron la bomba de Beirut, las sanguinarias operaciones Puño de Hierro de Shimón Peres contra «aldeanos terroristas» en el Líbano ocupado por Israel y el bombardeo israelí de Túnez, que asesinó a setenta y cinco tunecinos y palestinos con extrema brutalidad, según la información desde el lugar de los hechos del periodista israelí Amnon Kapeliouk. Estados Unidos contribuyó negándose a informar a su aliado Túnez de que los bombarderos estaban en camino, aunque la Sexta Flota a buen seguro lo sabía. El secretario de Estado George Schultz elogió el ataque, que el Consejo de Seguridad de la ONU a su vez condenó por unanimidad como un «acto de agresión armada» (con la abstención de Estados Unidos). El pretexto del bombardeo fue la represalia por el asesinato de tres israelíes en Chipre, cuya investigación al parecer conducía hacia Siria, pero Túnez era un blanco indefenso e ideológicamente más útil, pues albergaba la sede de la OLP. Los asesinatos de Chipre fueron a su vez una represalia por los habituales secuestros y asesinatos en alta mar por parte de las fuerzas navales israelíes, que asaltaban embarcaciones en el trayecto entre Chipre y el norte del Líbano y llevaban a Israel y mantenían encarcelados sin cargos, en calidad de rehenes, a quienes capturaban[2].


  De acuerdo con el rasero único imperante, las mayores atrocidades terroristas —o peor aún, agresiones— quedan excluidas del canon del terrorismo internacional. La especial condición de 1985 como año álgido de la «plaga extendida por los depravados oponentes de la civilización en sí» se debe a dos sucesos en cada uno de los cuales murió un solo estadounidense. El más famoso es el secuestro del Achille Lauro, en represalia por el bombardeo de Túnez, durante el que un estadounidense discapacitado, Leon Klinghoffer, fue brutalmente asesinado. Se trató sin duda de un crimen horrendo, digno de un lugar junto al asesinato de los palestinos discapacitados Kemal Zugayer y Yamal Rashid por parte de las fuerzas israelíes durante su destrucción del campamento de refugiados de Yenín. A Zugayer lo mataron a tiros mientras enarbolaba una bandera blanca y trataba de alejarse con su silla de ruedas de los tanques israelíes, que al parecer lo arrollaron y redujeron su cuerpo a pedazos. A Rashid lo aplastaron en su silla de ruedas cuando uno de los enormes bulldozers israelíes de procedencia estadounidense demolió su casa con la familia dentro. Gracias a los estándares morales reinantes, esos actos también quedan excluidos del canon del terrorismo (o peor aún, los crímenes de guerra) por ser obra de la agencia equivocada[3].


  El secuestro del Achille Lauro y el asesinato de Klinghoffer se han convertido en el símbolo mismo de la brutalidad del terrorismo palestino. Resulta típico un concienzudo estudio de un miembro del personal del Consejo de Seguridad Nacional de Reagan, Michael Bohn, que fue director de la Sala de Operaciones de la Casa Blanca y por tanto estaba bien informado sobre los acontecimientos. Repasa el secuestro y el asesinato de Klinghoffer en doscientas páginas de meticuloso detalle. El análisis contiene un puñado de frases sobre el bombardeo de Túnez para ilustrar «la complejidad del proceso de paz en Oriente Medio», a la vez que omite todos los hechos cruciales (como los que acaban de mencionarse[4]).


  La irracional población de Oriente Medio, sin embargo, no parece compartir la percepción del mundo refractada a través de los prismas ideológicos de la cultura intelectual y moral de Occidente, y es posible que hasta sea incapaz de admirar la «claridad moral» de sus dirigentes, guiados por la divinidad. Tal vez eso tenga alguna relación con el hecho de que, mientras que un 61 por ciento de los libaneses se opone a la interferencia siria en su país, un 69 por ciento se opone a la estadounidense[5].


  Existen otras discrepancias entre la opinión libanesa y la oficial estadounidense sobre la democracia. Las actitudes hacia Hezbolá son una ejemplificación. Hezbolá ha cobrado considerable apoyo en el Líbano, en especial en el sur, donde sus candidatos cosecharon un 80 por ciento de los votos en las elecciones de junio de 2005. En marzo de ese mismo año, por una votación de 380 a 3, la Cámara de Representantes de Estados Unidos aprobó una resolución que condenaba «los continuos atentados terroristas perpetrados por Hezbolá» e instaba a la Unión Europea a «clasificar Hezbolá como organización terrorista». El Senado siguió esa línea con su refrendo unánime de una resolución parecida. El especialista en Oriente Medio Stephen Zunes se puso en contacto con decenas de despachos del Congreso para solicitar ejemplos de atentados terroristas de Hezbolá en la última década, pero nadie fue capaz de citar ninguno. En lugar de acoger con los brazos abiertos la transformación de Hezbolá en un partido político y así apoyar la democracia libanesa, el Congreso prefirió continuar el ejemplo del presidente y seguir castigando a Hezbolá por su auténtico crimen. Organizado en 1982 en respuesta a la invasión israelí del Líbano con respaldo estadounidense, Hezbolá expulsó del país al invasor. Israel llevaba veintidós años contraviniendo las órdenes de que se retirara del Consejo de Seguridad, ejecutando de paso y con impunidad muchas atrocidades terribles, gracias al apoyo de Estados Unidos. Como comenta Zunes, «El que la práctica totalidad del Congreso de Estados Unidos, incluidos demócratas liberales de toda la vida, coludiera con ese programa es otro ejemplo escalofriante más de hasta qué punto ha evolucionado hacia la derecha el discurso político de este país[6]».


  En cualquier caso, se antoja seguro retirar al Líbano del canon. Pasemos a Egipto, el mayor receptor de ayuda militar estadounidense después de Israel y, en consecuencia, un país de especial interés para Estados Unidos al margen de su papel muy significativo en la región.


  Hace tiempo que en Egipto existen presiones internas en pro de la democratización. En los últimos años, la principal fuerza de oposición a la dictadura respaldada por Estados Unidos de Hosni Mubarak ha sido Kifaya, el popular «movimiento por el cambio». Kifaya se fundó en el año 2000, cuando desafió a las leyes de emergencia del país. Su catalizador fue en gran medida la Intifada palestina; sus principales elementos eran grupos de solidaridad con Palestina. Aunque esos acontecimientos significan poco según los criterios occidentales, en Egipto y otros lugares se produjeron fuertes reacciones a lo sucedido en los territorios ocupados inmediatamente después de las acciones israelíes que provocaron la Intifada de Al-Aqsa. En su primer mes, Israel mató a setenta y cinco palestinos (con cuatro israelíes muertos), en respuesta a lo que en su mayor parte era un lanzamiento de piedras, usando helicópteros estadounidenses para atacar complejos de apartamentos y otros blancos civiles. Clinton respondió firmando el mayor acuerdo de la década para enviar nuevos helicópteros militares a Israel. La población estadounidense quedó a salvo de esa información gracias a la prensa, que se negó —no por desconocimiento, sino porque quiso— a publicarla. Eso no es terror, ni siquiera una fechoría, según las convenciones imperantes en Occidente, que no comparten los activistas por la democracia de Egipto. Las subsiguientes atrocidades en los territorios ocupados estimularon más aún el movimiento reformista egipcio, al que después se sumó la oposición en masa a la guerra de Irak. El portavoz de Kifaya, Abdel-Hakim Qandil, destaca que se trata de un movimiento antiimperialista, con metas que van más allá de la democratización de Egipto[7].


  El movimiento democratizador de Egipto no parece un candidato muy adecuado para la misión mesiánica y su impacto. Eso deja Israel-Palestina, un caso más intrincado que abordaremos de inmediato.


  En el resto de la región persiste la firme línea de continuidad. Los reformistas iraníes han advertido repetidamente de que la postura implacable de Washington está reforzando a los oponentes de línea dura de la democracia y contribuyendo a crear un ambiente en el que «muere la democracia». Sin embargo, para Washington el fomento de la democracia ocupa un segundo plano ante la necesidad de castigar a Irán por derrocar al tirano homicida, el sah, impuesto en 1953 por el golpe de Estado angloamericano que destruyó el sistema parlamentario iraní. Lo que queda en la memoria histórica es la crisis de los rehenes de 1979. El cuarto de siglo anterior no existió. Es posible que los iraníes discrepen[8].


  En los mundos árabe y musulmán, existe una larga historia de intentos de avanzar en democracia y derechos humanos, a menudo bloqueados por la intervención imperial occidental. En los años recientes, es probable que la fuerza democratizadora más importante haya sido Al-Yazira, como ya se ha señalado, motivo principal por el que la desprecian tanto las tiranías árabes y Washington.


  Una contribución a la democratización en un ámbito diferente es la serie de «Informes de Desarrollo Árabe» elaborados bajo los auspicios del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), que estudia el «tema de la libertad en el mundo árabe y su relación con la buena gobernación y el desarrollo humano», por citar el foco del informe de 2004. El corresponsal Ian Williams escribe que el informe y sus predecesores contribuyen al «debate en la región que es un prerrequisito esencial del cambio positivo en la zona». Añade que los autores del informe «se toman en serio la democracia árabe, mientras que Bush va en broma». El informe no se ahorra las críticas, internas o externas. Acusa a la ocupación israelí de Palestina, la ocupación estadounidense de Irak y el terrorismo árabe de haber ejercido una «influencia adversa» en el desarrollo humano. Condena a los «déspotas árabes [que gobiernan] opresivamente y limitan las perspectivas de transición hacia la democracia de sus países» y el apoyo a ellos proveniente de «grandes potencias mundiales». También deplora «el repetido uso o amenaza de uso del veto estadounidense [que] ha limitado la eficacia del Consejo de Seguridad en el establecimiento de la paz en la región[9]».


  En Irak, el historial de la lucha por la democracia y la justicia se remonta a los movimientos constitucionales y las elecciones impugnadas de hace un siglo, aunque el desarrollo político padeció un revés, como de costumbre, bajo la ocupación británica tras la Primera Guerra Mundial. El politólogo Adid Dawisha escribe que «los británicos eran singularmente hostiles a las prácticas democráticas si las percibían como un obstáculo para sus intereses». Tampoco los «americanos eran más amantes del proceso democrático». Con todo, a pesar de la contundencia británica, los iraquíes consiguieron desarrollar «instituciones y prácticas relativamente liberales y democráticas, que podrían contribuir a un futuro democrático [si] los actuales dirigentes son sinceros acerca de seguir el sendero democrático». Después de la invasión de Estados Unidos y Gran Bretaña, como hemos visto, la huida a la religión fruto del brutal régimen de sanciones que éstos impusieron se aceleró aún más, acompañada de un retroceso de las tendencias democráticas laicas que habían existido antes del golpe baazista de 1963 que ellos habían apoyado. Sin embargo, aunque los iraquíes lograran recuperar lo que habían conseguido a pesar del dominio imperial, hace falta una fe impresionante para creer que los actuales hegemones permitirán esas opciones en cualquier sentido que vaya más allá del tradicional gobierno «vertical» de las elites vinculadas al poder estadounidense, con formas democráticas de escasa sustancia; a menos que se vean obligados a hacerlo, en particular por sus propias poblaciones[10].


  ISRAEL-PALESTINA


  El compromiso de Washington con el «fomento de la democracia» para Palestina es lo bastante complejo para merecer un trato aparte. Los esfuerzos se mantuvieron en compás de espera hasta la muerte en noviembre de 2004 de Yasser Arafat, que fue celebrada como una oportunidad para el cumplimiento de la «visión» de Bush de un Estado palestino democrático: un pálido y vago reflejo del consenso internacional que Estados Unidos lleva treinta años bloqueando. Las razones para el renacer de las esperanzas quedaban explicadas en un artículo de opinión aparecido en la portada de The New York Times, bajo el titular «Se espera que la democracia pueda sustituir a un icono palestino». La primera frase reza: «La era post Arafat será el último examen para un artículo de fe americano por antonomasia: el que las elecciones otorgan legitimidad incluso a las instituciones más endebles». En el último párrafo de la página donde prosigue, leemos: «La paradoja para los palestinos no deja de ser enjundiosa, sin embargo. En el pasado, la Administración Bush se resistía a unas nuevas elecciones nacionales entre los palestinos. Entonces se creía que los comicios mejorarían la imagen del señor Arafat y le proporcionarían un mandato remozado, y podrían contribuir a conceder credibilidad y autoridad a Hamás[11]».


  En pocas palabras, el «artículo de fe por antonomasia» es que las elecciones están bien, siempre que salgan como toca. Un año después del anuncio formal de la misión mesiánica que detonó la carrera para subirse al «carro de la democratización», la firme línea de continuidad queda de manifiesto una vez más, junto con su calidad paradójica: de manera inexplicable, los actos casan coherentemente con los intereses y se hallan en contradicción con las palabras; descubrimientos que, sin embargo, no deberían debilitar nuestra fe en la sinceridad de las declaraciones de nuestros dirigentes.


  El aliado regional del presidente Bush en el fomento de la democracia compartía la fe por antonomasia. En septiembre de 2005, el primer ministro, Ariel Sharón, informó a las Naciones Unidas de que Israel emplearía sus abundantes medios para desbaratar las elecciones palestinas si se permitía la candidatura de Hamás, a causa de la dedicación a la violencia de esa organización. Por esa misma lógica, Hamás debería desbaratar las elecciones israelíes si se presentaban el Likud, el nuevo partido Kadima, de Sharón y Peres, o los laboristas; Irán debería desbaratar las elecciones estadounidenses, etc. La postura de Israel minaba los esfuerzos del primer ministro palestino, Mahmud Abbas, «por alejar [a Hamás y la Yihad Islámica] de la violencia [incorporándolos] a la normalidad política», informó Joel Brinkley. Washington se mantuvo fiel una vez más a su artículo de fe por antonomasia: «Preocupado por que los militantes palestinos adquieran un asidero en las elecciones legislativas, [Washington está] presionando a Mahmud Abbas para que exija a los candidatos renunciar a la violencia y los “métodos ilegales o indemocráticos”», una condición que ahorraría a Estados Unidos e Israel la molestia de organizar siquiera elecciones. Entretanto Sharón explicaba que Israel abandonaba sus compromisos de congelar los asentamientos en la primera etapa de la «hoja de ruta», al reiterar «que Israel jamás renunciaría a los grandes bloques de asentamientos de Cisjordania donde vive la inmensa mayoría de los colonos» y señalar que «el año pasado el presidente Bush reconoció en una carta dirigida a él que habría que tener en cuenta las “realidades demográficas” en el momento de determinar la frontera entre Israel y un futuro Estado de Palestina[12]».


  Arafat había sido elegido presidente en 1996, en unas elecciones que Washington consideró aceptables aunque luego se volvieron contra él, de modo que se revocó su legitimidad de manera retrospectiva. El especialista en Oriente Medio Gilbert Achcar señala que «Arafat, que había sido elegido democráticamente por sufragio universal, exigió en repetidas ocasiones el derecho a convocar unas nuevas elecciones palestinas. Sin embargo, se le negó ese derecho, por el simple motivo de que los palestinos a ciencia cierta lo habían reelegido a él». El anuncio de Bush de su misión de llevar la democracia al mundo árabe fue seguido al cabo de poco por su refrendo de la reclusión del único líder árabe electo en su urbanización de Ramala por parte de Ariel Sharón. Entretanto, Bush calificó al israelí de «hombre de paz», desentendiéndose con desparpajo de su historial de medio siglo de violencia terrorista extrema contra civiles y agresión sin paliativos, que se prolonga hasta la actualidad[13].


  Con Arafat a buen recaudo en su reclusión, Bush y Sharón exigieron que lo sustituyera Mahmud Abbas, la nueva esperanza para la democracia en Palestina. La prensa informó de que «a diferencia de Arafat, Abbas no cuenta con un seguimiento popular, y es posible que los competidores de su propia generación se resistan a su autoridad»: otra muestra de la solemnidad del compromiso de la Administración con la democracia[14].


  Descubrimos más sobre esta visión de la democracia examinando la cobertura de la muerte de Arafat, ateniéndonos tan sólo al periódico que sienta cátedra.


  Arafat era «a la vez el símbolo de la esperanza de los palestinos de un estado independiente y el principal obstáculo para su realización». Nunca pudo alcanzar las cotas del presidente Anwar Sadat de Egipto, que «recuperó el Sinaí a través de un tratado de paz con Israel» porque fue capaz de «hablar a los israelíes y tocar sus temores y esperanzas» con su visita a Jerusalén en 1977 (citando a Shlomó Avineri, politólogo y ex funcionario del Gobierno israelí[15]).


  Volviendo a los hechos, seis años antes, en febrero de 1971, Sadat había ofrecido a Israel un tratado de paz completo a cambio de su retirada de los territorios ocupados, específicamente del Sinaí egipcio. El Gobierno laborista de Golda Meir rechazó la oferta de Sadat y prefirió expandirse por la península, donde las tropas al mando del general Sharón empujaban al desierto a millares de beduinos y demolían sus poblaciones para construir la ciudad cien por cien judía de Yamit, además de kibutz y otras aldeas judías. La oferta de Sadat coincidía en casi todo con la política oficial estadounidense, pero Washington se decidió a respaldar el rechazo de Israel adoptando la política de «tablas» de Kissinger: nada de negociaciones, sólo fuerza. El rechazo americano-israelí de la diplomacia condujo directamente a la guerra de 1973, cuando el futuro de Israel, y el mundo, pendió de un hilo; Estados Unidos declaró una alerta nuclear. Kissinger comprendió que era imposible desentenderse sin más de Egipto y accedió a seguir una vía diplomática, que en última instancia condujo a los acuerdos de Camp David de 1979, en los que Estados Unidos e Israel aceptaron la oferta que Sadat había realizado en 1971. Los acuerdos constan en la historia como un triunfo diplomático estadounidense. En realidad, la actuación de Washington fue un desastre diplomático que causó inmensos sufrimientos e incluso el peligro de una guerra global.


  En 1971, la oferta de paz de Sadat no decía nada sobre derechos palestinos, que todavía no figuraban en el orden del día internacional. Para mediados de los setenta eso había cambiado, y Sadat insistió en los derechos nacionales palestinos en los territorios ocupados, el consenso internacional que Estados Unidos e Israel habían rechazado, prácticamente en solitario. De ahí que la oferta egipcia a la que accedieron norteamericanos e israelíes en Camp David fuera más dura, desde su punto de vista, que la que habían rechazado ocho años atrás. La aceptación de la oferta de Sadat de 1971 habría puesto fin efectivo al conflicto internacional. Quizá se hubieran producido también avances hacia la resolución del conflicto israelípalestino, de haber estado dispuestos Estados Unidos e Israel a contemplar la posibilidad. El general Shlomó Gazit, comandante militar de los territorios ocupados de 1967 a 1974, refiere en sus memorias que los dirigentes palestinos propusieron diversas alternativas de autonomía local en los territorios a lo largo de esos años. Fueron transmitidas con simpatía por los servicios militares de información israelíes pero rechazadas por los estamentos políticos superiores, que insistían en «sustanciales cambios fronterizos», no tenían ninguna intención de llegar a acuerdo alguno y actuaron «con decisión para abortar cualquier esperanza palestina en esa dirección [mientras] Israel prohibía toda actividad política[16]».


  Al haber adoptado esa postura de rechazo a ultranza, cree Gazit, los Gobiernos laboristas respaldados por Estados Unidos de principios de los setenta poseen una significativa responsabilidad por el surgimiento del fanático movimiento de colonos del Gush Emunim y en última instancia de la resistencia palestina que se desarrolló muchos años más tarde en la primera Intifada, tras años de terror, brutalidad colonizadora y arrebatamiento paulatino de valiosas tierras y recursos palestinos. Al margen de la tierra arable, el más importante de esos recursos es el agua, que relegó a los palestinos bajo ocupación a la condición de «el pueblo más privado de agua de toda la región, y en verdad uno de los más privados del mundo», mientras Israel se queda para sí un 80 por ciento del agua extraída de los acuíferos de Cisjordania, arreglos consolidados ahora por el «Muro de Separación» bajo argumentos de seguridad manifiestamente fraudulentos. Para más robo y humillación, Israel planea quedarse la cantera más grande de Cisjordania para el traslado ilegal de basura de Israel, privando a los palestinos de su uso y poniendo en peligro los recursos hídricos palestinos restantes, de acuerdo con los expertos en contaminación[17].


  Aunque que nos atengamos en líneas generales a la historia política y diplomática, no deberíamos pasar por alto la realidad humana de la ocupación, descrita en términos sucintos por el historiador israelí Benny Morris:


  Los israelíes quieren creer, y contarle al mundo, que la suya era una ocupación «ilustrada» o «benigna», cualitativamente distinta del resto de las ocupaciones militares que el mundo ha visto. La verdad no podía ser más diferente. Como todas las ocupaciones, la de Israel se basaba en la fuerza bruta, la represión y el miedo, la colaboración y la traición, las palizas y las cámaras de tortura y la intimidación, humillación y manipulación diarias. Es cierto que la ausencia relativa de resistencia y desobediencia civil con el paso de los años permitió a los israelíes mantener una fachada de normalidad y ejercer su dominio con una fuerza relativamente pequeña, formada por un puñado de batallones de las FDI, unas decenas de oficiales de policía (los agentes de a pie los reclutaba de entre los palestinos) y un centenar aproximado de agentes e investigadores del Servicio General de Seguridad (SGS[18]).


  Hay buenos motivos para creer que, antes de la guerra de 1973, Israel podría haber avanzado hacia algún tipo de solución federal en la Palestina mandataria (Cisjordania, del río hasta el mar), con dos regiones parcialmente autónomas de predominancia judía y árabe. Las propuestas palestinas que la cúpula política rechazó podrían haber sido pasos en esa dirección. Una solución federal podría haber conducido a una mayor integración de las dos sociedades, dentro de lo permitido por las circunstancias, propicia para el tipo de arreglo binacional que posee significativas raíces en el sionismo preestatal y es del todo natural en la región, y de hecho en un ámbito más general. Existen muchos modelos de estados multinacionales, algunos con un grado razonable de éxito, a menudo considerablemente superior al de los sistemas estatales que han sido impuestos en gran medida por la violencia y con frecuencia han conducido a horrendas atrocidades. Quien conozca Cisjordania sabrá que cualquier línea que la atraviese resulta sumamente artificial, aunque sin duda mejor que la ocupación militar. Durante aquellos años, hubo cierta —si bien limitada— defensa pública de alguna maniobra de ese tipo, pero con la guerra de 1973 se perdió la oportunidad, y la única opción seria a corto plazo pasó a ser el pacto biestatal del consenso internacional que Estados Unidos e Israel han bloqueado[19].


  Los hechos básicos están claros. No era el malvado Arafat quien suponía «el obstáculo primordial para [la] realización» del Estado palestino, sino más bien Estados Unidos e Israel, con la ayuda de los medios de comunicación y los comentaristas que omitían y distorsionaban lo que sucedía. La conclusión se vuelve más evidente todavía cuando analizamos el registro documental auténtico desde que el tema de los derechos nacionales palestinos llegó al orden del día internacional a mediados de los setenta. En 1976, Estados Unidos vetó una resolución presentada por Siria que reclamaba una solución de dos estados con arreglo a las fronteras internacionales respaldadas por los principales estados árabes y la OLP de Arafat e incorporaba los elementos cruciales de la Resolución 242 del Consejo de Seguridad de la ONU, reconocido por todas las partes como el documento diplomático básico. En los años siguientes, Estados Unidos, prácticamente en solitario, bloqueó el muy amplio consenso internacional acerca de una resolución diplomática parecida, a la vez que apoyaba la expansión de Israel en los territorios ocupados. No existen argumentos serios a favor de la legalidad del apoderamiento de tierras y recursos. El destacado jurisconsulto israelí David Kretzmer, profesor de Derecho Internacional en la Universidad Hebrea, observa que la ilegalidad de los asentamientos «ha sido aceptada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), los estados partícipes de las Convenciones de Ginebra», además de Gobiernos y especialistas extranjeros y, en fechas más recientes, el Tribunal Internacional de Justicia, por unanimidad, incluido el magistrado estadounidense Buergenthal[20].


  Estados Unidos sigue bloqueando una resolución diplomática. Un ejemplo reciente e importante fue la presentación del Acuerdo de Ginebra en diciembre de 2002. Esas propuestas detalladas para una solución con dos estados, formuladas por negociadores israelíes y palestinos extraoficiales pero prominentes, contaron con el respaldo del habitual amplio consenso internacional, con la habitual excepción: «Estados Unidos brilló por su ausencia entre los Gobiernos que enviaron un mensaje de apoyo», informó The New York Times en un artículo desdeñoso. Israel rechazó el acuerdo[21].


  Es sólo un pequeño fragmento de un historial diplomático tan coherente, tan meridianamente claro y profusamente documentado, que hace falta auténtica diligencia para malinterpretarlo. Sin embargo, la historia choca de bruces con la rectitud de nuestros líderes, y en consecuencia debe descartarse por políticamente incorrecta. Arafat debe ser el «obstáculo primordial» ante la sincera dedicación de Washington al Estado palestino y la democracia.


  El extenso obituario de Arafat de la especialista en Oriente Medio de The New York Times, Judith Miller, sigue esa misma línea. Según su versión, «Hasta 1998, [Arafat] se negó en repetidas ocasiones a reconocer Israel, insistiendo en la lucha armada y las campañas de terror. Sólo optó por la democracia tras su abrazo al presidente iraquí, Saddam Hussein, durante la guerra del Golfo Pérsico de 1991». Volviendo a la historia verdadera, a lo largo de los ochenta Arafat realizó repetidas ofertas de negociaciones conducentes a un arreglo diplomático, mientras que Israel —y en particular las palomas «pragmáticas»— se negaba en redondo a cualquier debate, una posición respaldada por Washington. El corresponsal en Jerusalén de The New York Times, Thomas Friedman, falseó regularmente los hechos que presenciaba, y la prensa en general se negó a publicar información disponible sin problemas en los medios israelíes[22].


  Es de suponer que Miller menciona 1988 (sin explicaciones) porque ése es el año en que el Consejo Nacional Palestino reclamó oficialmente un arreglo biestatal en los términos del consenso internacional, después de haber «postulado implícitamente» la idea en su asamblea de 1974, observa Benny Morris, en coincidencia con otros historiadores del periodo. Un año después, en mayo de 1989, el Gobierno israelí de coalición encabezado por Yitsjak Shamir y Shimón Peres reafirmó el consenso político israelí en su plan de paz. El primer principio era que no podía haber un «Estado palestino adicional» entre Jordania e Israel, pues Jordania ya era un «Estado palestino». El segundo era que el destino de los territorios se fijaría «de acuerdo con las directrices básicas del Gobierno [israelí]». Estados Unidos aceptó sin reservas el plan de Israel, que se convirtió en «el Plan Baker» (6 de diciembre de 1989). Como escribí en su momento, viene a ser como si alguien sostuviera que «los judíos no se merecen una “segunda patria” porque ya tienen Nueva York, con una enorme población judía, medios de comunicación dirigidos por judíos, un alcalde judío y el dominio de la vida cultural y económica». El Plan Baker también permitía que los palestinos seleccionados por Estados Unidos e Israel asistieran a un «diálogo» sobre el plan israelí, pero con la condición de que se atuvieran en exclusiva a sus estipulaciones, lo que exige una ampliación de la analogía[23].


  El mismo día en que Washington anunció su renovado refrendo de la política de rechazo extremo de Israel, la Asamblea General de la ONU reclamó una vez más una conferencia internacional de paz bajo supervisión de las Naciones Unidas. Su objetivo anunciado era sentar las bases para un arreglo diplomático según las fronteras internacionales (previas a junio de 1967), con garantías para la seguridad de todos los estados de la región «dentro de fronteras seguras y reconocidas internacionalmente» y con el nuevo Estado palestino «bajo la supervisión de las Naciones Unidas durante un periodo limitado, como parte del proceso de paz». La votación fue de 153 a 3, con la oposición de Estados Unidos, Israel y la República Dominicana y una abstención (Belice). Más o menos lo normal desde la década de 1970[24].


  Exactamente al contrario de lo que dicen Miller y la doctrina estándar, fue sólo después de la guerra del Golfo de 1991 cuando Washington estuvo dispuesto a plantearse negociaciones, al reconocer que entonces se hallaba en condiciones de imponer sus términos de manera unilateral. La política de rechazo americano-israelí prosiguió tras los acuerdos de Oslo de 1993, que no decían nada de derechos nacionales palestinos. Bajo las estipulaciones de Oslo se asignaba a Arafat el papel de policía de Israel en los territorios ocupados. El primer ministro Rabin no pudo dejarlo más claro. Mientras Arafat cumplió ese cometido, fue un «pragmático», aprobado por Estados Unidos e Israel sin escrúpulos por su corrupción, violencia y draconiana represión. Fue sólo cuando se demostró incapaz de mantener a la población bajo control mientras Israel le arrebataba más tierras y recursos cuando se convirtió en el archivillano que bloqueaba el camino a la paz. La primera mención oficial de Israel de la posibilidad de un Estado palestino la realizó al parecer el Gobierno ultraderechista de Benyamín Netanyahu, que concedió que los palestinos pueden llamar «Estado» a los fragmentos de Palestina que les queden, si así lo desean, o pueden llamarlo «pollo frito» (en palabras de David Bar-Illan, director de comunicaciones y planificación política de la oficina del primer ministro). En mayo de 1997, el Partido Laborista, al parecer por primera vez, reconoció «el derecho de los palestinos a la autodeterminación [y] no descartaba a tal efecto el establecimiento de un Estado palestino con soberanía limitada» en zonas que excluyeran «los principales bloques de asentamientos judíos[25]».


  Las metas de las palomas israelíes quedaron perfiladas en una publicación académica de 1998 de Shlomó Ben-Ami, que más tarde encabezaría el equipo negociador de Ehud Barak en Camp David en 2000. El «proceso de paz de Oslo», escribió Ben-Ami, debía conducir a una «dependencia neocolonial permanente» de los palestinos de los territorios ocupados, con alguna variedad de autonomía local. El asentamiento y la cantonización israelíes de los territorios ocupados prosiguieron de manera paulatina a lo largo de la década de 1990, con pleno apoyo estadounidense. El mayor índice de expansión de asentamientos posterior a Oslo se registró en 2000, último año de la presidencia de Clinton y del primer ministro laborista Barak[26].


  La versión de Miller llega al desenlace de rigor: en Camp David, a mediados de 2000, Arafat «dio la espalda» a la magnánima oferta de paz de Clinton y Barak y más tarde se negó a sumarse a este último para aceptar los «parámetros» de Clinton de diciembre del 2000, con lo que demostró de manera concluyente que insistía en la violencia, una verdad deprimente con la que los países amantes de la paz, Estados Unidos e Israel, tendrían que reconciliarse de alguna manera.


  En el mundo real, era materialmente imposible que cualquier dirigente palestino aceptara las propuestas de Camp David (incluido Abbas, que las rechazó). Se trata de algo evidente tras un vistazo a los mapas, fáciles de consultar en las fuentes habituales, aunque al parecer sean imposibles de encontrar en los medios estadounidenses mayoritarios. En el análisis más concienzudo obra de especialistas israelíes, Ron Pundak y Shaul Arieli concluyen que la oferta de salida de Barak dejaba a Israel el control de un 13 por ciento de Cisjordania, y que un día antes del final de la cumbre el bando israelí todavía sostenía esa postura, aunque la oferta final de Barak la redujera al 12 por ciento. El mapa más fiable, que Pundak ofrece en otro análisis, revela que la propuesta americano-israelí establecía tres cantones en los restos de Cisjordania abandonados a los palestinos. Los tres están delimitados por dos salientes israelíes, que se extienden desde Israel hasta el interior profundo de Cisjordania.


  [image: ]


  Un saliente, que incluye la localidad de Maale Adumin, se extiende desde la muy ampliada zona de Jerusalén que Israel se quedaría y prosigue hacia el este hasta superar Jericó y llegar a la «zona de seguridad» bajo control israelí en el río Jordán, por lo que a todos los efectos parte en dos Cisjordania. El saliente también se extiende un buen trecho hacia el norte hasta rodear Ramala, la principal ciudad palestina del cantón central, casi por completo. El saliente septentrional se prolonga hasta cruzar más de la mitad de Cisjordania, cubre zonas sin colonizar e incluye la localidad de Ariel y Shilo por el este. El efecto es a grandes rasgos separar los cantones meridional y central del septentrional. Además de otras significativas expansiones, las propuestas aislaban entre ellas a todos los efectos las principales poblaciones palestinas (Belén, Ramala, Nablús). Además, todos los fragmentos palestinos quedan separados en buena medida del pequeño sector de Jerusalén oriental que es el centro de la vida e instituciones comerciales, culturales, religiosas y políticas palestinas[27].


  Tras el fiasco de las negociaciones de Camp David, Clinton reconoció que las objeciones de Arafat tenían fundamento, como demostraron sus famosos parámetros de diciembre de 2000, que avanzaban más en la dirección de un posible acuerdo… y por tanto socavaban la historia oficial que Miller repite. Clinton describió la reacción a sus parámetros en una charla ante el Foro Israelí de Política el 7 de enero de 2001: «Tanto el primer ministro Barak como el presidente Arafat han aceptado ya estos parámetros como base para posteriores esfuerzos. Los dos han expresado algunas reservas». Una vez más, la versión estándar queda desmentida[28].


  Los negociadores palestino-israelíes de alto nivel se tomaron los parámetros de Clinton como «base para posteriores esfuerzos» y abordaron sus «reservas» en los encuentros de Taba de finales de enero de 2001. Esas negociaciones satisficieron algunas de las preocupaciones palestinas, lo que una vez más desacredita la versión oficial. Quedaban problemas, pero las negociaciones de Taba podrían haber llevado a la paz. En Taba, observan Pundak y Arieli, Israel redujo sus exigencias a un 50 por ciento de las de Camp David. Conminan a quienes afirman que Israel llegó a sus «Líneas Rojas» en Camp David al presentar «la oferta más amplia que podía concebirse» a que presten atención a «la distancia entre un mapa que se anexiona el 13 por ciento en Camp David y el 6-8 por ciento que los israelíes propusieron antes y en el transcurso de las negociaciones de Taba». Es posible que tuvieran en mente a palomas israelíes tan reconocidas como el novelista Amos Oz, que informó a un público occidental de que en Camp David Israel ofreció «un acuerdo de paz basado en las fronteras de 1967 con enmiendas mutuas de poca importancia, [la] oferta más generosa que Israel puede realizar», y que lo hizo «al precio de una fisura sin precedentes dentro de la sociedad israelí, al precio de un terremoto político», pero los palestinos rechazaron la oferta, insistiendo en «erradicar Israel». En consecuencia, dijo Oz, el movimiento por la paz israelí debía en adelante «replantearse su postura» de que la ocupación era la cuestión fundamental, ya que el Gobierno israelí accedía a ponerle fin y los palestinos se habían negado. La verdad, bien conocida en Israel, es del todo distinta[29].


  Las negociaciones de Taba las canceló el primer ministro israelí Barak el 27 de enero, adelantándose al calendario establecido y diez días antes de las elecciones israelíes convocadas para el 6 de febrero. De modo que es imposible conocer su resultado. En su rueda de prensa final, las dos partes transmitieron un comunicado conjunto en el que declaraban que «nunca han estado más cerca de llegar a un acuerdo y es por tanto nuestra creencia compartida que las fisuras restantes podrían sortearse con la reanudación de las negociaciones después de los comicios israelíes». Un informe detallado del enviado de la Unión Europea Miguel Moratinos, que sugería las mismas conclusiones optimistas, fue aceptado como exacto por ambas partes y recibió una destacada difusión en Israel, aunque en Estados Unidos pasara desapercibido. Cuando le preguntaron por qué había cancelado las negociaciones con cuatro días de antelación, Barak «negó sin más» que existiera cualquier esperanza de avance y declaró: «No tiene ninguna importancia el por qué les puse fin. Tenían que terminar porque no estaban yendo a ninguna parte». Barak informó al historiador israelí Ahrón Bregman de que le había dicho a Clinton en el acto que rechazaba sus parámetros y que «no tenía intenciones de firmar ningún acuerdo antes de las elecciones[30]».


  Las negociaciones extraoficiales prosiguieron de todas formas, con varios resultados, de los que el más detallado fue el Acuerdo de Ginebra que Israel rechazó y Estados Unidos descartó en diciembre de 2002.


  Al repasar el fracaso de esos empeños, Pundak concluye que antes de Camp David ninguno de los dos bandos estuvo a la altura de sus compromisos, «pero los incumplimientos israelíes fueron más numerosos a la par que más sustantivos en su naturaleza», aun dejando al margen el obvio desequilibrio. «La cúpula palestina había sido capaz de contener la violencia que podría haber estallado con facilidad durante el mandato de Netanyahu» como primer ministro de 1996 a 1999, mientras que «Netanyahu saboteó sin tregua el proceso de paz». La elección de Barak en 1999 suscitó esperanzas, pero quedaron aplastadas por su negativa a transferir autoridad a las aldeas palestinas de alrededor de la Gran Jerusalén aun después de que el Gobierno israelí lo aprobara y por las acciones constatadas en el día a día: el aumento del hostigamiento, el castigo colectivo, la pobreza, los recortes de agua y el asentamiento mientras se confinaba a los palestinos a «enclaves del tipo bantustán», además del apoyo a alarmantes acciones de los colonos por parte de las autoridades militares y civiles. En Camp David, la cúpula palestina y la mayoría de la opinión pública estaban dispuestas a hacer «concesiones necesarias», pero precisaban alguna indicación de que cambiaría la relación de ocupante y ocupado. Barak no la proporcionó. Pundak rechaza las versiones que se comunicaron al público (una oferta del 95 por ciento de Cisjordania, etc.) como «un intento de reescribir la historia».


  Durante la Intifada que siguió a la ruptura de Camp David, escribe Pundak, «en realidad los palestinos no habían alterado la postura básica que sostenían desde 1993: una solución biestatal, con un Estado palestino desmilitarizado a lo largo de las fronteras de 1967, y una solución pragmática al problema de los refugiados». Las negociaciones de Taba se acercaron a una solución relativa a la cuestión territorial, la «base principal de cualquier acuerdo». A propósito del tema de los refugiados, citado a menudo en un empeño por culpar a la intransigencia palestina del fracaso de los esfuerzos de paz, Pundak escribe que la posición de los negociadores palestinos en Camp David era «moderada y pragmática», y lo siguió siendo en todo momento. El anteproyecto de Taba ponía un «claro énfasis en que su puesta en práctica no amenazaría el carácter judío del Estado de Israel». Al final, Pundak concluye que, aunque nadie esté libre de culpa, la insinceridad de Netanyahu y la mala gestión de Barak «fueron las dos trabas principales para la consecución de un acuerdo». Los palestinos, como es natural, tienen una perspectiva menos comprensiva, pero en el contexto del presente análisis lo más relevante es la interpretación de los observadores mejor informados que básicamente adoptan la postura de Israel[31].


  La versión de Miller se basa en un libro muy premiado obra del enviado y negociador de Clinton en Oriente Medio Dennis Ross. Como debe saber todo comentarista serio, cualquier fuente de ese tipo resulta muy sospechosa, aunque sólo sea por sus orígenes. Además, incluso una lectura somera basta para demostrar que la crónica de Ross tiene muy poco valor. Sus ochocientas páginas consisten ante todo en muestras de admiración por los esfuerzos de Clinton (y suyos propios), basadas casi por completo en «citas» de lo que afirma que se dijo en conversaciones informales. Apenas aparece una palabra sobre lo que todo el mundo sabe que supuso el tema fundamental en todo momento: los programas de asentamiento y desarrollo de infraestructuras en los territorios que se prolongaron con apoyo estadounidense a lo largo de los años de Oslo y alcanzaron su apogeo en 2000. En la versión de Ross, Arafat es el malo que rechazó una magnánima oferta de paz en Camp David y rehusó los parámetros de Clinton aunque Barak los aceptara; falso, como acabamos de repasar. Ross despacha con sencillez las negociaciones de Taba: acabando el libro inmediatamente antes de que empezaran (lo que también le permite omitir la evaluación que hizo Clinton de la reacción a sus parámetros de los dos bandos, que se acaba de citar). Así puede rehuir el hecho de que sus conclusiones primarias fueron refutadas al instante. Está claro que el libro tiene poco valor más allá de lo que nos dice sobre uno de los participantes. «En el análisis final», escribe el especialista en Oriente Medio Jerome Slater, «la crónica viene a ser una defensa inteligente pero nada persuasiva de Israel, la Administración Clinton y en verdad él mismo[32]».


  Lo que no carece de valor, sin embargo, son las pruebas cruciales que pasan desapercibidas. Un importante ejemplo es la evaluación final de oficiales de alto nivel de los servicios de información israelíes, entre ellos Amos Malka, director de inteligencia militar, Ami Ayalon, que encabezó los Servicios Generales de Seguridad (Shin Bet), Matti Steinberg, asesor especial para asuntos palestinos del director del Shin Bet, y Efraim Lavie, el oficial del departamento de investigación responsable de asuntos palestinos. Tal y como Malka presenta su consenso, «La suposición era que Arafat prefiere un proceso diplomático, que hará todo lo que pueda para que se consuma y que sólo cuando llegue a un callejón sin salida en el proceso recurrirá a una vía de violencia. Sin embargo, esa violencia tiene por fin sacarlo del callejón sin salida, para movilizar presión internacional y conseguir el paso siguiente». En esencia, la conclusión de Pundak[33].


  Además del obituario de Miller, el Times publicó un importante artículo de opinión sobre la muerte de Arafat, obra de Benny Morris. El primer comentario plasma el tono: Arafat era un impostor que hablaba de paz y el fin de la ocupación pero en realidad quería «redimir Palestina». Eso demuestra la naturaleza irremediablemente salvaje de Arafat. Morris revela su desprecio no sólo hacia los palestinos, que es profundo, sino también hacia sus lectores estadounidenses. Al parecer da por sentado que no repararán en que está tomando prestada la terrible expresión de la ideología sionista, cuyo principio fundamental durante más de un siglo ha sido «redimir La Tierra». El principio subyace a lo que Morris reconoce como tema central del movimiento sionista desde sus orígenes: «el traslado» —o sea, la expulsión— de la población indígena a alguna otra parte con el fin de «redimir La Tierra» para sus auténticos propietarios, que regresan a ella después de dos mil años[34].


  Identifican a Morris como académico israelí y autor de importantes estudios sobre los conflictos árabe-israelíes, en particular los orígenes del problema de los refugiados palestinos. Eso es correcto. Ha realizado el trabajo más concienzudo sobre los archivos israelíes y publicado valiosos textos especializados. También demuestra con un grado considerable de detalle la barbarie de las operaciones israelíes de 1948 y 1949 que condujeron al «traslado» de la mayor parte de la población de lo que se convirtió en Israel, incluida la parte del Estado palestino designado por la ONU que Israel se apropió, dividiéndola a partes más o menos iguales con su tácito socio jordano. En palabras del propio Morris, «Por encima de todo, permítaseme reiterar que el problema de los refugiados fue causado por los ataques de fuerzas israelíes sobre aldeas y ciudades árabes y por el miedo de los habitantes a esos ataques, aderezados con expulsiones, atrocidades y rumores de atrocidades, y por la crucial decisión del Gabinete israelí en junio de 1948 de prohibir el retorno de los refugiados», lo que dejó a los palestinos «aplastados, con unas 700 000 personas impulsadas al exilio y otras 150 000 permaneciendo bajo dominio israelí». Morris se muestra crítico con las atrocidades israelíes y la «limpieza étnica» (literalmente, «purificación étnica») de palestinos. Un motivo es que no llegó lo bastante lejos. El gran error del primer ministro David Ben-Gurión, según el parecer de Morris, quizás un «error fatal», fue no haber «limpiado el país entero: la Tierra de Israel al completo, hasta el mismo río Jordán[35]».


  En beneficio de Israel hay que decir que la postura de Morris al respecto ha recibido indignadas condenas. En Israel. En Estados Unidos lo consideran la elección apropiada para el papel de único comentarista sobre su vilipendiado enemigo[36].


  Aunque los palestinos son, por supuesto, las principales víctimas de la actitud de rechazo de Estados Unidos e Israel, también los israelíes han sufrido, incluso durante las varias décadas en las que se vieron sorprendentemente libres de represalias desde el interior de los territorios, donde los palestinos soportaron en silencio la brutalidad, la tortura, la degradación y el robo de sus tierras y recursos. La negativa israelí respaldada por Estados Unidos a aceptar un arreglo de paz en 1971 provocó mucho sufrimiento y la inminencia de un desastre. Su negativa desde entonces a aceptar un arreglo político lo está conduciendo «por la senda de la catástrofe», han advertido cuatro ex directores del servicio de seguridad Shin Bet, que reclamaban un acuerdo de paz en el que se abandonen la mayoría de los asentamientos. Israel ha tenido un «comportamiento vergonzoso» hacia los palestinos, dijo Avraham Shalom, uno de los cuatro. Uno de los primeros oponentes a la ocupación, el célebre estudioso ortodoxo y científico Yeshayahu Leibowitz, se hizo famoso por su predicción de que oprimir a otro pueblo conduciría a una grave degeneración moral, a la corrupción y a la decadencia interna. A estas alturas sus advertencias han entrado en los círculos de opinión mayoritarios de Israel. Uno de los más destacados analistas jurídicos del país, Moshé Negbi, describe con desesperación el descenso de Israel a la condición de «república bananera». Negbi se reserva su escarnio más amargo no sólo para la cúpula política cada vez más corrupta de todo el espectro ideológico, sino también para los tribunales israelíes. Los tribunales, escribe, son capaces de imponer una pena de seis meses a un interrogador que torturó a un prisionero hasta matarlo o a un judío condenado por asesinar a un niño árabe, de tolerar «prisiones secretas» donde los reclusos «desaparecen» al estilo de la Argentina neonazi y la Unión Soviética y de un sinfín de crímenes más que en su opinión están destruyendo la democracia israelí y el Estado de derecho al plegarse ante los «matones del derecho fundamentalista racista[37]».


  En una acusación virulenta a la subordinación de Israel a los colonos de los territorios ocupados desde los primeros tiempos de la ocupación, el corresponsal diplomático Akiva Eldar y el historiador Idit Zartel relatan que el régimen «desagradable, racista» de «los Señores de la Tierra» no sólo «aplasta los derechos humanos más elementales» de los palestinos, sino que también «dinamita las normas básicas de la democracia israelí». «Aún más de lo que indigna», escribe el analista político-militar Reuven Pedatzur, «el libro entristece a cualquiera a quien le importe el destino, la imagen y el futuro de la democracia israelí». Eldar y Zartel recalcan que «el desarrollo de los asentamientos no hubiera sido posible sin la asistencia masiva que recibieron de las diversas instituciones políticas, la autorización de los tribunales de la que se beneficiaron y las relaciones de simpatía y objetivos compartidos que se entablaron entre los colonos y el mando militar». Desde el Gobierno laborista de Eshkol en 1967 a la actualidad, pasando por los gabinetes de Rabin y Peres, «nadie puede rehuir la responsabilidad» por la expansión de los asentamientos y el asalto contra los derechos humanos y la democracia israelí[38].


  Eldar y Zartel también subrayan el «daño particularmente triste causado por las autoridades judiciales». Repasan pasmosas sentencias racistas, entre ellas condenas muy leves por el brutal asesinato de niños árabes, e incluso una negativa del tribunal a dictar sentencia sobre judíos acogiéndose al dicho de que «no juzgarás a tu vecino a menos que te encuentres en su lugar». Posturas semejantes han estado «destruyendo los cimientos enteros del sistema judicial», escriben Eldar y Zartel. «Es sólo sobre este telón de fondo», añade Pedatzur, donde uno puede comprender la decisión del oficial de la autoridad de ocupación Pliya Albek, quien, con el apoyo de los tribunales, rechazó la solicitud de compensaciones de un palestino después de que la policía fronteriza matara a su esposa, con el argumento de que «sólo salió ganando con la muerte de su mujer porque cuando estaba viva tenía que mantenerla, pero ahora no, y en consecuencia el perjuicio que se le ha ocasionado es como máximo cero». Benny Morris escribe que «el trabajo de los tribunales militares en los territorios y del Tribunal Supremo que los respaldaba a buen seguro pasará a la historia como una era oscura en los anales del sistema judicial israelí[39]».


  Entretanto, concluyen Eldar y Zartel, «las vidas de la gran mayoría de los israelíes dentro de la línea verde [la frontera internacional] prosiguen sin alteraciones, mientras los asentamientos [en los territorios ocupados] conquistan el Estado de Israel por un lado y destruyen las vidas de los palestinos por el otro».


  Los motivos por los que los israelíes prosiguen con sus vidas sin alteraciones no son difíciles de elucidar. Los describe la periodista israelí Amira Hass, que ha vivido e informado desde los territorios ocupados durante años. «Hay un colono en todo israelí», explica, al menos en todo israelí relativamente privilegiado. «La empresa de asentamiento de Cisjordania se ha convertido en un medio de medro socioeconómico para muchos israelíes», quienes, gracias a los subsidios gubernamentales, pueden obtener casas encantadoras que jamás podrían permitirse en Israel. «Para ellos, se trata de un modo de afrontar la gradual destrucción del Estado de Bienestar», ya que Israel ha adoptado varias de las peores características de su protector. Además, los asentamientos garantizan el control de Israel sobre los recursos palestinos, de modo que «nosotros, los judíos, podemos despilfarrar, como si viviéramos en una tierra abundante en agua», mientras que los palestinos no tienen qué beber. Los judíos también pueden beneficiarse de autopistas modernas «construidas sobre tierras robadas a los palestinos, [que] sirven no sólo a los colonos, sino también a muchos [otros israelíes], cuya conciencia de clase media en desarrollo precisa comodidad, eficacia y ahorro de tiempo». También son tiempos de bonanza para la amplia gama de empresas que «se benefician del boom de la construcción» y, al garantizar una continua amenaza, los asentamientos «necesitan del crecimiento de la industria de la seguridad». No es de extrañar, pues, que la opinión pública «no se muestre inquieta por la cuestión de lo que [el asentamiento] está haciendo con el futuro de la región». El aplastamiento de los palestinos y la destrucción de su sociedad siguen siendo «invisibles», y el futuro es algo de lo que deben preocuparse otros[40].


  «Un viaje por las carreteras de Gaza, cerradas al tráfico palestino durante años, expone las dimensiones completas de la destrucción física que Israel dejó a su paso», escribe Hass.


  Mil palabras y mil imágenes no bastan para describirlo. No se debe a la debilidad de las palabras y las fotos, sino a la capacidad de la mayoría de los israelíes para no ver y no asimilar la extensión de los viñedos, arboledas, huertos y campos que el ejército popular de los Israel convirtió en desierto, el verde que pintó de amarillo y gris, la arena revuelta y la tierra removida, los espinos, las malas hierbas. Para garantizar la seguridad de los colonos […] las FDI [Fuerzas de Defensa Israelíes] se pasaron cinco años desarraigando los pulmones verdes de Gaza, mutilando sus zonas más bellas y eliminando el medio de vida de decenas de miles de familias. El talento israelí para desentenderse de la enorme destrucción que hemos causado conduce a las evaluaciones políticas erróneas. Esa desatención permite a las FDI seguir destruyendo territorio palestino en Cisjordania. A lo largo de la valla [de separación], alrededor de los asentamientos, en el valle del Jordán, la destrucción prosigue como medio de continuar creando hechos sobre el terreno y garantizar que la futura entidad palestina quede todo lo dividida, fragmentada y privada de territorios posible[41].


  Las consecuencias internacionales de la decisión israelí de preferir la expansión a la seguridad en 1971 se extienden mucho más allá de la guerra de 1973 de la que fue causa inmediata. Al rechazar la paz, Israel optó por la dependencia de Estados Unidos, «el jefe llamado “socio”», como describe la relación uno de los más destacados comentaristas políticos de Israel. Siempre que las acciones de Israel se adecuan a los objetivos estadounidenses, el país recibe el apoyo diplomático, militar y económico que facilita su apoderamiento de partes valiosas de los territorios ocupados y su desarrollo en una rica sociedad industrial. Sin embargo, cuando el jefe dice basta, Israel debe obedecer. Se han producido repetidos casos. Uno surgió en 2005, cuando Estados Unidos ordenó a Israel que interrumpiera sus ventas de tecnología militar avanzada a China. Israel intentó evadir o mitigar las restricciones, pero fue en vano. Estados Unidos impuso sanciones. Los representantes del Pentágono se negaron incluso a encontrarse con sus homólogos israelíes, lo que obligó al ministro de Defensa, Shaul Mofaz, a cancelar su viaje a Washington. El «diálogo estratégico» se dio por finalizado a todos los efectos. Estados Unidos exigió que la Knesset aprobara una legislación que reforzara la supervisión de las exportaciones militares, que Israel firmara un memorando oficial de entendimiento y que el Gobierno y Mofaz le presentaran una disculpa por escrito. «Una vez que Israel alzó la bandera blanca y accedió a la mayor parte de las exigencias —informó el más destacado corresponsal militar de Israel, Zeev Schiff— Estados Unidos planteó exigencias adicionales y más severas, y se dijo que había tratado con desprecio a la delegación israelí[42]».


  Se trata de duros golpes para Israel. Aparte de los insultos directos, esas ventas son un componente crucial de la economía militarizada de exportación de alta tecnología israelí. Sin embargo, Israel no tiene alternativa cuando habla el jefe, y entiende que no puede confiar en el grupo de presión estadounidense, que sabe bien que no puede enfrentarse al poder estatal en asuntos importantes. La elección de la expansión y la consiguiente dependencia han tenido efectos perjudiciales en la sociedad israelí, a la vez que vedaban alternativas beneficiosas, y la exponen a consecuencias que podrían demostrarse muy serias en el impredecible mundo de los asuntos internacionales.


  Mientras se recrea en sus visiones de democracia y justicia, Bush sigue «aplastando los derechos humanos más elementales de los palestinos y demoliendo las normas básicas de la democracia israelí». El historial de vetos en el Consejo de Seguridad en materias relativas a Israel es otra ilustración. Los siete vetos de Bush II a resoluciones de la ONU concernientes a Israel igualan a los siete que presentaron Bush I y Clinton juntos (pero no llegan a los diecinueve de Reagan). Las resoluciones vetadas incluyen la solicitud de una fuerza de observación de la ONU en los territorios para reducir la violencia, la condena de todos los actos de terror y violencia y la fundación de un aparato de supervisión, la expresión de malestar por la muerte de empleados de la ONU a manos de Israel y la destrucción de un almacén del Programa Mundial de Alimentos de las Naciones Unidas, la reafirmación de la ilegalidad de la deportación, la expresión de malestar por el Muro de Separación que atravesaba la Cisjordania ocupada, la condena del asesinato del clérigo tetrapléjico jeque Ahmed Yassin (y media docena de transeúntes) en marzo de 2004 y la condena de una incursión militar israelí en Gaza que acabó con muchos civiles muertos y cuantiosos daños a la propiedad[43].


  Bush también ha llevado a nuevas cotas el apoyo a la ocupación al reconocer formalmente el derecho de Israel a conservar los asentamientos de Cisjordania y seguir ofreciendo el apoyo necesario para su expansión en esa zona. Eso incluye el apoyo al Muro de Separación, ideado para garantizar que las confortables urbanizaciones judías de Cisjordania queden incorporadas de manera efectiva en Israel, junto con parte de la tierra árabe más arable y los principales recursos hídricos de la región, mientras que los despojos que le queden al «Estado palestino» serán fragmentados e inviables. Está previsto que el Muro de Separación abarque todos los bloques de asentamientos, de tal modo que cree «tres bantustanes en Cisjordania: el primero, Yenin-Nablús; el segundo, Belén-Hebrón; y el tercero, Ramala», escribe Meron Benvenisti. Un componente particularmente cínico es el práctico cerco de las ciudades y aldeas palestinas, que separará a los habitantes de sus tierras, que con el tiempo se convertirán en «tierras estatales» de acuerdo con las leyes otomanas que Israel ha revivido en un intento de disimular su robo de tierras con una fina pátina de legalidad. El muro alrededor de la localidad de Kalkilia en la frontera de Israel aumenta el coste y la inseguridad israelí, pero la población se muere, que era la pretensión de este acto de cinismo supremo[44].


  Otros tienen reservado el mismo destino. La organización israelí de derechos humanos B’Tselem ha investigado muchos casos. Por mencionar sólo uno, el Muro de Separación que rodea la Gran Jerusalén ilegalmente anexionado, para el que no existe ni siquiera el pretexto de «seguridad» más traído por los pelos (en realidad aumenta la inseguridad al encerrar a muchos palestinos dentro de las fronteras previstas de Israel), «dará como resultado el aislamiento completo de la aldea» de Sheij Saad, pegada a la frontera municipal del este de la ciudad y unida físicamente a un barrio de Jerusalén Este del que dependen sus habitantes «para todos los aspectos de la vida: salud, empleo, educación secundaria, abastecimiento de comida y otros artículos». Situada sobre un precipicio, la aldea sólo tiene una carretera de entrada o salida, y está bloqueada por las Fuerzas de Defensa israelíes. En teoría, los residentes pueden presentar una solicitud de permiso —que se deniega por rutina— si se las ingenian para entrar ilegalmente en Jerusalén. En este y muchos otros casos, el método es la crueldad deliberada, diseñada para que los residentes se vean «obligados a optar entre vivir en una cárcel o abandonar sus hogares para instalarse en otra parte». Quienes conozcan la historia del sionismo reconocerán el método, que se remonta a la década de 1920: «dunam a dunam», llamando la atención lo menos posible. En un plano más general, como expresó la cuestión Moshé Dayan ante el Consejo de Ministros laborista en los años setenta, debemos decirles a los refugiados palestinos de los territorios que «no tenemos ninguna solución, tendréis que seguir viviendo como perros y el que quiera puede marcharse, y ya veremos adónde conduce ese proceso». Paso a paso, eso sí, para que los apologistas puedan negar los hechos[45].


  El Muro de Separación adopta la lógica básica de las propuestas de Clinton y Barak en Camp David, pero va más allá. En octubre de 2005, Haaretz publicó un mapa de «la división de Cisjordania en “bloques”». El mapa muestra que el saliente norte (Ariel) también debe extenderse hasta el valle del Jordán, controlado por Israel, al igual que sucede con el saliente sur (Maale Adumin). El objetivo es «amputar la Cisjordania norte [incluidas Nablús y Yenín] de su región central», bloqueando el tráfico palestino, parte del «objetivo último de crear tres bloques separados en Cisjordania». Al cabo de unas semanas Sharón comunicó a los periodistas que Israel «tenía la intención de mantener el control del valle del Jordán en la Cisjordania ocupada, una indicación de su insistencia en conservar los asentamientos de la zona bajo cualquier futuro acuerdo de paz». De ello se desprende que los tres cantones quedan contenidos por completo dentro de Israel. El desarrollo de infraestructuras es otro medio para destruir los restos de la sociedad palestina. La respetada evaluación de los acontecimientos en los territorios que realizó la Fundación para la Paz en Oriente Medio refiere que el sistema de carreteras que ha sido planificado con esmero desde 1970 va a ampliarse con el objetivo de «consolidar el control permanente de Israel sobre la mitad aproximada de Cisjordania y su dominio estratégico de los territorios restantes conquistados en junio de 1967». Los planes garantizan que «la vía de tráfico norte-sur fundamental que atraviesa Jerusalén […] quedará cerrada a los palestinos», que se ven limitados a una carretera a duras penas transitable desde Belén hacia el norte (es una experiencia conducir por ella, esperando no caerse al cercano wadi). Está previsto que el sistema lo financien Estados Unidos y la comunidad internacional[46].


  Con un guiño de Washington, Israel está cerrando aún más la tenaza. Citando el diario israelí Maariv, Chris McGreal informa de que «a principios de esta semana el Gobierno concedió luz verde con discreción al ejército para un plan cuya culminación prevista es impedir a todos los palestinos el acceso a las carreteras utilizadas por los israelíes en Cisjordania». Maariv explica que «el objetivo es alcanzar, de manera gradual y en un plazo de un año o dos, la separación total entre ambas poblaciones. La etapa primera e inmediata de la separación se aplica a las carreteras de los territorios: unas sólo para israelíes y otras sólo para palestinos», pero la meta a largo plazo «es convertir la valla de separación en una línea que impida por completo a los palestinos entrar en territorio israelí», es decir, que el territorio ocupado se incorpore al final a Israel. Las carreteras para israelíes serán autopistas bien construidas, prosigue McGreal, «mientras que los palestinos quedarán relegados a rutas secundarias, de las que muchas apenas pasan de sendas de tierra o carreteras que todavía están por construir[47]».


  El periodista israelí Gideon Levy, la calidad de cuyas informaciones desde los territorios apenas admite comparación en ninguna parte, ofrece una vívida crónica de los detalles: «cada trayecto en Cisjordania» es «una pesadilla continua de humillación y ansiedad física». Cuando no viajan los colonos,


  la mayoría de las carreteras de Cisjordania están desiertas, sin personas ni coches […] carreteras fantasmales […] Si uno fuerza la vista, verá a los lados de la carretera las vías de tráfico asignadas a los palestinos: senderos que atraviesan los bancales que se enroscan a los montes, caminos de cabras por los que traquetean los coches, entre ellos los que transportan enfermos, mujeres embarazadas, escolares y ciudadanos de a pie que deciden jugarse la vida para viajar durante dos o tres horas hasta la aldea vecina.


  El pretexto de la seguridad es frívolo: «Un terrorista deseoso de entrar en Israel encontrará un modo de hacerlo, como evidencia la gran cantidad de palestinos que lo consigue sin disponer de un permiso. El hecho de que el trayecto de Hebrón a Belén lleve horas no evita el terrorismo; lo fomenta. Además, si el objetivo es “responder” y “castigar” cada uno de los ataques, ¿por qué no se negó la libertad de movimientos a los residentes de [el asentamiento judío cisjordano de] Tapuá después de que el terrorista Eden Natan-Zada partiera de allí hacia [la palestina] Shfaram para matar a sus habitantes?», cosa que hizo[48].


  Cuando los partidarios de la expansión de Israel afirman que Palestina conservaría «contigüidad» por medio de alguna supuesta red de transporte cometen un vergonzoso ejercicio de engaño, como bien sabe cualquiera que conozca la zona y los planes. Basta con preguntar cómo reaccionarían esos mismos apologistas ante la propuesta, sin duda justa, de que Israel (con la mitad de su población en un 78 por ciento de Cisjordania) se sometiera a los mismos planes que Palestina (en el restante 22 por ciento). Esa prueba resulta sumamente reveladora también en un plano más general.


  El año 2004, según el ministro israelí del Interior, reflejó un aumento del 6 por ciento en el número de israelíes desplazados a asentamientos en los territorios ocupados, aparte de más de 200 000 judíos en Jerusalén Este. Israel siguió adelante con su proyecto de desarrollo E-1 que conecta la localidad cisjordana de Maale Adumin con Jerusalén, que se ha visto suspendido a intervalos periódicos cuando lo investigaban, para luego retomarse. En la actualidad se atribuye el proyecto E-1 a Sharón, y se afirma que «representantes estadounidenses llevan años oponiéndose al plan». En realidad, el proyecto E-1 y el desarrollo de Maale Adumin fueron máximas prioridades para las palomas oficiales y se llevaron a la práctica con apoyo norteamericano. Están ideados para partir Cisjordania a todos los efectos prácticos y solidificar las barreras que separan a los palestinos de lo poco que les quede en Jerusalén Este[49].


  El eje de los programas Sharón-Bush en los territorios ocupados en 2005 se presentó en forma de un «plan de desconexión» que ofrecía nuevas esperanzas para la paz, pero eso resulta sumamente engañoso. Es cierto que los incondicionales del rechazo estadounidenses e israelíes más cuerdos querían eliminar los asentamientos ilegales de Gaza, que se ha convertido en una zona catastrófica bajo la ocupación, donde unos miles de colonos judíos, protegidos por una parte sustancial del Ejército israelí, ocupan gran parte de la tierra y los escasos recursos. Mucho más razonable para las metas americano-israelíes es dejar Gaza como «la prisión más grande y superpoblada del mundo», en la que puedan pudrirse más de un millón de palestinos, aislados en gran medida del contacto con el exterior por tierra o por mar, y con escasos medios de subsistencia[50].


  Apenas se intentó disimular que la retirada de Gaza era en realidad un plan de expansión. Cuando se dio a conocer, el ministro de Finanzas Netanyahu anunció que «Israel invertirá decenas de millones de dólares en asentamientos en Cisjordania a medida que se retire de la franja de Gaza». Cuando el Gobierno aprobó el plan, Sharón y el ministro de Defensa Shaul Mofaz «se reunieron para abordar otro asunto: el fomento de los bloques de asentamientos en Cisjordania que está previsto anexionar a Israel bajo un acuerdo final». Sharón también aprobó 550 nuevos apartamentos en Maale Adumi, tras informar a los ministros de que no existe ningún «problema político» a pesar de las garantías concedidas (con un guiño) a Condoleezza Rice. Elliott Abrams, el asesor de Bush para Oriente Medio, dio a entender a los israelíes que a Estados Unidos le preocupaba el «bombardeo en los medios», pero no los proyectos en sí, que en consecuencia podían seguir adelante en conformidad con el principio de «construir con discreción». Los méritos de Abrams para ocupar su cargo consisten en ser un halcón proisraelí que recibió un indulto presidencial de Bush I tras ser declarado culpable de mentir al Congreso sobre la guerra terrorista de Washington contra Nicaragua, parte del encubrimiento final de Bush de los escándalos Irán-Contra. Sharón también aprobó «“la declaración de tierras estatales”, el primer paso hacia la fundación de un asentamiento» entre Maale Adumin y Jerusalén, y también cerca de la localidad de Efrat, que debe expandirse hacia el norte, todo ello dentro del Muro de Separación. «La proximidad temporal entre la aprobación de la desconexión y los planes de construcción no es ninguna coincidencia —escribe el comentarista político Aluf Benn—. Desde el día en que presentó el plan de desconexión [en diciembre de 2003], Sharón dejó claro que la retirada de la franja de Gaza y [las avanzadillas aisladas en] el norte de Samaria [la Cisjordania septentrional] no es más que un lado del triángulo cuyas otras facetas pasan por completar la valla de separación en Cisjordania y “reforzar el control” sobre los bloques de asentamientos[51]».


  El «plan de desconexión» unilateral de Israel —que rechaza sin ambages cualquier participación palestina— era explícito en cuanto a sus intenciones: «En cualquier futuro arreglo de condición permanente», enuncia el plan, «está claro que en Cisjordania hay zonas que formarán parte del Estado de Israel, incluidos los grandes centros de población, ciudades, pueblos y aldeas israelíes, las zonas de seguridad y otros lugares de especial interés para Israel». Las inquietudes palestinas son tan irrelevantes como el derecho internacional. La especialista en Oriente Medio de Harvard Sara Roy, una de las expertas académicas más destacadas en su ámbito, escribe que «bajo los términos de la desconexión, la ocupación israelí queda garantizada. Los habitantes de Gaza quedarán contenidos y aislados dentro de las fronteras electrificadas de la Franja, mientras que los cisjordanos, desmembradas sus tierras por la incesante colonización israelí, seguirán confinados en espacios geográficos fragmentados, aislados tras y entre muros y vallas». Parece inevitable, siempre que Estados Unidos respalde la apropiación israelí de cualquier cosa de valor en Cisjordania[52].


  El «bombardeo en los medios» acerca de la desconexión fue del todo impresionante, la fabricación de una de las historias más sonadas del año. Aparecieron páginas y páginas de fotos y crónicas sobre el sufrimiento de las familias obligadas a abandonar sus hogares e invernaderos, los niños llorando en un vano intento de contener a los soldados y la angustia de éstos al ejecutar sus órdenes de desahuciar a judíos de sus casas y retirar a los millares de manifestantes que acudieron en tropel a los asentamientos para oponerse a la evacuación (por medios que supondrían la muerte instantánea para cualquier palestino) y que milagrosamente sortearon a las fuerzas militares que controlan con mano de hierro a los palestinos. Médicos Israelíes por los Derechos Humanos expresó su consternación al constatar que la enorme cobertura del trauma de la desconexión de algún modo pasaba por alto «la catástrofe humana que tiene lugar a día de hoy en la franja de Gaza». Amira Hass, que ha sido la principal encargada de informar desde Gaza durante muchos años, resume la realidad que se mantuvo en un segundo plano: «Por el bien de cerca de un 0,5 por ciento de la población de la franja de Gaza, un 0,5 judío, se alteró y destruyó por completo la vida del 99,5 por ciento restante». Los que importan vivían «en un parque exuberante y en villas espléndidas a apenas veinte metros de campos de refugiados superpoblados y asfixiantes». Podían «encender los aspersores del jardín mientras, al otro lado, 20 000 personas dependen de la distribución de agua potable en camiones cisterna[53]».


  También se pasó por alto el hecho, bastante evidente, de que la desconexión del 15 de agosto no requería una intervención del ejército. El Gobierno podría haberse limitado a anunciar que en esa fecha las FDI abandonarían la franja de Gaza. Una semana antes, los colonos habrían partido tranquilamente en los camiones puestos a su disposición, con compensaciones por el traslado. Sin embargo, eso no hubiera afianzado el mensaje preciso: Nunca más los judíos deben sufrir un destino tan espantoso; Cisjordania debe ser suya.


  Tampoco se reflejó el hecho de que el melodrama suponía una reposición de lo que el diario hebreo más prestigioso había denominado «operación Trauma Nacional 82», la evacuación de los colonos de Yamit, en el Sinaí egipcio. El periodista israelí Amnon Kapeliouk describió aquella actuación como «una de las mayores operaciones de lavado de cerebro realizadas por el Gobierno para convencer al pueblo israelí de que ha padecido un “trauma nacional cuyo efecto dejará huella durante generaciones”». El objetivo del bien orquestado trauma era crear «un consenso nacional contrario a retiradas similares en los restantes territorios ocupados» y, ante todo, asentar ese mismo compromiso entre los pagadores de ultramar. El general Haim Erez, que dirigió la operación de 1982, dijo que «Todo estaba planificado y acordado desde el principio» con los colonos, que debían ofrecer una resistencia de cara a la galería. Una consecuencia, escribe Kapeliouk, es que «mientras los hospitales de Cisjordania estaban llenos de decenas de víctimas palestinas de soldados israelíes de “gatillo fácil”, en Yamit se produjo un milagro: ningún manifestante precisó siquiera primeros auxilios[54]».


  La operación Trauma Nacional 2005 alcanzó cotas muy superiores de dramatismo, con el mismo milagro: al parecer sólo algunos soldados resultaron heridos. Al describir la «agonía y el éxtasis», Orit Shohat resume el claro mensaje:


  Todo se escenificó hasta el último detalle. Los colonos querían salir por la puerta grande, evacuados por la fuerza pero sin violencia, y eso es exactamente lo que hicieron […] El sionismo religioso ha configurado la memoria visual nacional de la semana pasada y ha reforzado a las FDI, que ha salido de la operación como un cuerpo sensible, decidido y con valores sólo gracias a los rabinos. Los colonos reforzaron su posición en Cisjordania, reforzaron la separación entre las amadas FDI y el odiado Ariel Sharón, reforzaron el lazo entre religión y Estado, entre religión y ejército, entre religión y asentamiento, entre religión y sionismo […] Los colonos y el acto del asentamiento han calado más hondo en el corazón de la gente. La televisión se encargó de ello. ¿Quién puede concebir ahora una evacuación de las avanzadas de colonos en Cisjordania o la evacuación de más asentamientos, cuando nos encontramos en una etapa de «curación» y «reconexión»? Sólo los malvados sin remedio[55].


  Uno de los especialistas académicos más prominentes en la sociedad israelí, Baruch Kimmerling, describe el «absurdo teatro» como «el mayor espectáculo jamás producido en Israel y tal vez el mundo entero […], una obra bien dirigida [en la que] corren ríos de lágrimas y los supuestos rivales se abrazan y se echan el uno a los brazos del otro, como en un culebrón latino». La demostración de fuerza habría sido a todas luces innecesaria si la meta hubiera sido evacuar Gaza sin más, observa Kimmerling, como tampoco habría hecho falta «un reparto de varios millares de actores secundarios» para intensificar el drama. El anuncio de la fecha de evacuación y unos preparativos mínimos habrían bastado sin «la grandiosa producción que se nos presentó. Aunque, bien pensado, ¿quién habría necesitado una evacuación?». La correspondiente lección de esta «producción educativa por excelencia» nos la transmiten «los plañideros profesionales [que] sollozan y gritan consignas destinadas a horrorizar al pueblo israelí, recurriendo a una reserva infinita de símbolos del Holocausto y la destrucción», mientras intelectuales y escritores «se movilizan para engrandecer el lamento colectivo». El propósito es «demostrar a todo el mundo que Israel es incapaz de soportar otras evacuaciones. En otras palabras, si hace falta movilizar los máximos recursos del Estado para evacuar a unas 7000 personas, no hay posibilidad de evacuar a 100 000-200 000 o más[56]».


  El primer ministro Sharón estuvo a la altura de la ocasión. «Tras dirigir la muy emotiva evacuación de casi 9000 colonos de Gaza el mes pasado —informó Joel Brinkley—, Sharón se declaró incapaz de concebir la adopción de una medida similar en Cisjordania en mucho tiempo». Según las propias palabras de Sharón, «En esas zonas viven cerca de un cuarto de millón de judíos. Hay muchos niños, familias religiosas con muchos hijos. ¿Qué se supone que tengo que decirles, “Ya no podéis vivir allí”? Nacisteis allí. ¡Nacisteis allí!»[57]


  Los colonos, procedentes muchos de Estados Unidos, recibieron amplios subsidios para apropiarse de la escasa tierra arable y recursos de Gaza, en flagrante violación del derecho internacional, y para disfrutar de un estilo de vida agradable cerca de los hacinados campamentos de refugiados y poblaciones devastadas por los ataques del Ejército israelí o la Cisjordania y los Altos del Golán ilegalmente ocupados. Sin embargo, las leyes de compensación están afinadas con esmero. Los asentamientos eran muy productivos, gracias en parte a la mano de obra barata palestina. «Sin embargo, ni el Estado ni sus empleadores están compensando [a los trabajadores palestinos] por la pérdida de su trabajo», informa Hass. «La Ley de Compensación por Evacuación aprobada por la Knesset ofrece dos beneficios a las personas que pierdan su puesto de trabajo por culpa de la evacuación […] Sin embargo, la nueva ley concede específicamente esos beneficios sólo a los israelíes», y los trabajadores palestinos también se ven incapacitados para obtener los atrasos que les deban los empleadores que parten. Los trabajadores que construyeron los asentamientos y produjeron las cosechas de exportación pueden disfrutar ahora de su libertad en la prisión más grande del mundo[58].


  Entretanto, prosigue la toma de Cisjordania. Haim Ramon, ministro a cargo de la Gran Jerusalén, reconoció que el objetivo del segmento jerosolimitano del Muro de Separación es garantizar una mayoría judía. En consecuencia, la valla se construyó para aislar a más de 50 000 palestinos de Jerusalén e incluir «barrios» judíos que se extienden hasta el interior de Cisjordania. La anexión israelí de Jerusalén a renglón seguido de la guerra de junio de 1967 fue condenada de inmediato por el Consejo de Seguridad de la ONU, que «reclama urgentemente a Israel» que rescindiera cualquier medida adoptada en lo relativo a la situación legal de Jerusalén y que no emprendiera posteriores medidas (Resolución 252 del 21 de mayo de 1968). La anexión no goza de reconocimiento oficial en casi ningún lugar fuera de Israel, donde la legislación estatal estipula que «Jerusalén es la capital de Israel, Jerusalén Este es territorio israelí e Israel es soberano para actuar allí con independencia del derecho internacional» (Aharón Barak, presidente del Tribunal Supremo de Israel). La ampliación y reconstrucción de la Gran Jerusalén en interés israelí sigue adelante con financiación y apoyo diplomático estadounidenses, también con independencia del derecho internacional. En diciembre de 2002, Bush invirtió por primera vez la oposición oficial estadounidense a la anexión, al votar en contra de otra resolución de la Asamblea General que la condenaba. Si aquella maniobra respondía a un impulso serio, entierra prácticamente la posibilidad de una resolución del conflicto al margen de la fuerza[59].


  El extraño reconocimiento de la verdad sobre el Muro de Separación por parte de Ramon se vio amplificado por Meron Benvenisti, que conoce muy bien Jerusalén y Cisjordania. Los palestinos gravemente perjudicados no son sólo los 55 000 que según los datos oficiales quedan dentro de la valla, sino también otros 50 000 «que viven en comunidades satélite de Jerusalén Este y emigraron a ellas porque no encontraban vivienda dentro de la ciudad, por culpa de la expropiación de tierra [palestina] y las restricciones a la construcción» impuestas a los palestinos, pensadas para convertir Jerusalén en una ciudad judía. «Eso significa que la valla perjudica a más del 40 por ciento de los 240 000 habitantes árabes de Jerusalén Este». El viceprimer ministro Ehud Olmert, ex alcalde de Jerusalén, anunció que permitiría doce puntos de paso para los palestinos, pero de inmediato «sometió la puesta en práctica [de ese plan] a la financiación internacional, “puesto que los puntos de paso sirven a los palestinos”». En palabras de Benvenisti: «Primero los rodea con una valla y después afirma con cinismo que los puntos de paso obran “en beneficio” de quienes quedan encerrados». Benvenisti cree que «existe una posibilidad de que el “traslado blando” —que es el resultado inevitable de la “valla” que rodea Jerusalén— logre esa meta, y de que Jerusalén sea en efecto “más judía” a expensas de la desintegración de la comunidad palestina. Por primera vez desde la anexión de Jerusalén Este, y después de repetidos e infructuosos intentos de sojuzgar la voluntad de la comunidad palestina de la ciudad, existe en este momento un peligro real para el futuro de esa comunidad en cuanto organismo vital y efervescente». El «desastre humano» que se está planificando también «convertirá a millares de personas en una comunidad resentida, hostil y proclive al deseo de venganza», lo que una vez más sacrificaría la seguridad en aras de la expansión. El corresponsal Danny Rubinstein, que se ha destacado en la cobertura de la ocupación desde hace años, escribe que «la eliminación de Jerusalén Este como centro metropolitano para su extrarradio árabe avanza a pasos agigantados […], creando hechos [que], hasta cierto punto, eliminan la opción de Jerusalén Este como capital palestina» a la vez que limitan gravemente la libertad de movimiento hacia Cisjordania de los habitantes palestinos de la ciudad[60].


  En el último día de la operación Trauma Nacional 2005, funcionarios israelíes confirmaron que Israel está confiscando más tierras para ampliar el Muro de Separación alrededor de Maale Adumin, donde se construirán 3500 nuevas casas y apartamentos. La valla «penetrará en profundidad en Cisjordania y aislará a los palestinos de Jerusalén Este», y prácticamente separará al cantón meridional del resto de la fragmentada Cisjordania. El anuncio fue seguido por las consabidas evasivas a las preguntas, mientras Ehud Olmert informaba a la prensa de que «está absolutamente claro que en un momento dado del futuro, Israel creará continuidad entre Jerusalén y Maale Adumin, y por tanto no cabe siquiera discutir que al final tendremos que construir el proyecto». Poco después, Sharón reiteraba la misma conclusión, mientras el embajador estadounidense saliente, Daniel Kurtzer, ampliaba el compromiso de Bush con la conservación de los asentamientos de Cisjordania por parte de Israel, al declarar que «en el contexto de un acuerdo de carácter definitivo, Estados Unidos apoyará la conservación por parte de Israel de zonas con una elevada concentración de población israelí»: los bloques de asentamientos que crean los «tres bantustanes» a los que aludían Benvenisti y otros analistas de los hechos, apenas conectados con lo que quede de la Jerusalén palestina[61].


  Por bien que esos puntos de vista se atribuyan a la extrema derecha, ésta no hace sino ejecutar los planes del Gobierno de «palomas» de Peres, que contó con el apoyo constante del presidente Clinton. En febrero de 1996, el ministro de Vivienda y Construcción de Peres, Benjamín Fuad Ben-Eliezer, explicó: «No es ningún secreto que la posición del Gobierno, que será nuestra exigencia definitiva, es que en lo concerniente a las zonas de Jerusalén —Maale Adumin, Givat Zeev, Beitar y Gush Etsion— constituirán una parte integral del futuro mapa de Israel. De eso no cabe duda». Existe, desde luego, una diferencia entre halcones y palomas, que Ben-Eliezer también explica con franqueza: «Yo construyo con discreción. Mi meta es construir y no fomentar la oposición a mis esfuerzos […]. Lo que me importa es construir, construir, construir y construir un poco más». Con discreción, eso sí, para que el amo pueda hacerse el despistado. Otros lo ven todo sin problemas, sin embargo. Un informe confidencial de la Unión Europea, atribuido al Foreign Office británico, observa que una serie de programas israelíes de discreta aplicación —entre ellos la ampliación de Maale Adumin a la zona E-1 y la incorporación de grandes sectores alrededor de la Gran Jerusalén dentro del Muro de Separación— permitirá a Israel separar en la práctica Jerusalén Este de las ciudades satélite palestinas de Belén y Ramala, y del resto de Cisjordania más allá. Las acciones tendrán graves consecuencias económicas, sociales y humanitarias para los palestinos, y señalarán el práctico fin de cualquier esperanza de un Estado palestino viable, que dependería crucialmente de la preservación de lazos orgánicos entre Jerusalén Este, Ramala y Belén[62].


  Tras la exitosa conclusión de la operación Trauma Nacional 2005, el siguiente paso de Israel, con respaldo estadounidense, fue «reubicar las fronteras de Israel en el interior profundo de los territorios palestinos, construyendo con discreción y rapidez», con un rápido aumento de los asentamientos y la toma de tierras, en especial «en los bloques de Ariel y Maale Adumin que penetran en el interior profundo de los territorios ocupados». En los primeros nueve meses de 2005, un total estimado de 14 000 colonos se mudaron a Cisjordania, mientras que 8500 abandonaban Gaza, y en Cisjordania se tomaba más tierra de la que se abandonaba en la cárcel entera de la Franja que se dejaba atrás. El panorama general sugiere que Sharón y Bush presienten en este momento que la victoria final está a la vista: la «visión» de la antigua Palestina purificada del brote extraño, aparte de unos cuantos fragmentos inviables que permanecen, calificados tal vez de «estado democrático»… o tal vez de «pollo frito[63]».


  Sin extendernos más, hasta el mero esbozo deja claro que Israel-Palestina se suma al resto de las ilustraciones de la misión mesiánica de Bush de llevar la paz y la democracia a Oriente Medio.


  Aunque hayan sido sometidos a un trato vergonzoso, los palestinos de Jerusalén Este son afortunados si se los compara con quienes son menos visibles y en consecuencia pueden ser asesinados, torturados, humillados y expulsados de sus hogares y tierras destruidos prácticamente a placer. Resulta, en realidad, asombroso que no se hayan rendido todavía. Podría decirse más o menos lo mismo de muchas otras víctimas desdichadas en todo el mundo. He estado en muchos lugares horrendos, pero nunca he visto tanto miedo como en los ojos de quienes intentaban sobrevivir en los indescriptibles suburbios de Haití durante el terror respaldado por Clinton. O tanta miseria como entre los pobres campesinos del sur de Colombia expulsados de sus tierras devastadas por la guerra química estadounidense («fumigación»). Y muchos ejemplos más en todo el mundo. Aun después de conseguir sus metas y relajarse, la violencia deja una «cultura del terror» residual, como observaron los jesuitas salvadoreños supervivientes. Aun así, de algún modo, las comunidades aguantan y sobreviven. Este práctico milagro es objeto de sobrias reflexiones por parte del columnista de The New York Times Benedict Carey, a quien maravilla la capacidad de las «sociedades frágiles» para recobrarse del terror y la violencia… refiriéndose a Londres, Tel Aviv y Nueva York, pero no al «no pueblo» del mundo cuyo trauma a manos de sus opresores extranjeros es incomparablemente peor[64].


  Es posible que la comparación sea injusta, sin embargo, mero sentimentalismo. Como explicó reflexivamente la embajadora de Reagan ante la ONU: «Como las miserias de la vida tradicional son familiares, resultan soportables para la gente ordinaria que, al criarse en la sociedad, aprende a soportarlo, como los niños hijos de los intocables de la India adquieren las habilidades y actitudes necesarias para sobrevivir en los papeles miserables que están destinados a cumplir». De ahí que no necesitemos sentir una preocupación especial por su destino, obra nuestra[65].


  LAS PERCEPCIONES DEL «NO PUEBLO»


  Resulta reconfortante atribuir el supuesto «choque» entre el islam y Occidente a su odio a nuestra libertad y valores, como proclamó el presidente tras el 11-S, o a nuestra curiosa incapacidad para comunicar nuestras auténticas intenciones. Un titular de The New York Times reza: «Estados Unidos no logra explicar sus políticas al mundo musulmán, dice la comisión», en referencia a un estudio obra de la Comisión Científica de Defensa, un órgano asesor del Pentágono, en diciembre de 2004. Las conclusiones de la comisión, sin embargo, eran muy diferentes. «Los musulmanes no “odian nuestra libertad”, sino que más bien odian nuestras políticas», concluía el estudio, para añadir que «cuando la diplomacia pública estadounidense habla de llevar la democracia a las sociedades islámicas, se considera un puro ejercicio de hipocresía interesada». A ojos de los musulmanes, prosigue el informe, «la ocupación estadounidense de Afganistán e Irak no ha conducido a la democracia en esos países, sino tan sólo a más caos y sufrimiento[66]».


  El estudio de la Comisión Científica de Defensa reiteraba unas conclusiones que se remontan a hace muchos años. En 1958, el presidente Eisenhower se declaró perplejo ante «la campaña de odio contra nosotros» en el mundo árabe, «no por parte de los Gobiernos sino del pueblo», que está «de parte de Nasser», al apoyar el nacionalismo laico independiente. El Consejo Nacional de Seguridad esbozó los motivos de la «campaña de odio»: «A ojos de la mayoría de los árabes, Estados Unidos parece opuesto al cumplimiento de las metas del nacionalismo árabe. Creen que Estados Unidos pretende proteger sus intereses en el petróleo de Oriente Próximo apoyando el statu quo y oponiéndose al progreso político o económico». Además, la percepción resulta comprensible: «Nuestros intereses económicos y culturales en la zona han conducido, no sin naturalidad, a unas estrechas relaciones estadounidenses con elementos del mundo árabe cuyo interés primordial reside en el mantenimiento de las relaciones con Occidente y el statu quo en sus países», bloqueando la democracia y el desarrollo[67].


  The Wall Street Journal llegó a conclusiones muy parecidas cuando realizó un estudio de las opiniones de los «musulmanes con dinero» inmediatamente después del 11-S. Los banqueros, profesionales y empresarios comprometidos con los «valores occidentales» oficiales y enrolados en el proyecto de la globalización neoliberal se declararon consternados por el apoyo de Washington a los estados autoritarios más crueles y por las trabas que impone al desarrollo y la democracia al «apuntalar regímenes opresivos». Tenían nuevos motivos de queja, sin embargo, más allá de los reflejados por el Consejo Nacional de Seguridad en 1958: el régimen de sanciones de Washington en Irak y su apoyo a la ocupación militar y apropiación de los territorios de Israel. No se elaboró ninguna encuesta entre la gran masa de los pobres y afligidos, pero es probable que sus sentimientos sean más intensos y vayan acompañados por un amargo rencor hacia las elites occidentalizadas y los corruptos y brutales dirigentes instalados por el poder occidental que garantizan que la inmensa riqueza de la región fluya hacia el Oeste, además de enriquecerlos a ellos. La invasión de Irak no hizo sino agudizar esos sentimientos, como muchos preveían[68].


  Escribiendo sobre ese mismo estudio de la Comisión Científica de Defensa de 2004, David Gardner observa que «en su mayor parte, los árabes creen, de forma plausible, que fue Osama bin Laden quien destrozó el statu quo, y no George W. Bush, [porque] los atentados del 11-S hicieron imposible que Occidente y sus déspotas árabes clientes siguieran desentendiéndose de una situación política que incubaba una ira ciega hacia ellos». Los saudíes chiíes comparten esa opinión, según informó The New York Times[69].


  Las pruebas relativas a la actual posición y papel de Washington, declaraciones virtuosas aparte, son claras y contundentes, desde luego según los parámetros de los complejos asuntos mundiales. Aun así, siempre es posible que las acciones de Washington ejerzan un efecto positivo accidental. Cuesta predecir las consecuencias de golpear un sistema tan delicado y complejo como una sociedad con una porra. Se trata de algo que suele ser cierto aun en los peores crímenes. Como se ha señalado, se dice que las atrocidades de Osama bin Laden han tenido un efecto positivo al espolear la democratización en el mundo árabe. Los atroces crímenes del Japón imperial condujeron a la expulsión de Asia de los invasores europeos, con lo que salvaron muchos millones de vidas, por ejemplo en la India, que se ha ahorrado unas hambrunas horripilantes desde que los británicos se retiraron y fue capaz de empezar a recobrarse de siglos de dominación imperial. Quizá lo que muchos iraquíes y más gente ven como otra invasión mongola acabe produciendo también consecuencias positivas, aunque sería una vergüenza que los privilegiados occidentales dejaran esa posibilidad al azar.


  La persistencia de la «firme línea de continuidad» hasta el presente revela una vez más que Estados Unidos tiene mucho en común con otros estados poderosos, al actuar en pos de los intereses estratégicos y económicos de los sectores dominantes al son de florituras retóricas sobre su excepcional dedicación a los más elevados valores. No debería extrañar a nadie que las pruebas del compromiso de Washington con la proclamada misión mesiánica se reduzcan a declaraciones rutinarias, o que existan montones de evidencias en contra. La reacción ante esos hechos posee una importancia nada desdeñable para aquéllos a quienes preocupa el estado de la democracia estadounidense, como se señalaba en el arranque. En el extranjero, la democracia está bien siempre que adopte la variedad «de arriba abajo» que no corre el riesgo de interferencia popular en los intereses primarios del poder y la riqueza. En el interior del país impera en gran medida la misma doctrina, tema que abordaremos a continuación.
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  FOMENTO DE LA DEMOCRACIA EN CASA


  Es posible que el concepto del fomento de la democracia en casa se antoje extraño o incluso absurdo. Al fin y al cabo, Estados Unidos fue la primera sociedad (más o menos) democrática y desde entonces ha servido de modelo para otras. Además, en muchas dimensiones cruciales para la auténtica democracia —la protección de la libertad de expresión, por ejemplo— se ha convertido en el líder entre las sociedades del mundo. Existe, sin embargo, un buen número de motivos para la preocupación, algunos de los cuales ya han sido mencionados[1].


  La preocupación no nos es desconocida. El especialista más destacado que se concentra en la teoría y práctica democráticas, Robert Dahl, ha escrito sobre características seriamente indemocráticas del sistema político estadounidense, y ha propuesto modificaciones. La «teoría de la inversión» de la política de Thomas Ferguson es una inquisitiva crítica de unos factores institucionales más profundos que restringen de manera acusada la democracia efectiva. Lo mismo puede decirse de las investigaciones de Robert McChesney sobre el papel de los medios en el menoscabo de la política democrática, hasta el punto de que para el año 2000 las elecciones presidenciales se habían convertido en una «farsa», concluye, con un efecto recíproco en el deterioro de la calidad de los medios de comunicación y su servicio al interés público. La subversión de la democracia por medio de las concentraciones de poder privado es, desde luego, un fenómeno familiar: los comentaristas de las corrientes mayoritarias observan de pasada que «la empresa ejerce un control absoluto sobre la maquinaria de gobierno» (Robert Reich), haciéndose eco de la observación de Woodrow Wilson, días antes de asumir el cargo, cuando dijo que «los amos del Gobierno de Estados Unidos son los capitalistas y fabricantes combinados de Estados Unidos». El más destacado filósofo social norteamericano del siglo XX, John Dewey, concluyó que «la política es la sombra que proyecta la gran empresa sobre la sociedad» y seguirá siéndolo mientras el poder resida en «la empresa para el beneficio privado a través del control privado de la banca, la tierra y la industria, reforzado por el dominio de la prensa, las agencias de noticias y otros medios de publicidad y propaganda». En consecuencia, las reformas no bastarán. Es necesario un cambio social fundamental para conseguir una democracia efectiva[2].


  «EL NUEVO ESPÍRITU DE LOS TIEMPOS»


  El sistema político que es objeto de esas críticas presenta algún parecido con el diseño inicial, aunque sus artífices a ciencia cierta se hubieran mostrado espeluznados ante muchas alteraciones posteriores, en particular el activismo judicial radical que concedió derechos correspondientes a las personas a las «entidades legales colectivistas» (corporaciones), derechos que se ampliaron mucho más allá de los de las personas de carne y hueso en recientes acuerdos económicos internacionales (mal llamados «acuerdos de libre comercio»). Cada paso de ese tipo constituye un grave atentado contra los principios liberales clásicos, la democracia y los mercados. Por si fuera poco, la ley exige que las «personas» inmortales e inmensamente poderosas que se han creado padezcan deficiencias morales que entre la gente real se considerarían patológicas. Un principio nuclear del derecho corporativo angloamericano es que deben dedicarse con entrega absoluta a su propio interés material. Se les permite hacer «buenas obras», pero sólo si éstas ejercen un impacto favorable en su imagen y, por ende, en sus beneficios y cuotas de mercado. En ocasiones los tribunales han ido más allá. El Chancery Court de Delaware observó que «los tribunales contemporáneos reconocen que, a menos que las corporaciones acarreen una parte creciente de la carga de sostener las causas caritativas y educativas […], las ventajas empresariales que la ley otorga en la actualidad a las corporaciones bien podrían demostrarse inaceptables para los representantes de una opinión pública soliviantada». Los poderosos «medios de publicidad y propaganda» de los que hablaba Dewey deben movilizarse para garantizar que una «opinión pública soliviantada» no llegue a entender el funcionamiento del sistema estatal-corporativo[3].


  El más influyente de los artífices, James Madison, articuló el diseño inicial con claridad. Sostenía que el poder debería estar en manos de «la riqueza de la nación […] el conjunto más capaz de hombres». De las personas «sin propiedad ni esperanza de adquirirla», reflexionó a finales de su vida, «no puede esperarse que simpaticen con sus derechos lo bastante para ser depositarios seguros del poder sobre ellos». Los derechos no son los de la propiedad, que no tiene derechos, sino de los propietarios de la propiedad, que en consecuencia debían tener derechos adicionales más allá de los asignados a los ciudadanos en general. En su «determinación de proteger a las minorías de las vulneraciones de sus derechos por parte de la mayoría», observa el insigne especialista en Madison, Lance Banning, «está absolutamente claro que le preocupaban muy en especial las minorías propietarias de entre el pueblo». Madison no podía ignorar la fuerza de la observación de Adam Smith cuando dijo que «el gobierno civil, en la medida en que fue instituido para la seguridad de la propiedad, se instituye en realidad para la defensa de los ricos contra los pobres, o de aquellos que tienen alguna propiedad contra quienes carecen de ninguna». Advirtiendo a sus colegas de la Convención Constitucional sobre los peligros de la democracia, Madison les pidió que se plantearan lo que sucedería en Inglaterra «si las elecciones estuvieran abiertas a todas las clases de personas». En ese caso la población utilizaría su derecho de voto para distribuir la tierra con mayor equidad. Para impedir semejante injusticia, recomendaba disposiciones «para proteger de la mayoría a la minoría de los opulentos», que a renglón seguido se pusieron en práctica[4].


  El problema planteado por Madison era antiguo, pues se remonta al primer clásico de la politología, la Política, de Aristóteles. De entre la variedad de sistemas que analizó, Aristóteles consideraba la democracia «el más tolerable», aunque por supuesto tenía en mente una democracia limitada de hombres libres, de modo muy parecido a lo que haría Madison dos mil años más tarde. Aristóteles reconocía defectos en la democracia, sin embargo, entre ellos el que Madison expuso a la convención. Los pobres «ansían los bienes de sus vecinos», observaba Aristóteles, y si la riqueza está concentrada en pocas manos, utilizarán el poder de su mayoría para redistribuirla con mayor equidad, lo que sería injusto: «En las democracias debería salvaguardarse a los ricos; no sólo no debe dividirse su propiedad, sino que también sus ingresos […] deben ser protegidos […] Grande es pues la buena fortuna de un Estado en el que los ciudadanos tengan una propiedad moderada y suficiente; porque donde unos poseen demasiado, y otros nada, puede surgir una democracia extrema», que no reconoce los derechos de los ricos y tal vez se deteriore incluso más allá.


  Aristóteles y Madison plantearon en esencia el mismo problema, pero llegaron a conclusiones opuestas. La solución de Madison era restringir la democracia, mientras que la del griego consistía en reducir la desigualdad, mediante lo que equivaldría a programas de Estado de Bienestar. Para que la democracia funcione adecuadamente, sostenía, «deberían pues tomarse medidas que concedan [a todas las personas] una prosperidad duradera». La «recaudación de los ingresos públicos debería acumularse y distribuirse entre sus pobres» para permitirles «adquirir una pequeña granja o, cuando menos, abrirse paso en el comercio o la agricultura», junto con otros medios, tales como «comidas comunes» con costes sufragados por la «tierra pública[5]».


  En el siglo que siguió a la fundación del sistema constitucional estadounidense, las luchas populares ampliaron en gran medida el alcance de la democracia, no sólo mediante cambios políticos como la ampliación del derecho al voto, sino también estableciendo el concepto mucho más trascendental de que «el trabajo autodirigido definía al demócrata», un principio que en siglo XIX se adoptó como «la norma para todos los hombres», escribe el historiador Robert Wiebe. El trabajo asalariado se consideraba poco distinto a la esclavitud. Hacia mediados del siglo XIX, los trabajadores denunciaron con indignación el sistema industrial en auge que los obligaba a convertirse en «humildes súbditos» de «déspotas», reducidos a un «estado de servidumbre» con «una aristocracia adinerada que se cierne sobre nosotros como una poderosa avalancha que amenaza con la aniquilación a todo hombre que se atreva a cuestionar su derecho a esclavizar y oprimir a los pobres y desafortunados». Deploraban «el nuevo espíritu de los tiempos: acumular riqueza, olvidándolo todo menos a uno mismo» como un cruel ataque a su dignidad, libertad y cultura[6].


  Han hecho falta ingentes esfuerzos para intentar alejar tales sentimientos del pensamiento, para lograr que la gente aceptara «el Nuevo Espíritu de los Tiempos» y el hecho —en palabras de Woodrow Wilson— de que «la mayoría de los hombres son sirvientes de las corporaciones […] en un Estados Unidos muy distinto del antiguo». En ese nuevo Estados Unidos —«que ya no es un escenario de empresa individual […], oportunidad individual y medro individual»— «pequeños grupos de hombres al mando de grandes corporaciones ejercen un poder y control sobre la riqueza y las oportunidades empresariales del país». A medida que el proceso cobraba fuerza, socavando mercados y libertad, la era del «autogobierno» tocaba a su fin, escribe Wiebe. «Las luces se fueron apagando en el gran escaparate de la democracia decimonónica», prosigue, un proceso espoleado por «el impulso hacia la conformidad y el control que se expresaron en el patriotismo guerrero [de la Primera Guerra Mundial], el Terror Rojo [de Wilson]» y otros instrumentos «para reglamentar a la clase baja[7]».


  Si bien la lucha popular con el paso de los siglos ha cosechado muchas victorias para la libertad y la democracia, el progreso no sigue una trayectoria ascendente regular. Ha existido un ciclo regular de progreso bajo presión popular, seguido de una regresión cuando los centros de poder movilizan sus considerables fuerzas para invertirlo, al menos en parte. Aunque con el tiempo el ciclo tiende a ser ascendente, a veces la regresión llega hasta el punto en que la población queda marginada casi por completo en seudoelecciones, cuyos ejemplos más recientes serían la «farsa» de 2000 y la farsa más extrema si cabe de 2004.


  MESIANISMO DEMONÍACO


  Los comentarios iniciales de este capítulo repasaban parte de la crítica a la democracia capitalista de los estados «corporativizados», en su variedad relativamente estable. Sin embargo, en reacción específica a las políticas de la Administración Bush, se han expresado preocupaciones más inminentes, en ocasiones de un modo que tiene pocos o ningún precedente. Voces cautelosas de las publicaciones especializadas han cuestionado la mismísima «viabilidad […] del sistema político de Estados Unidos» a menos que pueda afrontar las amenazas a la supervivencia que suponen las actuales políticas. Hay quien ha recurrido a analogías nazis al hablar del Departamento de Justicia de Bush; otros han comparado las políticas de la Administración con las del Japón fascista. Las medidas que en la actualidad se están utilizando para controlar a la población también han despertado amargos recuerdos. Entre quienes recuerdan bien se cuenta el distinguido erudito en historia alemana Fritz Stern. Comienza un reciente repaso de «el descenso desde la decencia a la barbarie nazi en Alemania» con el comentario: «Hoy en día, me preocupa el futuro inmediato de Estados Unidos, el país que dio acogida a los refugiados germanoparlantes en la década de 1930», él incluido. Con implicaciones para el momento presente que ningún lector puede pasar por alto, Stern repasa la demoníaca apelación de Hitler a su «misión divina» como «salvador de Alemania» en una «transfiguración seudorreligiosa de la política» adaptada a «las formas cristianas tradicionales», dirigiendo un Gobierno dedicado a «los principios básicos» de la nación, con «el cristianismo como fundamento de nuestra moralidad nacional y la familia como base de la vida nacional». La hostilidad de Hitler hacia el «estado laico liberal», compartida por gran parte del clero protestante, impulsó «un proceso histórico en el que el resentimiento contra un mundo laico desencantado halló alivio en la escapada extática de la sinrazón[8]».


  No debería olvidarse que el rápido descenso a las simas de la barbarie tuvo lugar en un país que era el orgullo de la civilización occidental en las ciencias, la filosofía y las artes; un país que antes de la propaganda histérica de la Primera Guerra Mundial muchos politólogos estadounidenses habían considerado un modelo de democracia. Uno de los intelectuales más prominentes de Israel, Amos Elon, en la actualidad exiliado por voluntad propia a causa del declive social y moral de su país, describe a la comunidad judía alemana de su juventud como «la elite laica de Europa. Eran la esencia del modernismo: líderes que se ganaban la vida con la potencia de sus cerebros y no la de sus músculos, mediadores y no trabajadores de la tierra. Periodistas, escritores, científicos. De no haber tenido todo un final tan horrible, hoy en día cantaríamos las alabanzas de la cultura de Weimar. La compararíamos con el Renacimiento italiano. Lo que sucedió allí en los ámbitos de la literatura, la psicología, la pintura y la arquitectura no se produjo en ninguna otra parte. No se había visto nada parecido desde el Renacimiento». No es un juicio irrazonable[9].


  Quizá quepa recordar que los nazis tomaron prestadas sus técnicas de propaganda de las doctrinas y prácticas empresariales que tuvieron sus pioneros ante todo en las sociedades angloamericanas. Esas técnicas se basaban en el recurso a «símbolos y consignas» sencillos con «impresiones reiteradas hasta la saciedad» que apelan al miedo y otras emociones elementales al estilo de los anuncios comerciales, observa un estudio contemporáneo. «Goebbels reclutó a la mayoría de los publicistas comerciales más destacados de Alemania para su Ministerio de Propaganda» y se jactaba de que «utilizaría métodos publicitarios estadounidenses» para «vender nacionalsocialismo» de un modo muy parecido a como la empresa intenta vender «chocolate, pasta de dientes y medicamentos». Esas medidas cosecharon un éxito pavoroso a la hora de propiciar el repentino descenso de la decencia a la barbarie que Fritz Stern describe con una ominosa advertencia[10].


  El mesianismo demoníaco es un instrumento natural para los grupos dirigentes que se encuentran en el extremo del espectro en cuanto a su dedicación a los intereses a corto plazo de reducidos sectores de poder y riqueza y a la dominación global. Hace falta una ceguera voluntaria para no ver cómo esos compromisos orientan la actual política estadounidense. La opinión pública se opone caso tras caso a las metas perseguidas y los programas aplicados. Eso provoca la necesidad de movilizar a las masas, empleando las habilidades de las enormes industrias que han sido creadas en una sociedad dirigida por la empresa para influir en las actitudes y las creencias. La necesidad de tales medidas ha adoptado una especial importancia en las últimas décadas, un periodo sumamente inusual de la historia económica estadounidense. Cuando los programas de corte neoliberal empezaron a cobrar forma en la década de 1970, los salarios reales de Estados Unidos eran los más altos del mundo industrial, como era de esperar en la sociedad más rica del mundo, con ventajas incomparables. En la actualidad la situación ha experimentado un cambio radical. Los salarios reales de la mayoría en gran medida se han estancado o han menguado, y hoy en día se acercan al nivel más bajo entre las sociedades industriales; el sistema de prestaciones, relativamente débil, también ha decaído. Las rentas se mantienen tan sólo ampliando los horarios laborales mucho más allá de los de sociedades parecidas, a la vez que la desigualdad ha crecido de manera vertiginosa. Todo ello supone un drástico cambio respecto del cuarto de siglo anterior, cuando el crecimiento económico fue el más alto que se recuerda para un periodo prolongado y también igualitario. Los índices sociales, que avanzaron paralelos al crecimiento económico hasta mediados de los setenta, después se alejaron de ellos, hasta caer hasta los niveles de 1960 para el año 2000[11].


  Edward Wolff, el más destacado especialista en distribución de la riqueza, escribe que «las condiciones de vida se estancaron en la década de 1990 para los hogares estadounidenses de la zona intermedia, mientras que los rápidos avances en riqueza e ingresos de la elite tiraron con vigor de las cifras medias». De 1983 a 1998, la riqueza media del primer 1 por ciento aumentó en «un espectacular 42 por ciento», mientras que el 70 por ciento más pobre «perdió el 76 por ciento de su (muy modesta) riqueza». Concluye que incluso «el boom de los noventa se ha saltado a la mayoría de estadounidenses. Los ricos han sido los principales beneficiarios», en una continuación de las tendencias que se remontan a finales de los setenta. La dedicación de la Administración Bush a la riqueza y el privilegio aceleró esas tendencias y condujo a una gran subida de «los beneficios empresariales, las rentas profesionales, las ganancias de las inversiones y la compensación a ejecutivos», mientras que, para mediados de 2005, «los salarios horarios medios para los trabajadores de la producción con cometidos no supervisores» todavía tenían que alcanzar el punto más bajo de la recesión de 2001. Los datos de la Oficina del Censo para 2004 revelaron que, por primera vez que se recuerde, las rentas de los hogares dejaron de crecer durante cinco años seguidos. La renta media real previa a los impuestos alcanzó su punto más bajo desde 1997, mientras que la tasa de pobreza aumentó por cuarto año consecutivo, hasta el 12,7 por ciento. Los ingresos medios de los trabajadores a jornada completa «descendieron significativamente» en el caso de los hombres, en un 2,3 por ciento. La desigualdad siguió aumentando hasta «cotas casi históricas», sin incluir «los ingresos procedentes de paquetes de acciones, que aumentarían más aún la desigualdad», dada la concentración extremada de la propiedad de acciones. El Departamento de Trabajo recoge una caída adicional de los salarios reales en 2004 para la mayoría de los trabajadores, aparte de un pequeño porcentaje de los muy cualificados. El economista Dean Baker afirmó en octubre de 2005 que «la economía atravesó su periodo más largo de pérdida de empleo desde la Gran Depresión tras la recesión de 2001. La proporción de puestos de trabajo por población sigue estando casi dos puntos porcentuales por debajo de su nivel anterior a la recesión. Utilizando la recuperación del mercado laboral como unidad de medida, la economía nunca ha sido menos fuerte en todo el periodo posterior a la guerra[12]».


  La cifra de personas que pasan hambre porque no pueden permitirse comprar comida creció hasta superar los 38 millones en 2004: un 12 por ciento de los hogares, un aumento de 7 millones en cinco años. En el mismo momento en que el Gobierno hacía públicos esos datos, el Comité de Agricultura de la Cámara de Representantes aprobó la retirada de la financiación para los vales de comida de 300 000 personas y recortó las comidas y desayunos escolares de 40 000 niños, tan sólo una de muchas ilustraciones[13].


  Los resultados se aclaman como «economía sana» y modelo para otras sociedades. Se trata a Alan Greenspan con reverencia por haber estado a la cabeza de esos logros, que él atribuye en parte a «una contención atípica en los aumentos de las compensaciones [que] parece ser consecuencia ante todo de una mayor inseguridad laboral», evidente desiderátum de una economía sana. Es posible que en efecto el modelo carezca de muchos precedentes en cuanto a su efecto perjudicial para la «población subyacente» aparejado con los beneficios para las «personas sustanciales», según la ácida terminología de Thorstein Veblen[14].


  Para mantener a raya a la población subyacente ante las realidades cotidianas de sus vidas, el recurso a la «transfiguración seudorreligiosa» es un instrumento natural, que explota características de la cultura popular que han divergido acusadamente del resto del mundo industrial durante mucho tiempo y que se han manipulado con fines políticos en especial desde los años de Reagan[15].


  Otro instrumento que se aprovecha con regularidad es el miedo a la destrucción inminente a manos de un enemigo de ilimitada maldad. Se trata de percepciones con un profundo arraigo en la cultura popular estadounidense, acompañadas por la fe en la nobleza de propósito, donde esto último es lo más cercano a una idea universal que proporciona la historia. En un revelador análisis de la cultura popular desde sus inicios, Bruce Franklin identifica temas destacados tales como el «sindicato angloamericano de la guerra» que impondrá su «dominio pacífico e ilustrado» amenazando con la «aniquilación» a quienes se interpongan, llevando «el Espíritu de la Civilización» a los pueblos atrasados (1889). También repasa la llamativa elección de demonios a punto de destruirnos, por lo general aquéllos a quienes los americanos estaban aplastando bajo sus botas: indios, negros y obreros chinos, entre otros. Entre los participantes en esos ejercicios se contaron destacados escritores progresistas, como Jack London, quien en 1910 escribió un texto en una publicación popular donde abogaba por el exterminio de los chinos mediante la guerra bacteriológica para atajar su nefasta conspiración secreta para arrollarnos[16].


  Sean cuales sean las raíces de esas características culturales, a los dirigentes cínicos les resulta fácil manipularlas, a menudo de modos que cuesta creer. Durante los años de Reagan, se suponía que los estadounidenses debían encogerse de miedo ante las imágenes de los sicarios libios que pretendían asesinar a nuestro líder, una base aérea en la capital mundial de la nuez moscada que Rusia podía utilizar para bombardearnos, el feroz ejército nicaragüense a apenas dos días de Harlingen, Tejas, los terroristas árabes que acechaban por todas partes, la delincuencia callejera, los narcotraficantes hispanos… cualquier cosa que pudiera sacarse a colación para movilizar el apoyo a la siguiente campaña en casa y en el extranjero, por lo común con víctimas nacionales para acompañar a las de otros países, que sufrían golpes mucho mayores.


  ELECCIONES 2004


  Los resultados de las elecciones de 2004 provocaron júbilo en algunos sectores, desesperación en otros y mucha preocupación por si Estados Unidos se estaba convirtiendo en una «nación dividida». El resultado tiene consecuencias políticas, perjudiciales para la población general en casa y amenazadoras para el mundo y las futuras generaciones. Las elecciones también ofrecen una práctica estampa del creciente déficit democrático, uno de los rasgos definitorios de los «estados fallidos». Sin embargo, nos dicen poco sobre la situación del país o el estado de ánimo popular. Existen, no obstante, otras fuentes de las que podemos descubrir mucho acerca de esos asuntos cruciales. La opinión pública de Estados Unidos está sometida a una intensa supervisión y, aunque la cautela y precaución en la interpretación siempre sean necesarias, esos estudios constituyen unas fuentes valiosas. Las instituciones doctrinales a menudo corren un tupido velo sobre los resultados de las encuestas que contrarían a los intereses poderosos. La práctica volvió a aplicarse a los sondeos de opinión pública de sumo interés que se publicaron justo antes de las elecciones de 2004, a los que regresaré[17].


  Inmediatamente después de los comicios de 2004, Colin Powell informó a la prensa de que «el presidente George W. Bush ha obtenido del pueblo estadounidense un mandato para seguir aplicando su política exterior “agresiva”». Nada más lejos de la verdad. También está lejos de ser lo que la población creía. Después de las elecciones, Gallup preguntó si Bush «debería dar énfasis a programas que apoyen ambos partidos» o «tenía el mandato de llevar a la práctica la agenda republicana», como afirmaban Powell y otros. Un 63 por ciento se decantó por la primera opción, y un 29 por la segunda[18].


  Las elecciones no confirieron ningún mandato para nada; en realidad, apenas tuvieron lugar, en cualquier sentido serio del término «elecciones». Aunque los comicios de 2004 fueron extremos a este respecto, muchos de sus rasgos se han vuelto habituales. Al analizar la victoria de Reagan en 1980, Thomas Ferguson y Joel Rogers concluían que reflejaba «la decadencia de las estructuras de partido organizadas y la inmensa movilización de Dios y dinero en la exitosa candidatura de un personaje antaño marginal respecto del “centro vital” de la vida política estadounidense». Las elecciones revelaron «la progresiva desintegración de aquellas coaliciones políticas y estructuras económicas que han aportado a la política de partidos algo de estabilidad y definición durante la generación pasada[19]».


  En la misma y valiosa recopilación de ensayos sobre las elecciones de 1980, Walter Dean Burnham describía esos comicios como una prueba más de «una crucial peculiaridad comparativa del sistema político estadounidense: la total ausencia de un partido de masas socialista o laborista como competidor organizado en el mercado electoral», una ausencia que explica en gran medida los «índices de abstención desiguales según la clase social» y la omisión de ciertos asuntos. Así pues, del 28 por ciento del electorado que votó a Reagan, un 11 por ciento ofreció como principal motivo que «es un conservador de verdad». En su «victoria arrolladora» de 1984 lo votó poco menos de un 30 por ciento del electorado. De esa cifra, un 4 por ciento ofreció como principal motivo que era un conservador de verdad. En consecuencia, un 1 por ciento del electorado votó a un «conservador de verdad» en lo que se describió como un poderoso mandato en pro del «conservadurismo». Además, las encuestas revelaron que, en una proporción de 3 a 2, los votantes esperaban que el programa legislativo de Reagan no se llevara a la práctica. Como antes, las encuestas revelaron que la opinión pública estaba a favor de las subidas de impuestos dedicadas a los programas sociales del New Deal y la Gran Sociedad. El apoyo a un gasto social igual o superior rondaba el 80 por ciento en 1980, y aumentó en 1984. Los recortes a la Seguridad Social contaban con una oposición casi unánime, y los recortes a Medicare y Medicaid con una que superaba con creces el 3 a 1. La opinión pública prefería los recortes en el gasto militar a las rebajas en los programas sanitarios por una proporción cercana al 2 a 1. Grandes mayorías apoyaban las regulaciones gubernamentales para proteger la salud y seguridad de los trabajadores, la protección de los intereses de los consumidores, las ayudas a la tercera edad, los pobres y los necesitados y otros programas sociales[20].


  Sin embargo, nada de eso importa siempre que se gestionen con maña las elecciones para evitar ciertos asuntos y marginar a la población subyacente, por recurrir una vez más a la terminología de Veblen, liberando a la cúpula electa para servir a las personas sustanciales. Como hizo.


  Ferguson y Rogers estaban describiendo los efectos tempranos de la poderosa reacción coordinada contra la «crisis de la democracia» de los años sesenta que preocupaba profundamente a la Comisión Trilateral, que acuñó la expresión. La comisión estaba formada por destacados internacionalistas liberales de las tres grandes regiones industriales: Norteamérica, Europa y Japón. Su perspectiva general queda ilustrada por el hecho de que la Administración Carter se extrajo en gran medida de sus filas. La preocupante crisis sometida a debate era que los años sesenta habían suscitado el surgimiento de lo que ellos llamaban «un exceso de democracia»: sectores por lo general pasivos y marginados —mujeres, jóvenes, ancianos, minorías y otros componentes de la población subyacente— empezaban a incorporarse al terreno de juego político para presentar sus exigencias. Los componentes del espectro de la elite situado a la derecha de la comisión y el mundo empresarial en general consideraban la «crisis de la democracia» más peligrosa si cabe. El «exceso de democracia» amenazaba con interferir en el bien engrasado sistema de los años precedentes, cuando «Truman había podido gobernar el país con la cooperación de un colectivo relativamente pequeño de abogados y banqueros de Wall Street», como recordaba el ponente estadounidense en las sesiones de la Comisión Trilateral, Samuel Huntington, con un deje de nostalgia y perdonable exageración. Entre las reacciones inmediatas a la «crisis» figuraron un drástico aumento de la actividad de los grupos de presión empresariales y la proliferación de gabinetes estratégicos de derechas para garantizar el control de los programas legislativos y las instituciones doctrinales, amén de otros dispositivos para restaurar el orden y la disciplina. Semejantes «impulsos hacia la conformidad y el control» (Wiebe) son reacciones normales del poder concentrado ante las «crisis de la democracia» que estallan cuando el público pretende entrar en el terreno de juego político: el Terror Rojo de Wilson y la descomunal ofensiva propagandística de las corporaciones tras la Segunda Guerra Mundial son dos de los bien documentados ejemplos. Ambos mecanismos consiguieron al menos una disciplina a corto plazo, pero las fuerzas populares desencadenadas en los sesenta han sido mucho más difíciles de domar, y en realidad han seguido desarrollándose, en ocasiones de modos que carecen de precedentes[21].


  El proyecto para restaurar el orden y la disciplina contó también con el espaldarazo de las medidas neoliberales instituidas en los setenta, aplicadas con mayor rigor en años posteriores, con consecuencias económicas además de políticas. Las primeras, que a duras penas sorprenderían a los historiadores económicos, las resume José Antonio Ocampo, secretario ejecutivo de la Comisión Económica para Latinoamérica y el Caribe: «El periodo de más rápido crecimiento en el mundo en vías de desarrollo después de la guerra y los episodios más prolongados de crecimiento rápido (los “milagros” del este asiático, los más recientes en China y la India o, en el pasado, los periodos de crecimiento rápido en Brasil o México) no coinciden con fases o episodios de liberalización exhaustiva, ni siquiera cuando éstos implicaban un uso a gran escala de las oportunidades ofrecidas por los mercados internacionales». Lo mismo vale, podríamos añadir, para las potencias industriales.


  Repasando un cuarto de siglo de experiencia neoliberal, un estudio del Centro de Investigación Económica y Política revela que ésta ha ido acompañada de unos índices mucho más lentos de crecimiento y una reducción de los avances en los indicadores sociales para los países de en cada quintil, de los ricos a los pobres. Existen excepciones a la tendencia general: se registraron índices elevados de crecimiento entre aquellos que se saltaron las reglas (y con una desigualdad apabullante y otros graves efectos secundarios en China y la India). «El patrón general de crecimiento no deja lugar a interpretaciones —revelaba el economista Robert Pollin en un detallado análisis—: se ha producido una acusada caída en el crecimiento en la etapa neoliberal, si se compara con el periodo de desarrollo estatal» que la precedió, una caída a menos de la mitad, una tendencia que «resulta más dramática incluso» cuando se mide per cápita, con un aumento de la desigualdad, escasa o ninguna reducción de la pobreza (si se excluye China) y devastadores efectos secundarios entre los más vulnerables. El economista político Robert Wade observa que «uno de los hechos más importantes y menospreciados de nuestro tiempo [es el] drástico frenazo del crecimiento en los países desarrollados y en vías de desarrollo» en el cuarto de siglo de política económica neoliberal, que incluye, con toda probabilidad, un aumento de la pobreza y de la desigualdad dentro de los países y entre ellos cuando se descarta a China (que rechazó esas políticas) y se utilizan medidas realistas de la pobreza. Los hechos quedan camuflados en ocasiones por la observación de que las condiciones han mejorado en general bajo el régimen neoliberal (como hacen de manera casi invariable con el paso del tiempo bajo cualquier régimen económico) o mediante el recurso a un concepto de «globalización» que mete en un mismo saco la orientación a las exportaciones y el neoliberalismo, de tal modo que, si mil millones de chinos experimentan un elevado crecimiento bajo políticas orientadas a la exportación que vulneran de manera radical los principios neoliberales, el aumento en los índices globales medios de crecimiento puede aclamarse como un triunfo de los principios que se vulneran. Por bien que se entienda demasiado poco para mostrarse tajante acerca de la causalidad, cuesta desentenderse del hecho de que las firmes y perjudiciales tendencias asociadas con las políticas neoliberales concuerdan de manera sistemática con la historia económica durante un plazo mucho más largo, hechos bien conocidos para los especialistas de la disciplina[22].


  Las «reformas» tuvieron también predecibles consecuencias políticas. Un blanco primordial de las medidas neoliberales es la autonomía nacional que, observa Ocampo, «es el único sistema compatible con el fomento de la democracia». Es evidente que la democracia se reduce a una formalidad vacía «si no se concede a los procesos representativos y participativos a nivel nacional ningún papel en la determinación de las estrategias económicas y de desarrollo social». Debería estar claro que minar ese papel es un objetivo declarado de las «reformas» y los «acuerdos de libre comercio» que las institucionalizan. Tal y como se interpreta en esos acuerdos, el «libre comercio» incorpora los derechos al monopolio de precios y otros mecanismos sumamente proteccionistas para beneficiar a las multinacionales. También proscribe las medidas que han utilizado las sociedades industriales para alcanzar su actual estado de desarrollo económico, entre ellas los esfuerzos gubernamentales, en respuesta a la voluntad pública, para anteponer las preocupaciones populares a los derechos de los inversores. Garantiza el libre movimiento del capital a la vez que descarta el libre desplazamiento de la mano de obra, un principio fundamental del libre comercio para Adam Smith. También define «comercio» según un criterio amplio que incluye, por ejemplo, las transferencias internas de una compañía que casualmente cruzan fronteras internacionales, un componente muy sustancial del «comercio». Aparte de presentar una relación tan sólo limitada con el librecambio, estos «acuerdos» desde luego no tienen nada de acuerdos, al menos no si los ciudadanos, que por lo general se oponen, se consideran parte de sus países. Los «acuerdos» se alcanzan sólo por medio del secretismo y otros mecanismos para marginar a la molesta opinión pública. En el término «Tratado de Libre Comercio de América del Norte» (TLCAN), las únicas palabras precisas son «América del Norte». Por lo general el resto de los acuerdos no es diferente[23].


  Como observa Ocampo, las reformas neoliberales son antitéticas del fomento de la democracia. No están diseñadas para encoger el Estado, como suele afirmarse, sino para reforzar las instituciones estatales con el fin de que atiendan mejor incluso que antes las necesidades de las personas sustanciales. Un tema dominante es restringir el terreno de juego público y trasladar las decisiones a manos de tiranías privadas que no rinden cuentas ante nadie. Un método es la privatización, que elimina al público de su potencial influencia en la política. Una variedad extrema es la privatización de «servicios», una categoría que viene a englobar cualquier elemento de interés público: la sanidad, la educación, el agua y otros recursos, etc. Una vez eliminados estos sectores del terreno de juego público por el «comercio en servicios», las prácticas democráticas formales quedan en gran medida reducidas a un instrumento para la movilización periódica del público al servicio de los intereses de la elite, y se supera a grandes rasgos la «crisis de la democracia».


  Lo mismo vale en gran parte para la liberalización financiera instituida a partir de principios de los setenta. Como bien saben los economistas internacionales, esas medidas crean un «Senado virtual» de inversores y prestamistas que pueden ejercer «poder de veto» sobre las decisiones gubernamentales amenazando con fugas de capitales, ataques a la moneda y otros medios. Estados Unidos y Gran Bretaña (Harry Dexter White y John Maynard Keynes) restringieron tales medidas de menoscabo de la democracia mediante el sistema de Bretton Woods establecido tras la Segunda Guerra Mundial, en respuesta a poderosas presiones públicas. Keynes tenía por el logro más importante de Bretton Woods la afirmación del derecho de los Gobiernos a restringir el movimiento de capitales; en acusado contraste, el actual Tesoro estadounidense considera la libre movilidad de capitales un «derecho fundamental», a diferencia de supuestos derechos tales como un empleo decente[24]. Las normas de Bretton Woods también restringían la especulación financiera y los ataques a las monedas. El efecto fue permitir una variedad de «liberalismo integrado» (embedded), como se lo conoce en ocasiones, en virtud del cual podían aplicarse políticas socialdemócratas. El resultado se denomina a menudo la «edad dorada» del capitalismo (el capitalismo estatal, para ser más precisos), con un crecimiento económico sin precedentes que además era igualitario y la puesta en práctica de significativas medidas de Estado de Bienestar para beneficiar a la población en general. Todo eso ha experimentado un retroceso en el periodo neoliberal.


  En años anteriores la opinión pública no presentaba tantos problemas. En su historia del sistema monetario internacional, Barry Eichengreen explica que, antes de que la política gubernamental se viera «politizada por el sufragio universal masculino y el auge del sindicalismo y los partidos obreros parlamentarios», los severos costes de la rectitud financiera impuesta por el Senado virtual podían trasladarse a la población subyacente. Sin embargo, con la radicalización del público general durante la Gran Depresión y la guerra antifascista, el poder y la riqueza privados se vieron despojados de ese lujo. De ahí que en el sistema de Bretton Woods «los límites a la movilidad de capitales sustituyeran a los límites a la democracia como fuente de aislamiento de las presiones del mercado[25]». Con el desmantelamiento del sistema a partir de los setenta, la democracia sustantiva queda reducida, y se vuelve necesario distraer y controlar al público de alguna manera.


  «ENGAÑAR Y OPRIMIR AL PÚBLICO»


  En las elecciones de 2004, Bush recibió los votos de poco más del 30 por ciento del electorado, y Kerry algo menos. Los patrones de voto se parecían a los de 2000, con prácticamente la misma distribución de estados «rojos» y «azules» (en la medida en que eso signifique algo). Un pequeño cambio en la preferencia de voto habría colocado a Kerry en la Casa Blanca. En cualquier caso, el resultado nos dice muy poco sobre el país y las inquietudes públicas. Los patrones de voto al Congreso lo dejan más claro si cabe. En el Senado, sólo perdió uno de los veintiséis candidatos a la reelección, el demócrata Tom Daschle, de Dakota del Sur, un estado con una población de unas 770 000 personas. En la Cámara de Representantes, de no haber sido por los tejemanejes de los antidemocráticos republicanos de Tejas, encabezados por el líder de la mayoría, Tom DeLay, sólo habrían cambiado de manos ocho escaños, un mínimo histórico, y los republicanos habrían perdido representantes en total; al margen de Tejas perdieron tres. La competencia limitada por los escaños de la Cámara alcanzó el nivel más bajo que se conoce. Además, Bush obtuvo el índice de aprobación más bajo de cualquier presidente reelegido para el que se dispone de datos[26].


  Poco que ver con un mandato. Las cifras, sin embargo, maquillan significativamente la intrascendencia de los resultados electorales, como vemos cuando analizamos más allá de la estadística electoral.


  Como viene siendo habitual en los años recientes, las campañas electorales de 2004 fueron dirigidas por la industria de las relaciones públicas, que en su vocación ordinaria vende pasta de dientes, medicamentos «de estilo de vida», automóviles y otros artículos. Su principio rector es el engaño. El cometido de la publicidad es socavar los mercados libres que nos instan a admirar: entidades míticas en las que unos consumidores informados realizan elecciones racionales. En tales sistemas, las empresas se limitarían a ofrecer información sobre sus productos: barato, fácil, sencillo. Sin embargo, a nadie se le escapa que no hacen nada semejante. Al contrario, las empresas gastan cientos de miles de millones de dólares al año proyectando imaginería para engañar a los consumidores. No admite discusión que ésa es la meta de la publicidad, no ofrecer información. La industria del automóvil no se limita a dar a conocer las características de los modelos del año que viene. Más bien, consagra ingentes esfuerzos al engaño, presentando objetos sexuales, coches que remontan escarpados precipicios hacia un futuro celestial, etc. Por si fuera poco, como señaló Veblen hace mucho, uno de los cometidos primordiales de la propaganda empresarial es la «fabricación de consumidores», un mecanismo que ayuda a inducir «todos los síntomas clásicos del totalitarismo de base estatal: atomización, apatía política e irracionalidad, el vaciado y la banalización de los procesos políticos supuestamente democráticos, una creciente frustración popular, y demás».


  La observación básica es tan antigua como Adam Smith, que advirtió de que los intereses de mercaderes y fabricantes eran «engañar u oprimir al público», como han hecho «en muchas ocasiones». A estas alturas cuentan con los servicios de grandes industrias que se han creado con ese fin. La elección informada del consumidor viene a ser tan realista como la afamada «iniciativa emprendedora» y el «libre comercio». Salvo por un provecho temporal, los imaginativos mercados postulados por la doctrina y la teoría económica nunca han sido bien recibidos —ni tolerados durante mucho tiempo— por quienes dominan la sociedad[27].


  En ocasiones el compromiso con el engaño adopta formas extremas. Una ilustración son las negociaciones Estados Unidos-Australia sobre un «acuerdo de libre comercio» a partir de 2003. Éstas llegaron a un punto muerto porque a Washington le preocupaba que Australia siga procedimientos «basados en las pruebas» y prohíba «la comercialización directa al consumidor de los fármacos de venta con receta», mientras que «los fabricantes [estadounidenses] preferirían un sistema en el que dispongan de libertad para comercializar sus productos y fijar los precios de acuerdo con lo que esté dispuesto a pagar el mercado». Australia practica una inaceptable interferencia en el mercado, objetaban los negociadores del Gobierno estadounidense. Las corporaciones farmacéuticas se ven privadas de sus derechos legítimos si se las obliga a ofrecer pruebas cuando afirman que su último producto es mejor que cierta alternativa más barata o pagan anuncios televisivos en los que algún héroe deportivo o actriz de cine les dice a los espectadores que «pregúntenle a su médico si este fármaco es adecuado para ustedes (para mí lo es)», a veces sin siquiera revelar para qué se supone que sirve el medicamento. Hay que garantizar el derecho a engañar de las «personas» inmensamente poderosas y patológicamente inmortales que ha creado el activismo judicial radical[28].


  El sistema de atención sanitaria australiano quizá sea el más eficaz del mundo. En particular, los precios de los fármacos son una fracción del que tienen en Estados Unidos: los mismos fármacos, producidos por las mismas compañías, que obtienen sustanciales beneficios aunque no se acerquen ni de lejos a lo que ganan en Estados Unidos, donde esos beneficios suelen justificarse con el dudoso argumento de que son necesarios para la investigación y el desarrollo (I+D). El economista Dean Baker revela que el ahorro para los consumidores sería inmenso si la financiación pública aumentara hasta cubrir un 100 por cien de la I+D, eliminando así las justificaciones de las farmacéuticas para los derechos de monopolio de precios. El público ya desempeña un papel mucho mayor de lo que se reconoce, puesto que el desarrollo de fármacos depende de la ciencia fundamental, la práctica totalidad de la cual recibe financiación pública. Aun con lo que se tiene en cuenta, la I+D empresarial se concentra más en el extremo de la comercialización: las grandes farmacéuticas estadounidenses gastan más del doble en marketing, publicidad y administración que en cualquier tipo de I+D, a la vez que registran enormes beneficios[29].


  Un motivo para la eficacia del sistema australiano es que, como otros países, Australia confía en las prácticas que emplea el Pentágono cuando compra clips: el Gobierno utiliza su poder adquisitivo para negociar precios, acciones prohibidas por la legislación en el caso de los fármacos en Estados Unidos. Otro motivo es la confianza de Australia en los procedimientos basados en las pruebas: «Para cobrar al Gobierno australiano un precio elevado por un nuevo fármaco», las corporaciones farmacéuticas estadounidenses «tienen que presentar pruebas reales de que el nuevo fármaco posee beneficios demostrables, [algo que] Estados Unidos considera una barrera al comercio». La industria farmacéutica estadounidense también protesta por la exigencia australiana de que las empresas «deben demostrar ventajas clínicas significativas» y una «relación coste-beneficio satisfactoria» respecto de los fármacos disponibles, además de por el «foco absoluto en la relación coste-beneficio» en general en Australia. La industria denuncia tales medidas como «insidiosas», que lo son, al interferir con el derecho al engaño, que es fundamental para los mercados realmente existentes[30].


  Cuando se le encomienda la tarea de vender candidatos, la industria de las relaciones públicas (RP) recurre a las mismas técnicas que emplea en la comercialización de artículos. Se utiliza el engaño para socavar la democracia, por lo mismo que tiene de mecanismo natural para socavar los mercados. Los votantes parecen ser conscientes de la farsa. En vísperas de las elecciones de 2000, una gran mayoría del electorado las desdeñaba como un show dirigido por los contribuyentes ricos, los gestores de los partidos y la industria de las RP, que adiestra a los candidatos para proyectar imágenes y emitir frases vacías susceptibles de ganarles algunos votos. Los encuestadores hallaron un solo tema en el que más de la mitad de los encuestados pudieran identificar la postura de los candidatos: la opinión de Gore sobre los fármacos de venta con receta. Más de un 60 por ciento de los votantes habituales creía que «la política en Estados Unidos es en general bastante asquerosa». El director del Proyecto del Votante en Desaparición de Harvard informó de que «el sentimiento de impotencia de los estadounidenses ha alcanzado un máximo alarmante», muy superior a los niveles anteriores[31].


  Es muy probable que ésos sean algunos de los motivos por los que la población en general parece tener poco interés en las «elecciones robadas» que soliviantaron a los sectores educados. Tal vez por eso prestaron poca atención a las acusaciones de fraude de 2004. A quien lanza una moneda para escoger al rey le importa poco si está trucada.


  En 2000, la «consciencia de los temas» —el conocimiento de las posiciones de los candidatos— alcanzó un mínimo histórico. Quizá fuera más baja incluso en 2004. En ese año, cerca de un 10 por ciento de los votantes, ante una pregunta de respuesta libre, escogieron las «agendas/ideas/programas/objetivos» del candidato como razón principal de su voto (6 por ciento en el caso de Bush, 13 por ciento en el de Kerry). La seguridad nacional parecía ser la preocupación dominante: un 22 por ciento «adujo algo acerca de la situación en Irak y un 12 por ciento mencionó el terrorismo[32]». Muchos votaron por lo que la industria de las relaciones públicas denomina «cualidades» o «valores», que son diseñados y proyectados con gran esmero y vienen a tener la misma autenticidad que la imaginería de un anuncio de pasta de dientes. Los comentarios de las noticias se centraban en el «estilo», la «simpatía», la «química» y el «carácter», y en defectos tales como la ocasional «irritabilidad» de Bush o el que Kerry se equivocara con el nombre de un estadio de fútbol norteamericano. El encuestador David Yankelovich informó de que «las opiniones de aquellos estadounidenses que asisten con frecuencia a servicios religiosos y aquellos que no reflejan las de republicanos y demócratas, respectivamente». Los protestantes evangélicos blancos asiduos de misa son un bloque de voto republicano especialmente poderoso. «Este sector ve al presidente como un hombre de carácter fuerte: honesto, sencillo, sin pelos en la lengua, decidido, sensato y temeroso de Dios», un hombre de «sinceridad y claridad de propósito moral» que está «del lado del bien», un gran triunfo del marketing, que permite a los dirigentes llevar a la práctica sus programas sin parar mientes en la opinión pública[33].


  Las creencias religiosas extremistas tienen una larga historia en Estados Unidos, que se remonta a los primeros colonos y a aquellos que conquistaron el continente. Desde entonces se han producido renaceres religiosos periódicos, de manera notable en la década de 1950, que según sugiere el historiador Seth Jacobs tal vez fuera la más religiosa de la historia estadounidense. Jacobs atribuye la decisión de la Administración Eisenhower de instalar al católico devoto Ngo Dinh Diem para gobernar su estado cliente de Vietnam del Sur, a pesar de su impopularidad e incompetencia reconocidas, al gran renacer religioso en Estados Unidos de la época. Escribiendo en 1980, Walter Dean Burnham consideraba «la omnipresencia de las cogniciones religiosas en la vida política estadounidense otra peculiaridad comparativa —y muy importante— de este país en el cosmos de las sociedades industriales avanzadas», junto con el sesgo de clase señalado anteriormente. A grandes rasgos, la intensidad de la fe religiosa presenta una relación inversa con el desarrollo económico, pero Estados Unidos se sale de la lista. Sólo en el último cuarto de siglo, sin embargo, los gestores de los partidos han reconocido que ese bloque de votos puede organizarse para desplazar las elecciones hacia «asuntos culturales», mientras los dirigentes ejecutan programas a favor de las empresas y los ricos a los que se opone el público pero que no salen a colación en las campañas electorales. Para 1980, algunos observadores cercanos ya apreciaban paralelismos entre la movilización del extremismo religioso en el auge de los nazis (la Iglesia Cristiana alemana) y un potencial «fascismo cristiano» en Estados Unidos; son palabras del doctor James Luther Adams, de la Escuela de Teología de Harvard, que hablaba a partir de su experiencia personal, tras haber trabajado con la iglesia clandestina antinazi de Dietrich Bonhoffer en la Alemania de 1935-1936. Las observaciones de Fritz Stern sobre el descenso hacia la barbarie, citadas con anterioridad, reflejan la creciente relevancia de esas advertencias. El periodista Chris Hedges informa de que «los fundamentalistas cristianos ya poseen una mayoría de escaños en el 36 por ciento de todos los comités estatales del Partido Republicano, o 18 de los 50 estados», además de «grandes minorías en el 81 por ciento del resto de los estados», con George Bush desempeñando —o siendo utilizado para desempeñar— un papel importante en la movilización. Hace tiempo que se reconoce la importancia del fenómeno, en especial en Israel, y hace poco en el periódico en lengua inglesa de ese país, The Jerusalem Post, que está lanzando una edición especial dirigida a la derecha cristiana, el bloque de votos más poderoso que apoya la agresividad y el expansionismo israelíes[34].


  Los estudios más concienzudos de 2004 confirmaban que, en asuntos de particular importancia para los votantes, éstos sabían muy poco de la postura de los candidatos. Los votantes de Bush tendían a creer que compartía sus opiniones sobre los principales asuntos, aun cuando el Partido Republicano las rechazaba explícitamente, como en el caso ya mencionado de los protocolos de Kioto. Al investigar las fuentes utilizadas en los estudios, descubrimos que lo mismo sucedía a grandes rasgos con los votantes de Kerry, a menos que apliquemos interpretaciones sumamente generosas a unas vagas declaraciones que es probable que la mayoría de los votantes nunca oyeran. Kerry a duras penas respondía a las preocupaciones de su electorado potencial en asuntos tanto internacionales como internos. Se suponía que los últimos formaban el núcleo del último debate presidencial, celebrado pocos días antes de las elecciones. Para la mayoría de la población, la crisis de la sanidad ocupa el primer puesto o uno de los primeros dentro de los asuntos nacionales. En el debate, según informó la prensa, Kerry «se esmeró […] para decir que su plan para ampliar el acceso a la cobertura sanitaria no crearía un nuevo programa gubernamental» porque «existe poquísimo apoyo político para la intervención gubernamental en el mercado de la atención sanitaria en Estados Unidos[35]».


  El comentario es interesante. La gran mayoría de la población apoya una amplia intervención del Gobierno, al parecer. Una encuesta conjunta de la NBC y The Wall Street Journal revelaba que «más de dos terceras partes de los estadounidenses creían que el Gobierno debería garantizar a “todos” la mejor y más avanzada atención sanitaria que la tecnología pueda ofrecer»; una encuesta de The Washington Post y ABC News mostraba que un 80 por ciento considera la atención sanitaria universal como algo «más importante que contener los impuestos»; unas encuestas recogidas en la Business Week revelaban que «un 67% de los estadounidenses cree que es buena idea garantizar la atención sanitaria a todos los ciudadanos del país, como hacen Canadá y Gran Bretaña, con una opinión en contra de sólo el 27%»; el Pew Research Center halló que el 64 por ciento de los estadounidenses está a favor de que «el Gobierno estadounidense garantice la cobertura sanitaria a todos los ciudadanos, aunque eso suponga subir los impuestos» (un 30 por ciento estaba en contra). Hacia finales de la década de 1980, más de un 70 por ciento de los estadounidenses «creía que la atención sanitaria debía ser una garantía constitucional», mientras que el 40 por ciento «pensaba que ya lo era». Cabe imaginarse cuáles serían las cifras si los temas no estuvieran prácticamente desaparecidos de la agenda pública[36].


  A veces se reconocen los hechos, con un matiz interesante. Las raras alusiones al apoyo público a una atención sanitaria garantizada describen la idea como carente de «apoyo político» o «políticamente imposible» por culpa de la «maraña política». Son maneras corteses de decir que las industrias farmacéuticas y financieras y otros poderes privados se oponen en redondo. La voluntad del público queda excluida del terreno de juego político[37].


  Como en el caso de los mercados construidos por la industria de las relaciones públicas, también en las elecciones democráticas que ésta gestiona una tarea primordial es embaucar al público mediante imágenes de meticulosa construcción que sólo presentan el más vago de los parecidos con la realidad. Como no es de extrañar, los votantes lo desaprueban. Grandes mayorías creen que «la nación iría mejor si sus dirigentes prestaran más atención a los puntos de vista del público y las encuestas de opinión». Sin embargo, puede ignorarse al público siempre que la «elección del consumidor» pueda desterrarse del ruedo político mediante los medios afinados con esmero para socavar los mercados[38].


  Bush se ganó a grandes mayorías de los preocupados por la amenaza del terror y los «valores morales». Esos resultados, una vez más, nos dicen poco. Los juicios populares sobre el terror son otro tributo al eficaz marketing del Gobierno y los medios. El público es apenas consciente de la preferencia de los planificadores de Bush por las políticas que aumentan la amenaza del terrorismo, que para ellos no es una gran prioridad, como ya hemos analizado. En cuanto a los «valores morales», descubrimos lo que necesitamos saber gracias a la prensa económica del día después de las elecciones, que informaba de «el ambiente de euforia» en las salas de juntas y los despachos de los grupos de presión empresariales; no porque los directores generales se opongan al matrimonio entre homosexuales, sino porque «la empresa estadounidense espera vía libre» ahora que el «paisaje político [se ha inclinado] a favor de la América corporativa de manera más acusada que en cualquier otro periodo de la historia moderna estadounidense[39]».


  Descubrimos más sobre los valores morales que rigen a Bush y sus asociados a partir de sus esfuerzos a cara descubierta por trasladar a las generaciones futuras los costes de su dedicado servicio al privilegio y la riqueza. Al funcionar mediante un continuo déficit presupuestario, advierte la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), los países más destacados, en especial Estados Unidos durante los años de Bush, «están “sacrificando” a sus hijos». El principal economista de la OCDE informó a la prensa económica de que «probablemente la presente generación sobrevivirá, [pero] vamos a legar a nuestros hijos un capital extremadamente menguado». El segundo de los «déficits gemelos», el enorme déficit comercial, también ha inquietado mucho a los economistas y otras personas que se preocupan por el futuro, aunque cabe mencionar que la escala del déficit depende de cómo definamos «el país». Los analistas «concluyen que los déficits comerciales récord no son tan amenazadores como aparentan», informa The Wall Street Journal, «porque en parte vienen impulsados por unas empresas estadounidenses cada vez más rentables que producen [en el extranjero] y envían sus artículos y servicios de vuelta a Estados Unidos, [con lo que] mantienen en buena forma los beneficios corporativos globales». Para 2005, «las ganancias en el extranjero ascendían a un 40 por ciento del incremento de los beneficios de todas las corporaciones», junto con 2,7 billones de dólares en capitalización de mercados bursátiles que benefician enormemente al minúsculo porcentaje de la población que domina el mercado accionarial. Si entendemos que el país son las corporaciones con sede en Estados Unidos y no la población, la contabilidad del déficit comercial adopta pues un cariz muy distinto[40].


  El programa «clave» de Bush para mejorar la educación revelaba una similar desconsideración por nuestros hijos y la salud de la sociedad. Se concentraba en los exámenes más que en la educación. El núcleo de cualquier programa educativo serio es fomentar la capacidad para «indagar y crear», como postulaba uno de los fundadores del liberalismo clásico y el sistema universitario moderno, Wilhelm von Humboldt. La concentración en los exámenes no favorece, y probablemente perjudica, el cumplimiento de esos objetivos, para el que harían falta unas iniciativas muy diferentes.


  Por parafrasear el título del programa educativo de Bush, prácticamente «no se deja atrás ninguna oportunidad» para trasladar los costes a las futuras generaciones de otros modos. Cualquiera que conozca la economía estadounidense es consciente de lo que el boletín de la Academia Estadounidense para el Avance de la Ciencia denomina «el papel esencial de la investigación con base en las universidades y patrocinio gubernamental en la producción de las ideas y las personas que impulsan la innovación» dentro de la tecnología de la información (TI), tema específico de estos comentarios. La publicación advierte de que los cambios en la política de financiación bajo Bush «han puesto en peligro este proceso de innovación», con la financiación de la TI reducida a la mitad, lo cual amenaza con «desbaratar la interacción, extraordinariamente productiva, de los ámbitos académico, gubernamental e industrial en la TI[41]». La interacción va mucho más allá, de ahí el riesgo que la política de financiación de Bush presenta también para el «proceso de innovación»: la creación y desarrollo de ordenadores, Internet, satélites, telecomunicaciones, junto con gran parte del resto de la industria basada en la electrónica y, en tiempos más recientes, en la biología. La financiación gubernamental es directa (laboratorios del Gobierno, universidades) o indirecta, a través del apoyo al sector privado mediante subsidios, adquisiciones y, cuando se tercia, protección.


  Aun dejando de lado las claras y sistemáticas pruebas sobre los valores morales rectores, significa poco decir que la gente vota con arreglo a ellos. La cuestión es qué entienden por la expresión «valores morales». Las limitadas indicaciones tienen cierto interés. En una encuesta, «cuando se pidió a los votantes que escogieran la crisis moral más urgente que afronta el país, un 33 por ciento citó “la avaricia y el materialismo”, un 31 por ciento eligió “la pobreza y la injusticia económica”, un 16 por ciento mencionó el aborto y un 12 por ciento seleccionó el matrimonio entre homosexuales». En otra, «cuando se pidió a los votantes encuestados que citaran la cuestión moral que más influía en su voto, la guerra de Irak acabó en primer lugar con un 42 por ciento, mientras que un 13 por ciento citó el aborto y un 9 por ciento el matrimonio entre homosexuales». Otros estudios revelan que la mayor parte de las grandes mayorías que están a favor de la cobertura sanitaria nacional la consideran un «tema moral[42]».


  Fuera lo que fuese lo que entendían los votantes, cuesta creer que se tratara de los valores morales operativos de la Administración que la prensa económica celebraba.


  OPINIÓN PÚBLICA Y POLÍTICA PÚBLICA


  La prueba más seria sobre la opinión pública es la aportada por los estudios citados con anterioridad, que dieron a conocer poco antes de las elecciones dos de las instituciones más respetadas y fiables que elaboran estudios regulares de opinión. Evidentemente, tal información es de crucial importancia para una sociedad democrática efectiva, que no es un conglomerado de átomos aislados, sino una comunidad de personas que interactúan en la formación de opiniones y políticas. En el mundo de la política, como en la ciencia o cualquier otro campo, o en la vida cotidiana, ya que estamos, saber lo que piensan los demás es un factor importante para formarse conclusiones propias; es poco menos que una obviedad. De manera independiente, esa información nos permite valorar el grado de éxito del sistema político a la hora de permitir que la voluntad del público entre en la formación de la política pública, una propiedad definitoria de las sociedades democráticas. Para evaluar el estado de la democracia estadounidense, pues, querremos por supuesto conocer la opinión pública a propósito de los temas importantes, su relación con la política pública y el modo en que la información sobre ella se puso a disposición del público en vísperas de unas elecciones presidenciales. Los estudios apenas recibieron atención, citados tan sólo en un puñado de noticias de la prensa local y artículos de opinión dispersos, uno de ellos en la prensa nacional (Newsweek). La información escamoteada al público, parte de la cual ya ha sido mencionada, resulta reveladora[43].


  La gran mayoría del público cree que Estados Unidos debería aceptar la jurisdicción del Tribunal Penal Internacional (TPI) y el Tribunal Mundial (o Tribunal Internacional de Justicia, TIJ), firmar los protocolos de Kioto, permitir que las Naciones Unidas llevaran la voz cantante en las crisis internacionales y confiar más en las medidas diplomáticas y económicas que en las militares en la «guerra al terror». Similares mayorías creen que Estados Unidos debería recurrir a la fuerza sólo si «existen pruebas fehacientes de que el país se encuentra en peligro inminente de sufrir un ataque», por lo que rechazan el consenso bipartidista sobre la «guerra preventiva» y adoptan la interpretación, más bien convencional, de la Carta de la ONU reiterada por el Grupo de Alto Nivel de ese organismo en diciembre de 2004 y en su Cumbre Mundial de un año después. Una pequeña mayoría de la población está a favor incluso de renunciar al veto en el Consejo de Seguridad, para que Estados Unidos siga las directrices de la ONU aun cuando no casen con las preferencias de los gestores estatales del país. En cuanto a los temas nacionales, abrumadoras mayorías se declaran a favor de ampliar los programas gubernamentales: ante todo la atención sanitaria (un 80 por ciento), pero también la financiación de la educación y la Seguridad Social. Hace tiempo que estos estudios, realizados por el Chicago Council on Foreign Relations (CCFR), revelan resultados parecidos acerca de los asuntos nacionales. Como se ha señalado, otros sondeos de fuentes reconocidas revelan que grandes mayorías apoyan la atención sanitaria garantizada, aunque ello suponga aumentar los impuestos. El Gobierno de Estados Unidos no sólo se distancia del resto del mundo al respecto de muchos temas cruciales, sino incluso de su propia población[44].


  Una ilustración del aislamiento internacional de Washington, como ya se ha comentado, es su rechazo de las órdenes del Tribunal Mundial. La oposición de Washington al TPI ha alcanzado cotas que han provocado un considerable escarnio en el extranjero, en especial tras la aprobación de lo que muchos llaman «Ley de invasión de los Países Bajos», que autoriza al presidente a utilizar la fuerza para rescatar a estadounidenses llevados a La Haya, una perspectiva que viene a ser tan probable como que un asteroide se estrelle contra la Tierra. También por su oposición extrema a cualquier atisbo, por remoto que sea, de que la jurisdicción del TPI se haga extensiva a Estados Unidos e interfiera en su particular ultrasoberanía, Washington impidió a todos los efectos prácticos el procesamiento de los crímenes de Darfur, aunque insista en que se está produciendo un literal genocidio. La Resolución 1593 del Consejo de Seguridad (31 de marzo de 2005, bajo el Capítulo VII, que permite el uso de la fuerza) autorizó la remisión de la situación de Darfur al TPI para la correspondiente investigación y procesamiento. Estados Unidos accedió a abstenerse en lugar del veto de costumbre, se supone que sólo tras el añadido de fórmulas que impedían que la ONU financiara la investigación, lo que significa que es improbable que salga adelante. Dos semanas antes, los editorialistas de The Boston Globe habían escrito que «la historia no perdonará a los poderosos que podrían haber puesto fin a otro genocidio más pero prefirieron dedicarse a sus despiadados juegos», culpando a Europa y Estados Unidos por su tardanza en tomar una resolución. Así sigue siendo, aunque la versión que suele preferirse es que «Estados Unidos considera a China el principal obstáculo para aprobar una resolución del Consejo de Seguridad que presione a Sudán para que detenga las matanzas masivas y destrucciones de aldeas en su región occidental de Darfur». Human Rights Watch era de otro parecer. El director de su Programa de Justicia Internacional, Richard Dicker, dijo: «Mientras prosiguen los asesinatos y violaciones en Darfur, Estados Unidos propone ahora otro retraso [en el Consejo de Seguridad] […] la campaña de retaguardia de la Administración Bush para impedir una remisión al TPI está poniendo en peligro a civiles inocentes en Darfur[45]».


  El aislamiento de Washington se extiende también a otros ámbitos. Estados Unidos (e Israel) es el único que se opone a un tratado de la ONU «para proteger y fomentar la diversidad cultural» debatido por la UNESCO. La Administración Reagan y los medios de comunicación habían debilitado seriamente la organización veinte años atrás, cuando quiso permitir algo de participación del Tercer Mundo en los sistemas de comunicación internacional. La fraudulenta justificación del asalto a la UNESCO fue que esos empeños para ampliar la participación, y por tanto interrumpir el virtual monopolio occidental, constituían un intento de controlar los medios y socavar la libertad de prensa. Estados Unidos también está solo en su oposición a la supervisión internacional de Internet, al insistir en que la gobernación debe quedar sólo en sus manos[46].


  Estados Unidos también se ha desprendido del mapa en otros aspectos. Un ejemplo bien conocido es el drástico aumento de la población reclusa en los últimos veinticinco años. Estados Unidos empezó el periodo con índices de encarcelamiento que se parecían a los de Europa, y lo ha terminado con cifras de cinco a diez veces superiores, centrándose ante todo en los negros, y con independencia de los índices de criminalidad, que permanecen en su mayor parte en niveles europeos. La población reclusa estadounidense es la más elevada del mundo, muy superior a la de China o Rusia. Volvió a aumentar en 2004, en especial entre las mujeres. Más de la mitad de los ocupantes de las prisiones federales está allí por delitos relacionados con las drogas. También es de sobra conocido que Estados Unidos está prácticamente solo dentro del mundo industrial en su concesión al Estado del poder de matar presos, una posición que, extrañamente, se califica de «conservadora», y en realidad es de un estatalismo radical. Amnistía Internacional y Human Rights Watch informan de que es el único país del mundo que encierra a menores sin posibilidad de libertad condicional. Contaban 2225 de esos menores en Estados Unidos y una docena en el resto del mundo junto, restringido a Suráfrica, Israel y Tanzania. Algunos estados de la Unión permiten sentencias de ese tipo para niños de edades tan tempranas como los diez años; el más joven que cumple condena en la actualidad tiene trece. En muchos casos, la acusación era la presencia en el escenario de un asesinato, durante un robo. El número de niños condenados a cadena perpetua ha experimentado un acusado aumento en los últimos veinticinco años, a un ritmo más rápido todavía que en el caso de los asesinos adultos. Tales prácticas suponen una violación de la Convención de la ONU sobre los Derechos del Niño, ratificada por todos los estados miembro salvo Estados Unidos y Somalia (que no posee un Gobierno operativo[47]).


  Las actitudes populares hacia los programas sociales, estables durante mucho tiempo, sugieren con claridad que el público apoya las estipulaciones socioeconómicas de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que afirman que «toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado para la salud y el bienestar propio y de su familia, que incluya alimento, ropa, vivienda, atención médica y los servicios sociales necesarios, y derecho a la seguridad en caso de desempleo, enfermedad, incapacidad, viudedad, ancianidad u otra carencia de medios de vida por circunstancias que escapen a su control». Son las palabras del Artículo 25, que tiene el mismo estatus que el resto de las secciones de la Declaración, como reconoció una vez más la Cumbre Mundial de la ONU en septiembre de 2005, con la aprobación formal de Estados Unidos. La cumbre «reafirma que todos los derechos humanos son universales, indivisibles, interrelacionados, interdependientes y mutuamente sustentantes, y que todos los derechos humanos deben tratarse de un modo justo y equitativo, con arreglo al mismo rasero y con el mismo énfasis». En ese caso, el público se opone una vez más con firmeza a los «valores morales» de la Administración Bush, que en la práctica ha rechazado esos derechos aunque de manera formal los acepte, una vez más en abril de 2005 como «único disidente en diferentes votaciones de 52 a 1 sobre resoluciones [de la ONU] relativas al derecho a la alimentación y el derecho al mayor nivel alcanzable de salud física y mental[48]».


  Un mes antes, la vicesecretaria de Estado, Paula Dobriansky, presentó el informe anual del Departamento de Estado sobre los derechos humanos en todo el mundo, afirmando con elocuencia que «el fomento de los derechos humanos no es un mero elemento más de nuestra política exterior; es la piedra angular de nuestra política y nuestra primera preocupación». En otras ocasiones Dobriansky ha explicado el concepto de derechos humanos que es su cometido defender. Cuando ocupaba el cargo de subsecretaria adjunta de Estado para Derechos Humanos y Asuntos Humanitarios en las Administraciones Reagan y Bush I, Dobriansky quiso refutar lo que ella denominaba «mitos» sobre los derechos humanos, el más destacado de los cuales era el de que los llamados «“derechos económicos y sociales” constituyen derechos humanos». Denunciaba los intentos de enturbiar el discurso de los derechos humanos introduciendo esos derechos espurios; unos derechos consolidados en la Declaración Universal, pero que la Administración que ella representaba rechazaba en redondo. Son una «carta a Papa Noel» (embajadora ante la ONU Jeane Kirkpatrick), «poco más que un recipiente vacío en el que verter vagas esperanzas y expectativas embrionarias», «absurdos» e incluso una «peligrosa incitación» (embajador Morris Abram, al emitir el único voto en contra del Derecho al Desarrollo de la ONU, una declaración que parafraseaba casi con las mismas palabras el Artículo 25 de la Declaración Universal[49]).


  Resulta instructivo examinar con mayor atención las actitudes populares sobre la guerra de Irak con el telón de fondo de la oposición generalizada a las doctrinas de «guerra preventiva» del consenso bipartidista. Un estudio realizado por el Programa sobre Actitudes en Política Internacional (PIPA) reveló que, en vísperas de las elecciones de 2004, un 74 por ciento del público opinaba que Estados Unidos no debería haber ido a la guerra si Irak no tenía armas de destrucción masiva o no estaba ofreciendo apoyo a Al-Qaeda (un 58 por ciento de los partidarios de Bush, un 92 por ciento de los de Kerry y un 77 por ciento de los indecisos). Si Saddam sólo tenía la intención de desarrollar ADM, un 60 por ciento se oponía a ir a la guerra. Sin embargo, casi la mitad estaba a favor de la decisión de ir a la guerra. El director del estudio, Steven Kull, señala que eso no supone una contradicción. A pesar de los informes oficiales de Kay y Duelfer que restaban credibilidad a las afirmaciones sobre las ADM de Irak (no hubo ningún empeño serio de validar las afirmaciones sobre los vínculos con Al-Qaeda), la decisión de ir a la guerra era «sustentada por la persistente creencia entre la mitad de los estadounidenses de que Irak ofrecía un apoyo sustancial a Al-Qaeda y tenía ADM, o al menos un ambicioso programa de ADM» y por tanto veían la invasión como una defensa contra una amenaza grave e inminente. La poderosa campaña de propaganda mediático-gubernamental lanzada en septiembre de 2002, que proseguía entrado 2005, parece haber ejercido un efecto duradero en su implantación de miedos irracionales, y no es la primera vez[50].


  Los estudios del PIPA han demostrado que, hacia abril de 2003, unas semanas antes de la invasión, una gran mayoría de los estadounidenses opinaba que la ONU debía tomar las riendas en «el orden civil y la reconstrucción económica» de Irak. Para diciembre de 2003, un 70 por ciento sostenía que la ONU también debía «tomar las riendas para trabajar con los iraquíes en la redacción de una nueva constitución y la construcción de un nuevo Gobierno democrático». Las cifras resultan especialmente llamativas si se tiene en cuenta que la opinión popular sobre estos asuntos rara vez aparece en las informaciones, que esos puntos de vista reciben poco apoyo articulado, que los temas no aparecen en los programas electorales, y que los estadounidenses poseen unas percepciones notablemente erróneas sobre la guerra, es probable que únicas en el mundo[51].


  Como ya se ha señalado, esas cifras sugieren una sencilla «estrategia de salida», si la Administración hubiera tenido algún interés en seguir ese curso: seguir la voluntad del público estadounidense y transferir la autoridad a la ONU; asumiendo, como siempre, que los iraquíes estén a favor de esa opción.


  En marzo de 2004, los votantes españoles recibieron sañudas críticas por ceder ante el terror cuando expulsaron con sus votos al Gobierno que había ido a la guerra a pesar de la abrumadora oposición popular, acatando las órdenes que le llegaban de Crawford, Tejas, y cosechando aplausos por su liderazgo en la «Nueva Europa» que es la esperanza de la democracia. Pocos comentaristas, o ninguno, señalaron que los votantes españoles de marzo de 2004 estaban adoptando la misma postura que la gran mayoría de los habitantes de Estados Unidos: las tropas españolas debían permanecer en Irak sólo bajo la autoridad de la ONU. Las grandes diferencias entre ambos países consisten en que en España se conocía la opinión pública, pero no en Estados Unidos; y en España la cuestión fue sometida a votación, algo casi inimaginable en Estados Unidos: más pruebas del grave deterioro de la democracia funcional aun por los estándares de sociedades parecidas[52].


  ¿Cuáles habrían sido los resultados de las elecciones de 2004 si alguno de los partidos políticos hubiera estado dispuesto a articular y representar las preocupaciones de la población en los temas que considera importantes? ¿O si esos temas pudieran incluso haber entrado en el debate público dentro de los medios mayoritarios? Sólo nos cabe especular al respecto, pero lo que sí sabemos es que no sucedió.


  Las consecuencias de las elecciones siguieron el rumbo que sería de esperar en un estado en vías de fracaso. Cuando la Administración Bush publicó su presupuesto en febrero de 2005, el PIPA realizó un estudio de las actitudes populares sobre cómo debería ser el presupuesto. Reveló que las actitudes populares son prácticamente opuestas a la política aplicada: con considerable regularidad, allá donde el presupuesto iba a aumentar, el público quería que bajase; allá donde disminuía, el público quería que subiese. La principal conclusión del PIPA era que «el público estadounidense alteraría significativamente el presupuesto federal recientemente propuesto por la Administración Bush […] Los cambios más drásticos eran profundos recortes en el gasto de defensa, una significativa reubicación hacia la reducción del déficit y aumentos en el gasto en educación, formación laboral, la reducción de la dependencia del petróleo y los veteranos». El recorte más profundo exigido por el público era en el presupuesto de defensa, una media del 31 por ciento; los segundos por tamaño eran los recortes en partidas suplementarias para Irak y Afganistán. No es de extrañar, cuando el peaje financiero a largo plazo de las guerras de Bush en Irak y Afganistán se estima en una cifra de «más de 1,3 billones de dólares, o 11 300 dólares por cada familia de Estados Unidos», además de incontables efectos en oportunidades perdidas, por no hablar del coste humano[53].


  Además, «una clara mayoría (63%) estaba a favor de reducir las rebajas fiscales para las personas con rentas superiores a los 200 000 dólares». Aun así, la Administración Bush insistía, en cambio, en que la financiación para las víctimas del huracán Katrina debía proceder del gasto social, a causa de «el apoyo continuado a los recortes de impuestos, entre ellos los destinados a los estadounidenses más ricos», informaba la prensa. «Las rebajas fiscales siguen siendo políticamente sacrosantas», como sucedía poco más o menos con la atención sanitaria privatizada. Los programas gubernamentales, en cambio, «carecen de apoyo político»; disfrutan sólo de apoyo popular. Así pues, el Congreso propuso recortar el apoyo alimentario para adultos y menores entre los pobres de solemnidad para financiar la reconstrucción de Nueva Orleáns, donde las víctimas eran también en abrumadora proporción pobres de solemnidad, y no es probable que sean los principales beneficiarios del proyecto[54].


  El público también reclamaba aumentos en el gasto, los mayores de ellos para el gasto social, incluidas drásticas subidas para educación y formación laboral y para empleo. Unas claras mayorías también exigían sustanciales aumentos en investigación médica y prestaciones para veteranos. «En términos porcentuales, el mayor aumento con diferencia [que el público deseaba ver] era para la conservación y desarrollo de energía renovable —un extraordinario 1090 por ciento o 24 000 millones de dólares—, concepto que también presentó el mayor porcentaje de encuestados (70 por ciento) a favor de un aumento». Uno de los mayores aumentos de financiación propuestos (más de un 200 por ciento) era para la ONU y las operaciones de pacificación de la ONU.


  En pocas palabras, el público reclamaba los recortes más profundos en los programas que están aumentando con mayor rapidez, y sustanciales incrementos de gasto en las áreas que se están dejando de lado. Una vez más, esos resultados ofrecen información muy significativa para la población de una democracia funcional. Por suerte, Estados Unidos es una sociedad muy libre, de modo que es posible obtener la información. Por desgracia, hace falta un proyecto individual de investigación para descubrirla. La cobertura de los medios parece haber sido cero[55].


  Las preferencias públicas sobre el gasto gubernamental se corresponden punto por punto con los resultados de los estudios de opinión pública. Los datos revelan una brecha tremenda entre la opinión pública y la política pública. Lo mismo han revelado muchos estudios sobre los principales temas: los «acuerdos de libre comercio», por poner un ejemplo ya mencionado. La literatura profesional en ocasiones reconoce algunos de los motivos de la brecha. Reafirmando las conclusiones generales de estudios anteriores, en un concienzudo análisis de las fuentes de la política exterior estadounidense, Lawrence Jacob y Benjamin Page descubren, como no podía ser menos, que la principal influencia son «las corporaciones empresariales de orientación internacional», con un efecto secundario de «expertos (quienes, sin embargo, pueden estar influidos a su vez por las empresas)». La opinión pública, en cambio, ejerce «un efecto escasamente o nada significativo en los cargos del Gobierno». Como ellos observan, los resultados habrían sido celebrados por «realistas» como Walter Lippmann, que «consideraba que la opinión pública estaba mal informada y era caprichosa» y «advertía que seguir la opinión pública crearía un “malsano trastorno de las auténticas funciones del poder” y produciría políticas “mortíferas para la supervivencia misma del Estado en cuanto sociedad libre”». El «realismo» es preferencia ideológica apenas disimulada. Buscará en vano quien quiera encontrar pruebas de la sagacidad superior de quienes ejercen la principal influencia sobre la política, aparte de su habilidad para proteger sus propios intereses, como ya observara Adam Smith[56].


  Durante décadas, con un drástico aumento en los años de Reagan, las encuestas han demostrado que la gente no siente que el Gobierno sea receptivo a la voluntad pública. En el estudio más reciente, «A la pregunta de cuánta influencia tienen las opiniones de la mayoría de los estadounidenses en las decisiones de los cargos electos de Washington, en una escala del 0 al 10 (donde 0 significa ninguna influencia en absoluto y 10 una influencia extremada), la respuesta media fue de 4,5», cerca de la mitad de lo que se consideraba aceptable. La confianza en el funcionamiento de la democracia obtuvo una puntuación menor para Estados Unidos que para Canadá o Gran Bretaña. Los analistas sugieren que las reservas expresadas por los estadounidenses acerca del «fomento de la democracia» en el extranjero quizá se deban a la creencia de que el proyecto podría ser necesario en casa[57].


  LA INSTITUCIONALIZACIÓN DEL CONTROL ESTATAL-EMPRESARIAL


  Los estatalistas reaccionarios que sostienen con pulso vacilante el poder político son guerreros abnegados. Con una consistencia y pasión que bordean la caricatura, sus políticas sirven a las personas sustanciales —en realidad, a un sector inusualmente estrecho de ellas— y desdeñan o perjudican a la población subyacente y las generaciones futuras. También pretenden aprovechar sus actuales oportunidades para institucionalizar esas medidas, de tal modo que no será tarea fácil reconstruir una sociedad más humana y democrática.


  «Los republicanos al mando no son sólo pro empresa —informaba Jeffrey Birnbaum con exactitud—, también son pro Gobierno». Un indicador es el aumento del 30 por ciento en el gasto federal de 2000 a 2004, en su mayor parte para «programas que son objetivos primarios de los grupos de presión» del sistema corporativo, que se alimenta del gran Gobierno. En reconocimiento del clima pro empresa y pro Gobierno, «el número de cabilderos registrados en Washington ha aumentado en más del doble desde 2000, hasta superar los 34 750, mientras que la cantidad que cobran a sus nuevos clientes ha aumentado hasta en un 100 por cien[58]».


  Para institucionalizar más aún su vinculación con el sector corporativo, los estatalistas reaccionarios que difaman el término «conservador» han iniciado lo que los intermediarios del poder republicanos denominan el «Proyecto de la Calle K». La veterana corresponsal en Washington Elizabeth Drew describe esta purga de las asociaciones comerciales y organizaciones de presión concentradas en la Calle K de Washington como un «ataque a los grupos de presión y otros elementos demócratas que representan a empresas y organizaciones más concienzudo, implacable, vengativo y eficaz que nada que Washington haya presenciado nunca». El objetivo es garantizar que «todos los centros de poder de Washington», incluido el mundo corporativo, sean leales a la línea del partido. El efecto es reforzar aún más «los lazos entre quienes hacen la política y quienes pretenden influir en ella», estos últimos en abrumadora mayoría dentro del sector empresarial, como reafirmaron hace poco Jacobs y Page. Un resultado predecible ha sido un «nivel nuevo y superior de corrupción». La corrupción incluye tejemanejes generalizados para impedir la competencia por los escaños de la Cámara de Representantes, la más democrática de las instituciones de gobierno y por tanto la más preocupante. «Lo que se espera» es que la corrupción se perpetúe «sin ser detectada ni propiciada», afirma un cabildero republicano, a menos que se vuelva tan extrema que perjudique los intereses empresariales. En un plano más general, ha habido «profundos» efectos en «el modo de gobernar el país […] No sólo la legislación está cada vez más sesgada para beneficiar los intereses más ricos, sino que el propio Congreso ha cambiado», para convertirse en una «institución transaccional», engrasada para aplicar las políticas pro empresa del Estado cada vez más poderoso[59].


  La misma dedicación a la centralización del poder queda de manifiesto en el «drástico aumento del secretismo gubernamental general», con una quintuplicación de los secretos ocultos a la población, según la Oficina de Supervisión de la Seguridad Informativa del Gobierno. El pretexto es el «terrorismo», algo apenas creíble a la luz de la falta de preocupación de la Administración por evitar el terrorismo, ya analizada, o a la luz de la historia. Si alguna vez se dan a conocer los secretos, es probable que los resultados sean parecidos a lo que ha revelado en general el estudio de los documentos desclasificados: por lo común, la clasificación protege al poder estatal del escrutinio del «mal informado y caprichoso» público, cuyo conocimiento de lo que se está haciendo en su nombre podría poner en peligro la «libertad». Lo mismo sucede con los esfuerzos de la derecha estatalista radical para evitar la desclasificación. Cuando los reaganistas impidieron las revelaciones del derrocamiento estadounidense de los Gobiernos parlamentarios de Irán y Guatemala a principios de la década de 1950, no fue por motivos de «seguridad», más allá de mantener el poderoso Estado que tanto les gustaba «a salvo» de las miradas del molesto público. Lo mismo sucedió cuando la flamante Administración de Bush II intervino en los procedimientos regulares de desclasificación para bloquear las revelaciones sobre las acciones de la Administración Johnson para socavar la democracia griega en la década de 1960, que condujeron a la primera restauración del fascismo en Europa. Los derechistas radicales no tenían ningún interés en proteger de las miradas los crímenes de los demócratas, pero la comprensión popular de los resortes del Gobierno no es conducente a la instilación de la adecuada reverencia hacia los dirigentes políticos y su nobleza[60].


  En pos de ese mismo compromiso con el estatalismo reaccionario pro empresa, la cúpula republicana se ha dedicado a reconstruir tanto el Congreso como la Casa Blanca para convertirlos en «sistemas verticales», donde las decisiones importantes quedan en manos de «un reducido grupo de incondicionales del Ala Oeste» en el brazo ejecutivo y con el Congreso controlado por «un puñado de líderes [e] incondicionales conservadores» de un modo que parece «el organigrama de una empresa de Fortune 500». En estructura, el equivalente político a una corporación es un Estado totalitario. Hay recompensas para los incondicionales y un castigo rápido para quienes «contrarían a los líderes de partido». El impulso antidemocrático tiene precedentes, por supuesto, pero está alcanzando nuevas cotas. No debería sorprender a nadie familiarizado con la historia el que vaya acompañado por las más augustas misiones y visiones de democracia[61].


  El sistema educativo todavía no es una filial propiedad absoluta del sistema estatal-empresarial, de modo que también él se encuentra bajo el ataque de los reaccionarios estatalistas, indignados por la «tendenciosidad liberal» que somete a los «estudiantes conservadores» a castigos e instila dogmas antiamericanos, propalestinos y demás consignas izquierdistas-liberales, siempre acogidas con entusiasmo por el profesorado liberal, debemos comprender. Como se esperarían los lectores de Orwell, el esfuerzo por instituir controles estatales sobre planes de estudios, contratación y enseñanza se efectúa bajo el estandarte de la «libertad académica», otro recurso descarado a la técnica de «¡Al ladrón, al ladrón!».


  No deja de ser extraño que la toma del sistema educativo por parte de la izquierda antiamericana y propalestina no se vea reflejado en las publicaciones académicas, un hecho que los «defensores de la libertad académica» se guardan muy mucho de señalar, dando preferencia a anécdotas aleatorias de dudosa credibilidad. También se echa de menos una manera obvia de evaluar la escala del extremismo antiisraelí que según dicen se ha apoderado de los cuadros docentes: realizar una encuesta para ver cuántos creen que Israel debería tener los mismos derechos que cualquier estado del sistema internacional. Fácil, pero mejor evitarlo, por motivos que los organizadores de la campaña comprenden muy bien.


  «El Congreso está dando los primeros pasos hacia la presión a las facultades para que mantengan un equilibrio ideológico en el aula», informa la prensa, «una maniobra que según insisten sus partidarios es necesaria para proteger a los estudiantes conservadores de las malas notas de los profesores liberales», argumentos que a duras penas merecerían el escarnio entre quienes conozcan las realidades del mundo académico. En Pensilvania, la Cámara de Representantes «aprobó una resolución que creaba un comité especial encargado de investigar —en las facultades públicas del estado— cómo se contrata y asciende a los miembros del profesorado, si se evalúa con justicia a los estudiantes y si los estudiantes tienen derecho a expresar sus opiniones sin miedo a que los castiguen por ellas». La votación es «una sonada victoria para la libertad académica», dijo David Horowitz, autor de la «Carta de Derechos Académicos», que fue la fuente de la legislación aprobada. La oposición de los grupos del profesorado, afirmó, «fue feroz, y a resultas de ello tanto más amarga ha sido su derrota». La «libertad académica» cosecha otra victoria sobre la libertad académica.


  En Ohio, amparándose en los mismos defensores valerosos de la libertad académica frente a la ofensiva de la izquierda, el senador Larry Mumper presentó una legislación para «restringir lo que podían decir los profesores universitarios en sus aulas». Su «“carta de derechos académicos para la educación superior” prohibiría a los docentes de universidades públicas y privadas debatir en clase asuntos controvertidos “con persistencia” o utilizar sus clases para presentar opiniones políticas, ideológicas, religiosas o antirreligiosas». Muchos profesores, dijo Mumper, «socavan los valores de sus estudiantes porque “el 80 por ciento o así [de los profesores] son demócratas, liberales, socialistas o comunistas con carné” que intentan adoctrinar a los estudiantes». Así, se entiende que su resistencia a la libertad académica sea tan «feroz» y su derrota tan «amarga[62]».


  Hay que reconocer que la propuesta tiene sus ventajas: ahorraría sumas sustanciales de dinero al eliminar los departamentos de Economía, Gobierno, Historia y demás disciplinas que atañen a los asuntos humanos, que de manera inevitable presentan opiniones políticas e ideológicas y debaten con persistencia asuntos controvertidos, a menos que también se vean reducidos a examinar habilidades y datos.


  Se han presentado proyectos de ley parecidos en muchos legislativos estatales. Bajo especial ataque se encuentran los departamentos de Oriente Medio y los programas de estudios sobre la paz. El Gobierno federal también ha entrado en la contienda. En octubre de 2003, la Cámara de Representantes «aprobó por unanimidad una ley que podría exigir a los departamentos universitarios de estudios internacionales que demuestren más apoyo a la política exterior estadounidense si no quieren poner en peligro su financiación federal». El proyecto de ley iba destinado en particular a los programas sobre Oriente Medio: «Es inherente a la ley la premisa de que, si la mayoría de los expertos reconocidos cree que la política estadounidense en Oriente Medio es mala, el fallo es de los expertos, y no de la política», escribe Michelle Goldberg. Los docentes sienten «la amenaza de que los centros [académicos] sean castigados por no hacer suyo el discurso oficial salido de Washington, lo que supone un grado sin precedentes de intrusión federal en un programa de estudios regionales de ámbito universitario», una conclusión que podría debatirse si tenemos en cuenta variedades más indirectas de intrusión. En un importante repaso de los escandalosos ataques a los departamentos de Oriente Miedo y estudios sobre la paz, el eminente sociólogo israelí Baruch Kimmerling advirtió de las consecuencias ominosas de «este asalto a la libertad de cátedra por parte de una coalición de neocons y estudiantes judíos devotos apoyados por algunas organizaciones judías “mayoritarias”», inspirados por la «cruzada de Horowitz». El título de su ensayo era «¿Puede tomar las universidades una pandilla “patriótica”?» La Chronicle of Higher Education rechazó el ensayo. Siguiendo una línea parecida, la especialista en Oriente Medio de Harvard Sara Roy cita el ataque de Horowitz a 250 programas de estudios sobre la paz en Estados Unidos, que según él afirma «enseñan a los estudiantes a identificarse con los enemigos terroristas de Estados Unidos y a identificar a Estados Unidos con un Gran Satán que oprime a los pobres del mundo y les hace pasar hambre […] La pregunta es: ¿cuánto tiempo puede sobrevivir una nación en guerra con enemigos implacables como Bin Laden y Zarqawi si sus instituciones educativas siguen sobornadas de este modo?»[63].


  Acuden a la mente preguntas bastante diferentes, entre ellas las planteadas por Fritz Stern en Foreign Affairs o, desde la perspectiva opuesta, las palabras del custodio clásico de la autoridad Thomas Hobbes, quien advirtió de que «las universidades han sido para esta nación lo que el caballo de madera fue para los troyanos». Deben ser «mejor disciplinadas», proseguía Hobbes: «Pierdo la esperanza de ver cualquier paz duradera entre nosotros hasta que las universidades del país se plieguen y dirijan sus estudios a la […] enseñanza de la obediencia absoluta de las leyes del rey». Criticaba las universidades por «predicar la subversión», propugnar una soberanía dividida e incluso «difundir las doctrinas de la antigua libertad y el rechazo a la religión», escribe Corey Robin[64].


  La campaña de los «patriotas» para asegurarse un control más férreo si cabe sobre el sistema educativo resulta especialmente peligrosa sobre el telón de fondo del rechazo generalizado a la ciencia, un fenómeno con profunda raigambre en la historia estadounidense que ha sido explotado con cinismo por beneficios políticos cortos de miras en el último cuarto de siglo. El sistema de creencias no tiene equivalente en las sociedades industriales. Cerca de un 40 por ciento de la población cree que «los seres vivientes han existido en su forma actual desde el principio de los tiempos» y respaldan la prohibición de la enseñanza de la evolución a favor del creacionismo. Dos tercios quieren que se enseñe tanto la evolución como el creacionismo en las escuelas, conforme desea el presidente, que está a favor de enseñar la evolución además del «diseño inteligente»: «para que la gente pueda entender de qué trata el debate», en sus propias palabras[65]. Quienes manejan al presidente sin duda saben que no existe «debate». A resultas de muchas variedades de acoso en los últimos años, los estudiantes y el profesorado extranjeros, incluidos los de ciencias y tecnología, se han vuelto cada vez más reacios a estudiar y trabajar en Estados Unidos. Estos acontecimientos siguen la pauta de la hostilidad de la Administración Bush hacia la ciencia y su voluntad de poner «en peligro la cadena de la innovación» reduciendo la investigación con base en la universidad de la que depende la economía avanzada. Una vuelta de tuerca adicional es la paulatina identificación entre universidades y empresa, que tiende a propiciar los proyectos a corto plazo y el secretismo, entre otros efectos. Las consecuencias a largo plazo para la sociedad podrían ser graves.


  VÍA LIBRE PARA LOS NEGOCIOS


  Las consecuencias de las políticas pro empresa y pro Gobierno se volvieron imposibles de ocultar tras la tragedia del huracán Katrina. La Agencia Federal de Gestión de Emergencias (FEMA) había citado un gran huracán en Nueva Orleáns como una de las tres catástrofes más probables en Estados Unidos. Un alto cargo informó de que «Nueva Orleáns era el desastre n.º 1 del que hablábamos. Nos obsesionaba Nueva Orleáns por el riesgo que existía». La FEMA había realizado simulacros y redactado planes elaborados, pero no los pusieron en práctica. Los soldados de la Guardia Nacional que habían sido enviados a Irak «se llevaron con ellos un montón de equipo necesario, incluidas docenas de vehículos anfibios, Humvees, camiones cisterna para repostar y generadores, que serían necesarios en caso de que una gran catástrofe natural golpeara el estado», informó The Wall Street Journal, y «un alto oficial del Ejército dijo que el cuerpo era reacio a utilizar la 4.ª Brigada de la 10.ª División de Montaña de Fort Polk, porque la unidad, que cuenta con varios millares de soldados, se encuentra en mitad de los preparativos para un destino en Afganistán[66]».


  De acuerdo con las prioridades de la Administración Bush, la amenaza del huracán había visto reducida su importancia, como ya le sucediera a la amenaza del terror. La despreocupación cubría una amplia gama de asuntos. Pongamos por caso los pantanos, un factor importante para la reducción de la potencia de los huracanes y temporales. Los pantanos estaban «en buena medida desaparecidos cuando golpeó el Katrina», escribe Sandra Postel, en parte porque «la Administración Bush en 2003 desarticuló a todos los efectos el “ninguna pérdida neta” de la política de pantanos iniciada durante la Administración de Bush padre». Además, ex funcionarios de la FEMA informaron de que la capacidad de actuación de la agencia quedó «sustancialmente marginada» bajo Bush y fue incorporada al Departamento de Seguridad en el Territorio Nacional, con menos recursos, capas adicionales de burocracia y una «fuga de cerebros» a medida que los empleados desmoralizados dejaban el puesto, como ya sucediera en la CIA cuando la castigaron por su desobediencia. La FEMA, que antes fuera una «agencia federal de primera fila», bajo Bush no está «ni siquiera en el asiento de atrás», dijo un alto funcionario: «Están en el maletero del coche del Departamento de Seguridad en el Territorio Nacional». De ahí la incapacidad para reproducir el exitoso simulacro de huracán para Nueva Orleáns un año antes de que golpeara el Katrina. Los recortes a la financiación de Bush habían obligado al Cuerpo de Ingenieros del Ejército a reducir drásticamente el trabajo de control de inundaciones, incluido el muy necesario refuerzo de los diques que protegían la ciudad. El presupuesto de Bush de febrero de 2005 exigió otra aguda reducción, «el mayor recorte jamás propuesto», según informaba The Financial Times, una especialidad del sentido de la oportunidad de la Administración Bush, como también demostró el drástico recorte en la seguridad para el transporte público justo antes de los atentados de Londres en julio de 2005, que tomaron por objetivo el transporte público. En relación con el tamaño de la economía, el presupuesto de la FEMA cayó en casi un 9 por ciento en los tres años anteriores, según revela el economista Dean Baker. El índice de pobreza, que ha crecido bajo el mandato de Bush, llegó al 28 por ciento en Nueva Orleáns, y la limitada red de seguridad de la asistencia social se redujo aún más. Los efectos fueron tan dramáticos que los medios de comunicación, de todo el espectro político, se mostraron consternados por la escala de la devastación basada en la clase y la raza. Al repasar el lamentable historial, Paul Krugman escribió que el programa de Bush había creado un «Gobierno impotente» para la población general, otro rasgo destacado del estado en vías de fracaso[67].


  Mientras los medios mostraban descarnadas imágenes de miseria humana, los dirigentes republicanos no perdieron un minuto en «utilizar las medidas de socorro para la costa del Golfo asolada por el huracán con el fin de impulsar una amplia gama de políticas económicas y sociales conservadoras». Entre ellas se cuenta suspender las normas que exigen el pago de los salarios vigentes por parte de los contratistas federales que son los probables protagonistas principales del próximo escándalo de corrupción, con lo que «bajaron el precio de hacer negocios»; limitar el derecho de las víctimas a presentar demandas; ofrecer vales a los niños en vez de apoyar las escuelas (con un extra para las escuelas privadas); recortar los fondos para cupones de comida y programas de desayuno y comida en la escuela (a la vez que se daban a conocer las cifras del aumento del hambre en el país); retirar las restricciones medioambientales; «renunciar a la aplicación del impuesto sucesorio en las muertes de los estados afectados por las tormentas» —una gran ayuda para la población negra que huía de las barriadas de Nueva Orleáns— y dejar claro en general, una vez más, que el cinismo conoce pocas fronteras[68].


  Aunque el extremismo estilo Bush aceleró sin duda las tendencias que quedaron salvajemente de manifiesto en Nueva Orleáns, sus raíces son mucho más profundas, ancladas en el capitalismo de estado militarizado con el correspondiente descuido de las necesidades de las ciudades y los servicios humanos en general, temas que ha abordado largo y tendido Seymour Melman en especial durante muchos años. «Una vez más —observa el economista político Tom Reifer en un análisis del desastre del Katrina—, la ideología de la Seguridad Nacional se demostró crucial en la enconada guerra de clases no sólo contra el Tercer Mundo, sino contra la población nacional de casa[69]».


  Entre los logros de la primera presidencia de George W. Bush se cuentan unos beneficios empresariales enormes mientras los salarios se estancaban o caían, junto con enormes recortes fiscales para los ricos para redistribuir la riqueza todavía más hacia arriba que antes. Fueron algunas de las muchas políticas que beneficiaron a una minúscula minoría y que probablemente crearán un «choque de trenes fiscal» a largo plazo que socavará el futuro gasto social y trasladará a las generaciones futuras los costes del actual saqueo por parte de los muy ricos[70].


  El segundo mandato de Bush justificó con rapidez un titular de The Wall Street Journal que rezaba «Bush empieza a ofrecer resultados a la gran empresa». Su primer triunfo legislativo fue una ley de bancarrota, «elaborada con la ayuda de la industria y respaldada por el presidente Bush», informaba el Journal. La legislación «adopta con firmeza la perspectiva de que el problema es del prestatario, no de la industria» y por tanto «harían oscilar el péndulo legal sobre este asunto tan debatido a favor de los acreedores». La ley pretende abordar los problemas creados por las enormes campañas de la industria de las tarjetas de crédito para estimular el endeudamiento temerario en los sectores más vulnerables de la población, que después afrontan unas deudas impagables y se ven obligados a declararse en bancarrota para sobrevivir. Al adoptar las prioridades de los ricos y poderosos, el proyecto de ley «hace poco para responsabilizar a la industria de los servicios financieros de fácil acceso a crédito que han estado ofreciendo a los clientes». Los patrocinadores rechazaron incluso un intento «de que la ley marcara límites a la comercialización para estudiantes menores de 18 años y asignara un tope a algunas de las tasas de interés de las tarjetas de crédito». Los principios rectores son en buena medida los mismos que en el caso de los préstamos internacionales. El Banco Mundial y otros organismos estimulan que los ricos y poderosos de los países pobres se endeuden, los arriesgados préstamos ofrecen altos beneficios y, cuando el sistema se desmorona, los programas de ajuste estructural trasladan los costes a los pobres, que para empezar no pidieron prestado en ningún momento y se beneficiaron poco de ello, y a los contribuyentes del Norte. El FMI actúa de «valedor de la comunidad de crédito», en la pintiparada expresión de su director ejecutivo estadounidense. Los mecanismos para imponer los costes de los préstamos arriesgados de alto rendimiento a las entidades crediticias son bien conocidos, pero se hace caso omiso de ellos[71].


  Los problemas ocasionados por la avaricia de la industria financiera son graves. Las declaraciones de bancarrota «se han multiplicado por ocho en los últimos treinta años, de 200 000 en 1978 a 1,6 millones» en 2004; se espera que alcancen los 1,8 millones en 2005. «La abrumadora mayoría de ellas son personales, no de empresas», fruto de un progresivo aumento de la deuda familiar, «que en la actualidad alcanza niveles de récord en relación con la renta disponible». Una causa primaria del endeudamiento es la incesante presión de las industrias financieras, a las que ahora hay que proteger de las consecuencias de sus (muy provechosas) acciones. Los estudios revelan que «las familias con hijos tienen tres veces más probabilidades de declararse en bancarrota que las que carecen de ellos, [y] más del 80 por ciento de ellas cita la pérdida de empleo, los problemas médicos o el desmembramiento de la familia como razones». Cerca de la mitad de las bancarrotas de 2001 fue resultado de los costes de la atención sanitaria. «Hasta las familias aseguradas de clase media a menudo caen presas de la catástrofe económica cuando enferman[72]».


  «El acceso reducido a los servicios de atención médica es una penuria económica que supone una amenaza más directa que cualquier otra para la calidad de vida de los estadounidenses», reveló la organización Gallup. A partir de enero de 2005, «los costes de la atención sanitaria han alcanzado el primer lugar de la lista cuando se pide a los estadounidenses que citen el problema económico más importante que afrontan sus familias». Lo que los directores consideran el hallazgo más «asombroso» es que sólo un 6 por ciento de los estadounidenses «se declaraba satisfecho con el coste total de la atención médica en Estados Unidos», mientras que un 71 por ciento se mostraba descontento y un 46 por ciento no estaba satisfecho «en absoluto». Una tercera parte de los encuestados afirmaba haber aplazado la atención médica durante el año anterior a causa del precio; como era de esperar, los porcentajes son bastante superiores para las personas de renta baja o quienes describen su salud como de «pasable» a «mala». Más de la mitad había aplazado un tratamiento para afecciones muy graves o algo graves, una cifra que ascendía al 69 por ciento entre los poseedores de rentas inferiores a los 25 000 dólares. El hecho de que «la renta se ha convertido en un serio obstáculo para el acceso a servicios necesarios» significa que quienes más necesitan la atención no la están recibiendo, observa Gallup. La satisfacción con el sistema de atención sanitaria es más baja que en Gran Bretaña y Canadá, aun sin tener en cuenta a los 45 millones aproximados de estadounidenses que carecen por completo de seguro médico[73].


  Como ya se ha señalado, unas mayorías sustanciales están a favor de la atención médica nacional, aun cuando motive un aumento de los impuestos. Es probable, sin embargo, que un sistema de atención sanitaria nacional reduzca considerablemente los gastos, al evitar los abultados costes de las capas múltiples de burocracia, la atenta supervisión, el interminable papeleo y demás factores concomitantes de la privatización. Esos costes, junto con el poder único de las corporaciones farmacéuticas y las instituciones financieras, convierten el sistema estadounidense en el más ineficaz del mundo industrial, con costes muy superiores a la media de las sociedades industriales (OCDE) y algunos de los peores resultados en cuanto a sanidad.


  La rápida escalada de los costes de la atención sanitaria amenaza con una grave crisis fiscal, además de innumerables costes humanos. La mortalidad infantil es un índice clave. El «Informe de desarrollo humano 2005 de la ONU» revela que «a partir de 2000 se frenó primero y luego se invirtió medio siglo de descenso sostenido de los índices de mortalidad infantil [en Estados Unidos]». Para 2005 las tasas habían crecido hasta el nivel de Malaisia, un país donde la renta media es una cuarta parte de la estadounidense. El informe también repasa los efectos de los programas gubernamentales. En el Reino Unido, por ejemplo, el índice de pobreza infantil experimentó un acusado crecimiento durante los años de Margaret Thatcher, para luego invertirse cuando el Gobierno laborista adoptó políticas destinadas a reducir a la mitad la pobreza infantil para 2010. «La redistribución fiscal ha desempeñado un papel crucial en las estrategias para alcanzar el objetivo», concluye el informe: «Los grandes incrementos en el apoyo financiero a las familias con hijos», además de otros programas fiscales, «aumentaron mucho las rentas de las familias trabajadoras de renta baja con hijos», con significativos efectos en la pobreza infantil[74].


  La crisis financiera, desde luego, no es ningún secreto. La prensa informa de que un 30 por ciento de los costes de la atención sanitaria se destinan a la administración, una proporción inmensamente superior a la de los sistemas gestionados por el Gobierno, incluidos los existentes dentro de Estados Unidos, que están lejos de ser los más eficientes. Esas estimaciones se quedan muy cortas por culpa de la decisión ideológica de no contar los costes para los individuos: para los médicos que pierden su tiempo o se ven obligados a malgastarlo, o para los pacientes que «entran en un mundo de papeleo tan surrealista que parece salido de uno de los relatos de Kafka sobre el triunfo de las burocracias sin rostro». Las complejidades de la facturación se han vuelto tan demenciales que el coordinador nacional de Tecnología de la Información Sanitaria, asesor del presidente, dice que cuando recibe una factura correspondiente a su niño de cuatro años es «incapaz de comprender lo que ha pasado o lo que se supone que debo hacer». Quienes deseen ver la burocracia gubernamental alcanzar niveles que ni siquiera Kafka podría haber imaginado deberían echar un vistazo al manual oficial del Gobierno, de noventa y ocho páginas, sobre el plan de recetado de fármacos de Medicare, ofrecido a los beneficiarios de esa red sanitaria para informarles de sus opciones de acuerdo con la ley aprobada por el Congreso en junio de 2004, con la ayuda de un ejército de cabilderos de las compañías farmacéuticas y las organizaciones de mantenimiento de la salud (HMO). La idea, como informa The Wall Street Journal a sus acaudalados lectores, «es animar a los pacientes a que busquen la mejor oferta para la asistencia médica» e incluso ahorren dinero, si pueden contratar a los suficientes ayudantes de investigación para analizar las muchas opciones privadas disponibles y tienen suerte con las suposiciones. Las Cuentas de Ahorros para la Salud, también aclamadas por los editorialistas, tienen propiedades similares. Para los ricos y los beneficiarios empresariales los emocionantes nuevos programas irán de perlas, como la atención sanitaria en general. El resto obtendrá lo que se merece por no haber ascendido a esas alturas[75].


  La respuesta de la Administración Bush a la crisis de la atención sanitaria ha sido reducir los servicios a los pobres (Medicaid). El sentido de la oportunidad volvía a ser impecable. «Mientras los líderes republicanos del Congreso toman medidas para recortar miles de millones de dólares del programa sanitario Medicaid —informaba The Washington Post—, intervienen a la vez para salvar la vida de la que probablemente sea la paciente más célebre de Medicaid: Terri Schiavo». El líder de la mayoría republicana Tom DeLay, a la vez que proclamaba su profunda preocupación por Schiavo y su compromiso de garantizar que tuviera la oportunidad «que todos merecemos», movía los hilos para que la Cámara aprobara una resolución presupuestaria que retiraba de 15 a 20 millardos de dólares de Medicaid para los siguientes cinco años. Por si la explotación de la tragedia de esa pobre mujer con fines partidistas no fuera vergüenza suficiente, DeLay y otros como él la estaban privando, a ella y a quién sabe cuántos más, de los medios para sobrevivir. También estaban proporcionando más claves para entender sus verdaderos valores morales y su preocupación por la santidad de la vida[76].


  El método primario ideado para desviar la atención de la crisis de la atención sanitaria fue organizar una gran campaña de relaciones públicas para «reformar» la Seguridad Social —léase desmontarla— con el pretexto de que afronta una tremebunda crisis financiera. No hace falta repasar los llamativos engaños de la propaganda gubernamental, ni las falsificaciones y distorsiones repetidas sin comentarios por gran parte de los sectores de opinión de los medios, que cooperaron en convertirlo en el «tema candente» de Washington. Otras fuentes lo han desvelado de manera más que correcta. El incesante redoble del engaño ha sido tan extremo como para llevar a los analistas frustrados a un lenguaje rara vez aireado en unas publicaciones caracterizadas por su contención: que Bush «mintió repetidamente sobre el actual sistema [de Seguridad Social]», realizando afirmaciones que «eran demostrablemente falsas y que su personal debía reconocer como falsas[77]».


  No es que el sistema carezca de defectos. Sin duda los tiene. El muy regresivo impuesto sobre las remuneraciones es una ilustración. En un plano más general, un estudio de la OCDE reveló que el sistema estadounidense «es uno de los sistemas públicos de pensiones menos generosos de los países avanzados», lo que encaja con la comparativa debilidad de las prestaciones en Estados Unidos[78].


  La supuesta crisis de la Seguridad Social tiene sus raíces en los hechos demográficos: la proporción de población activa respecto de la población jubilada está descendiendo. Los datos son precisos, pero parciales. La cifra relevante es la proporción de población activa respecto de las personas a las que mantienen. Según las estadísticas oficiales, la proporción población activa-dependientes (por debajo de veinte años, por encima de sesenta y cinco) alcanzó su punto más bajo en 1965, y no se espera que llegue a ese nivel durante el periodo de tiempo proyectado (hasta 2080). La imagen de la propaganda es que la jubilación de la generación del baby boom va a destrozar el sistema; como se ha señalado en repetidas ocasiones, su jubilación ya había sido financiada por el aumento de los impuestos sobre las remuneraciones presentado por Greenspan en 1983. Al margen de eso, los miembros de esa generación fueron niños en su momento, y también hubo que cuidar de ellos. Aun así, nos encontramos con que durante esos años se produjo un drástico aumento en el gasto para la educación y otras necesidades de la atención a menores. No hubo crisis. Si la sociedad estadounidense fue capaz de cuidar de los niños del boom desde los cero a los veinte años, no existe ningún motivo fundamental por el que una sociedad mucho más rica, con un rendimiento mucho mayor por trabajador, no pueda cuidar de ellos de los sesenta y cinco a los noventa. Como mucho es posible que hagan falta unos cuantos ajustes técnicos, pero no nos acecha ninguna crisis decisiva en el futuro predecible[79].


  Quienes critican los esfuerzos de Bush para ir limando la Seguridad Social mediante diversos planes de «sociedades de la propiedad» han cantado victoria porque la oposición pública era demasiado intensa para imponer la legislación con el rodillo. Sin embargo, la celebración es prematura. La campaña de engaño consiguió muchos objetivos y sentó las bases para el próximo asalto al sistema. En reacción a la campaña de relaciones públicas, la encuesta de Gallup, por primera vez, incluía la Seguridad Social entre las opciones a «principales preocupaciones». Gallup descubrió que sólo «la accesibilidad y el precio de la atención médica» son una mayor preocupación para el público que la Seguridad Social. A cerca de la mitad de los estadounidenses le preocupa «mucho», y a otro cuarto «bastante», más de lo que preocupan temas como el terrorismo o los precios del petróleo. Una encuesta de Zogby reveló que el 61 por ciento cree que el sistema afronta «serios problemas» y un 14 por ciento cree que está «en crisis», aunque en realidad presente «una mayor fortaleza financiera de la que ha tenido en la mayor parte de su historia, de acuerdo con las cifras de los administradores [del presidente Bush]», observa el economista Mark Weisbrot. La campaña ha sido especialmente eficaz entre los jóvenes. Entre los estudiantes, un 70 por ciento se declara «preocupado por que el sistema de pensiones haya desaparecido cuando ellos se jubilen[80]».


  Son grandes victorias para quienes esperan destruir la Seguridad Social, que revelan una vez más la eficacia de una inundación de propaganda meticulosamente elaborada y amplificada por los medios en una sociedad dirigida por las empresas en la que el engaño institucionalizado se ha refinado hasta niveles de bellas artes. El éxito de la propaganda está a la altura de la campaña mediático-gubernamental para convencer a los estadounidenses de que Saddam Hussein era una amenaza inminente para su supervivencia, alejándolos por completo del espectro de la opinión mundial.


  Ha habido algún comentario sobre el hecho curioso de que la necesidad de reformar la Seguridad Social se convirtiera en el «tema candente» del momento, mientras que la reforma del sistema de atención sanitaria de acuerdo con la opinión pública ni siquiera está en el orden del día, una aparente paradoja: la muy grave crisis fiscal del sistema de atención sanitaria, con su notable ineficacia y su pobre rendimiento, no es una crisis, a la vez que hace falta emprender acciones urgentes para socavar el eficiente sistema que es del todo sólido para el futuro predecible. Además, en la medida en que la Seguridad Social pueda afrontar una crisis en algún punto del futuro lejano, se debería ante todo a la explosión de los costes de la atención médica. Las proyecciones del Gobierno predicen un drástico aumento en los beneficios totales en relación con el PIB, de menos del 10 por ciento en 2000 a casi un 25 por ciento en 2080, que es hasta donde llegan las previsiones. A lo largo de ese periodo apenas se espera que aumenten los costes de la Seguridad Social más allá del nivel del 5 por ciento de 2000. Para Medicaid se prevé un aumento un poco mayor, y uno enorme para Medicare, atribuible ante todo a la extrema ineficacia del sistema de atención sanitaria privatizada[81].


  Las personas sensatas buscarán diferencias entre la Seguridad Social y los sistemas de atención sanitaria que puedan explicar la paradoja. Y encontrarán enseguida diferencias críticas, que son del todo familiares en otros ámbitos: la paradoja sigue al dedillo la «esquizofrenia» de todas las Administraciones que subyace a la «firme línea de continuidad» en lo relativo al «fomento de la democracia», por poner un ejemplo. La Seguridad Social es de poco valor para los ricos, pero es crucial para la supervivencia de los trabajadores, los pobres, sus dependientes y los incapacitados. Para los ricos, se trata de una miseria irrelevante. Sin embargo, para cerca del 60 por ciento de la población es la «principal fuente» de ingresos en la jubilación, y la más segura. Además, como programa gubernamental, tiene unos costes administrativos tan bajos que no ofrece nada a las instituciones financieras. La Seguridad Social ayuda sólo a la población subyacente, no a las personas sustanciales. Es natural, en consecuencia, que sea entregada a las llamas. El sistema médico, en cambio, funciona muy bien para las personas sustanciales, con una atención sanitaria racionada a todos los efectos según la riqueza, a la vez que fluyen enormes beneficios hacia el poder privado a cambio de una burocracia y una supervisión superfluas, unos fármacos de precio excesivo y demás ineficiencias útiles. Puede tratarse a la población subyacente con sermones sobre la responsabilidad[82].


  Existen otros sólidos motivos para destruir el sistema de la Seguridad Social. Se basa en principios que resultan profundamente ofensivos para los valores morales de la cúpula política y los sectores que representan: no quienes les votan, una categoría distinta de la población. La Seguridad Social se basa en la idea de que es responsabilidad de la comunidad garantizar que la viuda discapacitada de la otra punta de la ciudad tenga algo que comer, o que el niño del otro lado de la calle pueda acudir a una escuela decente. Hay que quitarle a la gente esas ideas malignas de la cabeza. Se interponen en el camino del «Nuevo Espíritu de los Tiempos» de la década de 1850: «Acumular riqueza, olvidándolo todo menos a uno mismo». Según el razonamiento correcto, no es culpa mía que la viuda se casara con la persona equivocada o que los padres del niño tomaran malas decisiones de inversión, conque ¿por qué debería contribuir yo con unos cuantos centavos a un fondo público que cuide de ellos? La «sociedad de la propiedad», en cambio, no padece ninguno de esos defectos morales.


  Volviendo a las elecciones de noviembre de 2004, de ellas aprendemos poco de importancia sobre las actitudes y opiniones populares, aunque podemos descubrir mucho a partir de los estudios que se mantienen ocultos. Y todo el asunto contribuye a nuestra comprensión del estado actual de la democracia estadounidense, con la mayor parte del mundo industrial siguiéndola de cerca, a medida que los sectores privilegiados y poderosos aprenden y aplican las lecciones impartidas por su líder.


  EPÍLOGO


  Nadie familiarizado con la historia debería extrañarse de que el creciente déficit democrático en Estados Unidos vaya acompañado por la declaración de misiones mesiánicas para llevar la democracia a un mundo que sufre. Las declaraciones de nobles intenciones por parte de los sistemas de poder rara vez son invenciones al cien por cien, y lo mismo sucede en este caso. Bajo determinadas condiciones, algunas formas de democracia resultan en efecto aceptables. En el extranjero, como concluye el más destacado erudito-defensor del «fomento de la democracia», encontramos una «firme línea de continuidad»: la democracia es aceptable si y sólo si concuerda con los intereses estratégicos y económicos (Thomas Carothers). En una variedad modificada, la doctrina también impera en casa.


  El dilema básico que afrontan los arquitectos de la política en ocasiones lo reconocen con franqueza en el extremo liberal de las «palomas» del espectro, por ejemplo Robert Pastor, asesor de seguridad nacional para Latinoamérica del presidente Carter. Él explicó por qué la Administración tenía que apoyar el régimen sanguinario y corrupto de Somoza en Nicaragua y, cuando eso se demostró imposible, intentar al menos mantener la Guardia Nacional adiestrada por Estados Unidos incluso mientras ésta masacraba a la población «con una brutalidad que una nación suele reservar para su enemigo», a la que sucumbieron unas cuarenta mil personas. El motivo era el de siempre: «Estados Unidos no quería controlar Nicaragua o el resto de las naciones de la región, pero tampoco quería que los acontecimientos se salieran de madre. Quería que los nicaragüenses actuaran con independencia, salvo cuando al hacerlo afectaran de manera adversa a los intereses estadounidenses[1]».


  Parecidos dilemas afrontaron los planificadores de la Administración Bush tras su invasión de Irak. Quieren que los iraquíes «actúen con independencia, salvo cuando al hacerlo afecten de manera adversa a los intereses estadounidenses». En consecuencia, Irak debe ser soberano y democrático, pero dentro de unos límites. Debe construirse de alguna manera como obediente estado cliente, muy en el estilo del orden tradicional en Centroamérica. En un plano general, el patrón es conocido y llega hasta el extremo opuesto de las estructuras institucionales. El Kremlin pudo mantener satélites dirigidos por las fuerzas políticas y militares locales, con el puño de hierro preparado para actuar. Alemania fue capaz de hacer más o menos lo mismo en la Europa ocupada incluso mientras estaba en guerra, como también hizo el Japón fascista en Manchuria (su Manchukuo). La Italia fascista logró resultados parecidos en el norte de África mientras efectuaba un práctico genocidio que no perjudicó en absoluto su imagen favorable en Occidente y posiblemente inspiró a Hitler. Los sistemas imperiales y neocoloniales tradicionales ilustran muchas variaciones de temas similares[2].


  Conseguir los objetivos tradicionales en Irak se ha demostrado sorprendentemente difícil, a pesar de unas circunstancias inusuales por lo favorables, como ya se ha analizado. El dilema de combinar cierto grado de independencia con un firme control surgió con tintes inconfundibles al poco de la invasión, cuando una resistencia no violenta de masas obligó a los invasores a aceptar mucha más iniciativa iraquí de la que habían previsto. El resultado hacía pensar incluso en la espeluznante perspectiva de un Irak soberano y más o menos democrático que ocupara su lugar en una informal alianza chií formada por Irán, el Irak chií y posiblemente las regiones vecinas y dominadas por los chiíes de Arabia Saudí, que controlaría la mayor parte del petróleo mundial y sería independiente de Washington.


  La situación podría empeorar. Es posible que Irán renuncie a sus esperanzas de que Europa pueda independizarse de Estados Unidos y se vuelva hacia el este. Selig Harrison, un destacado especialista en estos asuntos, comenta una información de trasfondo sumamente relevante. «Las negociaciones nucleares entre Irán y la Unión Europea se basaban en un pacto que la UE, frenada por EEUU, no ha logrado cumplir», observa Harrison. El pacto consistía en que Irán suspendería el enriquecimiento de uranio y la UE ofrecería garantías de seguridad. El lenguaje de la declaración conjunta era «inequívoco. “Un acuerdo mutuamente aceptable”, decía, no sólo ofrecería “garantías objetivas” de que el programa nuclear iraní es “exclusivamente para fines pacíficos”, sino que además “proporcionaría firmes compromisos en materias de seguridad[3]”».


  La expresión «materias de seguridad» es una referencia tenuemente velada a las amenazas estadounidenses e israelíes de bombardear Irán y los preparativos para hacerlo. El modelo que se aduce de forma regular es el bombardeo israelí del reactor iraquí de Osirak en 1981, que parece haber iniciado el programa de armas nucleares de Saddam, otra demostración de que la violencia tiende a engendrar violencia. Cualquier intento de ejecutar unos planes parecidos contra Irán podría conducir a una violencia inmediata, como a buen seguro entienden en Washington. Durante una visita a Teherán, el influyente clérigo chií Muqtada al-Sadr advirtió de que su milicia defendería Irán en caso de cualquier ataque, «uno de los indicios más claros hasta la fecha —informó The Washington Post— de que Irak podría convertirse en un campo de batalla en cualquier conflicto occidental con Irán, lo que despierta el fantasma de unas milicias chiíes iraquíes, o tal vez incluso el Ejército adiestrado por Estados Unidos y dominado por los chiíes, que arremetieran contra las tropas norteamericanas en el país por solidaridad con Irán». El bloque sadrista, que obtuvo sustanciales ganancias en las elecciones de diciembre de 2005, podría convertirse pronto en la fuerza política más poderosa de Irak. Está siguiendo de manera consciente el modelo de otros grupos islamistas de éxito, como Hamás en Palestina, que pasa por combinar una fuerte resistencia a la ocupación militar con organización social popular y servicios a los pobres[4].


  No es nada nuevo que Washington esté poco por la labor de permitir que se planteen los asuntos de seguridad regional, como ha vuelto a constatarse en repetidas ocasiones en la confrontación con Irak. Como telón de fondo se encuentra el asunto de las armas nucleares israelíes, un tema que Washington veta del debate internacional. Más allá de todo eso acecha lo que Harrison describe con acierto como «el problema central que afronta el régimen de no proliferación global»: la incapacidad de los estados nucleares para cumplir su obligación, estipulada por el TNP, de «retirar progresivamente sus propias armas nucleares» y, en el caso de Washington, el rechazo formal de esa obligación[5].


  A diferencia de Europa, China se niega a dejarse intimidar por Washington, un motivo primario del creciente miedo a Pekín de los planificadores estadounidenses. Gran parte del petróleo iraní ya va a parar a China, que le está proporcionando armas, es de suponer que en calidad de disuasión para las amenazas norteamericanas. Más incómodo si cabe para Washington es el hecho de que «la relación sinosaudí haya experimentado un extraordinario desarrollo», que incluye ayuda militar china a Arabia Saudí y derechos de explotación de gas para China. Para el año 2005, Arabia Saudí aportaba cerca de un 17 por ciento de las importaciones de crudo de China. Empresas petrolíferas chinas y saudíes han firmado acuerdos de perforación y construcción de una enorme refinería (con Exxon Mobil como socio). Se esperaba que una visita a Pekín del rey Abdulá en enero de 2006 condujera a un memorando de entendimiento sinosaudí que reclamara «un aumento de la cooperación y la inversión entre los dos países en petróleo, gas natural y minerales[6]».


  El analista indio Aijaz Ahmad observa que Irán podría «surgir como el eje virtual, en construcción, a lo largo de la década siguiente más o menos, de lo que China y Rusia han llegado a contemplar como una Red Asiática de Seguridad Energética absolutamente indispensable, para sortear el control occidental de las reservas energéticas mundiales y asegurar la gran revolución industrial de Asia». Es probable que Corea del Sur y los países del sureste asiático se sumen, con la posible incorporación de Japón. Una pregunta crucial es cómo reaccionará la India. Este país rechazó las presiones estadounidenses para que se retirara de un acuerdo para un oleoducto con Irán. Por otro lado, la India se sumó a Estados Unidos y la Unión Europea en la aprobación de una resolución antiiraní en la AIEA, sumándose de paso a su hipocresía, ya que la India rechaza el régimen del TNP que Irán, por el momento, parece acatar a grandes rasgos. Ahmad explica que es posible que la India haya invertido en secreto su postura bajo las amenazas iraníes de poner término a un acuerdo de gas de 20 000 millones de dólares. Washington advirtió más tarde a la India de que su «acuerdo nuclear con Estados Unidos podía tocar a su fin» si no acataba sus exigencias, lo que suscitó una airada réplica del ministro de Exteriores indio y una moderación evasiva de la advertencia por parte de la embajada norteamericana[7].


  También la India dispone de opciones. Podría elegir convertirse en un cliente de Estados Unidos, o tal vez prefiera sumarse a un bloque asiático más independiente que empieza a cobrar forma, con crecientes lazos con los productores petrolíferos de Oriente Medio. En una serie de comentarios informativos, el subdirector del Hindu observa que «si queremos que el siglo XXI sea un “siglo asiático”, la pasividad de Asia en el sector de la energía debe terminar». Aunque «alberga a los mayores productores y los consumidores de energía en más rápido crecimiento del mundo», Asia todavía depende «de instituciones, marcos de comercio y fuerzas armadas de fuera de la región para comerciar consigo misma», un legado debilitador de la era imperial. La clave es la cooperación India-China. En 2005, señala, la India y China «se las ingeniaron para confundir a los analistas de todo el mundo al convertir su tan cacareada rivalidad por la adquisición de activos petrolíferos y gasísticos en terceros países en una incipiente asociación que podría alterar la dinámica básica del mercado energético mundial». Un acuerdo de enero del 2006 firmado en Pekín «allanó el camino para que la India y China colaborasen no sólo en tecnología, sino también en la exploración y producción de hidrocarbonos, una sociedad que con el tiempo podría alterar ecuaciones fundamentales del sector mundial del petróleo y el gas natural». En un encuentro de productores y consumidores de energía celebrado en Nueva Delhi varios meses antes, la India había «desvelado un ambicioso proyecto de 22 400 millones de dólares para una red de seguridad de gaseoductos y oleoductos panasiáticos» que se extendería a lo largo de toda Asia, desde los yacimientos siberianos hasta los gigantes energéticos de Oriente Medio, atravesando Asia Central e integrando también a los estados consumidores. Además, los países asiáticos «contienen más de dos billones de dólares en reservas extranjeras», denominadas en dólares en su inmensa mayoría, aunque la prudencia sugiere diversificar. Un primer paso, que ya se está contemplando, es un mercado petrolero asiático que comercie en euros. El impacto sobre el sistema financiero internacional y el equilibrio del poder global podría ser significativo. Estados Unidos «ve en la India el eslabón más débil de la emergente cadena asiática», prosigue, y está «intentando por todos los medios alejar a Nueva Delhi de la labor de crear una nueva arquitectura regional blandiendo la zanahoria nuclear y la promesa del estatus de potencia mundial en alianza con él». Si el proyecto asiático pretende prosperar, advierte, «la India tendrá que resistirse a esas tentaciones». Surgen preguntas similares a propósito de la Organización para la Cooperación de Shangai formada en 2001 como contrapeso basado en Rusia y China para la expansión del poder estadounidense en el Asia central ex soviética, que en la actualidad evoluciona «con rapidez hacia un bloque de seguridad regional [que] pronto podría reclutar a nuevos miembros como la India, Pakistán e Irán», informa el veterano corresponsal en Moscú Fred Weir, hasta convertirse tal vez en una «confederación militar euroasiática para hacer la competencia a la OTAN[8]».


  La perspectiva de que Europa y Asia pudieran avanzar hacia una mayor independencia ha sido una gran fuente de preocupación para los planificadores estadounidenses desde la Segunda Guerra Mundial, y las inquietudes han aumentado de manera significativa a medida que el orden tripolar ha seguido evolucionando, junto con nuevas interacciones norte-sur y unas relaciones de la Unión Europea con China en rápido crecimiento[9].


  Las previsiones de los servicios de información norteamericanos son que Estados Unidos, si bien controlará el petróleo de Oriente Medio por los motivos tradicionales, confiará por su parte ante todo en los recursos más estables de la cuenca Atlántica (África occidental, el hemisferio occidental). El control del petróleo de Oriente Medio está ahora lejos de ser seguro, y esas expectativas también se ven amenazadas por los acontecimientos del hemisferio occidental, acelerados por las políticas de la Administración Bush que han dejado a Estados Unidos ostensiblemente aislados en el panorama global. La Administración Bush ha conseguido enajenarse incluso a Canadá, una hazaña impresionante. Las relaciones de Canadá con Estados Unidos son más «tensas y belicosas» que nunca, por culpa del rechazo de Washington a las decisiones del TLCAN que favorecían a su vecino, informa Joel Brinkley. «En parte por ese motivo, Canadá está haciendo todo lo posible para consolidar su relación con China [y] varios funcionarios comentan que es posible que Canadá desvíe una porción significativa de su comercio, en particular el de petróleo, de Estados Unidos a China». El ministro canadiense de Recursos Naturales declaró que, en el plazo de unos cuantos años, una cuarta parte del crudo que Canadá envía en este momento a Estados Unidos quizá vaya a parar a China. En otro golpe a las políticas energéticas de Washington, el primer exportador de petróleo del hemisferio, Venezuela, ha entablado con China las que probablemente son las relaciones más estrechas de cualquier país latinoamericano, y planea vender cantidades cada vez mayores de crudo a ese país como parte de su esfuerzo para reducir la dependencia de un Gobierno estadounidense manifiestamente hostil. Latinoamérica en su conjunto está aumentando el comercio y otras relaciones con China, con algunos reveses pero una probable expansión, en especial en el caso de exportadores de materias primas como Brasil y Chile[10].


  Entretanto, las relaciones Cuba-Venezuela se están volviendo muy estrechas, basándose cada uno de los dos países en su ventaja comparativa. Venezuela aporta petróleo a bajo coste y Cuba, a cambio, organiza programas de alfabetización y sanidad, para los que envía a millares de profesionales, profesores y médicos altamente cualificados, que trabajan en las zonas más pobres y abandonadas, como hacen en otros lugares del Tercer Mundo. Los proyectos cubano-venezolanos se están extendiendo a los países caribeños, donde médicos de Cuba proporcionan asistencia sanitaria a millares de personas con financiación venezolana. El embajador de Jamaica en Cuba describe la operación Milagro, como se la conoce, como «un ejemplo de integración y cooperación sur-sur»; el fenómeno está despertando un gran entusiasmo entre la mayoría pobre. Hay más lugares en los que reciben la asistencia médica cubana con los brazos abiertos. Una de las tragedias más atroces de los últimos años fue el terremoto de octubre de 2005 en Pakistán. Además del enorme número de víctimas, una cantidad desconocida de supervivientes tiene que afrontar un despiadado clima invernal con poco cobijo, comida o asistencia médica. Hay que acudir a la prensa del sur asiático para leer que «Cuba ha proporcionado el mayor contingente de médicos y enfermeros de Pakistán», pagando todos los gastos (quizá con fondos venezolanos), y que el presidente Musharraf expresó su «profunda gratitud» por el «temple y la compasión» de los equipos médicos cubanos. De éstos se dice que comprenden a más de un millar de individuos titulados, un 44 por ciento de ellos mujeres, que se quedaron a trabajar en remotas aldeas de montaña, «viviendo en tiendas de campaña con un tiempo gélido y en una cultura extraña» después de que se retiraran los equipos de ayuda occidentales; montaron diecinueve hospitales de campaña y trabajaron en turnos de doce horas[11].


  Hay analistas que han sugerido que Cuba y Venezuela podrían incluso unirse, un paso hacia una ulterior integración de Latinoamérica en un bloque que sea más independiente de Estados Unidos. Venezuela se ha incorporado a MERCOSUR, la unión aduanera suramericana, una maniobra que el presidente argentino, Néstor Kirchner, tildó de «hito» en el desarrollo de ese bloque de comercio y el presidente brasileño, Luiz Inácio Lula da Silva, celebró como «un nuevo capítulo en nuestra integración». Los expertos independientes afirman que «la incorporación de Venezuela al bloque incide en su visión geopolítica de extender MERCOSUR con el tiempo al resto de la región». En un acto para conmemorar la entrada de Venezuela en la unión aduanera, el presidente venezolano, Chávez, declaró: «No podemos permitir que esto sea un proyecto meramente económico, un proyecto para las elites y las compañías transnacionales», una referencia no muy velada al «Acuerdo de Libre Comercio para las Américas» patrocinado por Estados Unidos, que ha despertado una fuerte oposición pública. Venezuela también proporcionó combustible a Argentina para ayudarla a conjurar una crisis energética, y compró casi un tercio de la deuda argentina emitida en 2005, un elemento dentro de un esfuerzo de toda la región para liberar a los países del control del FMI dominado por Estados Unidos tras dos décadas de efectos calamitosos derivados de la observancia de sus reglas. El FMI ha «actuado para con nuestro país como valedor y vehículo de unas políticas que han causado pobreza y dolor entre el pueblo argentino», declaró el presidente Kirchner al anunciar su decisión de pagar casi un billón de dólares para desembarazarse para siempre del fondo. Quebrantando de forma radical las reglas del FMI, Argentina disfrutó una sustancial recuperación del desastre que habían dejado a su paso las políticas de ese organismo[12].


  El avance hacia una integración regional independiente dio un paso más con la elección en Bolivia de Evo Morales en diciembre de 2005, el primer presidente salido de la mayoría indígena. Morales actuó de inmediato para firmar acuerdos energéticos con Venezuela. Sobre ellos The Financial Times dijo que «se espera que apuntalen unas futuras reformas radicales para la economía y el sector energético de Bolivia», con sus enormes reservas de gas, superadas en Suramérica tan sólo por las venezolanas. Morales también se comprometió a dar marcha atrás a las políticas neoliberales que Bolivia había seguido religiosamente durante veinticinco años y que habían dejado el país con una renta per cápita más baja que al principio. A lo largo de ese periodo tan sólo se interrumpió la fidelidad a los programas neoliberales cuando el descontento popular obligaba al Gobierno a abandonarlas, como cuando siguió el consejo del Banco Mundial de privatizar el suministro hídrico y «corregir los precios»… de paso que privaba a los pobres de acceso al agua[13].


  La «subversión» venezolana, tal y como la describen en Washington, se está extendiendo también a Estados Unidos. Quizás eso exija una ampliación de las políticas de «contención» de Venezuela decretadas por Bush en marzo de 2005. En noviembre de ese mismo año, según informaba The Washington Post, un grupo de senadores envió una carta «a nueve grandes compañías petroleras: dadas las previsiones de enormes aumentos en las facturas de calefacción para el invierno, rezaba la misiva, queremos que donen parte de sus beneficios récord para ayudar a las personas de renta baja a cubrir esos costes». Recibieron una sola respuesta: de CITGO, la empresa controlada por los venezolanos. CITGO se ofreció a proporcionar petróleo a bajo coste a los residentes de Boston, y después en otros puntos. Chávez lo hace tan sólo «con fines políticos», respondió el Departamento de Estado; es «algo parecido a cuando el Gobierno cubano ofrecía becas para estudiar Medicina en la isla a jóvenes estadounidenses desfavorecidos». Nada que ver con la ayuda de Estados Unidos y otros países, que es puro altruismo. No está claro que esas sutilezas sean apreciadas por los receptores de los «54 millones de litros de petróleo rebajado para calefacción doméstica [proporcionado por CITGO] a entidades benéficas y 45 000 familias de renta baja de Massachusetts». El petróleo se distribuye a los pobres que afrontan una subida del 30-50 por ciento en los precios del crudo, con la asistencia para combustible «lamentablemente escasa de financiación, de modo que esto supone una ayuda importantísima para personas que de otro modo no superarían el invierno», según el director de la organización benéfica que distribuye petróleo de bajo coste entre «albergues para los sin techo, comedores populares y grupos de viviendas de renta baja». También «dijo esperar que el acuerdo presentara “un desafío amistoso” a las compañías petroleras estadounidenses —que hace poco presentaron beneficios trimestrales históricos— para que utilicen sus ganancias espectaculares para ayudar a las familias pobres a sobrevivir al invierno», al parecer en vano[14].


  Aunque la violencia y el terror reaganianos metieran en vereda a la mayor parte de Centroamérica, el resto del hemisferio se está descontrolando, en especial de Venezuela a Argentina, que era el buque insignia del FMI y el Departamento del Tesoro hasta que su economía se desmoronó bajo las políticas que le habían impuesto. Gran parte de la región presenta Gobiernos de centroizquierda. Las poblaciones indígenas se han vuelto mucho más activas e influyentes, en particular en Bolivia y Ecuador, dos grandes productores de energía, donde o bien quieren que el petróleo y el gas pasen a control nacional o bien, en algunos casos, se oponen directamente a la producción. Muchos pueblos indígenas en apariencia no ven ningún motivo por el que sus vidas, sociedades y culturas deban ser alteradas o destruidas para que los neoyorquinos puedan sentarse al volante de sus todoterrenos en un atasco. Algunos reclaman incluso una «nación india» en Suramérica. Entretanto, la incipiente integración económica está invirtiendo patrones que se remontan a las conquistas españolas, con las elites y economías latinoamericanas vinculadas con las potencias imperiales pero no entre ellas. Además de la creciente interacción sur-sur a una escala más amplia, estos acontecimientos notan la fuerte influencia de las organizaciones populares que se están forjando en los movimientos internacionales en pro de la justicia global, un fenómeno sin precedentes y que recibe el absurdo calificativo de «antiglobalización» por propugnar una globalización que anteponga los intereses de las personas, y no de los inversores e instituciones financieras. Por muchos motivos, el sistema de dominio global estadounidense es frágil, aun sin contar el daño ocasionado por los planificadores de Bush.


  Una consecuencia de ello es que la Administración Bush se las ve con nuevos obstáculos para seguir las políticas tradicionales de disuasión de la democracia. Ya no es tan fácil como antes recurrir a los pronunciamientos militares y el terrorismo internacional para derrocar Gobiernos electos democráticamente, como descubrieron a su pesar los planificadores de Bush en Venezuela en 2002. Hay que seguir la «firme línea de continuidad» de otras maneras, por lo general. En Irak, como hemos visto, una resistencia no violenta de masas obligó a Washington y Londres a permitir las elecciones que habían querido evitar. El posterior esfuerzo para subvertirlas concediendo sustanciales ventajas al candidato favorito de la Administración y expulsando a los medios independientes también fracasó. Washington afronta más problemas. El movimiento obrero iraquí está realizando considerables avances a pesar de la oposición de las autoridades de ocupación. La situación se parece bastante a la de Europa y Japón tras la Segunda Guerra Mundial, cuando un objetivo primario de Estados Unidos y Gran Bretaña era socavar los movimientos obreros independientes, como en casa, y por motivos similares: una mano de obra organizada contribuye de maneras esenciales a una democracia efectiva con participación popular. Muchas de las medidas adoptadas en aquella época —retener partidas de alimentos, apoyar a policías fascistas— ya no están disponibles. Tampoco es posible en la actualidad confiar en que la burocracia obrera de la AIFLD ayude a dinamitar los sindicatos. Hoy en día, algunos sindicatos norteamericanos apoyan a los trabajadores iraquíes, al igual que hacen en Colombia, donde se asesina a más activistas sindicales que en cualquier otro lugar del mundo. Por lo menos los sindicatos ya reciben el apoyo de United Steelworkers of America y otras centrales estadounidenses, mientras Washington sigue ofreciendo enormes fondos al Gobierno, sobre el que recae buena parte de la responsabilidad[15].


  El problema de las elecciones surgió en Palestina de un modo muy parecido al de Irak. Como ya se ha comentado, la Administración Bush se negó a permitir los comicios hasta la muerte de Yasser Arafat, consciente de que ganaría el hombre que no tocaba. A su muerte, la Administración accedió a consentir unas elecciones, confiando en la victoria de sus candidatos preferidos de la Autoridad Palestina. Para propiciar ese resultado, Washington recurrió poco más o menos a los mismos mecanismos de subversión utilizados en Irak, y con frecuencia antes. Washington usó la USAID como «conducto invisible» en un esfuerzo por «aumentar la popularidad de la Autoridad Palestina en vísperas de las cruciales elecciones en las que el partido gobernante afronta un serio desafío del grupo islamista radical Hamás», y gastó casi dos millones de dólares «en decenas de proyectos rápidos antes de las elecciones de esta semana para mejorar la imagen de la facción gobernante de Fatá ante el electorado». En Estados Unidos, o cualquier país occidental, bastaría un atisbo de semejante interferencia extranjera para destruir a un candidato, pero la mentalidad imperial profundamente arraigada legitima tales medidas rutinarias en cualquier otro lugar. Con todo, el intento de subvertir las elecciones volvió a ser un fracaso clamoroso[16].


  Los Gobiernos estadounidense e israelí ahora tienen que adaptarse a tratar de algún modo con un partido islamista radical que se aproxima a su tradicional postura de rechazo, aunque no del todo, por lo menos si Hamás de verdad pretende acceder a una tregua indefinida basándose en la frontera internacional, como afirman sus dirigentes. Los Estados Unidos e Israel, en cambio, insisten en que el Estado judío debe apropiarse de sustanciales sectores de Cisjordania (y los olvidados Altos del Golán). La negativa de Hamás a aceptar el «derecho a existir» de Israel es fiel reflejo de la negativa de Washington y Jerusalén a aceptar el «derecho a existir» de Palestina, un concepto desconocido en los asuntos internacionales; México acepta la existencia de Estados Unidos pero no su abstracto «derecho a existir» en casi la mitad de México, adquirida por conquista. El compromiso formal de Hamás de «destruir Israel» lo sitúa en pie de igualdad con Estados Unidos e Israel, que hicieron voto formal de que no podía haber un «Estado palestino adicional» (además de Jordania) hasta que han relajado en parte su postura de rechazo extremo en los últimos años, de la manera que ya hemos analizado. Aunque Hamás no lo haya dicho, no sería una gran sorpresa que accediera a la posibilidad de que algunos judíos permanecieran en zonas diseminadas del actual Israel, mientras Palestina construye enormes proyectos de asentamiento e infraestructuras para apropiarse de la tierra valiosa y los recursos hasta desintegrar Israel a todos los efectos en cantones inviables, efectivamente separados entre ellos y de una pequeña parte de Jerusalén donde también se permitiría quedarse a los judíos. También podrían acceder a llamar «Estado» a los fragmentos. Si se plantearan esas propuestas, las consideraríamos —con razón— un práctico retorno al nazismo, algo que puede suscitar ciertos razonamientos. Si se realizaran esas propuestas, la posición de Hamás sería en esencia como la de Estados Unidos e Israel en los últimos cinco años, cuando transigieron en tolerar cierta variedad empobrecida de «Estado». Es justo tachar a Hamás de radical, extremista y violento, y de seria amenaza para la paz y un arreglo político equitativo. Pero no puede decirse que la organización esté sola en esa postura.


  En otros lugares sí han prosperado los medios tradicionales de subvertir la democracia. En Haití, la Administración Bush tiene a su favorito «grupo de construcción de democracias, el Instituto Republicano Internacional», que trabajó con ahínco para fomentar la oposición al presidente Aristide, ayudado por la congelación de una ayuda necesitada con desesperación con argumentos que resultaban dudosos en el mejor de los casos. Cuando parecía que era probable que Aristide ganase cualquier elección genuina, Washington y la oposición optaron por retirarse, un mecanismo habitual para desacreditar unos comicios que no van a salir como toca: Nicaragua en 1984 y Venezuela en diciembre de 2005 son ejemplos que deberían resultar familiares. A continuación llegó un golpe de Estado militar, la expulsión del presidente y un reinado del terror y la violencia que supera con creces cualquier cosa que sucediera bajo el Gobierno electo[17].


  La persistencia de la firme línea de continuidad hasta el presente revela una vez más que Estados Unidos se parece mucho a cualquier otro estado poderoso. Persiguen los intereses estratégicos y económicos de los sectores dominantes de su población, al son de una fanfarria retórica sobre su dedicación a los valores más elevados. Se trata prácticamente de un universal histórico, y es el motivo por el que la gente sensata presta escasa atención a las declaraciones de nobles intenciones de los dirigentes o los elogios de sus seguidores.


  Es frecuente oír que los críticos machacones se quejan de lo que va mal pero no ofrecen soluciones. Existe una traducción fiel para esa acusación: «Ofrecen soluciones, pero no me gustan». Además de las propuestas que deberían resultar familiares sobre el modo de afrontar unas crisis que llegan al nivel de la supervivencia, ya se han mencionado unas cuantas sugerencias sencillas para Estados Unidos: (1) aceptar la jurisdicción del Tribunal Penal Internacional y el Tribunal Mundial; (2) firmar y aplicar los protocolos de Kioto; (3) dejar que la ONU tome las riendas en las crisis internacionales; (4) confiar en las medidas diplomáticas y económicas en lugar de las militares en la lucha contra el terror; (5) mantenerse fiel a la interpretación tradicional de la Carta de la ONU; (6) renunciar al veto en el Consejo de Seguridad y tener «un respeto decente por la opinión de la humanidad», como recomienda la Declaración de Independencia, aun cuando los centros de poder discrepen; (7) recortar drásticamente el gasto militar y aumentar drásticamente el gasto social. Para quien crea en la democracia, se trata de unas sugerencias muy conservadoras: parecen ser la opinión de la mayoría de la población estadounidense, en muchos casos de una mayoría abrumadora. Se encuentran en oposición radical a la política pública. Desde luego, no podemos poner la mano en el fuego por el estado de la opinión pública a propósito de tales asuntos por culpa de otro rasgo del déficit democrático: los temas rara vez entran en el debate público y los hechos básicos son poco conocidos. En una sociedad sumamente atomizada, el público por tanto se ve en gran medida privado de la oportunidad de forjarse opiniones meditadas.


  Otra sugerencia conservadora es que los hechos, la lógica y los principios morales elementales deberían importar. Quienes se tomen la molestia de hacer suya esa sugerencia pronto se verán llevados a abandonar buena parte de la doctrina conocida, aunque sin duda sea mucho más fácil repetir mantras interesados. Esas verdades sencillas nos ponen en el buen camino para desarrollar respuestas más específicas y detalladas. Lo que es más importante, allanan el camino para llevarlas a la práctica, unas oportunidades que están a nuestro alcance si podemos liberarnos de las cadenas de la doctrina y el espejismo impuesto.


  Aunque es natural que los sistemas doctrinales pretendan inducir pesimismo, impotencia y desesperación, la realidad es diferente. Ha habido avances sustanciales en la incesante búsqueda de justicia y libertad en los últimos años, que han dejado un legado que puede ampliarse desde un plano más elevado que antes. Abundan las oportunidades para educarse y organizarse. Como en el pasado, no es probable que unas autoridades benevolentes concedan derechos o éstos se ganen mediante acciones intermitentes: asistir a un par de manifestaciones o darle a una palanca en los espectáculos personalizados cuatrienales que nos venden como «política democrática». Como siempre sucediera en el pasado, las tareas exigen una participación dedicada y diaria para crear —en parte recrear— la base para una cultura democrática funcional en la que el público desempeñe algún papel en la determinación de las decisiones, no sólo en el ámbito político, del que se encuentra en gran medida excluido, sino también en el crucial terreno económico, del que está excluido por principio. Existen muchos modos de fomentar la democracia en casa y llevarla a nuevas dimensiones. Sobran oportunidades, y es probable que si no las aprovechamos las repercusiones sean ominosas: para el país, el mundo y las futuras generaciones.
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    NOAM CHOMSKY (Filadelfia, 1928), lingüista, filósofo, activista, autor y analista político estadounidense. Estudió en la Universidad de Pensilvania, donde se doctoró en 1955 con una tesis sobre el análisis transformacional, elaborada a partir de las teorías de Z.Harris, de quien fue discípulo. Entró entonces a formar parte como docente del Massachusetts Institute of Technology, del que es profesor desde 1961.


    Es autor de una aportación fundamental a la lingüística moderna, con la formulación teórica y el desarrollo del concepto de gramática transformacional, o generativa, cuya principal novedad radica en la distinción de dos niveles diferentes en el análisis de las oraciones: por un lado, la «estructura profunda», conjunto de reglas de gran generalidad a partir de las cuales se «genera», mediante una serie de reglas de transformación, la «estructura superficial» de la frase. Este método permite dar razón de la identidad estructural profunda entre oraciones superficialmente distintas, como sucede entre el modo activo y el pasivo de una oración. En el nivel profundo, la persona posee un conocimiento tácito de las estructuras fundamentales de la gramática, que Chomsky consideró en gran medida innato; basándose en la dificultad de explicar la competencia adquirida por los hablantes nativos de una lengua a partir de la experiencia deficitaria recibida de sus padres, consideró que la única forma de entender el aprendizaje de una lengua era postular una serie de estructuras gramaticales innatas las cuales serían comunes, por tanto, a toda la humanidad.


    Aparte de su actividad en el terreno lingüístico, ha intervenido a menudo en el político, provocando frecuentes polémicas con sus denuncias del imperialismo estadounidense desde el comienzo de la guerra de Vietnam y sus reiteradas críticas al sistema político y económico de Estados Unidos.
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